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Al elegir el tema de “la invasión norteamericana a Panamá y las 
repercusiones internacionales, 1989”; nos movió un espíritu centroamericanista, 
pacifista y de justicia internacional. Es muy importante el tema de nuestra 
investigación, ya que forma parte de la historia de Centroamérica, de nuestra 
historia, caracterizada por reiteradas intervenciones norteamericanas, golpes de 
Estado, falta de democracia, guerras fraticidas, irrespeto a los derechos humanos y 
por la ambición de potencias extranjeros por controlar geopolítica y 
geoestratégicamente el istmo centroamericano. Además, nos motivó el conocer la 
posición que adoptaron los países del área de Centroamérica y organizaciones 
internacionales ante un acontecimiento de tal magnitud, que los afecta a todos.  
 
Por otro lado, los conflictos sólo pueden ser resueltos a través de los 
medios pacíficos que ofrece el derecho internacional, sin llegar a crear una 
agresión bélica, que conlleva a la violación de los derechos humanos, los cuales 
son el fundamento de la paz y la seguridad internacionales. 
 
En las relaciones internacionales entre los Estados observamos que como 
se presentan redes de opiniones y paradigmas que encierran una problemática de 
variedad investigativo real y flexible. Hoy en día, estas relaciones entre los 
Estados difieren de hace años atrás, en que la Sociedad Internacional era Bipolar 
en el contexto de la Guerra Fría. Sin embargo, nos muestran panoramas 
conocidas, indiscutibles y controvertidos. Aunque el Derecho Internacional regula 
primordialmente las relaciones entre los Estados, éstos forman parte de 
Organizaciones Internacionales que buscan fomentar la seguridad internacional, el 
mantenimiento de la paz y el desarrollo, a través de la cooperación 
institucionalizada, como por ejemplo las Naciones Unidas (ONU), y el Organo de 
Seguridad Colectiva Mundial, el Consejo de Seguridad, también la Organización 
de Estados Americanos (OEA), y su Organo de Seguridad Colectiva Regional, la 
Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores de América, bajo el 
 
ámbito de aplicación del Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR). 
A pesar de esos esfuerzos, a menudo se producen violaciones de los principios de 
derecho internacional que los propios Estados están obligados a respetar. 
 
  Nuestra investigación se enfoca en la repercusión de estas relaciones a 
raíz de un conflicto armado. La intervención de un Estado en contra de otro, 
provoca descontento dentro del mismo como para con otros. La frustración del 
Estado frente a tal hecho, lo lleva a reaccionar de forma violenta, y a la vez, 
destruye la naturaleza misma de los derechos y deberes del hombre. Ante esta 
complejidad de controversias, se busca resolver estas desavenencias de la forma 
más justa y pacífica, ya que el uso de la fuerza repercute internacionalmente, 
afectando directa e indirectamente la soberanía nacional, la seguridad 
internacional y a terceros de forma económica y/o políticamente. 
 
 Las repercusiones internacionales de la invasión a Panamá, en el año de 
1989, ha desatado discusiones, dudas, repudio, descontentos e incumplimiento de 
obligaciones internacionales. Al referirnos, a la intervención de los Estados 
Unidos en Panamá, queremos patentizar las violaciones a los principios del 
derecho internacional. Así mismo, como afectó dicha intervención a 
Centroamérica.  
 
 No se puede obviar el papel que juega la Comunidad Internacional, siendo 
ésta, actor internacional, y el hecho de influenciar con su opinión y decisiones en  
los sistemas políticos de los Estados.  
 
 De tal manera, procuramos analizar la invasión norteamericana a Panamá 
en 1989, y las repercusiones internacionales, por lo que consideramos conveniente 
que los países, sobre todo, Centroamérica, lleguen a percibir la necesidad de 
desarrollar una política regional que promueva la paz, la democracia, el desarrollo 
y la libertad; que enfrente solidariamente los desafíos políticos, económicos, 
sociales y ambientales; y que combate el narcotráfico, el lavado de dinero, la 
corrupción y la intervención de terceros Estados, que violan los derechos 
 
humanos, la seguridad jurídica, y principalmente, la independencia política y la 
integridad territorial de Centroamérica.  
 
 Observamos el comportamiento del conflicto a través de los 
acontecimientos dados. Por su período investigado, es retrospectivo y transversal. 
Para ello, recurrimos a fuentes primarias y secundarias, que nos brindaron 
informaciones que han tratado sobre el tema, enfoques y opiniones que nos 
llevaron a dar conclusiones de los hechos. 
 
 La limitación más grande fue el uso de fuentes en idiomas extranjeros, el 
cual no dominamos completamente, lo que dificulta su compresión, sin embargo, 
con el uso de la tecnología, pudimos dar un gran avance. 
 
 Esta investigación se divide en seis capítulos. En el capítulo I, 
mencionamos el origen del conflicto, introduciéndonos a los antecedentes de las 
relaciones entre los Estados Unidos y Panamá, mucho antes de la invasión en 
1989. Así mismo, identificamos las características sobresalientes de los líderes 
protagonistas de la intervención. 
 
 En el capítulo II, señalamos las causas que motivaron a los Estados 
Unidos a invadir a Panamá. De forma precisa y ordenada, presentamos tales 
acontecimientos. En el capítulo III, analizamos el comportamiento de los actores 
en la invasión de Panamá en 1989. En el capítulo IV, nos orientamos a las 
consecuencias de la intervención, tanto para Panamá como para los Estados 
Unidos.  
 
 Ante la acción tomada por Estados Unidos, la Comunidad Internacional 
reaccionó de forma decisiva, pronunciando sus opiniones al respecto. Esto lo 
destacamos en el capítulo V. En el capítulo VI, prestamos una especial atención a 
la repercusión internacional del conflicto Estados Unidos-Panamá. Presentando de 
forma detallada la reacción a la invasión por parte de las Organizaciones 
Internacionales como las Naciones Unidas y la Organización de Estados 
 
Americanos, ya que la misma quebrantaba los principios del Derecho 
Internacional y los Derechos Humanos, e incidía en el conflicto centroamericano. 
 
 Finalmente, concluimos nuestra investigación con nuestras apreciaciones  
personales del conflicto, y las recomendaciones a fin de evitar que un conflicto se 
vuelva violento a tal punto de utilizar la fuerza armada. 
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I. ORIGEN DEL CONFLICTO ESTADOS UNIDOS Y PANAMA EN 
1989 
 
A. ANTECEDENTES HISTORICOS 
 
1. El Canal de Panamá 
 
El tema del Canal adquirió un punto culminante en 1902 y 1903. En una 
serie de eventos, el Congreso y el presidente norteamericano, Theodore 
Roosevelt, decidió hacer la construcción del Canal con Panamá en vez de 
Nicaragua, y negociar el tratado con Colombia.1 
 
En estrecha colaboración con el francés Philippe Bunau-Varilla, el 
gobierno de los Estados Unidos trabajó en la separación de la secesión panameña. 
La insurrección separatista estalla el 3 de noviembre de 1903. El 4 de ese mes, la 
República de Panamá proclamó su independencia.2 Dos días después, el gobierno 
norteamericano reconoció el nuevo Estado (Véase Anexo A, Figura I-1). 
 
El 18 de noviembre, fue firmado el Tratado Hay-Bunau-Varilla en donde: 
Panamá cedió a Estados Unidos a perpetuidad, el uso de una franja de territorio de 
diez millas de ancho, de la costa del Pacífico hasta la del Caribe, por la suma de 
10 millones de dólares y un pago anual de 250,000 dólares.3  
 
En febrero de 1904, el Tratado quedó ratificado por ambos Estados. La 
apertura del Canal de Panamá se llevó a cabo de forma limitada en 1914, y fue 
formalmente inaugurada en 1920, lo que marcó el inicio de una nueva era de 
prosperidad para el país (Véase Anexo A, Figura I-2). 
 
Sin embargo, el descontento político interno continuó en aumento. Las 
protestas por parte de la República de Panamá provocó que en 1936, se firmara el 
                                                 
1 Véase a Michael Connif, “Panama Canal”,Encyclopedia Encarta 99. 
2 Véase Apéndice A, Panamá y su sistema político. 
3 Demetrio Boersner, “Relaciones Internacionales de América Latina”, 1986, p: 147. 
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Tratado de Amistad y Cooperación (Véase Apéndice B, Cronología de los 
Tratados celebrados referentes al Canal de Panamá, 1850-1979), por el que se 
acuerda la defensa común del Canal y un aumento de la participación panameña 
en los beneficios. 4  
 
Por otra parte, también, se deroga la disposición de 1903, relativa a la 
garantía unilateral por parte de los Estados Unidos de la independencia de la 
República de Panamá, si bien los dos Estados se comprometen a tomar medidas 
conjuntas en caso de amenaza a la seguridad de la República.  
 
En 1955, sería concluido un nuevo Tratado, por el que se acuerda un 
aumento de la anualidad debida a Panamá, la concesión a Panamá de cierto 
derechos de tributación sobre los súbditos extranjeros y la reducción de ciertos 
privilegios de compra a los norteamericanos residentes en la Zona del Canal.5 
 
Sin embargo, estas concesiones no terminaron las tensiones entre ambos 
Estados, porque los panameños continuaron protestando en los años 50 y 60. Esto 
provocó que en 1964, Estados Unidos y Panamá rompieran relaciones 
diplomáticas. Una vez restauradas dichas relaciones, ambos Estados continuaron 
negociando nuevos Tratados hasta llegar a 1977, donde el presidente de los 
Estados Unidos Jimmy Carter y el líder panameño, General Omar Torrijos, 
firmaron dos Tratados conocidos como “Torrijos-Carter” (Véase Anexo A, 
Figura I-3).6  
 
El primero de ellos, se reconoce la soberanía territorial de Panamá y su 
plena jurisdicción sobre la zona, quedando abrogados los Tratados anteriores. No 
obstante, se establece una concesión a los Estados Unidos de los derechos 
relativos a la regulación del tránsito y, por otra parte, se confía la gestión del 
Canal a una entidad pública americana, la “Comisión del Canal de Panamá”.  
                                                 
4 Columbus Publishing, www.wtgonline.com/data/pan/pan580.asp 
5 José Pastor Ridruejo, “Curso de Derecho Internacional  Organizaciones Internacionales”, 1994, 
p: 494. 
6 Michael L. Conniff, Op. Cit., Enciclopedia Encarta 99. 
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Como contrapartida, se conviene el pago anual a Panamá de unas 
cantidades por la explotación del Canal. La concesión expira el 31 de diciembre 
de 1999, fecha en que éste país (Panamá) deberá asumir la plena responsabilidad 
de la administración del Canal.7 Es decir, el Canal permanecerá bajo el efectivo 
control del gobierno de los Estados Unidos, durante todo el período del Tratado. 
 
 El segundo Tratado de 1977, declara la “Neutralidad Permanente del 
Canal” (Véase Apéndice C, Tratado concerniente a la Neutralidad Permanente y 
al Funcionamiento del Canal de Panamá), y en el se dispone que éste permanecerá 
seguro y abierto al tránsito pacífico de los buques de todos las naciones, en 
igualdad de condiciones, tanto en tiempo de paz como de guerra.8 
 
Bajo la protección y responsabilidad de los panameños y los 
norteamericanos como el Tratado original de 1903. Los asuntos relativos a la 
defensa del Canal de Panamá, constituyeron los puntos más sobresalientes de las 
negociaciones, tanto, que una vez firmado y ratificado el Tratado Torrijos-Carter, 
los Estados Unidos introdujo una serie de reservas condicionantes, modificaciones 
y entendimientos sobre los derechos de defensa de los Estados Unidos, para 
intervenir militarmente en Panamá, en caso de que el tránsito por el Canal fuese 
interrumpido (Véase Anexo A, Figura I-4).9 
 
 Podemos considerar que la construcción del Canal de Panamá, marcó la 
historia de Panamá desde sus primeros inicios como Estado. Y desde ésta 
perspectiva, las relaciones entre los Estados Unidos y Panamá, han sido 
especiales, no por el hecho de que ambos se necesitaban para sus propios 
beneficios, sino porque también influyó la codicia, la ambición y el uso de la 
fuerza, aunque esto implicaba el descontento de la mayoría del pueblo panameño. 
 
                                                 
7 José A. Pastor Ridruejo, Op. Cit., 1994, p: 494. 
8 Sandra Meditz y Dennis Hanratty, “Panama a Country Study”. 1987, 
lcweb2.loc.gov/frd/cs/patoc.html 
9 Edgar Spencer, “Panamá: modelo para armar un enclave político-militar”, 1989, p: 20. 
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 Sin duda que el Canal de Panamá es la llave fundamental en el desarrollo 
económico de Panamá. El Canal es una de las obras arquitectónicas del siglo XX, 
tanto por la grandeza que representaba, así como por la importancia que tenía al 
unir a los dos océanos (Pacífico y Atlántico), que era algo histórico y de gran 
alcance para el desarrollo del comercio panameño e internacional, porque 
agilizaba y ahorraba tiempo a las grandes transacciones de mercancía que 
circulaban. 
 
 Además, significó ingresos para la economía panameña, ya que la 
Comisión del Canal obtenía unas cuotas que los Estados Unidos pagaban por el 
uso del Canal, lo que también proporcionó grandes fuentes de empleo que trajo 
consigo un gran desarrollo económico. A nivel nacional, permitió que el país se 
volviera más industrializado y se abrió mercado a las grandes empresas 
multinacionales. 
 
2. Política Exterior de los Estados Unidos hacia Panamá 
 
La política exterior de los Estados Unidos ha estado encaminada a 
alcanzar objetivos deseables, que tienen como fin resguardar intereses vitales en 
todos aquellos ámbitos geográficos, considerados fundamentales en las 
estructuras de poder al nivel de las relaciones internacionales.10 
 
El objetivo de la estrategia general norteamericana es la dominación; 
proyección de los valores morales y democráticos de occidente. Cada sector de la 
política exterior pretende alcanzar el máximo control en el mundo. Los criterios 
de su política exterior relacionan de manera estrecha y sostenida los esfuerzos 
encaminados a mantener el control exclusivo de los recursos minerales y 
naturales, indispensables para su desarrollo y seguridad nacional. Es por eso, que 
toda acción de su política exterior encuentra su justificación en los llamados 
intereses nacionales, no importando donde se encuentren éstos, lo que si les 
importa es que puedan ser asegurados, ya sea por medios militares o mediante el 
                                                 
10 Ibidem, 1989, p: 9. 
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control político-ideológico, eficiente, que estos mecanismos logren ejercer sobre 
los dirigentes o instituciones nacionales de ultramar.11 Objetivo que no se 
interrumpía, aun con la llegada de nuevas administraciones presidenciales de éste 
país.  
 
En síntesis, la política exterior norteamericana ha sido siempre el resultado 
de convergencias y confrontaciones de intereses en los distintos sectores internos 
de la burocracia política. De allí, la situación de que la política exterior de los 
Estados Unidos no es monolítica, al contrario, cada sector elabora su concepción 
particular de dicha política con respecto a otros Estados. Sin embargo una 
constante para unirlos en sus propósitos internacionales, es la de alcanzar el 
máximo control norteamericano del mundo y reducir al mínimo el control y la 
penetración soviética en las áreas vitales para el comercio y la seguridad 
nacional.12 Esto se dio, sobre todo, cuando el sistema internacional era bipolar en 
el contexto de la llamada Guerra Fría. 
 
En efecto, la política exterior norteamericana hacia Panamá, encuentra su 
justificación en el denominado interés nacional norteamericano de ejercer control 
sobre la posición geográfica del país y, en consecuencia, de las mentes de los 
panameños. El interés geoestratégico, entonces, con respecto a Panamá, se 
remonta desde los tempranos tiempos de la independencia, como ya se ha 
mencionado antes.13 
 
Estados Unidos actuando en correspondencia con su interés geopolítico, 
logró firmar con Nueva Granada el Tratado Mallarino-Bidlack, el 12 de diciembre 
de 1846, Convenio que sintetiza su política exterior relativas al control de las 
posibles vías de comunicación marítimas en el continente americano. Desde esos 
tiempos, dadas las prerrogativas alcanzadas por los Estados Unidos a través del 
citado Convenio, toda su política giró en torno a impedir cualquier concesión 
posterior que pudiera hacer el gobierno de Nueva Granada a potencias europeas, 
                                                 
11 Ibidem, 1989, p: 10. 
12 Ibidem, 1989, p: 12. 
13 Ibidem, 1989, p: 13. 
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con relación a la ruta de tránsito, lo que paradójicamente significaba una violación 
a la “Doctrina Monroe” 14 de 1823 (Véase Apéndice D, Síntesis de la Doctrina 
Monroe). 
 
Debido a esto, Panamá entró a formar parte de la dinámica militar y 
estratégica de los Estados Unidos, de la cual no pudo escaparse, al contrario se ha 
hecho cada vez más dependiente, no sólo en el aspecto militar, sino también, en lo 
económico y político. En consecuencia, las relaciones entre los dos países se han 
caracterizado por las intensas divergencias entre la autodeterminación y el 
sometimiento. De un lado está la nación panameña, que trata de autoafirmarse 
como un Estado independiente, y por el otro lado, las demandas de Estados 
Unidos en seguir ocupando al país como herramienta vital para sus ideales de 
dominación hemisférica.  
 
Así, la política exterior de los Estados Unidos durante todo ese período 
(1848-1855), estuvo dirigida a garantizar la estabilidad y el orden político y social 
en Panamá, lo que era consustancial con las primeras inversiones de capital 
norteamericano en el istmo. Las ambiciones imperialistas, dirigidas a la 
construcción y control del Canal interoceánico, de la cual señalamos 
anteriormente, fueron expuestas, con mayor entusiasmo y eficacia, por el 
presidente William Mckinley en su mensaje al Congreso norteamericano15 de 
1899. En los Estados Unidos, la presunción hegemónica se convirtió en un ideal 
seguro en sus derechos de tener control sobre Panamá.  
 
La política panameña siempre estuvo dispuesta, dado sus características 
persuasivas, de solicitar cuanto sea las intervenciones de los EE.UU., para 
resolver sus propios conflictos. Tales acciones, ocasionalmente, generaron un 
intenso sentimiento y protestas violentas anti-norteamericana.16  
 
                                                 
14 Ibidem, 1989, p: 14. 
15 Ibidem, 1989, p: 16. 
16 Véase “Introduction into the 1990s: U.S. Foreign Policy in the Third World”. Margaret 
Scranton, “Panama”. 1992, p: 344. 
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Con la llegada de Franklin Delano Roosevelt a la presidencia de los 
Estados Unidos (1933), se inaugura una nueva etapa, y en consecuencia, también 
se pone en marcha la política de la “Buena Vecindad”, con el objeto de ganar 
simpatías en América Latina. En efecto, mediante conversaciones entre Panamá y 
los Estados Unidos, se llega a la firma del Tratado Arias-Roosevelt de 1933. Con 
este Tratado, se pone fin a las garantías de la independencia de Panamá por parte 
de los EE.UU.; a la guarda del orden público que el Tratado de 1903, le otorgó.17 
 
Ante el inminente estallido de la Segunda Guerra Mundial, los Estados 
Unidos negoció con Panamá la firma del Convenio sobre Arrendamiento de Sitios 
de Defensa, el 18 de mayo de 1942. Con este Convenio, los sitios de Defensa 
sobrepasaron de 135, incluyendo nuevas bases militares, convirtiendo a Panamá 
en un amplio refugio militar norteamericano y en un centro de maniobras 
militares, lo que respondió a los imperativos de seguridad nacional de Estados 
Unidos.18  Estados Unidos entró en negociaciones con Panamá para ampliar y 
legalizar las bases militares y los sitios de defensa, con la excusa de que la guerra 
no había terminado.  
 
El Convenio Filós-Hines, del 12 de diciembre de 1947, correspondió a los 
intereses vitales y de seguridad nacional de los EE.UU. en el hemisferio. Sin 
embargo, dicho Convenio de Bases Militares y de Sitios de Defensa, no fue 
aprobado, ya que el pueblo panameño, en una manifestación antiimperialista, 
rechazó la proposición de convertir al istmo de Panamá, en una gran base militar 
al servicio de los EE.UU. y su política guerrillista. Con el rechazo al Convenio 
Filós-Hines, los EE.UU. sufrió una de las más significativas derrotas de política 
exterior en la segunda posguerra.19 
 
La ideología de la Guerra Fría, la crisis de los mísiles (1962) y la aparición 
de la Doctrina de la Seguridad Nacional, influyeron decididamente en el 
replanteamiento de la estrategia norteamericana con respecto al Canal de Panamá 
                                                 
17 Edgar Spencer, Op. Cit., 1989, p: 17. 
18 Ibidem, p: 17. 
19 Edgar Spencer, Op. Cit., 1989, p: 18. 
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y a la modernización de la Guardia Nacional panameña. Sobre estos motivos, los 
EE.UU. elaboró una política exterior canalera tendiente a mejorar las relaciones 
con Panamá. Para ello, se incluyó dar mayor participación a los militares 
panameños, en los cursos dictados por instructores militares norteamericanos, en 
la Escuela de las América, fundada en 1949.20 
 
Con la llegada de John F. Kennedy a la Casa Blanca, el gobierno 
norteamericano comienza a definir más claramente su política hemisférica. En 
1963, se instala en la Zona del Canal la sede del Comando Sur del ejército de los 
EE.UU., y se crea la Escuela de las América como centro de entrenamiento 
militar para los ejércitos americanos bajo la dirección del Pentágono. Para calmar 
los ánimos de los panameños, para entonces enraizados, Kennedy firma con el 
presidente panameño Roberto Francisco Chiari (Acuerdo Chiari-Kennedy del 7 de 
julio de 1963), el “Acuerdo de la Bandera”, para que la bandera panameña ondee 
con la norteamericana en las instalaciones canaleras.21 
 
En enero de 1964, se produce la ruptura de relaciones diplomáticas entre 
ambos gobiernos durante unos meses (del 9 de enero al 3 de abril). En este clima 
se inician en diciembre de ese mismo año, negociaciones para revisar el régimen 
convencional vigente, las cuales se prolongarían durante 13 años.22  
 
Es importante destacar la Declaración Conjunta Moreno-Burker, donde se 
reestablecieron las relaciones. Mediante los anteproyectos del Tratados de 1967, 
los Estados Unidos intentó imponer su estrategia encaminada a legalizar las bases 
militares; a incrementar su poderío militar dentro y fuera de la Zona del Canal; y a 
obtener los derechos pertinentes al establecimiento de armas atómicas y nucleares 
en Panamá.23 
 
                                                 
20 Ibidem, p: 18-19. 
21 Enrique Ortego, “Panamá: crónicas de una agresión”, 1990, p: 21. 
22 José A. Pastor Ridruejo, Op. Cit., 1994, p: 494. 
23 Edgar Spencer, Op. Cit., 1989, p: 19. 
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El Coronel Omar Torrijos Herrera usó una estrategia diplomática para 
presionar al presidente Richard M. Nixon a que revisara la política de los Estados 
Unidos con respecto al Canal. El resultado fue el Acuerdo Kissinger-Tack de 
1974, abrogando el Tratado de 1903, aboliendo la Zona del Canal, y la creación 
de la administración y defensa conjunta del Canal, hasta una fecha indefinida. El 
presidente Gerald R. Ford continuó las negociaciones sobre estas bases, así lo 
hizo hasta llegar a la administración de Jimmy Carter, quien firma el conocido 
Tratado Torrijos-Carter de 1977.24 
 
Al respecto del Tratado Torrijos-Carter, Edgar Spencer, escribe: 
 
“Los Tratado Torrijos-Carter del 7 de septiembre de 1977, 
constituyeron los resultados inmediatos de la gestión negociadora entre 
Panamá y Estados Unidos en aras de una nueva relación de sociedad en 
torno a la libertad de navegación por el Canal, su administración y 
defensa. Este nuevo tipo de asociación está ampliamente establecida en 
dichos acuerdos, cuyos textos garantizan algunas reivindicaciones a favor 
de Panamá, al tiempo que aseguran a los Estados Unidos ciertos derechos 
en materia de defensa, los que a lo largo de 10 años de vigencia, se han 
convertido en nuevas causas de conflictos entre ambos países”.25 
 
En resumen, la política exterior norteamericana hacia Panamá, ha estado 
dirigida a obtener revisiones a los Tratados Torrijos-Carter, con el objeto de 
permanecer en Panamá, más allá del año 2000, y de esa forma, asegurar su 
monopolio en la ruta canalera. 
 
 En el caso de Panamá, la importancia geopolítica y geoestratégica siempre 
prevaleció como un punto de partida en sus relaciones, por ende, no permitían que 
cualquier otra potencia, ideologías o sistemas pudieran influir en dicho país. La 
política exterior de los Estados Unidos hacia Panamá, ha sido bien claro desde sus 
                                                 
24 Tomado de “Intervention into the 1990s: U.S. Foreign Policy in the Third World”. Margaret 
Scranton, “Panama”, 1992, p: 346. 
25  Véase a Edgar Spencer, Op. Cit., 1989, p: 20. 
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inicios, y desde entonces, se ha preocupado por mantener dichos objetivos, aun en 
contra de argumentos que podrían tachar la imagen que los propios americanos 
defienden, tales como: la autodeterminación de los pueblos, la democracia, los 
derechos humanos, etc.  
 
 Consideramos conveniente resaltar que en Panamá, sin embargo, había 
sectores nacionalistas que pensaban que cada día eran más dependientes 
económica y políticamente con los gobierno de los Estados Unidos. Por tanto, 
exigían por medio de presiones a los gobiernos panameños en turno, nuevas 
valoraciones con respecto al Canal de Panamá, ya que los Tratados que se 
celebraban benefician más a los Estados Unidos que a Panamá, y éstos querían 
comprobar que no perdían su soberanía en los territorios de la Zona del Canal, 
sino que tenían derechos legítimos sobre estos.   
 
 Con la llegada de la administración de Ronald Reagan en la presidencia de 
los Estados Unidos, las relaciones entre ambos países son más cooperativas. Esto 
se debe a que la fuerte oposición de Reagan al comunismo, y temiendo que este 
sistema se expandiera en toda Centroamérica (como ya había sucedido en 
Nicaragua con el triunfo del Frente Sandinista), utiliza el territorio panameño con 
fines de estrategias militares, es decir, para que el General Manuel Antonio 
Noriega, ofreciera el territorio para entrenamiento militar a los Contras 
revolucionarios nicaragüenses (opositores al gobierno), así como, facilitar el 
movimiento de fondos y armamentos.26 Además, la colaboración que existía entre 
Noriega y las agencias americanas como la CIA, DEA y el Pentágono. Esta 
situación, sin embargo, cambia cuando el General Noriega es criticado y señalado 
internacionalmente como corrupto, traidor, y anti democrático, lo que llevó a los 
Estados Unidos, redefinir su política exterior con Panamá a través de sanciones y 
presiones al régimen del General Noriega. 
 
                                                 
26 Tomado de Luis Murillo, “The Noriega mess: the drugs, the Canal, and Why América invades”, 
1995, p: 484. 
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 Consideramos que la política exterior de los Estados Unidos hacia 
Panamá, estaba muy relacionada no sólo con el Canal de Panamá, sino con el 
sistema que imperaba en la región (comunismo, inestabilidad política, violaciones 
a los derechos humanos, falta de democracia, etc.). 
 
B. PRINCIPALES LIDERES INVOLUCRADOS EN LA 
INTERVENCION NORTEAMERICANA A PANAMA 
 
Consideramos que es necesario identificar e introducir brevemente, acerca 
de los líderes involucrados directamente en la intervención norteamericana en 
1989. 
 
1. Manuel Antonio Noriega 
 
Manuel Antonio Noriega nació en Panamá27 en 1938 (Véase Anexo A, 
Figura I-5). En 1981, ocupó en su país la cúspide del poder militar. En 1987, el 
Jefe de Estado Mayor, Roberto Díaz Herrera, lo acusó de fraude electoral y 
asesinato político, lo que desencadenó protestas que fueron reprimidas por la 
policía con violencia. Sin embargo, Díaz Herrera renunció.28 
 
En 1983, se puso a la cabeza de la Guardia Nacional y se proclamó 
General de la Fuerza de Defensa de Panamá (FDP). En 1986, surgieron cargos de 
que el General Noriega estaba envuelto en tráfico de drogas, lavado de dinero y 
que actuaba como doble agente, para los Estados Unidos, como agente de la CIA; 
y para la agencia de inteligencia de Cuba.29 
 
                                                 
27 Aunque otros escritores afirman que nació el 11 de febrero de 1934 (Luis Murillo, “The Noriega 
mess: the drugs, the Canal, and Why America invaded”. 1995, p: 24; y Encyclopedia Article: 
“Noriega Moreno, Manuel Antonio” encarta.msn.com/index/conciseindex/26/0262B000. 
htm?Z=1&pg=2&br=1 
28 Manuel Noriega, www.pixel.com.mx/info-gral/info-mundo/Manuel/biografias/prota 
onistas/mnoriega.html 
29 Encyclopedia Article: Noriega, Moreno, Op. Cit., 
encarta.msn.com/index/conciseindex/26/0262B000.htm?Z=1&pg=2&br=1 
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En septiembre de 1989, el General Noriega nombró como nuevo 
presidente a Francisco Sánchez. Al mes siguiente, fuerzas rebeldes armaron un 
cuartelazo, sin embargo, la rebelión fue reprimida por las fuerzas leales a Noriega, 
quien por el momento siguió en el cargo. En diciembre de 1989, la Asamblea 
Nacional, otorgó poderes al General Manuel A. Noriega designándolo de manera 
formal como Jefe de Gobierno, mientras que declaraba a Panamá en estado de 
guerra contra los Estados Unidos, quien ya era gobernado por George Bush. Bush 
anunció que las fuerzas norteamericanas en Panamá tenían como objetivo capturar 
al General Noriega y proteger la vida de los norteamericanos en aquel país.30 
 
El General Noriega despareció algunos días, ocultándose en la Nunciatura 
de Panamá, amparado por el arzobispo español Sebastián Laboa, quien consiguió 
desarmar al General y convencerlo de que se entregara. El 3 de enero de 1990, se 
entregó a los militares norteamericanos que habían llevado a cabo la Operación 
“Causa Justa”. Al día siguiente, lo recogió un avión procedente de Miami para 
recluirlo en el Centro Correccional Metropolitano a esperar que comenzara su 
juicio.31 
 
En abril de 1992, el General Manuel Antonio Noriega fue encontrado 
culpable por tráfico de cocaína, extorsión, y lavado de dinero. Fue sentenciado a 
40 años de prisión.32 
  
2. Ronald Reagan 
 
Ronald Wilson Reagan. Fue el 40mo. presidente de los Estados Unidos 
(1981-1989), quien llevó a cabo políticas que se enfatizaron hacia el 
involucramiento gubernamental en las regulaciones económicos y sociales (Véase 
Anexo A, Figura I-6).          
 
                                                 
30 Véase Manuel Noriega, Op. Cit. 
31 Manuel Noriega, Op. Cit. 
32 Encyclopedia Article: Noriega, Moreno, Op. Cit. 
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  El presidente Reagan consagró la atención particular de invertir la 
revolución Marxista en Centroamérica y el Caribe.33 Reagan ha tenido fuerte 
participación en contra del régimen del General Noriega. Participó directa e 
indirectamente, para quitar a Noriega cuando éste se volvió rebelde. Apoyó la 
elaboración del plan Blandón y las negociaciones que llevó a cabo Michael 
Kozak. Sin embargo, la mayor intervención, fue la presión económica que impuso 
al gobierno panameño en 1988, y su insistencia a dar su total apoyo a la oposición 
en las elecciones de mayo de 1989. 
 
3. George Bush 
 
George Herbert Warker Bush. Fue el 41er. presidente de los Estados 
Unidos (1989-1993). De 1976-1981 ocupó el cargo de Director de la CIA y la 
Vicepresidencia de EE.UU. entre 1981-1989 (Véase Anexo A, Figura I-7).34 
 
En su primer año como presidente, de una forma secreta y agresiva, trató 
de traer al líder reformista de la ex URSS, Mickhail Gorbachev, a lo que Bush 
llamó “la familia de naciones”. Quiso forjar una sociedad con la ex URSS y 
creyó, que ambos Estados, podrían volverse aliados. Si esto ocurriera, los Estados 
Unidos podrían reducir sus gastos de defensa en billones de dólares.35   
 
Durante el tiempo que Bush era el Director de la CIA, el General Noriega 
era un empleado de esa institución. Luego, usó a Panamá como un canal para el 
suministro confidencial de armas a Irán y la guerrilla nicaragüense, los contras. 
En 1987, evidencias vincularon a Bush con el escándalo Irángate. Para entonces, 
el General Manuel A. Noriega, se volvió ingobernable.36 El presidente George 
Bush era bien activo en su política exterior. En diciembre, envió más de 24,000 
                                                 
33 Tomado de Enciclopedia Encarta 99, “Reagan, Ronald Wilson”.   




soldados a Panamá, para asistir a sus fuerzas militares en un golpe contra el 
régimen del General panameño, Manuel A. Noriega.37 
 
 En nuestra opinión, cada líder político defendía sus propios intereses e 
ideologías, que eran totalmente incompatibles. Para Noriega, conservar su 
autoridad dentro del territorio panameño era fundamental, aunque esto implicaba 
una represión al pueblo. Por otra parte, Reagan advirtió una amenaza contra el 
régimen de Noriega, sin usar la fuerza, mientras, que para Bush, era necesario 
utilizar la fuerza como un recurso para quitar al General, señalado como corrupto. 
Sin embargo, ninguno de ellos buscaron la forma de entablar una negociación 
seria, para discutir la situación que se presentaba, lo que provocó un conflicto en 
escalada, que terminó con la invasión en 1989, que creemos pudo ser evitado, si 
cada parte se sentaran a negociar. 
                                                 
37 Tomado de Enciclopedia Encarta 99, “United States of America”. Microsoft Encarta 
Enciclopedia 99. 
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II.  CAUSAS DE LA INTERVENCION NORTEAMERICANA A 
PANAMA EN 1989 
 
A.  REGIMEN DEL DICTADOR MANUEL ANTONIO NORIEGA 
 
La ratificación de los Tratados del Canal de Panamá en 1978, marcaba una 
nueva era en la relación de Estados Unidos con respecto a Panamá. Esta relación 
se volvió más íntima durante los primeros años de la Administración Reagan, 
cuando los políticos americanos buscaron reforzar los lazos con el General 
Manuel Antonio Noriega. El General Noriega había sido un funcionario bajo el 
mando del General Omar Torrijos antes de que él se volviera Comandante de las 
Fuerzas de Defensa de Panamá (FDP). El había sido un oficial corrupto 
involucrado con el contrabando ilegal de drogas. También era considerado un 
aliado interno de varias agencias gubernamentales americanas, además, de 
cooperar con la administración de droga (DEA), tenía aliados en la Sección de 
Defensa (DOD). Así mismo, era una fuente de inteligencia y un canal de 
comunicación entre Estados Unidos y Fidel Castro, también proporcionó acceso y 
ayuda a los Contras para hacer campaña contra los Sandinistas.1 Estas 
afirmaciones con respecto a la persona del General Noriega, lo desacreditaba a 
nivel internacional, y sobre todo, dentro de la FDP. 
 
El General Noriega, a su vez, estaba deseoso de facilitar su ayuda a 
Estados Unidos, incluso prestando el territorio panameño para entrenar a las 
fuerzas guerrillistas nicaragüenses, los Contras. La administración Reagan usó a 
Panamá, como un recurso estratégico en sus políticas intervencionistas en 
Centroamérica.2  
 
El General Manuel A. Noriega formó el ejército que nombró “Fuerzas de 
Defensa de Panamá” (FDP), uniendo la guardia nacional, la policía y las fuerzas 
                                                 
1 Eytan Gilboa, “The Panama Invasion. Revised Lessons for the Use of the Force in the Post Cold 
War Era”. www.intholyoke.edu/acad/intrel/gilboa.htm  
2 Tomado de “Intervention into the 1990s: U.S Foreign Policy in the Third World”. Margaret 
Scranton, “Panama”, Edited by Peter J. Schraeder. 1990, p: 490. 
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de inmigración; aumentó su poder exorbitantemente y su economía, encima de la 
vida política de la nación. Los años del General Manuel Noriega dieron 
testimonio de corrupción extendida, la represión de la oposición política y una 
economía con problemas.3 
 
El General Noriega fue particularmente hábil y notorio por su facilidad de 
contactar a Dios y al diablo al mismo tiempo, porque se llevaba igual de bien con 
la guerrilla izquierdista de Centroamérica como con las mismas fuerzas militares 
de esos países. El General Noriega mantuvo contacto al más alto nivel con la 
inteligencia cubana al tiempo que se dice que estaba en la planilla de la CIA y, 
también, contactaba a los franceses que le otorgaron la condecoración más 
elevada que concede el gobierno galo. Para 1988, a pesar de su envolvimiento con 
las drogas, Noriega era considerado por los Estados Unidos, como un recurso y 
una obligación. Cuando cometió los crímenes y abuso de su poder, Washington lo 
miro de otra manera. En 1979, por ejemplo, Estados Unidos pasó en forma 
desapercibida las acusaciones contra Noriega, porque ellos prefirieron continuar 
la recepción de información de inteligencia que él les estaba proporcionando. Con 
los Estados Unidos ignorando sus abusos continuamente, Noriega estaba animado 
a continuar o incluso aumentar sus actividades relacionadas con la droga.4 
 
Estamos de acuerdo en la afirmación que hace Gilboa, al respecto, a que 
Noriega conocía, probablemente, de muchos casos sensitivos relacionados con las 
acciones de los Estados Unidos, sobre todo de la Contra nicaragüense, y 
posiblemente, también, estuvo enterado de operaciones encubiertas de autoridades 
de diversos países.    
 
Finalmente, Estados Unidos le envió un mensaje al General Manuel 
Noriega; diciéndole que su involucramiento en el tráfico de droga se pasaría por 
alto, si él ayudaba a EE.UU. en su lucha contra los Sandinistas.5 
                                                 
3 Eytan Gilboa, Op. Cit. 
4 S. A. “Noriega podría hacer revelaciones en su nuevo libro”, S. F. 
www.ironhorse.com/Panamá/noriega.htm 
5 Gilboa, Op. Cit. 
 17
Para nosotros es importante mencionar que el General Manuel A. Noriega 
es un hombre que demostró ser muy inteligente, y que fue capaz de manejar 
astutamente a la FDP, y en poco tiempo se convirtió en el hombre más poderoso 
del país. Además, se aprovechó de su cargo para aumentar su riqueza a través de 
actos ilícitos; reprimiendo al pueblo panameño, y principalmente,  a la oposición 
política.  
 
B. ASESINATO DE HUGO SPADAFORA 
 
El Doctor Hugo Spadafora era un médico, pero también era un 
revolucionario con carácter, un luchador y un activista político. Enfrentó al 
General Noriega y lo acusó de actividades ilegales cuando ambos estaban 
sirviendo al gobierno del General Omar Torrijos. En septiembre de 1985, 
Spadafora anunció que daría publicidad al involucramiento de Noriega, en el 
tráfico de drogas. Pero, antes de que él pudiera revelar la evidencia, fue 
capturado, torturado y asesinado. Su cuerpo se encontró decapitado, un castigo 
reservado para los traidores. 
 
El asesinato de Spadafora creó una crisis en Panamá. Los medios de 
comunicación, la familia de Spadafora y los líderes de la oposición exigieron una 
investigación inmediata y castigo para los asesinos. 
 
El General Noriega y las FDP eran los primeros sospechosos obvios, pero 
ellos tenían el poder para bloquear cualquier esfuerzo por descubrir la verdad 
sobre el asesinato. El presidente Nicolás Ardito-Barletta condenó el asesinato e 
insistió en investigar el caso, pero Noriega le forzó a desistir. Barletta renunció a 
su cargo y fue reemplazado por el Vice-presidente Erick Arturo Delvalle.6 
 
La Organización de Estados Americanos (OEA) realizó un reporte 
investigativo donde acusaba al gobierno panameño de obstruir el proceso 
                                                 
6 Tomado de “Intervention into the 1990s: U.S. Foreign Policy in the Third World”, Margaret 
Scranton, “Panama”, 1992, p: 346. 
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investigativo de la decapitación del Dr. Hugo Spadafora.7 Esto nos lleva a deducir 
la complicidad del gobierno de Panamá, controlado por el General Noriega, en el 
asesinato de Spadafora.  
 
Nuestra opinión en el caso del asesinato del Dr. Hugo Spadafora, 
consideramos que es un ejemplo muy claro de los métodos utilizados por el 
General Noriega para deshacerse de sus enemigos, sobre todo de aquellos que 
disponían de información en donde revelara la doble vida del General Noriega y 
de sus íntimos colaboradores.  
 
 C.  CONFESIONES DEL CORONEL ROBERTO DIAZ HERRERA 
 
De acuerdo a un plan confidencial (plan Torrijos, 8 de marzo de 1982), 
firmado después de la muerte de Torrijos, Noriega estaba dispuesto a retirarse el 
31 de julio de 1987, y el coronel Roberto Díaz Herrera era el candidato para 
reemplazarlo como comandante de la FDP. El 5 de junio de 1987, Noriega 
anunció que él seguiría siendo comandante de la FEP durante otros 5 años y le 
asignó a Díaz Herrera la posición diplomática, dejándolo amargado y frustrado. 
Herrera se desquitó, revelando públicamente los crímenes de Noriega. Le acusó 
de haber ordenado el asesinato de Spadafora y de haber hecho fraude en las 
elecciones de 1984, incluso, lo culpó de la muerte de Torrijos  en 1981, diciendo 
que Noriega había puesto una bomba en su avión, éste hecho también es afirmado 
por Margaret Scranton.8 
 
Los cargos que se le acusaban al General Manuel A. Noriega inspiraron 
firmes protestas contra el gobierno. El 8 de junio de 1987, cien mil personas, 
cerca de la cuarta parte de la población de la Ciudad de Panamá, se pronunciaron 
contra el General Noriega. La oposición formó una nueva condena contra el 
General Noriega y otros individuos nombrados por Díaz Herrera. Las 
                                                 
7 Luis E. Murillo. “The Noriega mess: The drugs, the Canal, and Why America Invaded”. 1995, p: 
645. 
8 Tomado de “Intervention into the 1990s: U.S. Foreign Policy in the Third World”, Margaret 
Scranton, Op. Cit. 1992, p: 348. 
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demostraciones y las huelgas continuaron durante varias semanas en ciudades y 
áreas rurales. El General Noriega respondió diciendo que Díaz Herrera era un 
traidor; destruyó también propiedades pertenecientes a los opositores y clausuró 
los medios de comunicación. 
 
Tenemos que señalar que Díaz Herrera estaba muy enojado con Noriega 
porque éste no había cumplido lo prometido, por eso el Coronel Díaz Herrera se 
desquitó haciendo fuertes revelaciones de las actividades oscuras que realizaba 
Noriega y su círculo interno. Sin embargo fue presionado a retractarse, por parte 
del mismo Noriega, de sus confesiones. 
 
D.  LAS ACUSACIONES DEL ESTADO DE LA FLORIDA 
 
La mayor crisis explotó en febrero de 1988, cuando el General Noriega fue 
acusado por dos Jurados Federales en Tampa y Miami9 (Véase Apéndice E, The 
Miami Indictmente). La acusación de Miami incluyó 12 cuentas de lavado de 
dinero. Específicamente, se acusó a Noriega de ayudar al Cartel de Medellín, a 
transportar más de dos toneladas de cocaína a los Estados Unidos a través de 
Panamá a cambio de 4.5 millones de dólares. También fue acusado de permitir 
que el Cartel construyera una planta procesadora de cocaína en Panama, y de 
mantener resguardados a los traficantes de la droga. En Tampa, el Generl Manuel 
A. Noriega fue acusado de cobrar 3 cuentas  por ayudar a los americanos en 
operaciones de pasar de contrabando 1.4 libras de marihuana en Estados Unidos a 
cambio de un pago de más de 1 millón de dólares.10 
 
  Las acusaciones causaron un mayor deterioro a la política exterior de 
Ronald Reagan, ya que acusaba, claramente, a cualquier líder extranjero de 
traficar con droga. Este caso se discutió en consulta privada con la Casa Blanca y 
la Sección Estatal. La Sección de Justicia actuó como si fuera un caso doméstico. 
A pesar de la importancia del hecho, estaba claro que las acusaciones crearon una 
                                                 
9 Luis E. Murillo, Op. Cit., p: 652. 
10 Eytan Gilboa, Op. Cit. 
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situación completamente nueva en la crisis, pero la administración estaba 
desprevenida de tratar con esta situación. 
 
El descubrimiento público del involucramiento del General Noriega en el 
tráfico de drogas, creó una turbación para los Estados Unidos. Era evidente que 
los oficiales americanos toleraron estas actividades en un momento cuando el 
sentimiento anti-droga era pasado por alto. 
 
El presidente Ronald Reagan y el Secretario del Departamento de Estado, 
George Shultz, aprendieron que el problema de las drogas era muy grande y que 
el gobierno no podría permitirse el lujo de ser visto como consentidor de un 
dictador traficante de droga, después de que sus propias Cortes requirieron su 
persecución. Estas acusaciones crearon una nueva crisis en Panamá. Después de 
días de dudar, el presidente Erick Delvalle despidió al General Noriega, el 25 de 
febrero de 1988, y fue sustituido por el Coronel Marcos Justines como nuevo 
comandante de la FDP. Sin embargo, este esfuerzo por despedir al General 
Noriega no dio resultado, porque a pesar de estar restringido y aislado en su casa 
de habitación, cortándole las líneas telefónicas y cerrando los medios de 
comunicación, esta táctica no causó resultado alguno. Bajo las instrucciones del 
General Manuel Noriega, la Asamblea Nacional decidió echar fuera a Delvalle y 
fue reemplazado por el Ministro de Educación, Manuel Solís Palma (Feb. 26/88 a 
Ago. 31/89). 
 
Estados Unidos esperaba que un levantamiento popular apoyara a Delvalle 
encima de Noriega, pero eso nunca pasó. La administración denunció el despojo 
del cual había sido objeto Delvalle y lo reconoció como líder legítimo de Panamá. 
Sin embargo, esto no era suficiente, la administración de Reagan tenía que diseñar 
una alternativa para quitar al General Noriega de su poder. A lo largo de 1988, la 
administración Reagan animó un golpe, se realizaron sanciones, y fuerzas 
militares adicionales fueron despachadas a las bases norteamericanas en Panamá y 
se debatió una intervención militar para capturar a Noriega.11 
                                                 
11 Gilboa, Op. Cit. 
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El 16 de marzo de 1988, el Jefe de la Policía panameña, Coronel Leonidas 
Macías, organizó un golpe contra el régimen del General Noriega. El golpe falló 
debido a la mala planificación, y porque algunos de los participantes informaron a 
Noriega sobre el plan. 
 
  A pesar de éste resultado, la administración Reagan continuó animando a 
la FDP para darle un golpe a Noriega. Debido al fracaso de Macías era 
improbable que otro golpe de la FDP se intentara en el futuro. Por lo que comenzó 
a hablar de una intervención militar, pero los miembros de la defensa y los jefes 
de la Junta de Personal (JCS) se opusieron. 
 
En marzo de 1988, Elliot Abrams, Asistente del Secretario de Estado para 
Asuntos Inter-Americano, propuso el uso limitado de la fuerza. Que un comando 
hiciera una incursión para capturar a Noriega y llevarlo a los Estados Unidos. 
Abrams pensó que el Pentágono estaba haciendo su mejor esfuerzo para evitar 
usar la fuerza armada, también consideró la oposición del Pentágono, como 
ejemplo, del Síndrome de Vietnam, sabiendo que el miedo de las consecuencias 
de esta experiencia, podría volverse una intervención impopular. Temiendo que 
Reagan adoptara la estrategia de Abrams, el Pentágono montó un ataque público 
en contra de Abrams, incluso pasando información a la prensa. Un debate similar 
también tuvo lugar en el Congreso Americano. 
 
Desde que el presidente Reagan rechazó la intervención, su administración 
intentó negociar un trato con el General Noriega. En marzo de 1988, el diputado 
Michael Kosak, Consejero Legal del Departamento de Estado de los Estados 
Unidos, le ofreció a Noriega que se retirara el 12 de agosto de 1988, para que 
tomara unas largas vacaciones en el extranjero, por lo menos después de las 
elecciones de mayo de 1989, en Panamá. Si él aceptaba la propuesta, los Estados 
Unidos estarían dispuestos a ignorar las acusaciones de la Florida. 
 
El 11 de mayo de 1988, la Casa Blanca anunció oficialmente, que si el 
General Noriega  se retiraba, las acusaciones serían invalidadas. Este anunció 
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tuvo como consecuencia la crítica severa del Congreso, y también del 
Vicepresidente George Bush, que estaba opuesto, públicamente, a las 
negociaciones y al trato propuesto al General Noriega. 
 
Para ese período, Bush se encontraba en medio de su campaña 
presidencial, y para él la perspectiva de permitir que un dictador estuviera 
involucrado con droga, le parecía un suicidio político. A pesar de las críticas, 
Reagan sostuvo que la única salida para sacar al General Noriega del poder era el 
uso de la fuerza, aunque se oponía a ésta acción. El esfuerzo diplomático, sin 
embargo, no produjo ningún acuerdo. Reagan y Shultz permitieron al General 
Noriega saber que el trato debía conducirse el 25 de mayo, horas antes de la fecha 
tope, el General Noriega aceptó el trato, pero quiso dos semanas para persuadir a 
los funcionarios de la FDP. Posteriormente, Shultz decidió retirar la oferta 
americana (Véase más detalles en el Capítulo III, inciso A, 2. Negociaciones de 
Michel Kozak). 
 
Todos los esfuerzos de la Administración Reagan por quitar al General 
Noriega del poder fallaron, principalmente, por la lucha burocrática cuerpo a 
cuerpo que resultaba cuando Estados Unidos enviaba mensajes confusos. Todos 
los métodos que los Estados Unidos probaba para sacar al General Noriega fueron 
ineficaces. 
 
Es importante mencionar que la victoria de George Bush en las elecciones 
presidenciales de 1988, motivó nuevas oportunidades para desarrollar ideas para 
lidiar con el régimen del General Manuel Noriega. Aunque el General Noriega 
estaba seguro que la administración Bush iba a ser más condescendiente con su 
régimen, dado que ya lo conocía cuando fue agente de la CIA. No obstante, la 
posición de Bush en la agresión armada en 1989, sorprendió al mismo Noriega. 
 
Consideramos que estas acusaciones fueron gravísimas, porque las 
actividades ilícitas del General Noriega fueron conocidas internacionalmente, ésta 
situación creó un grave revuelo en Panamá y el resto del mundo, principalmente, 
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en Estados Unidos, que ya tenía conocimiento desde hacía mucho tiempo del 
tráfico de drogas y lavado de dinero en Panamá y las habían ignorado por su 
propia conveniencia. 
 
Al ser descubierta las actividades del General Noriega y de sus 
colaboradores más íntimos, Estados Unidos no podía permitir que ésta situación 
continuara, porque precisamente en ese período estaban realizando una campaña 
contra las drogas, por lo tanto, no podían permitir tal situación en su zona de 
influencia. En Washington había un gran dilema, porque anteriormente, la 
administración Reagan rechazaba la intervención militar, sin embargo, parecía 
que ésta era la única salida.      
 
E. LAS ELECCIONES DE 1989, EN PANAMA 
 
Las administraciones de Reagan y de Bush sostuvieron opiniones 
diferentes sobre el régimen del General Noriega. Uno de los principales temas de 
Bush, en la campaña de 1988, fue la guerra contra las drogas. Por consiguiente, 
Bush se oponía a un trato con el General Noriega. Contrario a Reagan, el 
liderazgo de Bush era mucho más débil; él era más vulnerable a las provocaciones 
de Noriega. Por otro lado, con los cambios en el gobierno americano, Bush tenía 
la oportunidad de imponer una estrategia clara, y usó un idioma rígido para una 
mayor confrontación con el líder panameño. 
 
El presidente Bush esperaba que el General Noriega fuera derrotado en las 
elecciones de 1989, para que el conflicto fuera resuelto por el mismo pueblo 
panameño. Sin embargo, la administración Bush se preocupaba por dos 
problemas: 
 
1. La habilidad de la oposición panameña de montar una campaña seria 
contra Noriega. 
2. El posible fraude de la FDP en los resultados de la elección.   
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Bush eligió medidas para tratar con ambos problemas. Por un lado, el 
presidente Bush aprobó un plan llamado Panamá 4, para ayudar a la oposición 
panameña. Este plan consistía en asignar 10 millones de dólares para cubrir los 
gastos de la oposición; por imprimir materiales, anuncios, transporte y 
comunicación. 
 
Por otro lado, animó mucho a los individuos y organizaciones para 
supervisar las elecciones en Panamá y prevenir el fraude enviando observadores. 
El anterior presidente Jimmy Carter, llevó uno de esos equipos. 
 
Todos estos equipos no detuvieron al General Noriega y a la FDP de 
emparejar las elecciones. Según los resultados oficiales, el candidato del General 
Noriega, Carlos Duque, ganó las elecciones por un margen de 2 a 1. No obstante, 
las votaciones revelaban una victoria clara de la oposición con un 51.1% para 
Guillermo Endara y 39.5% para Carlos Duque. La votación  dirigida por la 
Conferencia Católica de Obispos encontró un margen mucho más grande, 
aproximadamente de 3 a 1 a favor de Endara. La FDP manejó la elección para 
ganar, deshaciendo la papeleta de votos encajonadas, destruyendo la cubre cuenta 
y manipulando el proceso de conteo. Todos los equipos de observadores estaban 
de acuerdo que las elecciones eran fraudulentas. Carter acusó al General Noriega 
de robar a los panameños sus derechos legítimos, también que esperaba que 
hubiera una voz mundial de condena contra un dictador que robaba las elecciones 
a su propio pueblo. 
 
La contestación del General Manuel A. Noriega a la crítica internacional 
era anular la elección y designar a uno de sus compañeros, para servir como el 
presidente provisional. Sin embargo, esto llevó a combinar protestas que se 
soltaron violentamente por las escuadras paramilitares de Noriega, llamadas los 
“Batallones de la Dignidad”. 
 
Las cámaras de televisión mundial mostraron a los hombres del General 
Manuel A. Noriega que pegaban brutalmente a Endara y a sus funcionarios. Las 
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palizas eran transmitidas, repetidamente en la televisión americana. El 11 de 
mayo de 1989, el presidente Bush hizo una mayor declaración de la situación de 
Panamá y anunció otro plan. En la introducción del plan, Bush caracterizó la 
crisis como un conflicto entre el General Noriega y los panameños. Indicó a la 
FDP, que los Estados Unidos estarían apoyando a los panameños y defendería la 
democracia echando fuera al General Noriega. 
 
Entonces, Bush anunció 7 medidas específicas:12 
 
1. La diplomacia regional. Apoyando y cooperando con las iniciativas 
tomadas por los miembros de la OEA. 
2. Las sanciones diplomáticas. El Embajador americano, Arthur Davis, 
redujo a lo esencial el personal de la embajada en Panamá. 
3. Las medidas de seguridad. Se debía resguardar a los empleados 
gubernamentales, bases del ejército americano, a la Comisión del Canal 
que se alojaban en esas áreas. 
4. La seguridad y otras medidas preventivas. Los empresarios americanos se 
abstuvieran de seguir invirtiendo su dinero y algunos se regresaron a 
Estados Unidos. 
5. Las sanciones económicas. Continuaron haciéndose más graves para 
Panamá. 
6. Los Tratados del Canal de Panamá. Las obligaciones americanas 
afirmando los derechos americanos, dando fuerza a los Tratados del Canal. 
7. Las acciones militares. Se despacharon brigadas entre 1,700 y 2,000 
soldados americanos, para aumentar las fuerzas militares estacionadas en 
Panamá. 
 
El cambio de Reagan a Bush, no corrigió las fallas básicas en la política 
americana. Aunque Bush era más determinado con quitar a Noriega, los 
resultados de su política permanecía en el mismo lugar. El General Noriega siguió 
                                                 
12 Tomado de Eytan Gilboa, Op. Cit. 
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dudando de las amenazas militares americanas y siguió con sus abusos 
domésticos, y además, desafió a los Estados Unidos.  
 
Consideramos que la decisión de los Estados Unidos de esperar los 
resultados de las elecciones era lo más adecuado. Además, estaban seguros que el 
candidato elegido por el General Noriega sería derrotado por un margen 
aplastante, según las encuesta realizadas en Panamá. Por otro lado, el gobierno 
norteamericano tomó medidas necesarias para ayudar a la oposición de Panamá 
para que saliera victorioso. Sin embargo, debemos destacar que el General 
Noriega no estaba con los brazos cruzados, por el contrario, ya había planeado la 
forma de asegurarse el triunfo a través del fraude electoral. 
 
Las vergonzosas imágenes que se transmitieron por los medios de 
comunicación, donde eran golpeados los panameños, fue una clara violación de 
los derechos humanos, y de la voluntad de los ciudadanos de elegir a sus 
gobernantes. De esa forma, se percibe la falta de democracia que los pueblos 
centroamericanos trataban de promulgar, lo cual fue acogido por los Estados 
Unidos en pro de justificar la invasión armada. 
 
F.  EL GOLPE MILITAR DE MOISES GIROLDI 
 
La esposa del Comandante Moisés Giroldi, un miembro del círculo interno 
del General Noriega que había aplastado el golpe de Macías, informó que su 
marido estaba planeando un golpe militar contra el General Noriega y que él 
quiso la ayuda americana de forma limitada. El golpe de Giroldi tuvo lugar el 3 de 
octubre de 1989. Durante unas horas, el General Noriega era un prisionero en las 
manos de Giroldi, quién intentó persuadirlo para que se retirase. Noriega tuvo que 
requerir la ayuda de su unidad especial, el Batallón 2000. Este batallón usó el 
transporte aéreo para engañar a las barricadas americanas. Por este intento de 




La inacción americana durante el golpe de Estado, levantó un debate 
tormentoso en Washington. Los líderes del Congreso, reporteros y comentaristas e 
incluso oficiales de la Casa Blanca criticaron a la administración por 
desaprovechar la oportunidad para capturar al General Noriega, y por no ayudar 
un golpe de la FDP a Noriega. 
 
En una conferencia de prensa realizada el 13 de octubre de 1989, Bush 
afirmó que no había ninguna inconsistencia entre su llamada para un golpe de la 
FDP y su inacción durante el golpe de Giroldi. 
 
La respuesta al golpe de Giroldi expuso una confusión conceptual en la 
política de la administración hacia el General Noriega. Por consiguiente, el golpe 
reveló un hueco enorme entre la retórica de Bush y la acción. 
 
 A los ojos del público, Giroldi había creado una oportunidad para quitar al 
General Noriega, que Bush no supo explotar.  
 
A finales de 1989, la crisis de Noriega asumió proporciones mayores y 
más críticas. El público quería que Bush cumpliera lo que había prometido en su 
campaña presidencial “Combatir las Drogas”. En su primer discurso nacional 
televisado en la Casa Blanca, el 5 de septiembre de 1989, Bush dijo:  
 
“Todos nosotros estamos de acuerdo que la más grave amenaza 
doméstica que enfrenta nuestra nación son las drogas... Y llamo al 
problema de la droga... El desafío doméstico más duro que nosotros 
hemos enfrentado en décadas”.13 
 
El golpe de Moisés Giroldi ocurrió un mes después, pero a pesar del 
fracaso, Bush continuó alentando esta opción en las reglas operacionales. Los 
americanos estaban limitados por una orden ejecutiva que prohíbe el 
envolvimiento gubernamental en los asesinatos. En octubre de 1989, después del 
                                                 
13 Eyton Gilboa, Op. Cit. 
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fracaso de Giroldi, Bush determinó que la planificación de un asesinato todavía se 
prohibiría, pero no se proseguiría si los oficiales americanos en un golpe se 
acusaban la muerte del blanco de forma accidental. Bush, entonces, autorizó 
Panamá 5, pero no se llevó a cabo, porque se pasó información a los medios de 
comunicación y salieron artículos sobre este plan.  
 
El General Noriega continuó provocando a los Estados Unidos, 
específicamente, atormentando a las fuerzas armadas americanas en Panamá. El 
15 de diciembre de 1989, la Asamblea Nacional panameña nombró al General 
Manuel Noriega, como Jefe de Gobierno y líder máximo de la liberación nacional. 
La Asamblea declaró, también, a Panamá en estado de guerra con los Estados 
Unidos. La salida de Noriega parecía ser tardada indefinidamente. Después del 
fallo de Giroldi, un golpe de la FDP era poco probable, y los panameños estaban 
cansados y perturbados. Estados Unidos interpretó la declaración de guerra como 
una licencia para atormentar directamente a la FDP y al General Noriega.  
 
 Bush declaró a Noriega, el primer enemigo público de los Estados 
Unidos. La capacidad de Bush para manejar la guerra de las drogas; promover la 
democracia en América Latina; y para llevar los asuntos internacionales, fue 
duramente criticada. Mientras tanto, el pueblo sé hacia la pregunta, si Bush no 
podía controlar las bases militares y las fuerzas de defensa de Panamá, ¿cómo 
podría con los desafíos internacionales más serios? 
 
Pensamos que el golpe militar protagonizado por Moisés Giroldi fue otro 
gran fracaso en el intento de los panameños por derrocar al General Noriega, que 
había establecido una dictadura en Panamá. En ese momento, el General Noriega 
estaba resguardado por una unidad especial que fue la que lo rescató de las manos 
de Giroldi. Nosotros creemos que si la administración Bush realmente estaba 
dispuesto a quitar a Noriega del poder, ésta era la mejor oportunidad, pero fue 
totalmente desaprovechada, lo que llevó a tomar medidas más drásticas y 
dramáticas para el pueblo panameño. 
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La oposición panameña y el pueblo norteamericano deseaba que Bush 
cumpliera lo que tanto había anunciado “Erradicar el tráfico de drogas”. Aunque 
quitar a Noriega con el uso de la fuerza estaba en contra de las normas del 
Derecho Internacional, Bush no percibió otra alternativa. 
 
G. POST GUERRA FRIA  
 
El clima de distensión y el “llamado fin de la Guerra Fría” que tienden a 
caracterizar las relaciones entre los Estados Unidos y la Unión Soviética, no 
significa la extensión de esta política hacia las regiones del Tercer Mundo, y 
particularmente, hacia América Latina. 
 
En la actualidad, diversos sectores cuestionan la lentitud en las respuestas 
de la administración de Bush frente a las transformaciones que se suceden en 
Hungría, Polonia, Alemania Oriental, Bulgaria y Checoslovaquia. El presidente 
estadounidense se justifica hablando de “prudencia”.14 
 
Los acontecimientos han rebasado la capacidad de comprensión y de 
respuesta de Washington; y la Casa Blanca se han visto, prácticamente, arrastrada 
por los sucesos. La iniciativa en las respuestas frente a los cambios geopolíticos y 
estratégicos que suceden en Europa del Este, definitivamente no vienen de los 
Estados Unidos. 
 
En este sentido, la actual situación de distensión que se vive entre Este y 
Oeste, es más el resultado de políticas definidas por el Este, que proyectos 
propiciados por los Estados Unidos. 
 
La relativa flexibilidad mostrada por Washington, para aceptar aunque 
arrastrado por los nuevos tiempos, no se hace presente en su política hacia 
América Latina. Alimentándose de las viejas concepciones que consideran a estas 
zonas como “patio trasero” de Estados Unidos. Las últimas administraciones de la 
                                                 
14 El Nuevo Diario, “La Post Guerra Fría en Centroamérica”, 22/12/89, p: 8. 
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Casa Blanca, han vuelto a revitalizar sus visiones sobre América Latina y el 
Caribe, ideándolas como reservas estratégicas, políticas y económicas, frente a un 
mundo en donde Estados Unidos pierde terreno. Los anuncios del presidente 
Reagan de crear un gran mercado que vaya del Artico hasta la Patagonia, teniendo 
como eje los Estados Unidos, es la expresión un tanto grotesca de planes que 
cuentan con mayores grados de racionalidad y que están presentes en los 
escritorios de los centros que definen la estrategia estadounidense. 
 
Para decirlo más claramente, América Latina es para los Estados Unidos, 
un territorio de retaguardia estratégica en su política de encontrar espacios 
económicos, socios, materias primas, manos de obra, etc., para hacer frente a las 
embestidas de Japón (y sus aliados menores del sudeste asiático) y de la 
Comunidad Económica Europea. Hay, por tanto, una concepción idealista en que 
siempre consideró a nuestra región como zona privativa de los Estados Unidos 
(Doctrina Monroe, por ejemplo), una nueva revalorización de América Latina en 
términos estratégicos. 
 
Esta revalorización, no está exenta de contradicciones para Washington. 
Esto se debe, porque esta América Latina tan deseada es, a la vez, uno de los 
centros geográficos donde anidan los nuevos desafíos que Estados Unidos busca 
combatir: narcotráfico, migraciones, fenómenos que para los encargados de la 
seguridad en los Estados Unidos, consumen desde adentro la esencia de su 
fortaleza como nación. Si a ello se agrega la subversión, tenemos entonces, una 
relación que un psicoanalista podría caracterizar como de amor y odio, al mismo 
tiempo. 
 
Estados Unidos se debate así, en odio de una  política contradictoria en la 
región: a la búsqueda de las relaciones privilegiadas con unos países (lo que no 
excluye las amenazas como militarización de fronteras), y de enfrentamientos o 
de amenazas permanentes sobre otros. 
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En este marco, la política de Guerra Fría sigue viva contra ciertos países 
Latinoamericanos y Caribeños. En Washington, saben que avanzar en esta última 
estrategia (como podría ser alguna forma de intervención militar en Panamá o en 
El Salvador), puede derrumbar en América Latina la cara “civilizada” de su 
política hacia la región. Sin embargo, hay sectores dispuestos a asumir estos 
costos.15   
 
 Consideramos que la post Guerra Fría afianzó la decisión de los Estados 
Unidos a intervenir política, económica y militarmente en Panamá, para dejar en 
claro sus zonas de influencia, y contrarrestar las posibles insurrecciones en la 
región, a fin de no tener otro régimen como el de Nicaragua, o por lo menos 
presionar a este, ya que para ese entonces, Nicaragua estaba en plena campaña 
electoral. Hay que resaltar, además, que dentro del contexto de la Guerra Fría, 
estaban definidos claramente las posiciones de las relaciones este y oeste y sus 
aliados, pero esta situación se tiene que redefinir, por lo que los Estados Unidos, 
busca como asegurar su zona, sobre todo ante la complejidad en que se vuelve las 
relaciones internacionales (integración centroamericana, tratados de libre 
comercio, la Unión Europea, y el sudeste asiático, etc.).  
 
 Así también, hay que señalar las relaciones que tenía el régimen del 
General Manuel A. Noriega con países como Cuba y Colombia, que desde el 
punto de vista de los Estados Unidos, esto era inconcebible.  
 
 En síntesis, en nuestra opinión, las causas más destacadas justificados por 
los Estados Unidos para invadir Panamá, eran apreciadas cuando el General 
Noriega se volvió corrupto, violento e incontrolable. Los Estados Unidos 
presionaron para que se entregara, sin embargo, Noriega se empeñó a continuar 
controlando Panamá. Esto se observa por medio de la falta de democracia en 
Panamá: no había libre expresión, se suprimía cualquier levantamiento popular, 
las huelgas y la inestabilidad política, el fraude electoral de 1989; la militarización 
de la Fuerza de Defensa de Panamá (FDP), los Batallones de la Dignidad, todos 
                                                 
15 Ibidem. 
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controlados por Noriega; las repetidas violaciones de los derechos humanos: 
clausuras de los medios de comunicación, infringir propiedades privadas para 
generar temor, los asesinados de líderes políticos (Hugo Spadafora, Leonidas 
Mancias, Moisés Giroldi, etc.); el Canal de Panamá: como Noriega era el hombre 
fuerte de Panamá, los Estados Unidos querían tener las seguridades de que los 
nuevos administradores del Canal fueran amigos de los americanos, y no uno 
puesto por Noriega que podría ser de ideologías anti-gringo; las fuertes críticas a 
la persona del General sobre su involucramiento con el tráfico de drogas, armas y 
lavado de dinero, y de rentar su territorio a fuertes traficantes de drogas (cartel); la 
posibilidad de una guerra civil producto de muchos desaparecidos; la necesidad 
de desmantelar el eje Cuba-Nicaragua-Panamá que tomaba lugar en las esferas de 
influencia en América Latina, y los anteriormente señaladas en este capítulo, 
reforzaron a que los Estados Unidos invadieran a Panamá.  
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III. COMPORTAMIENTO DE LOS ACTORES EN LA INVASION DE 
PANAMA EN 1989 
 
Se aborda a continuación el comportamiento de los actores ante los 
acontecimientos que se mencionaron en el capítulo anterior. Exponiendo los 
sucesos de forma exhaustiva desde la invasión en diciembre de 1989, y 
terminando con la posición de las partes en el conflicto panameño y su 
repercusión internacional ante la Organización de Estados Americanos (OEA). 
 
A. REACCION DE LOS ESTADOS UNIDOS AL REGIMEN DE 
MANUEL A. NORIEGA ANTES DE LA INVASION 
 
Al percatarse que el régimen del General Manuel Antonio Noriega era 
incontrolable para los Estados Unidos, el gobierno norteamericano decidió 
implementar estrategias, para que el General Noriega reaccionara de forma más 
dócil, inclinado a las políticas e ideologías de Occidente. La realidad de que el 
General Noriega tenía vínculos con la ex URSS, Cuba, Irán, Libia, Nicaragua y el 
Cartel de Colombia1, era inconcebible para los americanos. 
 
1. Plan Blandón 
 
Las primeras reacciones más conocidas bajo la administración de Ronald 
Reagan, fue apoyar a la oposición panameña, a la elaboración e implementación 
de un plan conocido como el “Plan Blandón”.  Este era un plan informal para 
negociar la salida del General Noriega. En 1986, el General Noriega había 
enviado a Nueva York con el cargo de Cónsul General a su consejero político, 
José Isabel Blandón.2 
 
                                                 
1 Tomado de Christina Johns y P. Ward Johnson, “State Crime, the Media, and the Invasion of 
Panama”. 1994, p: 18. 
2 Luis E. Murillo, “The Noriega Mess: the drugs, the Canal, and why America invaded.” 1995, p: 
624. 
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Líderes de la oposición, mediadores, personas cercanas a Noriega y 
funcionarios de la administración Reagan, habían cooperado desde agosto de 
1987, para formular un bosquejo y de esa forma solucionar, si así se puede 
catalogar, la salida política del General Noriega, que desesperaba tanto a los 
panameños como a los Estados Unidos. En octubre de 1987, se había preparado 
dicho bosquejo, que sería conocido como “Plan Blandón” y consistía en dos 
partes. 
 
Luis Murillo, en su libro The Noriega Mess: the drugs, the Canal, and why 
America invaded, escribe detalladamente el plan Blandón (Véase Apéndice F, El 
Plan Blandón). La primera parte hace referencia a los cambios necesarios para un 
retorno a la democracia sin violencia. El segundo, especula la venta del plan a 
Noriega.3 Continuando citando a Murillo. La primera parte consistió en seis 
puntos, de los cuales solo tomamos los más precisos. Estos son:4 
 
1. CAMBIO, DIRECCION MILITAR Y REFORMAS A LA FUERZA 
DE DEFENSA DE PANAMA (FDP) 
La reforma tiene como objetivos principales: 
a. Retiro del General Noriega.  
b. Quitar a la “Banda de los seis”.5  
Reformarse los Estatutos que gobiernan la FDP. Noriega debe trabajar 
con el gobierno y llevar a cabo éstos cambios. 
 
Este primer punto, enfatiza la retirada del General Noriega y sus íntimos 
aliados, con el objetivo primordial de desmantelar la FDP, o por lo menos, 
reformar sus reglamentos.  
 
                                                 
3 Ibidem, p: 625. 
4 Ibidem, p: 626-628. 
5 La “Banda de los Seis” era el círculo interno del General Noriega y estaba compuesto por el 
Comandante Luis “Papo” Córdoba, Comandante Luis del Cid, Comandante Nivaldo Madriñán, 
Comandante José Hilario Trujillo, Comandante Jaime Benítez, Comandante Cleto Hernández, y 
los hermanos Coronel Lorenzo Purcell y Coronel Alberto Purcell. 
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2. CAMBIAR EL GABINETE, PERO CONSERVAR A ERIC 
ARTURO DELVALLE 
 
El presidente y el Vice-presidente deben permanecer en la oficina hasta 
que sus condiciones expiren, pero el Gabinete debe ser remplazado. Los nuevos 
miembros deben reflejar las  realidades políticas de tener que tratar con una única 
coalición (partido controlado por el régimen) en la Legislatura, pero también debe 
aparecer nuevas, creíbles caras que pueden ayudar a la figura nacional, que 
apoyan las acciones del gobierno. 
  
 Esta condición es crucial si tomamos en cuenta, que los que estaban en el 
gobierno eran puestos o manipulados por el General Noriega, lo que a su vez, 
implicaba, que éste último tomaba importantes decisiones en el gobierno. Al 
hacer cambios en el gabinete, daba paso en la creación de un ambiente más 
relajante para los Estados Unidos, dado que se podría llegar a la posibilidad, o por 
lo menos, traer nuevas opciones de negociaciones con respecto a la 
administración del Canal, más allá de lo expuesto en los Tratados de 1977. 
  
3. REFORMAS AL SISTEMA ELECTORAL 
a. Anuncie que las elecciones se sostendrán como se había fijado 
en 1989. 
b. Reformas al Tribunal Electoral. 
 
Las reformas al Sistema Electoral, vienen siendo un proceso inteligente y 
trascendental para asegurar la victoria de la oposición en las elecciones de 1989, y 
de esta forma, cerrar las vías utilizadas por Noriega y sus colaboradores cercanos 
a la posibilidad de cometer fraude electoral. Por consiguiente, es asegurar que las 
elecciones serían el reflejo de lo que el pueblo panameño decida que sea su 
gobierno, que para los Estados Unidos, ya era un hecho real, que el gobierno 
puesto por el General Manuel Noriega, perdería. 
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4. HACER CAMBIOS IMPORTANTES EN EL SISTEMA JUDICIAL 
Y OTROS PROBLEMAS LEGALES 
 
Estos cambios beneficiaban al General Noriega y su círculo interno, dado 
que le otorgaba la total inmunidad, es decir, se anulaba de inmediato los crímenes 
cometidos por ellos.  
 
La concesión más difícil para los Estados Unidos era la total inmunidad 
ofrecida al General Noriega y sus íntimos colaboradores, considerando cualquier 
crimen cometidos por ellos. Sin embargo, José Blandón no podía asegurar las 
convicciones de que los funcionarios de la administración Reagan concedería la 
inmunidad.6 Por cuanto eran acuerdos informales, y en cualquier momento los 
americanos podían negarlos. 
 
Por otra parte, la concesión más peligrosa que debían hacer la FDP era la 
puntual jubilación – debiendo hacerlo en abril de 1988 – de Noriega y a los que 
Blandón había identificado como la “Banda de los Seis”. En dicho plan, se tenían 
que comprometer a jubilarse, obligatoriamente, después de haber cumplido los 25 
años de servicio en el ejército. De esta forma, se aseguraba que la FDP no estarían 
controlados por aliados vinculados al régimen del General Noriega.  
 
La segunda parte del plan parecía peligroso. Blandón lo hizo claro a los 
funcionarios americanos que su aplicación requería determinación y tacto. Es 
más, Blandón insistió que el documento fuera muy sensible, confidencial y que 
nunca debería caer en manos del General Noriega. Esta era una propuesta 
elaborado por un hombre que conocía muy bien el perfil psicológico y los “modus 
operandi” de Noriega y sus colaboradores más cercanos. 
 
 Citando nuevamente a Murillo, quien transcribió la segunda parte del plan, 
de la cual tomamos lo siguiente: 
 
                                                 
6 Murillo, Op. Cit., 1995, p: 628. 
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Paso # 2. Vendiendo el plan a Noriega.7 
 
Una vez aceptado los puntos más sobresalientes del acuerdo anterior, se 
avanza, entonces, a la parte más difícil. Debe venderse el plan al General Noriega. 
Para tal efecto, debe ponerse una sostenida presión a Noriega. Se recomienda los 
siguientes pasos: 
 
1. Embajador Arthur Davis (enviado americano a Panamá) contacte al 
presidente Eric Arturo Delvalle y le permita saber que los americanos 
quieren una solución política “panameña”. Le permita saber que el 
plan Blandón ya es bien conocido en los Estados Unidos. Esto debe 
hacerse antes del 4 de noviembre de 1987. 
2. El Jefe del Comando Sur, General Frederick Woerner, demande una 
reunión el 6 ó 7 de noviembre, con el General Noriega más: Marcos 
Justince, Lorenzo Purcell y Elías Castillo. Woerner debe dar el mismo 
mensaje. Es importante darlo a todos los 4, para que Noriega no pueda 
interpretar el mensaje libremente a otros. El mensaje deber ser fuerte. 
Decirle al General Noriega que debe hacer trato con civiles del 
gobierno americano. Decirle que no hay apoyo de la CIA o del 
Pentágono para el General Noriega.  
3. La presión al General Noriega se debe ejercer efectivamente: 
a. Los fuertes mensajes financieros a Ricardo Vásquez Cattin, 
Teodore Alexander y P. Rodríguez, funcionarios panameños en 
el cargo de la política económica. 
b. La Comisión de Derechos Humanos del Congreso, para que 
conociera sobre los abusos cometidos del gobierno panameño. 
c. Y por último, pero no menor, organizar campaña para hacer 
presión desde dentro a la FDP. Para hacerles ver que estaban a 
“tiempo para rescatar la institución”. 
 
                                                 
7 Véase la segunda parte del plan Blandón en Luis Murillo, Op. Cit., 1995, p: 629-631. 
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Esta segunda parte del plan Blandón, escrita por el mismo José Isabel 
Blandón, es detallista y cauteloso con sus objetivos a tratar. Convencido de que el 
General Noriega podría aceptarlo, utiliza todos los medios posibles, sus aliados, 
amigos, colegas, e incluso familiares, para que éstos comuniquen y persuaden a 
Noriega de que busque una solución política a la situación de Panamá.  
 
Durante los primeros días de noviembre de 1987, en Panamá, el Cónsul 
José Blandón informó al General Noriega sobre el plan. Blandón discutió el 
asunto con gran tacto, para guardar el ego del General sin herirlo. Noriega parecía 
reaccionar positivamente y autorizó a Blandón para proceder con las 
negociaciones. 
 
  El plan Blandón nunca se llevó a cabo. Esto se debe a dos acontecimientos 
posteriores que llevaron al General Noriega a retirar a Blandón de toda 
negociación. Por un lado, después de la visita a Panamá de dos americanos: 
Tongun Park y Daniel Joseph Murphy. Murphy habló de cuatro puntos similares a 
aquellos mencionados por Blandón. Mientras Blandón estaba instando al General 
Noriega a que éste abandonara el poder en abril de 1988, sin embargo, Murphy le 
sugirió esperar las elecciones que se celebraría en Estados Unidos en noviembre 
de 1988. Quizás, alguien más simpático a la condición del General Noriega podría 
ocupar la Casa Blanca en 1989. Noriega pensó que si George Bush fuera electo 
presidente, su suerte podría cambiar hacia algo mejor.8 Sin embargo, en diciembre 
de 1989, con la orden del presidente Bush para ejecutar la operación “Causa 
Justa”, tomaría de sorpresa al General Noriega. 
 
 Por otro lado, antes de la Navidad, los colaboradores cercanos al General 
Noriega obtuvieron una copia de la versión original y completa en ingles del plan 
Blandón. Esto no les gustó al General Noriega ni a sus colaboradores, lo que lo 
llevó en diciembre de 1987, prohibir al Cónsul Blandón a continuar cualquier 
negociación.9 Las verdaderas intenciones de José Blandón fueron reveladas en su 
                                                 
8 Ibidem, 1995, p: 638. 
9 Ibidem, 1995, p: 641. 
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plan, provocando el cambio de opinión del General Noriega y sus colaboradores 
con respecto a cualquier negociación entre Blandón y los Estados Unidos. 
  
Para otros autores como Margaret E. Scranton. El plan Blandón perfiló un 
proceso para el retiro de Noriega, un retorno escalonado a los cuarteles y 
elecciones. Sin embargo, Noriega repudió a Blandón y su plan, porque Blandón 
nunca representó de verdad a Noriega, y conociendo los detalles, Noriega decidió 
que no aceptaría este trato.10 Un trato que implicaba su retirada de la FDP y la de 
dejar de manipular al gobierno de Panamá. Así también, Noriega quedaría 
desacreditado entre sus círculos de amigos, dentro y fuera de Panamá. 
 
 Para el General retirado, Rubén Darío Paredes, formula declaraciones 
incriminando al General Noriega, señalando que: 
 
 “El plan Blandón falló cuando el Gral. Noriega no consiguió 
perdón en los EE.UU. por parte del Gran Jurado que lo investiga... Así 
también, que el error de Noriega fue destituir a Blandón porque de esta 
forma quedaba en manos de la DEA”.11  
  
 El plan Blandón no se concretizó, sin embargo, permitió reconocer por 
parte de los Estados Unidos, que en el futuro deberían ser más directas y formales 
las negociaciones con el General Noriega. Así mismo, que el hombre fuerte de 
Panamá, no se doblegaba a simples promesas, sino que demostraba ser astuto, y 
estaba dispuesto a llegar hasta las últimas consecuencias. 
 
2. Negociaciones de Michael Kozak 
 
El ya citado Luis Murillo, ha descrito con detalle las negociaciones entre 
Michael Kozak y el General Manuel Antonio Noriega.  En marzo de 1988, 
Michael Kozak, Consejero Legal del Departamento de Estado de los Estados 
                                                 
10 Tomado de “Intervention into the 1990s: U.S. foreign policy in the Third World”. Margaret 
Scranton, “Panama”. 1992, p: 350. 
11 Este artículo aparece en la revista “Este País”, mes a mes, feb. 1989, p: 6. 
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Unidos, acompañado de William G. Walker, Secretario Auxiliar del 
Departamento de Estado para Centroamérica, se reunieron con Noriega, sin 
embargo, se devolvieron a Washington sin resultado positivo.12 El General 
Noriega estaba cerrado a sus propias convicciones, y no aceptaba ninguna 
propuesta por Washington.  
 
 Walker y Kozak se volvieron a encontrar con el General Noriega y sus 
consejeros más íntimos. La verdadera misión de Kozak (en el supuesto de llegar a 
un acuerdo sobre la situación económica) era volver a abrir negociaciones. En 
otra ocasión, se formuló una propuesta provisional en donde se levantarían las 
sanciones económicas, Noriega renunciaría en el verano, pero le permitirían 
quedarse en Panamá, y además, conservaría su inmensa fortuna. Ninguna decisión 
con respecto a las acusaciones fue discutida. Estaba claro que Noriega estaría de 
acuerdo en renunciar si sólo las acusaciones fueran anuladas.13 Aunque las ofertas 
eran bastante ventajosas para Noriega, es indiscutible, que éste no quería dejar 
Panamá, y mucho menos dejar de controlarlo. No obstante, Kozak no se rendiría 
ante la posición adoptada por el General Noriega.  
 
Dos acuerdos se formalizaron entre Kozak y Noriega que serían firmados 
el 13 de mayo: el primero, era sobre la cobertura de sus conversaciones a través 
de los medios de comunicación; la publicidad y la interpretación de las reuniones 
que los medios de comunicación transmitían modificaban los objetivos de dichas 
reuniones. El segundo, era el fracaso de un Banco japonés, quién se comprometió 
a depositar 67 millones de dólares en el Banco Nacional de Panamá. Esos 67 
millones de dólares habrían aliviado grandemente la crisis monetaria del gobierno 
panameño, pero el embajador japonés en Panamá, después de reunirse con 
Michael Kozak, no se sintió seguro de que el dinero se reembolsaría. El depósito 
no se materializó, sin embargo, Kozak y Noriega continuaron reuniéndose.14 Por 
su parte, el General Noriega no daba ningún paso atrás, así y todo, las reuniones 
abrían nuevos canales de entendimientos para ambas partes. 
                                                 
12 Murillo, Op. Cit., 1995, p: 698. 
13 Ibidem, 1995, p: 699. 
14 Ibidem, 1995, p: 700. 
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 Todo parecía llegar a un acuerdo puntual. Después de todo, Noriega había 
obtenido todas las concesiones que él quiso: las acusaciones se anularían (Véase 
Apéndice E, The Miami Indictment); el hombre fuerte (Noriega) podría 
permanecer en Panamá o en el extranjero; podría guardar sus riquezas; su 
presidente títere se reconocería; y las sanciones económicas se levantarían.15  
 
No se podía dar mejor oferta al General Noriega, con todo esto, los 
Estados Unidos aseguraban la firma y aceptación formal del acuerdo por parte del 
General Noriega, lo que daría paso a nuevas relaciones entre ambos países. Al 
mismo tiempo, se daría publicidad a la diplomacia empleada por los Estados 
Unidos y, sobre todo, a la administración Reagan, que llegaba a su fin, con un 
líder sobresaliente en la región y el mundo. 
 
El General Noriega pidió más tiempo a Michael Kozak para pensar mejor 
las cosas. Al informar esta situación al Secretario de Estado, George Shultz, éste 
último decidió que se rechazara la oferta y que se fuera (Kozak) de Panamá, dado 
que para él, Noriega estaba jugando con la negociación. Al siguiente día, los 
medios de comunicación en Panamá, todos controlados por el régimen, 
desacreditó las tácticas de negociación injusta de los Estados Unidos, que a la vez, 
estaban presionando al General Noriega. No obstante, Noriega no renunciaría, 
porque según los titulares en Matutino, Crítica y La República, el ejército y la 
población panameña lo necesitaban como líder moral de la nación.16  
 
Aunque nos preguntamos el motivo del ¿por qué no firmaría Noriega?, o 
¿qué quiso de más? Dado que las ofertas eran privilegiadas y flexible, 
considerando la posición desfavorable y desequilibrada en que se encontraba el 
General Noriega, es una verdad que no se puede conocer, sino del propio Manuel 
Antonio Noriega.  
  
                                                 
15 Ibidem, 1995, p: 702. 
16 Ibidem, 1995, p: 703. 
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Ante esta situación, Murillo, plantea varias hipótesis,17 de las cuales 
tomamos como nuestras las siguientes: primero, el General Noriega estaba 
disfrutando su nuevo papel de héroe del anti-gringo. Segundo, el General Noriega, 
posiblemente, era presionado por su círculo interno. Esta mafia temió el rumbo 
del futuro, ya que Panamá sin Noriega podría ponerse inestable, aun cuando el 
ejército continuara con sus métodos represivos. Tercero, Noriega tuvo miedo que 
el Cartel de Medellín u otras organizaciones de droga pondrían precio a su cabeza. 
Después de todo, el General había cooperado durante años con la DEA. 
 
 Cuarto, y esta podría ser la razón principal, Michael Kozak no comunicó 
claramente a Noriega, que el miércoles 25 de mayo de 1988, era de hecho una 
fecha tope para considerar la firma del acuerdo, ya que más allá de esta fecha no 
habría acuerdo. Quinto, el Secretario de Estado, George Schultz, actuó 
rápidamente, rechazando la oferta de ganar más tiempo hecho por Noriega. Shultz 
estaba cansado de los tropiezos de las negociaciones en Panamá. Nuestra hipótesis 
al respecto, es que el General Noriega, en ningún momento quería firmar un 
acuerdo debido a las razones anteriormente señaladas.  
 
 Las negociaciones conducidas por Michael Kozak, directamente con el 
General Manuel A. Noriega, es una reacción que toma los Estados Unidos ante la 
situación que se vive en Panamá, bajo el régimen del General Noriega. Estas 
negociaciones se formalizan con un acuerdo presentado y discutido por ambas 
partes, sin embargo, la firma y aceptación no se concretiza. Ante estos últimos 
acontecimientos, la administración Reagan busca nuevas oportunidades para 
diseñar mecanismos y estrategias para quitar, como sea, al hombre fuerte de 






                                                 
17 Ibidem, 1995, p: 704-705. 
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3. Sanción Económica 
 
Una de las reacciones más fuertes en contra del régimen del General 
Noriega, seguramente fue la sanción económica impuesta por el presidente 
americano Ronald Reagan, y continuado por sus sucesor, George Bush. 
 
 Christina J. Johns y P. Ward Johnson han escrito de forma concreta acerca 
de este tema. Como la mayoría de los países en América Latina, Panamá ha tenido 
que esforzarse en la última década con una deuda nacional debilitado. La primera 
sanción económica impuesta a Panamá por los Estados Unidos en 1987, significó 
que mientras se daba la agresión americana, el país se había reducido en un estado 
de violencia política y caos económico.  
 
El primer movimiento de la administración Reagan fue cortar toda ayuda 
militar y económica en las primeras semanas de julio de 1987. En 1989, después 
de la acusación de Noriega en los Estados Unidos por cargo de tráfico de drogas; 
se prohibió a los bancos americanos a transferir los fondos al gobierno panameño; 
se detuvieron las cuotas para el uso del Canal de Panamá; y se suspendieron los 
beneficios comerciales especiales.18 Lo que agravaría la crisis económica, hasta 
tal punto, que ya no se podía pagar al empleado público. 
 
 Entre el 2 y el 3 de marzo de 1988, el gobierno norteamericano decretó el 
congelamiento de los fondos que representaban parte del circulante para 
rehabilitar la economía panameña, lo que deja al manifiesto la extrema 
dependencia del sistema financiero panameño respecto al dólar norteamericano. 
Se efectuaron dos hechos sobre el cierre de los bancos. La primera, la mayoría de 
los bancos del sistema bancario estuvieron sin prestar servicios al público desde el 
lunes 29 de febrero, en la medida en que los empleados bancarios decidieron 
apoyar el paro empresarial.  
 
                                                 
18 Christina J. Johns y P. Ward Johnson, Op. Cit., 1994, p: 10-11. 
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Segundo, la medida del congelamiento por parte de los Estados Unidos, 
obliga a la Comisión Bancaria Nacional (Organismo del gobierno que regula la 
actividad bancaria en el país), a decretar el cierre de los bancos, para evitar el 
colapso del sistema financiero ante la falta de dinero. Para esa fecha, era notoria la 
falta de circulante en el país, situación que aceleró la medida del cierre.19 Estas 
medidas influían a que la economía panameña se deteriora, y a consecuencia de 
ello, los panameños demandaría al gobierno una pronta solución para aliviar la 
crisis económica. 
 
 Según Murillo, el 10 de marzo, el Senado Americano aprobó dos 
resoluciones donde apoyaban a la administración Reagan, a fin de retirar a 
Noriega del gobierno de Panamá, y a la vez, instando a adoptar e impulsar 
sanciones políticas y económicas. Al día siguiente, el presidente Reagan firma 
una orden ejecutiva, depositando los 7 millones de dólares pagaderos a Panamá, 
como parte de la cuota anual del Canal, en una cuenta especial. 
 
 Es importante mencionar que, cada mes, como lo ha estipulado el Tratado 
del Canal, la Comisión del Canal de Panamá paga 7 millones de dólares a 
Panamá. Este pago llega a un monto de 84 millones de dólares por año, de los 
cuales, el 12 por ciento es ingreso para el gobierno de Panamá.20 
 
Las medidas tomadas en contra del régimen de Noriega, como resumen se 
incluyeron:21 
 
 La congelación de $ 56 millones de recursos panameños en los bancos de 
los Estados Unidos. 
 La exclusión de Panamá de la cuota de importación de azúcar americana. 
 La negativa para pagar los impuestos y cuotas a Panamá por los Estados 
Unidos por el Canal. 
                                                 
19 Véase la revista “Este Pais”, mes a mes, “Panamá: agresión norteamericana, demandas 
populares y elecciones”, feb. 1989, p: 12. 
20 Murillo, Op. Cit., p: 674. 
21 Tomado de Johns y Johnson, Op. Cit., 1994, p: 11-12. 
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 La prohibición de transacción comercial con Panamá. 
 La exclusión de los puertos de EE.UU. de cualquier nave con productos 
registrados de Panamá. 
 
Un movimiento que privó a Panamá de su mayor fuente de ingreso y 
rompió con el comercio internacional. Estas y otras acciones causaron una caída 
en bancos panameños, después de que el gobierno cerró los bancos y congeló las 
cuentas. Se puso casi imposible para Panamá asegurar el crédito internacional, 
puesto que el gobierno era incapaz de pagar el servicio de la deuda con los 
préstamos al Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial, y otros.22  
 
Mientras la sanción económica traía consigo el deterioro de la economía 
del país, no llegó a ser más que una confrontación indirecta para Noriega. Para el 
régimen, lo que más importaba era el suministro de armas, y tener contento a sus 
soldados, quienes permanecían leales a su líder. Por el contrario, los que más 
sufrían con la crisis eran los pobres. No hay que olvidar, que el General Noriega 
tenía su considerable fortuna en el exterior y a otros seguidores leales de su 
régimen. 
 
 En abril de 1989, Bush continuó con la sanción económica al firmar una 
orden ejecutiva que la extiende durante un año. Muchos defendieron que las 
sanciones tenían un pequeño efecto en Noriega, dado que su base económica 
descansaba más en el comercio ilícito que en el comercio tradicional. Por 
consiguiente, las sanciones económicas estaban dirigidas a crear un gran 
descontento al pueblo panameño en contra del General Noriega. Se deduce, 
entonces, que tales sanciones se diseñaron y se establecieron para inquietar y 
producir violencia en la administración del General Noriega, y esperando que en 
el futuro producirían apoyo para su derrocamiento. Estos mismos tipos de guerra 
económica fueron diseñados para desestabilizar gobiernos como el de Nicaragua y 
Cuba. 
 
                                                 
22  Ibidem, Op. Cit., 1994, p: 12. 
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 La estrategia económica parecía ser un arma potente. Dañó la economía 
severamente, pero no destituyó a Noriega. Según Margaret Scranton, la estrategia 
falló por varias razones.23 
 
 Primero, infligió más daño en la clase comercial alta y el populacho, y no 
en el círculo interno de Noriega. Segundo, el embargo financiero no fue efectivo; 
ya que el General Noriega pudo obtener dinero fresco y acceder a los recursos de 
otros países. Con esta ayuda, él pudo durar más en el gobierno. 
 
Finalmente, las presiones económicas del gobierno americano no eran tan 
fuertes. Se concedieron las excepciones a negocios americanos que operan en 
Panama, que permitió los fondos para mantener la economía panameña.  
 
Si bien, como respuesta al régimen del General Noriega, Washington tomó 
la decisión de imponer sanciones políticas y económicas, con el fin de hacer que 
el General Noriega y su círculo interno se rindiera, no dio el resultado esperado 
por los Estados Unidos, ya que Noriega buscó los medios para llenar el vacío 
económico, o hacer frente a la crisis, sobre todo, para las FDP, quiénes eran leales 
a su dirigente. Las sanciones permanecían en el lugar hasta poco después de la 
invasión americana, en 1989. 
 
B. DESARROLLO DE LA INVASION 
 
Exponiendo las acciones más sobresalientes que diseñaron y llevaron a 
cabo la administración Reagan y que continuó su sucesor Bush, nos permite 
enfocarnos hacia una de las estrategias (militares) más discutidas después de la 
guerra de Vietnam. 
 
                                                 
23 Tomado de  “Intervention into the 1990s: U.S. Foreign Policy in the Third World”, Margaret 
Scranton, Op. Cit., 1992, p: 352. 
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 La invasión de Panamá a finales de diciembre de 1989, fue una operación, 
como hemos mencionado anteriormente, autorizada por el entonces presidente 
Bush. Lo que se llevó a cabo con el nombre de “Operación Causa Justa”. 
 
1. Operación Causa Justa 
 
James Lyle escribe de forma exhaustiva sobre la operación “Causa Justa”, 
de la cual tomamos los puntos más destacados de esta operación. Esta operación 
era la  mayor operación militar, diseñada para quitar del poder al General Manuel 
A. Noriega y llevarlo a un juicio a los Estados Unidos; desmantelar las Fuerza de 
Defensa de Panamá, e instalar un gobierno civil, empezó en octubre de 1989. Los 
tres consejeros recomendaron las preparaciones para usar la fuerza, éstos eran: el 
Secretario de Defensa, Dick Cheney; el Presidente de la Junta Oficial del Estado 
Mayor, Colin Powell; y el Consejero de Seguridad Nacional, Brent Scowcroft. 
Estos concluyeron que un golpe de estado rendiría sólo cambios menores en la 
Fuerza de Defensa de Panamá.24 Estaban seguros que la invasión sería la solución 
más eficaz para capturar al General Noriega y desmantelar a las FDP.   
 
Estos aconsejaron al presidente Bush la contingencia planeada y empezar 
con prontitud el ejercicio para la mayor operación militar. Por otra parte, el 
General Noriega también autorizó las acciones provocativas contra las fuerzas de 
los EE.UU. Se comprometieron, ambos lados, cada vez más, a llegar hasta el 
límite.  
 
Los días 16 y 17 de diciembre de 1989, tres acontecimientos ocurrieron. 
Primero, el 16 de diciembre, el Teniente Roberto Paz, murió de heridas que 
recibió cuando un automóvil que llevaba a cuatro soldados americanos le 
dispararon y fue ejecutado en una barricada de la FDP cerca de la oficina central 
de los militares. El segundo hecho, se dio ese mismo día, cuando soldados de la 
FDP detuvieron al Teniente Adam Curtis y a su esposa Bonnie en la barricada, los 
                                                 
24 James Lyle, “Operation Just Cause: Historical summary”. 1997, call.army.mil/call/ctc_bull/90-
9/9091hist.htm 
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llevaron a una oficina para interrogarlos, pero fueron golpeados físicamente, y su 
esposa fue víctima de maltrato sexual.25 El tercer acontecimiento, se dio el 17 del 
mismo mes, un Lugarteniente del ejército americano fue herido cuando se dio un 
enfrentamiento entre la FDP y soldados americanos. 
 
Estos acontecimientos fueron interpretados en Washington como un 
modelo de amenazas realizados a americanos que podría moverse en espiral 
rápidamente. El 17 de diciembre, el presidente Bush decidió y dio la orden para 
llevar a cabo la operación “Causa Justa”. 
 
Los antecedentes de este plan intervensionista se ubican en febrero de 
1988, debido a la creciente tensión entre el gobierno americano y el régimen de 
Noriega. Se incluían una serie de órdenes que se dirigieron a la defensa de la vieja 
Zona del Canal; la evacuación de civiles; la neutralización de la Fuerza de 
Defensa Panameña; y las operaciones civiles militares. La operación del plan se 
conoció como plan “Blue Spoon” (plan “Cuchara Azul”).26 
 
En junio de 1988, el Jefe de la Joint Task Force Sout (JTFSO, por sus 
siglas en ingles), Admirante William Crowe27 fue designado responsable, para 
llevar a cabo un plan y la ejecución de una operación en Panamá. La JTFSO 
empezó una revisión del plan “Cuchara Azul” que requirió del despliegue de las 
tropas americanas a Panamá. Después que las elecciones de mayo de 1989, fueron 
anulados los resultados de la votación y los líderes estaban físicamente vencidos 
por los Batallones de la Dignidad de Noriega, se continuó con la operación 
“NIMROD DANCER” (“Bailarín de Nimrod”), que fue ejecutada como una 
iniciativa para ejercer la libertad de circulación en el territorio panameño. 
 
                                                 
25 Tomado de Luis Murillo, Op. Cit., 1995, p: 771-772. 
26 James Lyle, Op. Cit. 
27 El Admirante William Crowe fue reemplazado por el General Colin Powell y el General 
Maxwell Thurman reemplazó al General Frederick Woerner como la cabeza del Southcom en 
Panamá, en la operación “Causa Justa”. Tomado de Luis Murillo, Op. Cit., 1995, p: 768. 
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En septiembre de 1989, la JTFSO revisó el plan “Cuchara Azul”, y se 
cambió a plan “90-2”. El 17 de diciembre, la JTFSO recibió la orden de 
ejecución. Los objetivos del JTFSO en el plan “90-2” eran:28 
 
1. Proteger las vidas de los americanos, sitios importantes y los 
medios. 
2. Capturar y entregar a Noriega a las autoridades competentes. 
3. Neutralizar las Fuerzas de Defensa de Panamá. 
4. Neutralizar las FDP mando y control. 
5. Apoyar el establecimiento de un gobierno en Panamá reconocido 
por los EE.UU. 
6. Reestructurar las FDP. 
 
Para Luis Dallanegra, también se incluían:29 
 
1. Ocupación del cuartel general y bases panameñas. 
2. Garantizar la seguridad del Canal y del personal norteamericano. 
 
Aunque la Zona del Canal no representaba ninguna amenaza, porque en 
ningún momento Noriega demostró gran interés, para los americanos era una 
necesidad incluirlo en sus objetivos de protección. Además, sería justificada la 
invasión a través de este objetivo, como lo señala una de las clausuras del Tratado 
Torrijos-Carter. 
 
Según los escritos de Luis Dallanegra, en este plan se señalaban:30 
 
1. Se duplican en 48 horas los efectivos en el Canal de 12 mil a 24 
mil soldados americanos. 
                                                 
28 James Lyle, Op. Cit. 




2. A Guillermo Endara se le proclama presidente de la República en 
el área del Comando Sur. Luego, Endara, en su calidad de Jefe de 
Estado, solicitaría a Bush su intervención para capturar al General 
Noriega y descabezar las Fuerzas de Defensa de Panamá (FDP). 
3. Se pronosticaron grandes manifestaciones públicas para legitimar a 
Guillermo Endara en el gobierno. 
4. Debía ponerse al frente de las FDP al Coronel Roberto Díaz 
Herrera, ex segundo oficial sancionados por Noriega con motivo 
del golpe de estado. 
5. Las tropas norteamericanas debían retirarse de Panamá en un plazo 
mayor de 12 horas, lo suficiente para poder cumplir con todos las 
etapas propuestas. 
6. Luego de la retirada de las tropas norteamericanas, el gobierno de 
Guillermo Endara sería reconocido internacionalmente, teniendo 
en cuenta de que para entonces, Noriega estaría detenido en Miami 
o muerto, o en algún centro médico de la capital panameña. 
7. Restituida la “legitimidad democrática”, la cuestión política y 
militar se proseguiría a desarrollarse, exclusivamente, entre 
panameños. 
8. Regresaría el embajador Arthur Davis, quien se ausentó de Panamá 
en marzo de 1989. Como gesto de buena voluntad, ofrecería 700 
millones de dólares al gobierno de Endara.     
 
Exactamente, 48 horas antes de la hora H (H-Hour la hora estipulada para 
la invasión), se cambió el nombre clave de la operación “Cuchara Azul” a 
operación “Causa Justa”. Según Murillo, este cambio se debió a que las altas 
autoridades americanas reconocieron que la operación “Cuchara Azul” era una 
clave muy fea y terrible, que marcaría la historia americana.31 Sin duda que la 
operación “Causa Justa”, marcó la historia de los Estados Unidos, sobre todo, de 
la administración Bush. 
 
                                                 
31 Murillo, Op. Cit., 1995, p: 775. 
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 El 15 de diciembre de 1989, la Asamblea Legislativa panameña, de 511 
miembros, emitieron dos resoluciones. El primero, fue nombrar al General 
Manuel Antonio Noriega, “máximo líder y Jefe de Gobierno de Panamá”. El 
segundo, fue señalar que la Nación (panameña) estaba en “estado de guerra” 
contra los Estados Unidos.32 El liderazgo de Noriega era evidente, y las 
autoridades panameñas divisaban lo que pudiera ocurrir, de tal manera, que 
estaban alertando a todos a tomar las medidas más convenientes en ese momento. 
 
 El ataque armado empezó a las 12:43 de la madrugada del miércoles 20 de 
diciembre. El combate comenzó en un pueblo humilde llamado El Chorrillo, 
donde se ubicaba una Comandancia de la FDP, unidades paramilitares de los 
Batallones de la Dignidad y miembros del Comité para la Defensa de la Patria y la 
Dignidad (CODEPADIS). Un aeronave Spectres, equipado con alta tecnología, 
obligaron a los soldados panameños dentro de la comandancia a abandonar el 
local y rendirse, pero éstos no respondieron a la advertencia, así que los 
americanos del Southcom bombardearon el lugar, lo cual fue correspondido por 
los soldados panameños, y en pocos minutos, yacían muertos muchos soldados de 
la FDP y otros huyeron. A 15 millas de distancia de El Chorrillo, otro Spectres, 
tomaba a la fuerza la base aérea Tocumen, así también, tomaron el aeropuerto 
internacional Omar Torrijos. En una hora, aproximadamente, la base Tocumen y 
el aeropuerto Omar Torrijos estaban bajo control de los soldados americanos. 
 
 Al mismo tiempo, a las 1:00 a.m., sucedió que el Canal de Panamá fue 
cerrada. Aproximadamente por más de 24 horas, el Canal dejó de funcionar, 
hecho que fue único a lo largo de su historia, desde que fue abierto en 1914. 
 
 Mientras tanto, el presidente George Bush ordenó al Secretario de 
Defensa, Dick Cheney y a Colin Powell, que convenciera a Guillermo Endara, 
para que solicitara la intervención armada norteamericana en Panamá, pero, ante 
todo, era necesario que el presidente electo Endara y los Vice presidentes Ricardo 
Arias Calderón y Guillermo Ford, estuvieran juramentados como tales, para que 
                                                 
32 Ibidem, 1995, p: 770. 
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la solicitud sea legítimo. Esta misión fue asignada al Comando Green Beret 
(Boina Verde; encontrar a Endara, Arias y Ford en la ciudad de Panamá), para que 
los escoltaran hasta la base del Southcom. 
 
 Los tres líderes opositores fueron invitados a cenar, luego los 
convencieron de quedarse en la base para ser juramentados. Cerca de las 8:30 
a.m.,  en la base Ford Clayton, fueron informados de la inminente invasión y se 
les pidió que se quedaran en la base por sus seguridades.  A las 2:00 a.m., se 
formalizó la juramentación, teniendo como testigos a los Directores de la 
Comisión de los Derechos Humanos Panameños, Osvaldo Velásquez y José 
Manuel Faúndes, y un juez panameño celebró la ceremonia del juramento. Las 
nuevas autoridades panameñas, entonces, procedieron la petición a los Estados 
Unidos para intervenir militarmente. Este es un ejemplo de cómo los Estados 
Unidos mueven las piezas del juego a su favor, este hecho se demuestra porque la 
invasión inició a las 12:43 a.m. y la petición se dio hasta después de las 2:00 a.m. 
Sin embargo, este acto sería considerado confidencial. La juramentación se 
trasmitió por radio y televisión, y las autoridades del nuevo gobierno, se 
quedarían en la base por seguridad. 
 
 Desde la hora H (00:43) del miércoles, 20 de diciembre de 1989, hora en 
que se empezó los primeros tiroteos hasta el viernes, 22 de diciembre, 21 soldados 
americanos y 2 civiles americanos murieron, y 127 soldados de las FDP y más de 
300 civiles panameños perdieron sus vidas.33 Sin embargo, se especula que éstas 
cifras pueden ser superiores a las indicadas por Washington. 
 
La invasión duró aproximadamente dos días, aun sin contar los días hasta 
que Noriega se entregó, que fue el 3 de enero de 1990, dando fin al régimen del 
General Manuel A. Noriega. En nuestra opinión, Noriega se entregó porque 
estaba vencido la FDP, y los americanos junto con el nuevo gobierno tenían el 
control de Panamá. Además, en la embajada del vaticano, donde se refugiaba el 
General, el Nuncio Papal, Monseñor José Sebastián Laboa, lo convenció de que 
                                                 
33 Ibidem, 1995, p: 799. 
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se entregara voluntariamente, ya que sería una mejor solución, asimismo, que su 
permanencia en la nunciatura no sería por siempre. 
 
C. POSICION NORTEAMERICANA ANTE LA ORGANIZACION DE 
ESTADOS AMERICANOS 
 
La política norteamericana, expresada por el representante de los Estados 
Unidos ante la Organización de Estados Americanos (OEA), John Maisto, en 
relación con la invasión a Panamá, se fundamentaba en:34 
 
1. Apoyo para una transición a la democracia. 
2. Defensa de los Derechos Humanos. 
3. Cumplimiento de los Tratados Torrijos-Carter. 
4. Lucha contra el narcotráfico. 
5. Acción contra el lavado de dinero proveniente de la venta de drogas. 
6. Protección a la vida de los americanos. 
 
No es de extrañar, siendo típico de los americanos justificar cualquier 
agresión en contra de otro país, señalando las violaciones a los derechos humanos 
y la de salvaguardar la vida de sus compatriotas. Pero lo extraño, es mencionar el 
cumplimiento de los Tratados Torrijos-Carter, ya que la Zona del Canal no estaba 
en peligro. La lucha contra el narcotráfico, cuando existen narcotraficantes en 
otros países, por mencionar sólo uno, Colombia. 
 
Asimismo, los Estados Unidos reclamaban una resolución de la OEA que 
planteara:35 
 
1. La falta de transferencia real de poder al 1ro. de septiembre. 
2. Que quedara de manifiesto la posición negativa de Manuel Noriega, 
que impidió la realización de conversaciones entre las partes. 
                                                 
34 Luis Dallanegra, Capitulo XXV, Op. Cit. 
35 Ibidem 
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3. La denuncia de violaciones a los Derechos Humanos, y que pusiera el 
énfasis en el rol que le cabe a la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH). 
4. Que se instara a la renuncia inmediata de Manuel Noriega. 
5. La reafirmación de la validez de los Tratados Torrijos-Carter sobre el 
Canal. 
6. Una recomendación a los gobiernos hemisféricos, para que no 
aceptaran a los representantes del gobierno de Manuel Noriega. 
 
La posición de los Estados Unidos en la OEA fue precisa, si tomamos en 
cuenta la situación en que éste se encontraba. Actuó con una actitud de 
autodefensa y justificación ante la inminente invasión de Panamá. Según el caso, 
el General Noriega representaba una amenaza para la paz y la seguridad 
internacional, de hecho se pedía una resolución, condenando las acciones del 
régimen del General Noriega y aprobando la invasión.  
 
 Sin embargo, opinamos que la posición de Estados Unidos para justificar 
la invasión ante la OEA no es la más convincente, y un ejemplo de ello, era que 
en ningún momento Noriega representaba una amenaza a la Zona del Canal de 
Panamá y conforme al Derecho Internacional no cabe la intervención armada por 
un Estado, grupo de Estado u Organización en contra de los asuntos internos o 
externos de cualquier otro y sea cual fuere el motivo (artículo 18, Carta de la 
Organización de Estados Americanos).36 
 
D. POSICION PANAMEÑA ANTE LA ORGANIZACION DE 
ESTADOS AMERICANOS 
 
Panamá tomó una posición inflexible y fue apoyado por muchos países 
ante la agresión militar norteamericana. Los representantes panameños ante la 
OEA consideraron como brutal e injustificable la agresión armada que fue víctima 
                                                 
36 Véase a Orlando Guerrero Mayorga, “Recopilación de textos básicos de derecho internacional 
público”, 1999, p: 170. 
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desde la madrugada del 20 de diciembre, por parte de las fuerzas armadas de los 
Estados Unidos. 
 
 En consecuencia, exigieron que la Organización condenara la agresión 
armada de EE.UU. contra su país y exigieron el retiro inmediato de las tropas. Así 
también, la restauración del gobierno del General Manuel A. Noriega. 
 
 Panamá denunció hechos contra su país y soberanía, y exhortó a condenar 
enérgicamente la agresión al pueblo panameño y, a la vez, solicitó la solidaridad 
con el mismo. El representante panameño agregó que el propósito de EE.UU. no 
era eliminar un hombre, sino imponer un gobierno débil y sumiso a Washington; 
y que los intereses estratégicos gobernaban esta acción agresiva. Que el General 
Noriega nunca había declarado la guerra a Estados Unidos, y que lo que había 
expresado era que Panamá estaba en estado de guerra.37 Contraria a esta 
afirmación, coincidimos con Luis Murillo, en que semejante expresión era rara 
vez utilizado entre naciones, y que puede ser interpretado por los Estados Unidos 
como una declaración de guerra.38 Que por efecto, así sucedió. 
 
 Consideramos que la posición de Panamá fue bastante ambigua. 
Evidentemente, la invasión quebrantaba los principios del derecho internacional y 
todo lo que esto implica, pero en ningún momento argumentaron bases sólidas 
que demostrara que eran las víctimas. De tal manera, que quedaba un vacío de que 
si la invasión era justificable o no. 
 
E. RESOLUCION DEL CONFLICTO 
 
Dado la peculiaridad como se condujo la agresión armada en Panamá por 
los Estados Unidos en 1989, no hubo una declaración firmada donde se llegaba a 
una solución formal de la invasión por las partes involucradas.  
 
                                                 
37 Luis Dallanegra. “Capítulo XXV. La OEA y la invasión de EUA a Panamá”. 
www.mundolatino.org/i/politica/eua_amla/capit_25.htm #2REPAN 
38 Luis Murillo, Op. Cit., 1995, p: 770 
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La agresión militar término el 3 de enero de 1990, cuando el General 
Noriega se entregó a las autoridades americanas para luego hacerle un juicio 
formal en los Estados Unidos. Esto podría llegar a ser interpretado como una 
victoria para los Estados Unidos, siendo su principal objetivo, el de capturar al 
General Noriega, aunque esto significó, según el caso, repudio y condena de la 
comunidad internacional. 
 
Desde entonces, las relaciones entre ambos Estados, han sido más 
flexibles y cooperativas. Con una diplomacia encargada a llevar una nueva 
imagen en las relaciones políticas, diplomáticas y comerciales y propagando su 
total apoyo a nuevos gobierno basados en la democracia y acorde a los intereses 
americanos.  
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IV. CONSECUENCIAS DE LA INVASION DE LOS ESTADOS 
UNIDOS A PANAMA EN 1989 
 
A.  PANAMA 
 
1.  Económico 
 
Los saqueos que siguieran la invasión ocasionaron pérdidas astronómicas. 
El Centro de Estudios de la Cámara de Comercio estima que “en la capital y áreas 
aledañas las pérdidas oscilan entre 670  millones de dólares”, en tanto que, para la 
provincia de Colón, sólo en la Zona Libre, “se calcula las pérdidas probables de 
106 millones de balboas”. 
 
Por lo que respecta al desempleo, este afectaba al 20 % de la fuerza laboral 
en 1989. Después de la invasión, en su momento más crítico, alcanzó el 33 por 
ciento. La vulnerabilidad de la economía panameña quedó demostrada con las 
medidas tomadas por Estados Unidos durante la agresión. La prohibición de que 
naves con bandera panameña atrancaran en puertos norteamericanos dio lugar a 
que más de medio millar de barcos abandonaron el abanderamiento panameño. 
Después de la invasión, a pesar del levantamiento de la sanción, únicamente el 10 
% de aquellos barcos han expresado su voluntad de volver al registro panameño. 
 
Por lo que se refiere a la deuda externa, esta alcanza los 5,000 millones de 
dólares. Su servicio ascendía a 900 millones de dólares al año. Todo lo 
anteriormente mencionado es una insignificante imagen de la magnitud de la 
catástrofe económica en que se encontró el país, después de la agresión y de la 
invasión.1 
 
A mediados de enero de 1990, el entusiasta presidente Guillermo Endara 
mandó una propuesta al presidente George Bush, donde requería una infusión de 
1.5 billones de dólares de Washington. El nuevo gobierno lo quería para 
                                                 
1 Tomado de la Revista Cultural Lotería, No. 399. Oct. y Nov. VII. Epoca, 1994, p: 258. 
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reconstruir El Chorrillo (20 millones), iniciar una serie de obras públicas para 
aliviar el desempleo (200 millones), revitalizar el sector empresarial (700 
millones), y llevar a cabo varios programas económicos (560 millones). El 
presidente Bush hizo público su contra propuesta de una ayuda de 1.1 billones de 
dólares. La mitad de dinero sería otorgado en dinero efectivo y la otra mitad en 
beneficios comerciales, pero era necesario la aprobación del Congreso americano. 
 
En mayo de 1990, el Congreso Americano había aprobado 420 millones de 
dólares como ayuda para Panamá, con el objetivo de equilibrar los pagos y 
reconstruir el país. Los fondos fueron destinados a aliviar la deuda externa, la 
liquidez del banco, préstamos al sector privado y público y a programas de 
desarrollo. Como condición de la ayuda, Panamá estaría obligada a numerosas 
reformas que incluían: la estabilización de las políticas; la privatización de 
empresas públicas; y acuerdos en el Tratado de la Ayuda Legal Mutua, que le 
proporcionaría a los Estados Unidos, accesos a los archivos de la banca 
panameña, que pueda identificar tráfico de narcóticos y lavado de dinero. 
Finalmente el 10 de abril de 1991, Panamá acordó firmar el Tratado de la Ayuda 
Legal Mutua. En julio la asamblea lo ratificó, y desde entonces, la ayuda 
económica, en efectivo, llegó en pequeñas cantidades. 
 
Con la fuerza panameña aplastada por la invasión, la administración de 
Estados Unidos creó y entrenó una nueva fuerza policíaca que usaría 60 millones 
del paquete de desarrollo que sería enviado a Panamá.2    
 
 La economía, para la suerte de Endara, estaba dando buenos resultados. En 
1990, la economía creció un 4 por ciento. En 1991, este creció un 9 por ciento. La 
construcción del país, significó más trabajos, incremento de artículos de consumo, 
y más actividades de servicios. Sin embargo, el desempleo en la clase baja era 
bastante alta, y sólo unos cuantos de la sociedad alta se beneficiaban del auge 
económico. Para septiembre de 1992, la administración de Endara recibió una 
                                                 
2 Tomado de John Lindsay-Polan,  “Panama: A test for U.S Latin American Foreign Relations”. 
www.help1.snu.ac.kr/farmakun/panama/m22.html 
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suma de 180 millones de dólares, de los 420 millones de dólares aprobados por el 
Congreso de los Estados Unidos, dos años antes. No obstante, 130 millones fue 
directamente a pagar el crédito de los bancos internacionales. A este hecho, 
también hay que sumarle, el terremoto del 22 de abril de 1991, que causó graves 
daños, tanto en Panamá como en Costa Rica. El desastre aumentó más los escasos 
recursos financieros de la administración de Endara. 
 
 Consideramos que aunque la economía de Panamá estaba en caos  mucho 
antes de la invasión, por las sanciones económicas y el mal manejo del régimen, 
las nuevas administraciones tuvieron el respaldo económico de los Estados 




a. Cambian Fuerzas de Defensa por Fuerzas Públicas controlada por los 
Estados Unidos 
 
Los soldados de la nueva Fuerza Pública de Panamá (FPP), antiguos 
miembros de las Fuerzas de Defensa, vestidos con el mismo uniforme y a los que, 
para usar armas y ropa militar, les entregó acreditaciones firmadas por el General 
Mark Cisneros, Jefe del Estado Mayor de las Fuerzas del Comando Sur. 
 
“No habrá Ejército”, dijo en conferencia de prensa el Vicepresidente y 
Ministro de Gobierno y Justicia, Ricardo Arias Calderón, para aclarar que la 
nueva fuerza pública mantendrá unidades especializadas para la defensa del país.3 
 
“Se eliminarán por completo los aviones de guerra y los helicópteros 
artillados. La nueva fuerza de seguridad estará integrada por miembros de las 
Fuerzas de Defensa, con asesoría de oficiales norteamericanos. La principal tarea 
de la fuerza pública será velar por la seguridad de los panameños”.4     
                                                 
3 Diario La Nación, “Panamá: abolirán el Ejército y la Fuerza Aérea; lo anunció el vicepresidente. 
1990, p: 1-2. 
4 John Lindsay-Polan, Op. Cit. 
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En 1992, la situación en Panamá con el presidente Guillermo Endara era 
diferente. Endara era indeciso y débil, y no era respetado por las Fuerzas Pública, 
que era dirigidos aun por simpatizantes de la época de Torrijos.  
 
b. Reconocimiento del gobierno de Panamá 
 
Estados Unidos, Reino Unido, Luxemburgo, El Salvador, Mauritania, 
Barbados, Dominica, Chipre, Corea del Sur, Chipre, y Filipinas, reconocieron 
inmediatamente al gobierno de Guillermo Endara. 
 
Otros 23 países mantuvieron relaciones a pesar de no haber procedido al 
reconocimiento formal. Entre ellos, Argentina, Venezuela, Guatemala, Grenada, 
Canadá, Japón, Corea del Norte, Costa Rica, Santa Sede, China (Taiwán), 
Australia, Israel, Alemania Federal, Noruega, España, Italia, República 
Dominicana, Líbano, Honduras, San Marino, S. O. M. de Malta, Francia. 
 
Para el 6 de febrero de 1990, 70 países habían reconocido al gobierno de 
Panamá o mantenían “relaciones informalmente”.5 
 
En Panamá, en agosto de 1990, el pueblo aun atribuyeron a la 
administración de Endara el beneficio de la duda. Una comisión de La Prensa en 
Panamá, en agosto de 1990, indicó que el 33 por cierto de los encuestados estaban 
a favor del gobierno de Endara, y el 48 por cierto en contra. Es decir, que la 
minoría, creían que el gobierno era ilegítimo, aunque muchos aun detestaban al 
Partido Revolucionario Democrático (el de Noriega), éste y sus aliados solamente 




                                                 
5 Ibidem. 
6 Véase a Luis Murillo, “The Noriega mess: the drugs, the Canal and Why America invaded”, 
1995, p: 860. 
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B. ESTADOS UNIDOS 
 
Este más reciente episodio es una historia larga de intervenciones en 
Panamá y hace pensar en varias lecciones e implicaciones. En Panamá, como en 
las Filipinas, Nicaragua e Irán, los Estados Unidos estaban satisfechos de 
subordinar las preocupaciones sobre la democracia y los derechos humanos a los 
intereses de seguridad nacional. Por razones de Estado, los Estados Unidos 
trabajaban estrechamente con Manuel Noriega, Ferdinand Marcos, Anastasio 
Somoza y el Shah de Irán.  
 
El principio por el cual Estados Unidos invadió Panamá era quitar una 
dictadura hostil e impredecible y poner en el poder un régimen que podría ser 
estable por los acercamientos del año 2000. Aunque era un éxito operacional, la 
invasión americana representó un fracaso estratégico. Todos los medios utilizados 
no eliminaron al General Noriega, por lo que todas las iniciativas fallaron. Esto 
puso a la administración Bush en una posición sin la opción aparentemente 
aceptable, excepto la fuerza militar sólida. Este fracaso era similar a otras crisis 
prolongadas (Filipinas, Nicaragua e Irán). 
 
Algunos analistas sugirieron que como la operación “Causa Justa” se lanzó 
antes de febrero de 1990, pronostica otras acciones militares americanas 
motivadas políticamente. Panamá, sin embargo, constituye un caso muy especial 
con rasgos históricos y logísticos únicos. 7 
 
La transición democrática de Panamá, planeada desde 1978, se descarrila 
por determinación del General Noriega para mantener un régimen militar y por las 
estrategias de presión que utilizaba. 
 
A la larga, la invasión reforzó el viejo modelo de depender de los Estados 
Unidos, para manejar los problemas políticos de Panamá. Los Estados Unidos 
estaban íntimamente envueltos, consolidando y diseñando nuevos cambios 
                                                 
7 Periódico Barricada, 28/12/89, p: 8. 
 62
institucionales para promover la estabilidad política. Los programas de 
Washington para democratizar y profesionalizar las instituciones políticas de 
Panamá, han involucrado estrechamente a los Estados Unidos en la política 
panameña durante el régimen militar.     
 
C. BREVE RESEÑA DEL JUICIO CONTRA MANUEL A. NORIEGA 
 
Manuel A. Noriega se entregó en la Nunciatura Apostólica (Embajada del 
Vaticano en Panamá) y pidió asilo político.8 El 3 de enero de 1990, el General 
Manuel A. Noriega fue entregado a las tropas norteamericanas, para ser juzgado 
en Miami por narcotráfico.  
 
El General Manuel A. Noriega declaró ante una Corte norteamericana, que 
se entregó ante la amenaza de que fuera tomada por asalto la sede de la 
Nunciatura en Panamá, donde se había refugiado, y denunció que fue ilegalmente 
capturado por tropas “que violaron el derecho internacional”. 
  
De la embajada del Vaticano, el General Manuel A. Noriega salió vestido 
con su traje de General (aparentemente para mantener sus prerrogativas como 
militar),9 que llevó a la Nunciatura el propio General norteamericano, Mark 
Cisneros. Guillermo Endara dijo que la entrega de Manuel A. Noriega “nos quita 
un gran peso de encima”.  
 
“El país no tiene actualmente ninguna cárcel adecuada donde tenerlo, ni un 
Sistema Judicial estructurado para juzgarlo”.10 Más de 10 años han pasado desde 
que los soldados norteamericanos capturaron al General Manuel A. Noriega, 
poniendo fin a una de las más costosas capturas de la historia.  
 
                                                 
8 Diario El Cronista Comercial, “Panamá: Noriega pidió asilo en la Delegación Vaticana”. 1989, 
p: 10. 




En 1992, después de siete meses de juicio, el Juez William Hoelever 
sentenció a Noriega a 40 años de prisión por estafa, lavado de dinero, y tráfico de 
droga.11 Posteriormente, el Juez Willian Hoelever, que presidió el juicio seguido a 
Noriega en 1992, decidió, en 1998, reducir la sentencia de 40 a 30 años, lo que 
significa que el ex General pudiera salir en libertad  en el año 2017. Hoelever 
tomó su decisión basado en dos de los tres argumentos que presentó la defensa: ya 
están en libertad tras cumplir sus sentencias algunas personas que estuvieron 
cerca del General Noriega y también fueron declaradas culpables en el juicio.12 El 
otro punto son las condiciones en que se encuentra el encarcelado. 
 
El abogado Frank Rubino, quién presentó la moción para reducir la 
sentencia en agosto de 1998, manifestó en la Corte, que desde su arresto en enero 
de 1990, Noriega de 62 años, ha estado en una celda sólo, en una prisión federal 
cerca de Miami. Esto significa, según el abogado, que recibe presiones 
psicológicas que pudieran afectar su estado mental. “De no haber recibido esta 
reducción en su sentencia, es muy probable que Noriega hubiera muerto en 
prisión”, explicó Rubino. 
 
No obstante, según Rubino, Noriega tendrá una audiencia este año donde 
se decidirá si puede salir bajo palabra. “Si la suerte nos acompaña, Noriega 
pudiera estar en libertad tan pronto como el año que viene”,13 señaló Rubino. 
 
Sin embargo, el Procurador General de Panamá, Jose Antonio Sosa, 
advirtió que el ex General Noriega tendría que cumplir varias condenas en éste 
país en caso de ser liberado por la justicia de los Estados Unidos. Tras conocer la 
reducción de la pena, Sosa recordó que el militar ha sido sentenciado en éste país 
                                                 
11 David Wallis, “La prédica de José Antonio Noriega”. La Tercera en Internet, 15 de febrero, 
1998. www.tercera.cl/diario/1998/02/15/4.html 
12 Fueron declarados culpables junto con el General Manuel A. Noriega: Gustabo De Jesús 
Gaviria-Rivero, Pablo Escobar-Gaviria, Luis del Cid, Roberto Steiner, Francisco Chavez-Gil, 
David Rodrigo Ortiz-Hermina, Amet Paredes, Ricardo Bilonick, Luis Fernando Escobar-Ochoa, 
Brian Alden Davidow, Herman Velez, William Saldarriaga, Eduardo Pardo, Daniel Miranda y 
Jaime Gomez. Tomado de Luis Murillo, Op. Cit. 1995, p: 903. 
13 Véase a Fernando Almanzar, “Rebajan diez años a Noriega”, 1999, 
www.elherald.com/content/archivos/docs/1999-05.html 
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a tres condenas de 20 años de cárcel, cada una, “habría que pedir la extradición si 
es que  no viene voluntariamente y eso habría que verlo”, indicó Sosa. 
 
En nuestra opinión, las consecuencias de la invasión norteamericana en 
Panamá fue devastadora y trajo grandes pérdidas, para los panameños es difícil 
saber la cantidad de muertos, pero de todas maneras nada importa cuando 
semejante barbarie se comete sin que la opinión internacional pueda impedirlo. 
 
En términos monetarios y en vidas humanas, se necesitaron más de 26,000 
soldados norteamericanos armados, con desde simples bombas hasta M16, para 
llevar a cabo la Operación “Causa Justa”. Veintitrés soldados norteamericanos 
murieron, así como, cientos de civiles y militares panameños. 
 
Podemos estar casi seguros que Estados Unidos realizó esta invasión 
movido por la necesidad de reafirmar su hegemonía y consolidar su dominación 
en cualquier lugar del mundo que consideran bajo la esfera de su influencia. El 
verdadero conflicto de los Estados Unidos es con el Sur, con las naciones 
atrasadas y empobrecidas, que presentan una amenaza potencial a la estabilidad 
de los regímenes políticos, que ellos ven como aliados convenientes a sus propios 
intereses. 
 
La defensa de sus intereses nacionales no es la de la seguridad en el propio 
territorio, ni la de las vidas de los ciudadanos norteamericanos. Lo que está en 
juego, es el esquema de dominación de los Estados Unidos en el Tercer Mundo, y 
en particular, en América Latina, vista como una zona de traspatio de los 
norteamericanos. 
 
Panamá, representa un punto clave para el comercio mundial, y también, 
para el de los Estados Unidos, pues la mercancía que cruza con destino a ese país 
pasa por la Zona del Canal. Sin embargo, este hecho queda empequeñecido a la 
hora de proteger la presencia intimidante de la cantidad de marines 
norteamericanos que se encuentran en la Zona del Canal. 
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Nada parece indicar que se retirarán de la Zona y de Panamá, por el 
contrario, América Latina esta mucho más vigilada con la presencia 
norteamericana en esa nación. El pueblo panameño sin proponérselo y sin 
desearlo, han sido las víctimas.    
 
Esta agresión estuvo destinada a reafirmar el poderío norteamericano en 
ese país. Una de las consecuencias es que el Canal fue cerrado por primera vez en 
75 años, y los gobiernos se horrorizan ante las consecuencias que la crisis pueda 
tener en el comercio internacional. 
 
Es irónico observar como el General Noriega era considerado un militar de 
confianza del Pentágono, merecedor de las condecoraciones otorgadas por el 
propio gobierno norteamericano, por sus aportes a la lucha contra el narcotráfico, 
y se convirtió de repente, en un elemento que atentaba contra la democracia, y que 
se había vuelto corrupto y traficante de drogas. Era evidente que el General 
Noriega había demostrado ser capaz, pese a las fuertes presiones norteamericanas, 
de cohesionar a las fuerzas armadas panameñas en el espíritu nacionalista del 
General Omar Torrijos, y por ello, era una peligrosa garantía de resistencia ante 
los planes de suspender el cumplimiento de los Tratados y la devolución del 
Canal. Ante este propósito, no les ha importado el efecto devastador que pueda 
tener la invasión en las relaciones de Estados Unidos con una América Latina que 
estaba agobiada por la crisis económica y la deuda externa, ni tampoco poner en 
riesgo inminente las instalaciones del Canal. 
 
A la administración norteamericana no les importaba la crítica 
internacional, sino que perseguían imponer su dominio militar en un territorio que 
consideran abiertamente como su colonia y cuya identidad nacional se niegan a 
aceptar. Pensamos que los Estados Unidos realizaron una gravísima aventura que 
apunta a romper el clima de distensión mundial en el que se había comprometido 
con la Unión Soviética.  El mundo tenía la obligación de hacerle pagar las 
consecuencias denunciando el atropello y apoyando a Panamá. 
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V. LA OPINION PUBLICA INTERNACIONAL CON RESPECTO A 
LA INTERVENCION NORTEAMERICANA EN PANAMA EN EL 
AÑO 1989 
 
Al día siguiente, después de la invasión, la Comunidad Internacional 
hicieron seguro su rechazo a la intervención norteamericana, dando por hecho, 
que tal acontecimiento violaba los principios de la Carta de las Naciones Unidas 
(ONU) y de la Organización de los Estados Americanos (OEA). Al mismo 
tiempo, exteriorizaron su preocupación por la intervención militar del gobierno 
norteamericano, exigiendo el cese al fuego. Sin embargo, hubo algunos países que 
apoyaron la invasión.  
 
A. PRONUNCIAMIENTO DE DIFERENTES PAISES 
 
Los pronunciamientos de los países no esperaron. El día 21 de diciembre 
de 1989, aparecieron en los titulares de los medios de comunicación sus 
comunicados y declaraciones a tal hecho. 
 
 El portavoz de la cancillería de la ex URSS, Vadim Perfiliev, manifestó 
con referencia a la situación en Panamá que: 
 
 “La invasión de tropas de los EE.UU. al Estado soberano de 
Panamá, cualquiera que fuesen las razones citadas, ha provocado 
sentimientos de seria preocupación en la Unión Soviética. Estas acciones, 
constituyeron una violación a la Carta de la ONU y las reglas 
generalmente reconocidas de relaciones entre Estados, debiera ser 
condenada por la comunidad internacional. Estados Unidos debe detener 
de inmediato su intervención armada en Panamá”. 1 
 
                                                 
1 Véase a Luis Dallanegra, “Capítulo XXVI. Paralelismo de situaciones como la de  Panamá en 
otras partes del mundo”. 1994.  www.mundolatino.org/i/politica/eua_amla/capit_26.htm#RAPAL  
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Continuando con la opinión de Moscú, este país notificó que la 
intervención emprendida por Washington contra la soberanía territorial de 
Panamá, es una violación descarada a la Carta de la ONU. El carácter descarado 
de esta acción, es que se realiza supuestamente en “defensa de la democracia” en 
Panamá. La acción armada contra Panamá es un reto a la Comunidad 
Internacional que aspira a regir sus relaciones en el marco del respeto a los 
principios de soberanía y a la dignidad de otras naciones.  
 
La intervención se realizó pese a los reiterados llamamientos de la 
Comunidad Internacional, y pese a los llamamientos hechos por los Estados 
latinoamericanos a Washington sobre la observancia incondicional del principio 
de no injerencia en los asuntos de Panamá. La acción norteamericana está en 
contra de los esfuerzos multilaterales encaminados a lograr el arreglo político en 
Centroamérica.2 
 
 México expresó su más firme condena al uso de la fuerza en Panamá por 
parte de Estados Unidos y ratificó su pleno apego a los principios de 
autodeterminación y no intervención. Una declaración difundida por el presidente, 
rechaza firmemente el empleo de la fuerza armada como medida para solucionar 
cualquier conflicto internacional, y más aún, para tratar de resolver los problemas 
internos de un país desde otro. La declaración señala, que en su momento, y 
públicamente,  el gobierno mexicano censuró la conducta de Manuel A. Noriega y 
reiteró la necesidad de enfrentar radicalmente el narcotráfico, sin embargo, el 
combate a los delitos internacionales no pueden ser motivos para intervenir en una 
nación soberana. Ha expresado su desacuerdo con la decisión del gobierno de 
Estados Unidos de intervenir militarmente. Además, subrayó que la vía del 
diálogo y la concertación, tiene que seguir ofreciendo la mejor opción para un 
desenlace pacífico de la situación y que la crisis en Panamá debe ser resuelta sólo 
por el pueblo de ese país.3 
 
                                                 
2 El Nuevo Diario, 22/12/89, p: 2. 
3 El Nuevo Diario, 21/12/89, p: 4. 
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 Centroamérica no dejó de ser indiferente ante esta acción. Nicaragua, por 
su parte, adoptó una posición firme y preocupante frente el acontecimiento. El 
presidente Daniel Ortega se refirió a la intervención señalando:  
 
“La invasión es un factor de desestabilización seria, no sólo en 
Centroamérica, sino en el mundo de la intervención contra los pueblos de 
América Latina y el Caribe. La intervención en Panamá pone en dificultad 
el esfuerzo de los presidentes centroamericanos por la paz. Los acuerdos 
son atropellados por la política yanqui, legitimando el uso de la fuerza 
cuando le conviene y deslegitimándolo cuando se usa en defensa de la 
soberanía y la integridad territorial de los Estados”.4 
 
El gobierno nicaragüense se declaró en estado de máxima alerta y “alta 
disposición” a todas sus unidades, para garantizar la seguridad del país tras esta 
acción militar norteamericana en Panamá y ha condenado este “acto de 
terrorismo”.5 
 
El vicepresidente de la República de El Salvador, Francisco Merino, 
aprobó el 20 de diciembre, la intervención de Estados Unidos en Panamá, 
asegurando que hay intereses concretos y Convenios que le dan derecho a los 
norteamericanos de vigilar y controlar ciertas áreas. Calificó la intervención como 
“necesaria” y que es bien recibida en cuanto permita “restablecer el orden 
institucional” en Panamá.6 El Salvador es uno de los países que apoyaron la 
invasión, sin embargo, la oposición (FMLN) no compartió tal inclinación. 
 
 Luis Dallanegra, escribe textualmente el comunicado del gobierno de El 
Salvador, de la cual tomamos los siguientes:7 
 
                                                 
4 Luis Dallanegra, Op. Cit. 
5 Revista Cultural Lotería, No. 399. Oct. y Nov. VII Epoca, 1994, p: 422. 
6 El Nuevo Diario, 21/12/89, p: 8. 
7 Luis Dallanegra, Op. Cit. 
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1. El Gobierno del General Manuel A. Noriega ha sido un gobierno 
ilegítimo, producto de la fuerza y no de la libre expresión del pueblo 
panameño. 
2. Que el Gobierno del General Manuel Noriega, había estado en franca 
posición de provocación hacia EE.UU., declarando unilateralmente, 
que existía una situación de guerra con este último. 
3. Que el Gobierno del General Noriega, se había constituido en una 
amenaza para los gobiernos democráticos de Centroamérica, por su 
conexión con países que abiertamente están apoyando la 
desestabilización de los mismos, existiendo, además, indicios del 
involucramiento directo de dicho gobierno en acción de esa índole. 
4. Que el Gobierno del General Noriega, ha obstaculizado 
sistemáticamente los intentos diplomáticos para solucionar la 
problemática panameña, especialmente, los esfuerzos de la 




1. Considera, en vista de las circunstancias, justificable la respuesta dada 
por el Gobierno del Presidente George Bush, pues constituye un acto 
de apoyo al gobierno legítimamente electo por el pueblo panameño, en 
mayo recién pasado, elección que fue respaldada unánimemente por la 
comunidad internacional. 
2. Considera lamentable los extremos a que llegó la situación panameña, 
y espera, que en el menor tiempo posible, se restablezca la normalidad 
de ese país, para que el pueblo panameño pueda forjar su propio 
destino, en el libre ejercicio de su soberanía. 
3. Ve con buenos ojos la disposición del gobierno de EE.UU. de respetar 
los Tratados Torrijos-Carter, de apoyar la democracia en Panamá, y el 
levantamiento de las sanciones existentes por su impacto negativo en 
la población panameña. 
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Por su parte, el presidente de Costa Rica, Oscar Arias, en declaraciones 
efectuadas el 21 de diciembre, estimó que la intervención de los EE.UU. en 
Panamá no hubiera tenido lugar si la OEA hubiera tenido una actitud más firme 
respecto a la dictadura panameña. En el caso de Panamá, se tomaron en 
consideraciones otros elementos aparte de la dictadura, entre ellos, el hecho de 
que Manuel A. Noriega fuera acusado de narcotraficante ante un tribunal de los 
EE.UU. Negó que a pesar de lo expuesto, justifique la invasión a Panamá.8  
 
Guatemala también rechazó la utilización de la fuerza para resolver 
conflictos y expresó que la invasión fue “decisión de EE.UU.”.9 
 
La Secretaría de Relaciones Exteriores de la República de Honduras, 
puntualizó:10 
 
1. Que el principio de no intervención en los asuntos internos de otros 
Estados, consagrado por el derecho internacional, y especialmente, por 
el derecho internacional americano, es uno de los pilares 
fundamentales de la convivencia entre las naciones. 
2. Que estrechamente ligado con éste principio, se halla el de la 
autodeterminación de los pueblos. 
3. Respeto a la voluntad de la soberanía popular expresado en las urnas. 
4. Que igualmente, lamenta que el gobierno de los EE.UU. se halla visto 
en la necesidad de poner en marcha las acciones militares del 
conocimiento público, que se apartan del principio de no intervención, 
como medida extrema, para garantizar la seguridad de miles de sus 
ciudadanos residentes en Panamá. 
 
Otros países de América del Sur, también calificaron como un hecho 
inaceptable, y violatorio a los principios de la Carta de la ONU.  
 
                                                 
8 Ibidem. 
9 Revista Cultural Lotería, 1994, p: 428. 
10 Luis Dallanegra, Op. Cit. 
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Tales fueron los casos como el de Chile, en donde el canciller Errazuriz 
reiteró: “Nosotros respetamos el principio de no intervención, por lo tanto, 
rechazamos la operación militar de los EE.UU. en Panamá. Nuestra política ha 
sido de respeto al derecho internacional, y en este momento, está en juego el 
principio de no intervención, la solución pacífica de las controversias y la 
autodeterminación de los pueblos”.11   
 
 El propio régimen chileno del General Augusto Pinochet, “rechazó la 
intervención de los Estados Unidos en Panamá, al tiempo que expresó su 
‘profunda preocupación’ por los sucesos que sacuden al país centroamericano, y 
demandó el pronto restablecimiento de su soberanía”.12 
 
 En opinión del presidente de Brasil, José Sarney, expresó que “la 
intervención militar de los Estados Unidos en Panamá significa un retroceso en 
las relaciones internacionales. Brasil se mantuvo siempre a favor de la 
autodeterminación de los pueblos y lamentamos este hecho”. Así mismo, 
“condena el uso de la fuerza en las controversias internacionales, deplora los 
acontecimientos en Panamá, y hace un vehemente llamamiento a que se encuentre 
una solución pacífica e inmediata a la crisis, sobre la base del respeto a los 
principios de autodeterminación”.13 
 
 El gobierno peruano condenó de forma enérgica la invasión militar 
norteamericana en Panamá (reiteró su embajador), y denunció que el propósito de 
la Casa Blanca, es incumplir el Tratado canalero de 1977. Un comunicado del 
gobierno del presidente Alan García, estima que este acto constituye un ultraje y 
deteriora gravemente las relaciones entre los Estados Unidos y América Latina. 
Trata, además, de imponer un gobierno dócil en Panamá, para mantener sus bases 
militares y ejercer desde ellas una permanente amenaza contra el continente.14 
 
                                                 
11 Ibidem. 
12 Artículo “Chile: no hay razones que justifiquen invasión” de El Nuevo Diario, 21/12/89, p: 4. 
13 El Nuevo Diario, 21/12/89, p: 4. 
14 Ibidem. 
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 El gobierno uruguayo condenó la acción militar, reclamando el respeto a 
la libre determinación de los pueblos, sin injerencias externas. Proclamaron la 
necesaria utilización de los medios pacíficos previstos en el derecho de gentes 
para la solución de conflictos entre los Estados.15 
 
 Por su parte, el gobierno paraguayo declaró, en un comunicado, su gran 
consternación por el empleo de fuerzas militares norteamericanas en Panamá. El 
canciller invoca la Constitución Nacional y las Cartas de las Naciones Unidas y 
de la OEA, para reafirmarse en los principios de no intervención en los asuntos 
internos de otros Estados y la autodeterminación de los pueblos.16 
 
 El Secretario de Asuntos Latinoamericanos, Raúl Carignano, expresó la 
consternación del gobierno argentino ante la clara violación al principio de no 
intervención cometida por Estados Unidos al invadir Panamá. De esta forma, 
Argentina reafirmó su tradicional posición de condena a todo acto que implique 
una trasgresión a las normas del Derecho Internacional que regula las relaciones 
entre los Estados y, en particular, los que vulneran la soberanía y la 
autodeterminación de los pueblos. Instó, además, al retiro inmediato de las fuerzas 
norteamericanas que actúan en territorio panameño, y exhortó al pronto retorno de 
las instituciones democráticas en Panamá.17 Así mismo, el Fiscal de la Nación, 
Ricardo Molinas, calificó la invasión de “hecho absurdo, ilegal y criminal”.18 
 
 El gobierno y la oposición en Venezuela, coincidieron en criticar 
vehementemente la nueva intervención militar norteamericana, aunque 
parcialmente sumaron a su rechazo críticas al sistema interamericano, que 
afirmaron, fue incapaz de solucionar por los medios pacíficos el conflicto 
generado en torno a la figura del General Noriega.19 
 
                                                 
15 El Nuevo Diario, 22/12/89, p: 5. 
16 Ibidem. 
17 El Nuevo Diario, 21/12/89, p: 8. 
18 El Nuevo Diario, 22/12/89, p: 5. 
19 Ibidem. 
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 Colombia reclamó el inmediato retiro de las tropas de los Estados Unidos 
que invadieron a Panamá, y condenó los violentos sucesos ocurridos en el vecino 
país. El canciller colombiano, Julio Londono, expresó que Colombia tampoco 
reconocerá el gobierno de Guillermo Endara. Advierte, que la intervención en los 
asuntos internos de un Estado por medios de fuerzas militares, sobre todo, en 
forma violenta como ha ocurrido en Panamá, merece el rechazo de todos los 
gobiernos.  
 
Colombia espera que con la mayor brevedad, se retiren las fuerzas 
norteamericanas que se encuentran ilegalmente en Panamá, para que se facilite a 
los panameños la autodeterminación y se puedan regir por su propia voluntad. 
Consideran que es indispensable que las fuerzas norteamericanas salgan de 
Panama, para que los panameños puedan rápidamente iniciar un proceso de 
estabilidad, de tranquilidad, y especialmente, de autodeterminación.20 
 
 Por su parte, el texto del comunicado emitido por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores de Cuba sobre la invasión estadounidense, resalta una 
síntesis de opinión al caso. Los americanos expresan que la invasión es desatada 
para restablecer la democracia y el orden y proteger las vidas norteamericanas. En 
donde agregan como objetivo el de apresar al General Manuel A. Noriega, Jefe de 
las Fuerzas de Defensa de Panamá, y designado recientemente como Jefe de 
Gobierno. Lo que en realidad pretende Washington, advierte, es ignorar los 
compromisos adquiridos con el Tratado de 1977, que establece la devolución a 
Panamá en el año 2000, del territorio que ocupan las bases militares 
norteamericanas en el Canal; y el traspaso a Panamá de la operación del Canal.  
 
Los Estados Unidos han proclamado, en el colmo del cinismo, que han 
ordenado a sus tropas la invasión de Panamá para detener al General Noriega y 
conducirlo a los Estados Unidos para que sea juzgado por los tribunales. Esta 
nueva e increíble evidencia del desprecio de los EE.UU. por la ley y el Derecho 
Internacional, esa violación de la integridad territorial a la soberanía del Estado de 
                                                 
20 Ibidem. 
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Panamá, que han sido respondido con la heroica resistencia del pueblo organizado 
en los Batallones de la Dignidad y de las Fuerzas de Defensa de Panamá, que 
derraman su sangre para resistir la agresión imperialista, concita la condena y la 
repulsa de todos los que respeten la paz, la independencia y la libertad. 
 
 Por consiguiente, condena más enérgica del pueblo y del gobierno de 
Cuba a esta nueva agresión imperialista contra nuestros pueblos latinoamericanos; 
y llama, a la opinión pública internacional y a todos los Estados, a expresar su 
solidaridad con el pueblo y el gobierno legítimo de Panama, que está encabezando 
la heroica resistencia contra los invasores norteamericanos; y a reclamar la 
retirada inmediata de las tropas invasoras de los EE.UU.21 No es de extrañar la 
opinión pública de Cuba, dado las diferencias que existen entre ambos países.  
 
Haití lamentó la intervención norteamericana, violatoria de los principios 
sagrados del Derecho Internacional. Así también, invitó a los países de la OEA 
hacer cuanto sea necesario, para que el pueblo panameño recobre, lo antes 
posible, el derecho a decidir libremente su destino.22 
 
 Las primeras reacciones europeas a la invasión, revelan una 
incompatibilidad de actitudes que tienen sus raíces, tanto en diferencias políticas 
como en diferencias geográficas. La Primer Ministro de Gran Bretaña, Margaret 
Thatcher, mostró su completo apoyo y el de su gobierno a la invasión militar de 
Panamá por parte de los Estados Unidos, y calificó de “valiente operación” la 
decisión del presidente norteamericano, George Bush, contra el General Manuel 
Noriega. Thatcher declaró que todos aquellos que habían denunciado en el pasado 
al General Noriega tenían que “apoyar claramente a los norteamericanos en esta 
acción”, y recordó que habían fracasado todos los métodos pacíficos para que 
Noriega respetara los resultados de las pasadas elecciones panameñas.23 Gran 
Bretaña a compartido y apoyado muchas de las acciones emprendidas por su 
aliado, los Estado Unidos, y en el caso de Panamá no fueron la excepción.  
                                                 
21 El Nuevo Diario, 21/12/89, p: 2. 
22 El Nuevo Diario, 22/12/89, p: 5. 
23 Revista Cultural Lotería, 1994, p: 421. 
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 En París, el Ministerio de Asuntos Exteriores hizo público un comunicado 
en el que “lamentaba la intervención americana en Panamá” y manifestaba que el 
recurso a la fuerza es siempre lamentable y que no se puede aprobar. En Bonn, el 
gobierno germanofederal, ha pedido que ésta intervención militar termine pronto 
y que se protejan las vidas humanas. El gobierno italiano, Giulio Andreotti, ha 
mostrado su comprensión, ya que la decisión de Bush se produjo después de los 
fructuosos intentos de la OEA para que se recuperara la legalidad en Panamá. El 
gobierno portugués, ha resaltado la “falta de legitimidad democrática del 
General Noriega”.24  
 
Otro país como fue el caso de Indonesia, denunció la intervención 
armada. La cancillería de Yakarta subrayó que Indonesia “no puede aceptar el 
recurso a los medios militares para solucionar conflictos interestatales, ni 
intervenciones foráneas en los asuntos internos de otros Estados bajo ningún 
pretexto”.25  
 
Otros como el gobierno chino, condenó el jueves 21 de diciembre, la 
intervención militar en Panamá como una violación de la soberanía en este país 
latinoamericano. El Ministerio de Relaciones Exteriores de China, publicó una 
declaración en la que señala: 
 
 “Que la invasión militar de Estados Unidos viola las normas del 
derecho internacional y los objetivos de la Carta de las Naciones 
Unidas... La independencia y soberanía de Panamá deberían ser 
respetadas y Estados Unidos debería terminar de inmediato con la 
invasión militar en Panamá para evitar un empeoramiento de la 
situación”.26 
 
 El Buró del Movimiento de Países No Alineados (NOAL), condenó la 
intervención norteamericana en Panamá y reclamó el cese inmediato de todas las 
                                                 
24 Revista Cultural Lotería, 1994, p: 422. 
25 Publicado en El Nuevo Diario, 22/12/89, p: 5. 
26 Ibidem. 
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operaciones militares en ese país. Por consiguiente, en nombre de los siete países 
No Alineados miembros del Consejo (Colombia, Argelia, Senegal, Nepal, 
Malasia, Etiopía y Yugoslavia), el embajador yugoslavo ante la ONU, Dragoslaw 
Pecij, expresó su “grave preocupación por las consecuencias de la acción 
norteamericana para la paz y la seguridad en la región y, en particular, para los 
actuales esfuerzos tendientes a obtener una solución política en América 
Central”.27 
  
Libia propuso que el Movimiento debía plantearse por:28 
 
1. Condena de la acción. 
2. Inmediato retiro de las tropas. 
3. Convocatoria a la Asamblea General de la ONU. 
4. Participación de los miembros del NOAL en sesión en el Consejo de 
Seguridad de la ONU. 
 
Antes de que los Estados Unidos invadiera a Panamá, la administración 
americana hizo fuertes campañas publicitarias para persuadir a los países de 
América Latina a ser apoyado en cualquier acción que emprendiera en Panamá. 
De tal forma, condujeron una campaña para persuadir a los países a denunciar el 
fraude de las elecciones de 1989, en Panamá; y de quebrantar el Tratado del Canal 
de Panamá.29 Sin embargo, los países de América Latina pensaron en las 
consecuencias que esto significaba. 
 
 América Latina percibió la agresividad pronunciada contra Panamá como 
signo de un problema, no sólo para Panamá, sino también para ellos. El presidente 
de Venezuela, Carlos Andrés Pérez, opinó que “aunque los Estados Unidos tienen 
un especial y directo interés en Panamá. Pienso que corresponde a nosotros dirigir 
                                                 
27 El Nuevo Diario, 21/12/89, p: 3. 
28 Luis Dallanegra, Op. Cit. 
29 Christina Johns y P. Ward Johnson, “State crime, the media, and the invasion of Panama”. 1994, 
p: 71. 
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la acción. Tenemos una responsabilidad regional al respecto”.30 Poniendo de 
manifiesto la responsabilidad de los Estados en situaciones de intervención y en 
asuntos de política exterior. No basta sólo el interés de un Estado cuando su 
acción compromete al resto. 
 
 La Comunidad Internacional fue clara al expresar su repudio y condena a 
la invasión. Se puede resumir la opinión pública que señalaban en los medios de 
comunicación, que la invasión traía consigo, “retraso a las relaciones 
internacionales”; “que la crisis panameña debe resolverse por los propios 
panameños”; para otros, que la invasión representaba “una nueva agresión 
imperialista contra el pueblo de América Latina”; Estados Unidos fue criticado al 
afirmar que “ningún Estado tiene el derecho de intervenir directa o indirectamente 
en otro Estado, cualquiera sea la razón o propósito que tenga, y mucho menos 
militarmente”.31 Al determinar que la invasión representaba éstos y mucho más, 
hubo algunos que  simpatizaron con la invasión. 
 
 En el caso de los países centroamericanos, la opinión al respecto no fue 
unánime. Por un lado, Estados Unidos fue fuertemente criticado por Nicaragua, 
Guatemala y Honduras, pero por otro lado, el gobierno de El Salvador simpatizó 
con la invasión, y la ambigüedad expresada por Costa Rica, hace pensar que los 
países centroamericanos, lejos de formar parte de una región que los integra en 
aspectos históricos, económicos, políticos y culturales, se crea un ambiente de 
antipatía y retroceso en sus relaciones como bloque. 
 
 Es importante destacar que no sólo los gobiernos centroamericanos y 
latinoamericanos repudiaron la invasión, sino que también, otros sectores: 
universitarios, grupos de derechos humanos, políticos, intelectuales, empresarios, 
etc. que lamentaron el uso de la fuerza armada en Panamá, y condenaron la 
                                                 
30 Ibidem, “Even though the United States has a direct and special interest in Panamá, I think it 
correspond to us to direct the action. We have regional responsibility in all of this”. 1994, p: 71-
72. 
31 Tomado de la Christina Johns y P. Ward Johnson, “State crime, the media, and the invasion of 
Panama”. 1994, p: 73. 
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invasión. Aunque muchos de estos grupos sentían antipatía al régimen de 
Noriega, no vieron necesario que la fuerza armada era la solución más acertada. 
 
Otros opinan que los pronunciamientos de los países estaban motivados a 
condenar la invasión, por el respeto al Derecho Internacional aunque en el fonto 
manifestaban antipatía al General Noriega. El caso del periodista Henry Mohr, 
citado en Christina Johns, expresó que “detrás de las escenas de condena a la 
invasión americana, aseguramos que la mayoría de los países de América Latina, 
secretamente aprobaron la agresión militar norteamericana, pero no tenían el 
coraje y la integridad para decirlo”.32 Aunque las afirmaciones de Mohr pueden 
ser ciertas, se descarta la idea de creer que los propios Estados que se opusieron a 
ser participantes de las políticas intervensionistas de los Estados Unidos, sean los 
mismos que aprobaran la invasión. 
 
 La Comunidad Internacional se solidarizó con el pueblo panameño, 
quienes fueron las verdaderas víctimas de la agresión militar por parte de los 
soldados americanos. Alegando la violación a las Cartas de la ONU y la OEA, 
pretendieron persuadir al gobierno americano al pronto cese al fuego, lo cual pone 
en relieve la ilicitud de las acciones realizadas por los Estados Unidos. Que a la 
vez, son violaciones al Derecho Internacional Convencional y Consuetudinario y 
a Normas del “IUS COGENS”. 
 
 Por otra parte, las sociedades tanto en Panamá como en los Estados 
Unidos, estaban divididas la opinión al respecto. En los Estados Unidos, por un 
lado, habían quienes defendían que la invasión en Panamá era justificable, ya que 
el régimen que se tenía en dicho país era inestable, y que el General Noriega era 
un dictador que atentaba contra la nación y la paz internacional; por otro lado, 
habían quienes expresaban que aunque el General tenía que ser quitado, el uso de 
la fuerza armada no era la solución más conveniente, ya que se cobraba la vida de 
muchos inocentes y violaba los derechos humanitarios, además no querían que se 
                                                 
32 Ibidem, 1994, p: 73. 
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repitiera una historia como la de Vietnam. La popularidad de Bush, sin embargo, 
aumentó, ya que dejaba de ser un líder débil a uno con autoridad y decisión. 
 
 En Panamá, por su parte, también estaba dividida la opinión. Un sector, la 
media alta, daban gracias a los soldados americanos por haber capturado a 
Noriega, celebrando con banderas y pancartas el triunfo, ya que esto, desde su 
punto de vista, traía un alivio político, económico y social en el país (por ejemplo, 
se levantaría las sanciones económicas, pero además, estaba la promesa de la 
reconstrucción económica, y los préstamos para mejorar el deterioro económico; 
las propiedades como los periódicos clausurados abrirían, etc.). Pero también, 
había sectores, los más humildes (por ejemplo, El Chorrillo, que lo perdieron casi 
todo, y grupos de derechos humanos), que condenaron la invasión por las 




VI. REPERCUSION INTERNACIONAL DEL CONFLICTO ESTADOS 
UNIDOS-PANAMA 
 
 En este capítulo nos orientamos a resaltar la repercusión del conflicto en el 
escenario internacional, tanto en las organizaciones internacionales como para 
Centroamérica. Además, se destaca la situación legal de dicho conflicto conforme 
al derecho internacional. 
 
A. ANTE LAS ORGANIZACIONES INTERNACIONALES  
 
 Dado la magnitud del conflicto y su repercusión en el ámbito 
internacional, el caso fue introducido ante las organizaciones internacionales 
como la Organización de las Naciones Unidas (ONU) y la Organización de los 
Estados Americanos (OEA). En cada uno de ellas, los representantes de los 
Estados miembros de dichas organizaciones, manifestaron su punto de vista, con 
el fin de llegar a un acuerdo beneficioso para todas las partes. Estas dos 
organizaciones intergubernamentales, Universal como regional, son importantes 
para el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, que en el caso de 
Panamá estaban siendo quebrantadas.  
  
1. Organización de las Naciones Unidas ante el conflicto 
 
 El 21 de diciembre de 1989, se celebró una reunión del Consejo de 
Seguridad, en donde se analizó la invasión militar de los Estados Unidos a 
Panamá, ejecutada el día anterior. Diez de los once países que hablaron ante el 
Consejo de Seguridad, exigieron el cese de la agresión armada y la retirada 
inmediata de las tropas invasoras, para permitir al pueblo panameño decidir su 
propio destino.1 
 
                                                 
1 El Nuevo Diario, 22/12/89, p: 16. 
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 Nicaragua había solicitado el 20 de diciembre, una reunión al presidente 
del Consejo de Seguridad. Los representantes ante el Consejo de Seguridad 
manifestaron sus puntos de vista al respecto, de las cuales extraemos  lo siguiente: 
  
 La Ex URSS, uno de los Estados miembros permanentes del Consejo de 
Seguridad de la ONU, sostuvo que la intervención de los Estados Unidos 
constituye una grabe violación a la Carta de la ONU, y que debe ser condenada 
por la Comunidad Internacional. Los motivos expuestos por los EE.UU. para 
justificar su acción basándose en el artículo 51 de la Carta de la ONU, no son 
congruentes. Para ello, el Consejo de Seguridad debió haber tomado, 
oportunamente, medidas para evitar dicha situación, porque el pueblo de Panamá 
debe decidir por sí mismo sin injerencia externa. Opina el representante de éste 
país, uno de los protagonistas de la Guerra Fría, que Estados Unidos debe cesar la 
intervención y retirar las tropas, resolviendo pacíficamente los problemas 
pendientes con Panamá.2 
 
 El delegado soviético, Alexander Belangov, calificó de “deplorable” el 
uso de la fuerza por parte de los Estados Unidos en Panamá. Agregó que la URSS 
está sorprendida por la acción y que lamentaba “que el gobierno de EE.UU. haya 
decidido recurrir al uso de la fuerza contra una nación soberana. Esto es algo 
deplorable que va en contra de las obligaciones de EE.UU. de acuerdo con la 
Carta de la ONU”.3 
 
 Otro Estado miembro permanente del Consejo, la República Popular de 
China, condenó la acción agresiva de EE.UU. contra un Estado soberano. Señaló 
que EE.UU. no sólo viola la Carta de la ONU, sino también, las normas y 
principios básicos del derecho internacional. Por lo demás, afirmó que la acción 
(provocada y ejecutada por los EE.UU.) podía agravar la situación en la región y 
pidió que EE.UU. cesara su acción, retirara sus tropas e iniciara negociaciones 
con Panamá. Por otro lado, Francia mantuvo una posición favorable a EE.UU. 
                                                 
2 Luis Dallanegra, “Capítulo XXVI. Paralelismo de situaciones como la de Panamá en otras partes 
del mundo”. 1994, www.mundolatino.org/i/politica/eua_amla/capit_25.htm #2REPAN 
3 El Nuevo Diario, 21/12/89, p: 4. 
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Señaló que la situación era grave y que “la muerte de un oficial de EE.UU. en 
Panamá llevó a ese país (EE.UU.) a intervenir en Panamá”; trató de justificar la 
intervención refiriéndose a la anulación de las elecciones en Panamá por el 
régimen del General Manuel Noriega; y recordó que Francia apoyó la gestión de 
pacificación en la OEA, lamentando el fracaso de ese organismo regional.4 
 
 Así mismo, el Reino Unido, saludó el establecimiento de un gobierno 
democrático en Panamá. Condenó la anulación de elecciones por el régimen del 
General Noriega. Señaló que el uso de la fuerza por los Estados Unidos fue el 
último recurso “contra el gobierno que empleaba la fuerza”. Además, apoyó 
concretamente la intervención militar de los Estados Unidos, alegando que el 
personal de ese país en Panamá estaba en peligro, y declaró que la intervención se 
hizo con conocimiento de los líderes de la oposición en Panamá. El gobierno 
británico a demostrado ser un aliado incondicional para los Estados Unidos.  
 
 Por su parte, Canadá, afirmó que el uso de la fuerza era contrario a la 
Carta. Lamentó el uso de la fuerza en Panamá, y señaló que tenía excepciones, 
citando el Arto. 51 de la Carta de la ONU. Sostuvo que antes que el Consejo 
condenara a los EE.UU., debían examinar todas las circunstancias para determinar 
si hubo razones para el uso de la fuerza. Hizo mención de que Panamá estaba en 
estado de guerra con EE.UU. y que la amenaza a ciudadanos norteamericanos en 
ese país dejaba pocas opciones a los Estados Unidos.  
 
 En todo caso, es importante mencionar la justificación dada por parte del 
representante de EE.UU. Para tal efecto, señalamos los siguientes elementos:5  
 
1. Intención de proteger las vidas de 35,000 ciudadanos norteamericanos en 
Panamá, amenazados por el régimen de Manuel A. Noriega. 
2. Defender los Tratados del Canal de Panamá. 
                                                 
4 Véase a Luis Dallanegra, Capítulo XXVI, Op. Cit. 
5 Ibidem. 
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3. Combatir la droga (señaló que Noriega había convertido a Panamá en 
refugio de traficantes de drogas y que ello era considerado por los Estados 
Unidos como una agresión). 
4. Defender la voluntad soberana del pueblo de Panamá, que fuera burlada 
por la anulación de las elecciones por el régimen de Manuel A. Noriega. 
 
 Finalmente, afirmó que EE.UU. se retiraría de Panamá lo más pronto 
posible. En nuestra opinión las argumentaciones de los Estados Unidos están 
basadas a sus propios intereses. Aunque mencionan defender la voluntad soberana 
del pueblo panameño, no miden las consecuencias que el uso de la fuerza armada 
implica para este pueblo, sobre todo, para aquellos que perdieron todo, hasta sus 
propias vidas sin pertenecer a la FDP o al régimen de Manuel Noriega. 
 
 El Consejo de Seguridad se reunió el 21 de diciembre, en consultas 
oficiosas, y posteriormente, formalmente.  
 
 El 21 de diciembre, intervinieron las siguientes delegaciones: Yugoslavia, 
Nepal, Etiopía, Finlandia, Argelia, Brasil, Cuba, Perú, Libia y El Salvador. 
Expresaron su preocupación por la situación. En sus exposiciones se refirieron a 
la intervención de los EE.UU. a Panamá, y solicitaron la solución pacífica del 
conflicto pronunciándose en tono duro las siguientes delegaciones: Yugoslavia, 
Nepal, Etiopía, Argelia, Malasia, Cuba y Perú. Brasil se limitó a leer un 
comunicado de su gobierno, agregando que esperaba una pronta y pacífica 
solución del conflicto. Finlandia fue el único país del grupo occidental, que en 
una declaración balanceada, condenó la intervención armada de EE.UU., mientras 
que El Salvador se pronunció favorablemente por la intervención, justificando la 
acción armada. 
 
 A última hora de la tarde, el Consejo de Seguridad se reunió nuevamente, 
y por votación de 14 a favor y 1 abstención (EE.UU.) decidió invitar a Panamá 
para intervenir en los debates, bajo el artículo 37 del Reglamento Provisional de 
ése órgano.  
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 En el artículo periodístico “Condena Mundial a invasores Yanquis”, 
publicado en el Nuevo Diario,6 se señala la posición de varios Estados miembros 
que conforman el Consejo de Seguridad. El representante de Perú, señaló que las 
relaciones entre los Estados Unidos y América Latina tiene que basarse en 
principios claros y compartidos; y agregó que acciones como las tomadas en 
contra de Panamá llevan al deterioro de dichos vínculos. Calificó de anarquía 
internacional el abuso que puede cometer una potencia contra cualquier pueblo, 
sobre la base de su poderío.  
 
 Por su parte, el representante de Libia consideró que el Consejo de 
Seguridad tiene ante sí la gran tarea de definir que tipo de medida debe tomar para 
garantizar que la integridad y soberanía de un país pequeño y no Aliado esté 
protegida del vandalismo de un Estado poderoso que es, además, miembro 
permanente de ése órgano. Denunció los daños causados a la población panameña 
y la muerte de cientos de sus ciudadanos como consecuencia de la agresión 
militar estadounidense a esa nación latinoamericana. 
 
 El representante de El Salvador se abstuvo de condenar la intervención 
norteamericana en Panamá, y únicamente, hizo referencia a la legalidad de los 
comicios realizados en Panamá en mayo pasado, y que fueron anulados por el 
Consejo Electoral debido a la interferencia norteamericana en los mismos. 
 
 Cuba, sin embargo, denunció la falsedad e inmoralidad de la política 
estadounidense y demandó la inmediata retirada de las tropas norteamericanas que 
invadieron a Panamá. Subrayaron que, mientras Estados Unidos habla de paz y 
democracia, invade a Panamá sin medir las graves consecuencias que implica este 
acto de salvajismo para la región centroamericana. Exigió al Consejo una condena 
a la invasión contra Panama; el inmediato cese de la intervención; la retirada 
incondicional de las tropas invasoras; y la denuncia a cualquier intento de 
permanecer en los territorios ocupados. 
 
                                                 
6 El Nuevo Diario, 22/12/89, p: 16. 
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 Así, entonces, el 23 de diciembre, el Consejo de Seguridad de la ONU 
rechazó mediante el veto estadounidense, francés e inglés, la resolución 
presentada por Yugoslavia, en nombre del Movimiento de Países No Alineados 
(NOAL), en la que se exigía la inmediata retirada de las tropas estadounidenses en 
Panamá.7 
 
 Por su parte, Nicaragua a través del Embajador ante las Naciones Unidas, 
Doctor Alejandro Serrano Caldera, solicitó una sesión especial a la Asamblea 
General, donde no existe veto, para que se trate el tema de la invasión. Para tal 
efecto, se presentó un proyecto, distribuido extraoficialmente, en donde se 
condena la invasión de Panamá por las fuerzas armadas de los Estados Unidos, 
que constituye una violación flagrante de la Ley Internacional y de la 
independencia, soberanía e integridad territorial de los Estados. En donde se pide 
el cese inmediato de la invasión y la retirada de las fuerzas estadounidenses, y así 
mismo, se solicita al Secretario General de la ONU, que se mantenga al tanto de 
la situación en Panamá.   
 
 El proyecto de resolución presentado por Cuba y Nicaragua a la 
consideración de la Asamblea General, fue aprobado por la mayoría de los 
Estados Miembros de la ONU, el cual afirma que la intervención “pone en peligro 
la paz y la seguridad de Centroamérica y puede afectar, negativamente, el proceso 
de paz de dicha región”. Además, “pide al Secretario General, Javier Pérez de 
Cuéllar, que interponga sus buenos oficios para poner fin a la invasión 
norteamericana”.8 
 
 La resolución A/44/L.63 de la Asamblea General, del 29 de diciembre de 
1989, en su texto medular deplora profundamente la intervención en Panamá de 
                                                 
7 El proyecto de resolución S/21048 presentada por Yugoslavia en representación del NOAL, 
además: deplora profundamente la intervención en Panamá de las fuerzas armadas de los Estados 
Unidos de América que constituye una flagrante violación del derecho internacional; exhorta a 
todos los Estados a que apoyen y respeten la soberanía, la independencia y la integridad territorial 
de Panamá; y pide al Secretario General de la ONU que observe los acontecimientos en Panamá e 
informe al Consejo de Seguridad dentro de las 24 horas de aprobada la presente resolución. 
8 Barricada, 28/12/89, p: 16. 
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las fuerzas armadas de los Estados Unidos de América, lo cual constituye una 
flagrante violación al derecho internacional y a la independencia, soberanía y la 
integridad territorial de un Estado; demanda el inmediato cese de la intervención y 
la retirada de las fuerzas armadas invasoras de los Estados Unidos en Panamá; 
exhorta a todos los Estados a que apoyen y respeten la soberanía, independencia y 
la integridad territorial de Panamá; y pide al Secretario General que observe los 
acontecimientos en Panamá e informe a la Asamblea General dentro de las 24 
horas de aprobada la presente resolución. En dicha resolución se obtuvo 75 votos 
a favor (Afganistán, Albania, Argelia, Angola, Argentina, Austria, Barbados, 
Belice, Bhután, Bolivia, Botswana, Brasil, Bulgaria, Turquina Faso, Burundi, 
Bielorrusia, Chile, China, Colombia, Congo, Cuba, Chipre, Checoslovaquia, 
Democrática de Yemen, Ecuador, Guinea Ecuatorial, Etiopía, Finlandia, 
República Democrática de Alemania, Ghana, Guatemala, Guinea, Guyana, Haití, 
Hungría, India, Indonesia, Irán, Irak, Jamaica, Jordania, Kuwait, República 
Popular Democrática de Lao, Libia, Malasia, Malí, Isla Mauricio, México, 
Mongolia, Myanmar, Nepal, Nicaragua, Pakistán, Paraguay, Perú, Rumania, Islas 
Salomón, España, Sri Lanka, Sudán, Surinam, Suecia, Siria, Trinidad y Tobago, 
Uganda,  Ucrania, URSS, República Unida de Tanzania, Uruguay, Vanautu, 
Venezuela, Vietnam, Yugoslavia, Zambia, Zimbabwe), 20 votos en contra 
(Australia, Bélgica, Canadá, Dinamarca, Dominicana, El Salvador, Francia, 
República Federal de Alemania, Israel, Italia, Japón, Luxemburgo, Países Bajos, 
Nueva Zelanda, Noruega, Panamá, Portugal, Turquía, Reino Unido, Estados 
Unidos), 40 abstenciones.  
  
2. Organización de los Estados Americanos ante el conflicto 
 
 Luis Dallanegra se refiere a la resolución adoptada por la OEA relativa a 
Panamá, antes de la invasión militar. En ella se refleja las diversas reacciones que 
provocó la resolución al referirse a la situación de Panamá y a la persona de 
Manuel A. Noriega.  
 
 87
 La Organización de los Estados Americanos (OEA) adoptó una resolución 
exhortando al diálogo entre las partes a fin de arribar a un acuerdo. El ex canciller 
y representante de Panamá ante la directiva del Canal de Panamá, Oyden Ortega 
Durán, dijo: “la resolución permitía que el pueblo, mediante el diálogo pudiera 
buscar sus propias soluciones”.9  
 
 Por su parte, el Secretario del Tribunal de Honor del Partido 
Revolucionario Democrático expresó que rechazaría la propuesta con que se 
pretendía que el General Noriega saliera de Panamá, y que no aceptaría ninguna 
injerencia extranjera, aunque fuera de la OEA. El Secretario General de la OEA, 
Joāo Clemente Baena Soares, junto con el representante permanente de Trinidad y 
Tobago, Sr. Aguskhan y el Vicecanciller de Guatemala, Ariel Rivera, arribó el 31 
de agosto de 1989, a Panamá. La misión llegó en medio de controvertidas 
declaraciones del Ministro encargado de la presidencia, Manuel Solís Palma, el 
cual, en ocasión de conmemorarse un nuevo aniversario del fallecimiento del 
General Omar Torrijos, manifestó que si la oposición mantenía el 
condicionamiento del diálogo, las conversaciones irían al fracaso. 
 
  Con respecto a la fórmula que se usaría para la transferencia del poder 
después del 1ro. de septiembre, Manuel Solís Palma continuó con la idea de un 
gobierno de conciliación o reconstrucción nacional, donde los tres sectores: 
Coalición de Liberación Nacional (COLINA),10 Alianza Democrática de 
Oposición Civilista (ADOC)11 y el Partido Panameñismo Auténtico, estuvieran 
                                                 
9 Luis Dallanegra, “Capítulo XXV. La OEA y la invasión de EUA a Panamá”, 1994. 
www.mundolatino.org/i/politica/eua_amla/capit_25.htm #2REPAN 
10 Se formó una coalición de ocho partidos: Partido Revolucionario Democrático (PRD), Partido 
Laborista Agrario (PALA), Partido Republicano, Partido Panameñista Revolucionario, Partido 
Acción Nacional, Partido Socialista de los Trabajadores, Partido del Pueblo (Comunista). Esta 
coalición tenía propuesto como candidato a la presidencia a Carlos Duque; primer Vicepresidente 
a Ramón Sieiro; segundo Vicepresidente a Aquilino Boyd. Tomado de Luis Murillo, “The Noriega 
mess: the drugs, the Canal, and Why America invaded”, 1995, p: 728. 
11 Conformada por tres grupos: Partido Demócrata Cristiano (PDC), Movimiento Liberal 
Republicano Nacionalista (MOLIRENA), y Partido Liberal Auténtico (PLA). Tenían como 
candidato a la presidencia a Guillermo Endara Galimany; primer Vicepresidente al Dr. Ricardo 
Arias Calderón; segundo Vicepresidente a Guillermo Ford Boyd. Ibidem, 1995, p: 729. 
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representados, siendo responsabilidad de cada una de las partes, acceder o bien 
auto-excluirse del mismo. 
 
 El 3 de agosto, el Encargado de Negocios de los Estados Unidos en 
Panamá, John Maisto, invitó a los Jefes de Misión del G8 a una reunión en su 
residencia, en el curso de la cual, expuso las siguientes impresiones, entre otras 
consideraciones: 
 
a. Que el presidente George Bush asignaba dentro de su gestión 
administrativa, mayor importancia a la diplomacia multilateral que su 
antecesor Ronald Reagan. 
b. Que en este entendimiento, se había inclinado a aceptar el paso dado por la 
OEA, tendiente a encontrar fórmulas de avenimiento interno para la 
situación de Panamá. 
c. Que no obstante, los plazos se acordaba rápidamente y EE.UU. (sin 
resultados positivos con la OEA), pasaría a operar en el plano bilateral. 
Supuestamente, esta última apreciación fue dirigida a cada uno de los 
Jefes de Misión presentes, por lo cual, cabría esperar un aumento de 
presión bilateral sobre el tema de Panamá después del 23 de agosto, sino 
antes, de no ser cierta. 
d. Que el Comando Sur continuaría realizando ejercicios militares y que los 
mismos estaban, jurídicamente inscritos, dentro de los Tratados en virtud 
de la responsabilidad que incumbe a los EE.UU. por la defensa del Canal, 
dándose previo aviso a las Fuerzas de Defensa de Panamá (FDP). 
 
 Según el Encargado de Negocios estadounidense, éstos ejercicios tenían 
por objeto, demostrar a los cuadros de las FDP que Manuel A. Noriega no poseía 
vías de negociación ni de comunicación con el gobierno de EE.UU., tal como 
parecería, había querido demostrar a sus oficiales a fin de calmar cierto estado de 
agitación que motivó nuevos nombramientos y desplazamientos de funcionarios 
dentro de las FDP. 
 
 89
 El 14 de agosto, concluyó el diálogo tripartito. La oposición mantuvo su 
propuesta de plebiscito, mientras que COLINA, el ejecutivo y las FDP insistían en 
la formación de un gobierno de unidad nacional que integrara los tres sectores en 
pugna; en el cese de la denominación “agresión norteamericana” y en el 
descongelamiento de los fondos por parte del gobierno de los Estados Unidos. 
 
 Se renovó el diálogo con la presencia del Secretario General de la OEA. 
Defendiendo su posición pública, ADOC manifestó que su negativa a la firma del 
documento presentado por COLINA, en el que se rechazaban las actitudes de las 
tropas y del gobierno de EE.UU., obedeció a que ADOC firmaría el documento 
que incluía a la crisis como un todo, entre lo cual, se encontraba los asuntos 
siguientes: 
 
a. Respeto a la voluntad popular. 
b. Salida del General Manuel A. Noriega. 
c. Vigencia de los Derechos Humanos. 
 
 COLINA y el órgano ejecutivo (que incluía una delegación de las FDP), 
presentaron una propuesta para la integración de un gobierno denominado “de 
unidad nacional” con los siguientes puntos: 
 
a. Cese de la agresión norteamericana. 
b. Descongelamiento de los fondos. 
c. Retiro del excedente de tropas norteamericanas en las bases de la Zona del 
Canal. 
 
 Luego de las negociaciones, tanto del representante de la oposición como 
del oficialismo, admitieron haber arribado a sus límites en materia de negociación 
política, y aunque ambas partes manifestaron que el diálogo continuaba abierto, 
aún sin la presencia de la misión OEA, no se observaron puntos de coincidencia 
como para una solución rápida.  
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 Por su parte, en la oposición panameña se planteaban cuatros puntos 
principales, los que incluían:  
 
a. Que se esperaba una reacción más enérgica por medio de la OEA. 
b. Que persistía la idea de la salida del General Manuel Noriega como punto 
firme y previo a cualquier negociación. 
c. Que la Reunión de Consulta de la OEA permanecía abierta. 
d. Que los Estados Unidos continuara sus ejercicios. 
 
 Opinamos que los objetivos de las partes involucradas en esta negociación 
no eran compartidos, ya que ninguno cedía a aceptar otras condiciones ajenas a 
las propuestas por ellos, lo que impedía cualquier avance, y a la vez no se 
concretizó ningún acuerdo que obligara a las partes a una solución pacífica en 
Panamá. 
 
 Con respecto a la invasión armada. El 20 de diciembre, se reunió el 
Consejo Permanente en sesión extraordinaria debida a la convocatoria de Panamá. 
Previamente, se reunió en sesión informal para considerar la situación planteada 
por nota del gobierno de Guillermo Endara, acreditando al nuevo representante de 
Panamá, Lawrence Chewning, ante la organización. El representante permanente, 
José María Cabrera Jovane, (nombrado por el General Noriega) cuestionó la 
competencia del Consejo para decidir sobre credenciales. Mientras tanto, el 
embajador de los Estados Unidos, Luigi Einaudi, recordó que Guillermo Endara 
había resultado electo en elecciones que fueron anuladas por el gobierno de 
Manuel A. Noriega. Además, reclamó la participación de todas las partes en el 
conflicto para que el debate resultara equilibrado. 
 
 El delegado uruguayo puntualizó al respecto que:12 
 
• La OEA carece de competencia en materia de reconocimiento de 
gobiernos. 
                                                 
12 Luis Dallanegra, Cap. XXV, Op. Cit., 1994. 
 91
• El acto de reconocimiento es decisión de los gobiernos a resultas de la 
evaluación de la situación fáctica. 
• El gobierno de Manuel A. Noriega había sido reconocido por todos los 
miembros de la OEA. 
• Los cambios en la situación panameña hasta el momento no habían 
modificado dicho reconocimiento. 
• En consecuencia, el embajador Cabrera Jovane, seguía siendo 
representante permanente de Panamá ante la OEA. 
 
 Este criterio fue adoptado y se pasó a la sesión formal del Consejo, 
permaneciendo reconocido como representante permanente ante la OEA, al 
embajador José Cabrera Jovane.  
 
 La mayoría de las delegaciones intervinieron dando lectura a las 
declaraciones y comunicados de prensa, que reflejaban la posición de sus 
respectivos gobiernos acerca de la situación en Panamá, que revelaban la 
existencia de distintos enfoques con respecto a la intervención: 
 
• Hubo países que condenaron duramente la acción de EE.UU., y exigieron 
el retiro de las tropas y llamaron al cese incondicional del fuego (Perú, 
Chile, Ecuador y México). 
• Países que condenaron o censuraron la acción de EE.UU.: reclamaron el 
cese al fuego, y también, estimaron que la salida del General Manuel A. 
Noriega contribuiría al establecimiento de la democracia representativa en 
Panamá (Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Venezuela, Haití, Uruguay 
y República Dominicana). 
• Países que si bien, lamentaron el uso de la fuerza por parte de EE.UU., 
atribuyeron responsabilidad al gobierno del General Manuel Noriega, que 
hizo fracasar todas las otras alternativas de solución (Honduras, Costa 
Rica, Guatemala y El Salvador). 
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• Países que por falta de instrucciones de sus cancillerías, no formularon 
ninguna apreciación sobre la crisis panameña (Sta. Lucía, Jamaica, 
Antigua y Barbuda). 
 
 El embajador Luigi Einaudi respondió dentro de los lineamientos del 
discurso pronunciado por el presidente Bush, justificando la acción de su 
gobierno, en la protección de la vida de ciudadanos norteamericanos en Panamá y 
la preservación del cumplimiento de los Tratados Torrijos-Carter. Asimismo, 
expresó que aguardaba contar con el respaldo de los gobiernos democráticos del 
continente, que había sido informados de la acción y que continuaría informando 
sobre los últimos desarrollos. 
 
 El representante de Nicaragua, Victoria Castillo, a la vez que condenó la 
intervención norteamericana, presentó un proyecto de resolución exigiendo el 
retiro de las tropas de dicho país de Panamá y el cese total de los ataques contra la 
población civil.  
 
 El presidente puso a votación el tratamiento inmediato del proyecto 
presentado por Nicaragua, que fue rechazado por 16 votos a favor y 11 en contra 
(EE.UU., Bahamas, El Salvador, Costa Rica, Honduras, Guatemala, Grenada, St. 
Kitts, St. Vincent, Sta. Lucía y Jamaica). Cabe señalar que se necesitaban 21 
votos para alcanzar la mayoría requerida. 
 
 La OEA deploró la intervención militar de los Estados Unidos a Panamá, 
urgió el cese inmediato de hostilidades y el derramamiento de sangre, y exhortó a 
Washington a retirar las tropas utilizadas para la invasión. 
 
 La resolución aprobada por 20 votos a favor, 1 en contra y 6 abstenciones, 
estuvo lejos, sin embargo, de la condena que se esperaba en vista de las fuertes 
reacciones que la invasión provocó en América Latina. De hecho, un primer texto 
presentado por Argentina, Brasil, Colombia, México, Perú y Uruguay, que 
“proponía condenar la intervención militar en Panamá y exigir el retiro inmediato 
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de las tropas invasoras”, debió ser modificado, considerablemente, por sus autores 
ante la evidencia de que estaba condenado a la derrota. 
 
 En el cuarto párrafo resolutivo, “exhorta al retiro de las tropas extranjeras 
utilizadas para la intervención militar”. Estados Unidos fue el único en votar en 
contra, mientras que Venezuela, Antigua y Barbuda, Costa Rica, Guatemala, El 
Salvador y Honduras se abstuvieron. 
 
 La representante de Venezuela, Edith Márquez, subrayó que su país 
prefirió no apoyar el proyecto de sus aliados del Grupo de Río por considerarlo 
débil y desbalanceado, ya que no denunciaba los abusos cometidos en el pasado 
por el General Noriega, se abstenía, además, de pronunciarse contra el 
reconocimiento de cualquier gobierno en Panamá mientras persista la ocupación 
norteamericana. 
 
 Los centroamericanos propusieron cuatro enmiendas, de las cuales sólo 
fue aprobada la última: aun considerando que declara que el pueblo panameño 
tiene el derecho inalienable de autodeterminarse sin imposición internas ni 
injerencias externas. El párrafo recibió 16 votos a favor y 11 abstenciones. Los 
cuatro centroamericanos sostuvieron que la resolución contenía “una grave 
omisión, de relevancia histórica”, al negarse a condenar por igual a EE.UU. y a 
Manuel Noriega. 
 
El vocero del Departamento de Estado de los Estados Unidos, Richard 
Boucher, indicó: 
 
“La OEA ha perdido una oportunidad histórica de ir más allá de 
su tradicional estrecha preocupación acerca de la no intervención. Desde 
el punto de vista de EE.UU., la resolución es inaceptable, y por ello, 
votamos en contra. Nosotros creemos que la Resolución no es equilibrada. 
Esta no tiene en cuenta la raíz del problema que es Manuel A. Noriega. La 
Resolución tampoco reconoce los derechos de EE.UU. derivados del 
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Tratado sobre el Canal de Panamá y nuestro derecho a la propia 
defensa”.13 
 
 En una publicación de El Nuevo Diario fechado el 21 de diciembre de 
1989, se menciona la posición de varios países. Panamá y Nicaragua exigieron a 
la OEA condenar la intervención militar de los Estados Unidos en Panamá y 
exigir el retiro de las fuerzas norteamericanas que invadieron ese país. La OEA 
suspendió, sin embargo, el debate por 4 horas, a pedido de México, para dar 
tiempo a los representantes a consultar con sus gobiernos. 
 
 El representante panameño, José María Cabrera, que hizo un relato de lo 
acontecido en Panamá durante las últimas horas, consideró que Guillermo Endara, 
reconocido por los EE.UU. como ganador de las elecciones del pasado 7 de mayo, 
es el presidente que “EE.UU. nos quiere meter de contrabando, no sólo a Panamá, 
sino a todos los gobiernos de América Latina”. El representante del gobierno de 
Noriega, pidió una condena rotunda de la OEA a la agresión norteamericana a 
Panamá, así como la retirada inmediata e incondicional de las tropas 
estadounidenses en ese país.  
 
Además, aseguró que Endara “no va a ser aceptado por ningún panameño 
digno” y, tras hacer un llamamiento a la intervención directa del propio Secretario 
General, Joāo Clemente Baena Soares, señaló que la OEA “no puede quedarse de 
brazos cruzados” ante esta situación, y solicitó el envío de observadores de la 
Organización a Panamá. Afirmó, además, que los EE.UU. no defienden otra cosa 
que “sus propios intereses” y manifestó que con esta acción, lo que se busca es 
colocar a un títere al frente del gobierno de Panamá para llevar a cabo sus 
objetivos, entre los que citó, el llevar adelante “una violación flagrante de los 
Tratados del Canal”.14 
 
                                                 
13 Ibidem, 1994. 
14 Ibidem. 
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 La delegada de Nicaragua, Victoria Castillo, denunció la intervención 
militar como una abierta y flagrante violación de la Carta de la OEA, que 
constituye una gravísima amenaza a la paz y seguridad de los países del área, que 
ven amenazada su independencia e integridad territorial por la prepotencia militar 
y el belicismo de Estados Unidos”. 
 
 Agregó que es innecesario discutir quien ha sido el agresor, pues “el 
primer ataque armado es prueba prima facie de agresión”, y por lo tanto, 
“corresponde a este Consejo (hace referencia a la OEA) condenar estas acciones 
ilegales y exigir el retiro inmediato de las tropas invasoras”. Castillo aseguró que 
los EE.UU. actuó con “arrogancia y despecho”, sin ningún respeto hacia el 
principio de no injerencia en los asuntos internos de otros países.15 
 
 Aunque en el capítulo III, expusimos la justificación de los Estados 
Unidos, agregamos este alegato por parte de su representante Luigi Einaudi, en 
donde afirmó que el ataque militar llevado a cabo en Panamá, lo fue “ejerciendo 
el derecho inherente a la autodefensa” en respuesta a “las acciones armadas 
llevadas a cabo por las FDP contra militares norteamericanos”. Consideró que la 
situación en ese país era insostenible y sostuvo estar “muy complacido porque el 
régimen fuera de la ley, manipulado por Noriega, haya dado paso en Panamá, a un 
gobierno democrático presidido por Endara”. Señaló que “no es el gobierno 
norteamericano el que debe examinar o emitir juicios sobre el gobierno de 
Panamá”, reconoció como legítimo al gobierno de Endara y que “es importante” 
que la Comunidad Internacional también lo apoye.16 
 
 No obstante, los embajadores de los países de la OEA, efectuaron 
gestiones para lograr un texto que rechace la intervención militar de los EE.UU. 
en Panamá. En el borrador se solicita la retirada de las tropas norteamericanas de 
Panamá, y además, se afirma que los abusos del General Manuel Noriega, que han 
sido repudiados por la organización continental, no justifican esta acción militar.17 
                                                 
15 El Nuevo Diario, 21/12/89, p: 8. 
16 Ibidem. 
17 El Nuevo Diario, 22/12/89, p: 16. 
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 El 22 de diciembre de 1989, la OEA adoptó con un voto en contra, una 
resolución deplorando la invasión americana. Como era de esperarse, la 
resolución tomó en cuenta la situación en que se encontraba Panamá, y determinó 
a raíz de su Carta Constitutiva y de la participación de sus respectivos miembros, 
una resolución que plantea el apoyo “al pueblo panameño de decidir por su propia 
voluntad sin ninguna interferencia interna o externa”,18 en su sistema o régimen 
político de gobierno.  
 
 Para otros autores, como el caso del periodista Henry Mohr, llamó a la 
votación de la OEA como “outlandish”19 (“absurdo”). Para este autor, muchos 
Estados de la Comunidad Internacional y miembros de la OEA aprobaban la 
invasión, por lo tanto era extraño que votaran en contra. 
 
 Por otra parte, no se podía ignorar el precedente de esta acción militar que 
se había ejecutado, ya que podría ser usado en contradicción con los principios del 
derecho internacional. En nuestra opinión, si se aprobaba el uso de la fuerza 
armada en Panamá, se violaban dichos principios quedando, como legitimo el uso 
de la fuerza y la intervención en otro Estado, en detrimento de la soberanía 
territorial y de la independencia política del Estado panameño. 
 
 Consideramos que las organizaciones internacionales juegan un papel muy 
importante en la resolución de un conflicto, expresado claramente en sus 
principios y propósitos. Pero, particularmente, en el caso de los Estados Unidos y 
Panamá, este hecho al ser quebrantado por las partes en conflicto, deja mucho que 
decir. Una de las partes, o ambas, por ejemplo, estaban obligados a llevar el caso 
de Panamá ante el Consejo de Seguridad, para que éste órgano pueda tomar las 
medidas necesarias, a fin de evitar un conflicto armado, o si es necesario, 
autorizarlo. Sin embargo, no fue así. El Consejo no tenía conocimiento previo de 
la inminente invasión en Panamá. Así también, después de la invasión, los 
                                                 
18 Christina Johns y P. W. Johnson. “State Crime, the Media, and the Invasion of Panama”. 1994, 
p: 72. 
19 Ibidem,1994, p: 73. 
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miembros permanentes (EE.UU. y Reino Unido), hicieron uso del veto, para que 
la resolución condenatoria careciera de validez. 
 
B.  SITUACION LEGAL DEL CONFLICTO 
 
En esta sección abordamos temas relativos a los principios del Derecho 
Internacional que fueron violados en la acción tomada por los Estados Unidos. 
Así mismo, casos de violación a los Derechos Humanos, y lo que estipula la Carta 
de las Naciones Unidas y otros Instrumentos Jurídicos Internacionales en este 
caso particular. 
 
1. Principios del Derecho Internacional violados 
 
 El Derecho Internacional claramente estipula principios de las cuales 
señalamos algunos que fueron quebrantados con el acto unilateral de la invasión 
norteamericana.  
 
Uno de los principios de los cuales derivan los demás, es el de la 
responsabilidad internacional. Para tal efecto, retomamos las aportaciones del 
Profesor Santiago Benadava. La existencia misma de un orden jurídico 
internacional, requiere que sus destinatarios, entiéndase los Estados, respondan 
del incumplimiento de los deberes que dicho orden les impone. 
 
 Por consiguiente, es un principio fundamental de derecho internacional 
que todo acto o comportamiento de un Estado contrario a sus obligaciones 
internacionales, llámese hecho ilícito, hace incurrir a dicho Estado en 
responsabilidad, y lo obliga a reparar las consecuencias perjudiciales derivadas de 
tal hecho. Es, por lo tanto, que éste constituye un complemento indispensable del 
orden jurídico internacional, ya que su negación suprimiría el deber de los 
Estados de comportarse según las normas de éste orden.20 
 
                                                 
20 Santiago Benadava. “Derecho Internacional Público”. 1997, p: 143. 
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 Conforme a la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones 
Unidas, el crimen internacional resultaría de “una violación por un Estado de una 
obligación internacional tan esencial para los intereses fundamentales de la 
comunidad internacional que su violación está considerada como crimen por esa 
comunidad en conjunto”.21 Hay que indicar, que la misma Comisión considera 
que crímenes internacionales son: la agresión, el genocidio y el apartheid. 
 
 Por otra parte, tenemos las circunstancias que excluye la ilegitimidad que 
una de las partes puede alegar. En ellas podemos mencionar las represalias o 
contra-medidas, para esto se requiere, en el caso de la intervención militar que:22 
 
a. La represalia no debe implicar el empleo de la fuerza armada. 
b. Las represalias no deben violar las reglas relativas a la protección de 
los derechos fundamentales de la persona humana. 
 
En estos casos, se presenta las consecuencias jurídicas del hecho ilícito, en 
donde podemos citar: la cesación del acto ilícito; las formas de reparación, las que 
se pueden mencionar: la satisfacción, el restablecimiento de la situación anterior 
(restitución in integrum), y la indemnización de daños y perjuicios. 
 
 Hay que resaltar que en el derecho internacional existen ciertos principios 
fundamentales que rigen las relaciones entre los Estados. Si ubicamos estos en el 
caso de la intervención norteamericana en Panamá podemos destacarlos a 
continuación. La Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General Ordinaria de la 
ONU enumera los 7 principios del derecho internacional. Estos principios son:23 
 
1. El principio de que los Estados, en sus relaciones internacionales, 
se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra 
la integridad territorial o la independencia política de cualquier 
                                                 
21 Ibidem, 1997, p: 147-148. 
22 Ibidem, 1997, p: 151. 
23 Tomado de Orlando Guerrero Mayorga, “El Principio de No Intervención”, Cuaderno No. 2, 
Colección Jurisprudencia. S. F., p: 5. 
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Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los propósitos 
de las Naciones Unidas. 
2. El principio de que los Estados arreglarán sus controversias 
internacionales por medios pacíficos, de tal manera que no se 
pongan en peligro ni la paz y la seguridad internacionales, ni la 
justicia. 
3. La obligación de no intervenir en los asuntos que son de la 
jurisdicción interna de los Estados, de conformidad con la Carta. 
4. La obligación de los Estados de cooperar entre sí, conforme a la 
Carta. 
5. El principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación 
de los pueblos.  
6. El principio de la igual soberana de los Estados. 
7. El principio de que los Estados cumplirán de buena fe las 
obligaciones contraídas por ellos de conformidad con la Carta. 
 
La prohibición de la amenaza y del uso de la fuerza. Esto fue establecido 
en la Carta de las Naciones Unidas en su artículo 2, párrafo 4. Este principio 
prohíbe a un Estado la amenaza o el uso de la fuerza armada en contra de 
cualquier otro Estado para violar una frontera internacional; imponer una solución 
a un diferendo internacional; realizar una represalia armada; prestar ayuda a 
fuerzas irregulares para que ejecuten incursiones armadas en el territorio de otro 
Estado, etc.24  
 
 La Resolución 2131 (XX) de la Asamblea General de la ONU, prohíbe a 
los Estados el uso de medidas económicas, políticas o de cualquier otra índole 
para coaccionar a otro Estado a fin de lograr subordinar el ejercicio de sus 
derechos soberanos u obtener de él ventajas de cualquier orden. Además, prohíbe 
a los Estados organizar, apoyar, fomentar, financiar, instigar o tolerar actividades 
armadas, subversivas o terroristas encaminadas a cambiar por la violencia el 
                                                 
24 Santiago Benadava, Op. Cit. 1997, p: 152. 
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régimen de otro Estado.25 En nuestra opinión, los Estados Unidos adoptaron estas 
formas de violación para imponer su voluntad, lo que evidentemente, consistía en 
derrocar el régimen del General Manuel A. Noriega y desmantelar las Fuerzas de 
Defensa de Panamá, e imponer un gobierno dócil a sus intereses nacionales. 
 
Así mismo, tenemos el principio de la soberanía territorial. Esto implica 
que los Estados están obligados a abstenerse de realizar actos de soberanía o 
poder público, particularmente actos coercitivos dentro del territorio de otro 
Estado sin el consentimiento de éste último. Estos actos pueden ser: la invasión 
armada de su territorio por tropas extranjeras; la violación de su espacio aéreo por 
aviones militares extranjeros.26 Consideramos indispensable plantear la violación 
a la integridad territorial de Panamá, este hecho se manifiesta con la agresión y 
captura del General Noriega por soldados estadounidenses para llevarlo a un 
juicio fuera del territorio de Panamá, lo que implica la contraposición de la 
jurisdicción extraterritorial con la soberanía territorial del Estado panameño, ya 
que a los Tribunales Ordinarios de Panamá le debería haber correspondido el 
juzgamiento del General Noriega. 
 
 El principio de la igualdad soberana de los Estados implica el derecho de 
cada Estado a establecer libremente, sin intimidación, ni injerencia exterior, la 
estructura política, social y económica que mejor conviniera a los intereses del 
pueblo, además, que la independencia de un Estado, implica, también, la 
independencia de su política interior y exterior. Por lo tanto, la igualdad soberana 
es el fundamento del deber de no intervención y dichos principios no tendrían 
ningún valor si los Estados tuvieran derecho a intervenir en los asuntos internos 
de otros Estados.27 
 
  Otro de los principales principios quebrantados en la acción de 1989, es el 
principio de no intervención, que prohíbe a todo Estado intervenir, directa o 
indirectamente, y sea cual fuere el motivo, en los asuntos internos o externos de 
                                                 
25 Véase a Orlando Guerrero Mayorga, Op. Cit., S.F., p: 13. 
26 Santiago Benadava, Op. Cit., 1997, p: 155. 
27 Orlando Guerrero, Op. Cit., S. F., p: 18. 
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cualquier otro Estado.  Este principio, además, prohíbe no sólo la intervención 
armada, sino también cualesquiera otras formas de injerencia o de amenaza, sean 
por ejemplo, las presiones de índole política o económica, las cuales tienden a 
coaccionar la voluntad soberana de otro Estado. Está, también, prohibido a los 
Estados apoyar o tolerar actividades armadas subversivas o terroristas tendientes a 
cambiar, por la violencia, el régimen de otro Estado.28 
  
Coincidimos con el profesor Orlando Guerrero Mayorga, quien opina que 
los Estados Unidos al aprobar la Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General 
de la ONU, que fija los Principios Fundamentales del Derecho Internacional 
Público, se estaba obligando jurídicamente a no intervenir en los asuntos internos 
o externos de otro Estado sin importar los motivos ni la forma, puesto que el 
gobierno estadounidense se felicitaba de que el Comité Especial, creado para la 
elaboración de un proyecto de Declaración sobre los Principios Fundamentales 
del Derecho Internacional que regulan las relaciones de amistad y la cooperación 
entre los Estados, hubiera actuado en forma positiva por lo que admitía 
“objetividad de la Declaración”. Asimismo, Estados Unidos no hizo ninguna 
reserva al aprobarse dicha Resolución.29 
 
 El principio de no intervención está válidamente afirmado en el sistema 
interamericano:30 
 
a. Convención sobre derechos y deberes de los Estados, adoptada en el 
curso de la VII Conferencia Panamericana de Montevideo (1933), en 
su artículo 8. 
b. Protocolo adicional relativo a la no intervención, adoptado con ocasión 
de la Conferencia Interamericana de Consolidación de la Paz de 
Buenos Aires (1936), en su artículo 1. 
c. Carta de Bogotá (1948), en su artículo 15. 
 
                                                 
28 Santiago Benadava, Op. Cit., 1997, p: 160-161. 
29 Orlando Guerrero Mayorga, Op. Cit., S. F., P: 15. 
30 Véase a Modesto Seara, “Derecho Internacional Público”, 1994, p: 373. 
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Complementando al principio que prohíbe el uso de la fuerza, está aquel 
según el cual, las partes en una controversia cuya continuación sea susceptible de 
poner en peligro la paz y la seguridad internacional, deben tratar de solucionarla 
por los medios pacíficos.31 Consideramos que las frustradas negociaciones 
diplomáticas entre delegados estadounidenses y el General Noriega no implica 
que como último recurso se use la fuerza armada, violando los principios del 
derecho internacional. 
 
 Los Estados Unidos intentaron justificar su acción militar por la vía de la 
legítima defensa y apoyado por el artículo 51 de la Carta de la ONU. Sin 
embargo, para que se justificara dicha acción hubiera sido necesario un acto de 
agresión armada de Panamá en contra de los Estados Unidos, la respuesta 
inmediata y proporcional al ataque agresor, y comunicar las medidas realizadas en 
contra del Estado agresor al Consejo de Seguridad de la ONU, presupuestos todos 
no cumplidos por los Estados Unidos y al no existir un acto de agresión de 
Panamá, no cabría la invocación del artículo 51 de la Carta de la ONU y se 
violaba, también, el artículo 21 de la Carta de la OEA, el cual prohíbe el uso de la 
fuerza, a excepción, en el caso de legítima defensa acorde con los Tratados 
existentes. La administración Bush, también citó la justificación legal, en la 
necesidad de garantizar la seguridad del Canal de Panamá.32 No obstante, el Canal 
de Panamá ni los ciudadanos americanos en la Zona del Canal estaban en peligro. 
El Tratado de 1977, tampoco extendía especial derecho de intervención que 
comprometiera la independencia política y soberanía territorial de Panamá.  
 
 Sin embargo, en el derecho internacional se plasma que para intervenir 
militarmente a otro Estado solamente es justificado con la legítima defensa. 
También, puede ser justificado por ciertas circunstancias como: conflicto civil; en 
casos donde se involucre consideraciones humanitarias; por defensa colectiva; a 
respuesta explícita de invitación por un gobierno de un Estado legítimo; en 
situaciones donde un Tratado permita tal intervención, pero mediante la acción en 
                                                 
31 Banadava, Op. Cit, p: 163. 
32 Tomado de “Intervention into the 1990s: U.S. Foreign Policy in the Third World”. Christopher 
C. Joyner, “International Law”, Edited by Peter J. Schraeder. 1990. p: 240-241. 
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materia de seguridad colectiva mundial o regional autorizada por el Consejo de 
Seguridad o el TIAR (Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca).  
 
Para el profesor Alfonso Valle, la legítima defensa es un derecho 
inmanente o natural, lo cual reafirma su carácter consuetudinario. Por tanto, 
aclara, presenta tres requisitos:33 
 
a. La existencia de un ataque armada o una agresión armada; 
b. El deber de informar al Consejo de Seguridad de las medidas tomadas 
para repelar el ataque; 
c. Su carácter provisional en tanto el Consejo de Seguridad dispone las 
medidas adecuadas. 
 
Dichos requisitos no fueron tomados en cuenta en la invasión de Panamá. 
Además, hay que señalar que Panamá no usó la fuerza armada en contra de los 
Estados Unidos, para que dicho país justificara su acto con el artículo 51 de la 
Carta de las Naciones Unidas. 
 
Para otros, como David Cole, abogado del Centro de  Derecho 
Constitucional (Center for Constitutional Rights) puntualizó que “es 
evidentemente ilegal dentro del derecho internacional invadir otro país a fin de 
capturar un criminal acusado”.34 Lo que nos lleva a deducir lo absurdo en 
justificar la intervención militar basado en una persona, donde en el derecho 
internacional no es motivo suficiente para usar la agresión militar ni mucho 
menos es legítimo asumir esas acciones. 
 
 Respecto al derecho de los pueblos a la libre determinación implica, 
claramente, el principio de no intervención. Como consecuencia de este principio, 
                                                 
33 Alfonso Valle González, “Manual de Derecho Internacional Público”, 1998, p: 207. 
34 Véase a Christina Johns y P. W. Johnson, Op. Cit. 1994, p: 75. “It is patently unlawful under 
international law to invade another country in order to capture an indict criminal…”. 
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existía la obligación de los Estados de respetar los sistemas políticos, económicos 
y sociales escogidos por cada pueblo.35 
 
 En nuestra opinión, los Estados Unidos violaron los principios del derecho 
internacional mencionados al intervenir militarmente a Panamá, y además, de usar 
alta tecnología militar para quitar al General Manuel Noriega. 
 
En todo caso, se debe hacer uso de los medios de solución de 
controversias a fin de evitar el uso de la fuerza armada, lo cual fue quebrantado 
con la agresión a Panamá. Para tal efecto, el profesor Alfonso Valle clasifica los 
medios de solución de conflictos en medios diplomáticos y medios jurídicos. Los 
medios diplomáticos establecidos en el artículo 33 de la Carta de las Naciones 
Unidas son: las negociaciones directas, los buenos oficios y la mediación, las 
comisiones internacionales de investigación y la conciliación; los medios 
jurídicos son dos: el arbitraje y el arreglo judicial.36 
 
2. Casos de violación de los Derechos Humanos por el Gobierno de 
Noriega 
 
En la XXI Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores de 
la OEA, el 24 de agosto de 1989, solicitó a la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH)37 que visitara a Panamá para actualizar la 
información de la situación de los derechos humanos en ese país. La Comisión 
aprobó y presentó al decimonoveno período ordinario de sesiones de la Asamblea 
General un informe especial sobre la situación de los derechos humanos en 
Panamá que fuera aprobado en su AR/RES. 1022 (O-XX/89).38 
 
                                                 
35 Orlando Guerrero, Op. Cit., S. F., p: 12. 
36 Alfonso Valle, Op. Cit., 1998, p: 178-179. 
37 La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) fue creada en virtud de la 
Resolución VI de la Quinta Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, Santiago 
de Chile, 1959. Tomado de la Organización de los Estados Americanos, “Informe Anual de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 1989-1990”. 1990, p: 5. 
38 Ibidem. 1990, p: 171. 
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 La Comisión había recibido notas del gobierno de Panamá de fechas 16 de 
abril y 8 de mayo de 1990, en respuesta a una solicitud de esta Comisión sobre 
aspectos de la situación de derechos humanos en este país. En dichas notas, el 
gobierno indica algunas acciones destinadas a restablecer la vigencia de dichos 
derechos, que incluyen la reapertura de medios de comunicación clausurados39, y 
la devolución de otros a sus legítimos propietarios; y la puesta en liberta de ex-
militares involucrados en intentos fallidos de golpe militar, y civiles detenidos 
bajo cargos de atentar contra la seguridad pública, quienes en su mayoría habían 
sido objeto de torturas. 
 
 Dicha Comisión señala avances en ese mismo sentido, los cuales son:40 
 
1. La creación de una fiscalía especial para la investigación del homicidio 
del Dr. Hugo Spadafora Franco y otros homicidios; y la reactivación 
de investigaciones conexas. 
2. La desarticulación de las Fuerzas de Defensa, para que no exista una 
institución armada que se arrogue funciones al margen de las 
establecidas por la Constitución y la ley, y que no se convierta en un 
organismo de represión. 
3. El restablecimiento de la independencia del Organo Judicial y el 
Ministerio Público, a través del nombramiento de funcionarios 
competentes. 
4. La restitución de la vigencia de las garantías judiciales establecidas en 
la Constitución. Como ejemplo, señala varios fallos en las cuales el 
Tribunal de Habeas Corpus ha determinado la ilegalidad de 
detenciones y ordenado la libertad inmediata de los detenidos. Al 
respecto, se ha derogado también el inciso final del artículo 2606 del 
Código Judicial que imponía restricciones indebidas al uso de la 
acción de amparo de garantías constitucionales. 
                                                 
39 Medios de Comunicación como: La Prensa, Quiubo, Extra, El Siglo, Radio KW Continente, 
Radio Mundial, fueron clausurados el 26 julio de 1987. Luis Murillo, Op. Cit., 1995, p: 583. 
40 Organización de los Estados Americanos, Op. Cit., 1990, p: 172-174. 
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5. Se derogaron los Decretos 26/88 y 71/88, que restringían el derecho de 
asociación. 
6. El levantamiento de restricciones a los medios de comunicación social, 
que permitió la reapertura de los clausurados por el anterior gobierno; 
y su voluntad de respetar la plena libertad de expresión. Al respecto, 
informa de la derogación de los Decretos 61 y 61ª del 24 de junio de 
1987, que establecían restricciones previas a la producción y difusión 
de medios; y el reconocimiento de la personería jurídica al Colegio 
Nacional de Periodistas, y la formación de una Comisión Nacional 
Evaluadora sobre la reglamentación aún existente para los medios de 
información. 
7. Reconociendo la precariedad de los servicios penales en el país y el 
progresivo establecimiento de medidas para mejorarlo, separando 
procesados y reclusos, estableciendo facilidades especiales para 
menores y mujeres, desarrollando un servicio científico de diagnóstico 
criminológico, y mejorando la capacidad de contacto del penado con 
su familia, con la producción, su formación y su reinserción social. 
 
La Comisión, sobre la base de denuncias e informaciones que había 
recibido, consideró que aún existían aspectos dignos de ser esclarecidos con 
respecto a la situación de los derechos humanos de los habitantes de Panamá. 
Entre esas preocupaciones señalaban: 
 
1. La situación legal y procesal de todas las personas privadas de su 
libertad a partir de la intervención militar de Estados Unidos y su 
tratamiento mientras se encuentran en prisión. 
2. La posibilidad de los familiares de los fallecidos trágicamente en la 
lucha armada del 20 de diciembre de 1989, de tener acceso a 
información y entrega de los despojos de las víctimas, y los esfuerzos 
del gobierno en garantizar esos derechos. 
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3. Cualquier posible violación de derechos humanos que pueda haber 
ocurrido durante, después y como consecuencia de los hechos del 20 
de diciembre de 1989. 
4. Que se hayan tomado todas las medidas necesarias para que no se 
reproduzcan por parte de organismos o agentes del Estado, las 
prácticas denunciadas en el Informe Especial de la Comisión de 
septiembre de 1989, como atentatorias de los derechos enunciados en 
el Pacto de San José, y en especial, las referidas a los malos tratos, 
torturas y atentados a los derechos a la vida, la integridad y la 
propiedad, y de asociación. 
5. El establecimiento de un Poder Judicial competente, imparcial y ágil, 
capaz de garantizar el cumplimiento de los derechos reconocidos en el 
Pacto de San José y la legislación panameña, y en especial, el 
reforzamiento de la carrera judicial que permita la independencia de 
los magistrados. 
6. Que se efectúen los esfuerzos necesarios por parte del gobierno para la 
plena vigencia del artículo 23 sobre Derechos Políticos de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, de manera que se 
establezca plenamente la democracia representativa establecida en la 
Constitución de Panamá, que fuera tan seriamente vulnerada en las 
últimas dos décadas como lo indica la Comisión. 
 
Así mismo, la Comisión desea señalar, a la luz de los principios del 
Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, los efectos negativos que 
la política gubernamental anterior en Panamá (Noriega), y las sanciones 
económicas establecidas por el gobierno de los Estados Unidos, han infligido 
sobre la población de menores recursos de ese país. 
 
Consideramos que el gobierno de Manuel A. Noriega violó principios 
fundamentales del derecho humano, lo cual fue claramente señalado por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, lo que evidentemente hace que 
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el General Noriega no sea una víctima en el régimen panameño. Al General 
Noriega lo señalaron de ejecutar o mandar a ejecutar asesinatos, torturas, y 
acciones violatorias del Derecho Humano que no deben ser ignorados, pero 
tampoco considerados como una justificación para el uso de la fuerza armada.   
 
3. Casos de violación del Derecho Internacional Humanitario por el 
Gobierno de Bush 
 
Durante las primeras horas, la invasión norteamericana se concentró en los 
cuarteles y barrios aledaños a la ciudad de Panamá. La población fue masacrada, 
torturada física y psicológicamente, y finalmente, despojadas de sus hogares y 
enseres acumulados en toda una vida de trabajo.  
 
Con la clara intención de borrar las evidencias de este delito internacional, 
el ejército norteamericano impidió el paso de la Cruz Roja hacia El Chorrillo, 
hasta el 24 de diciembre.41  
 
En la ciudad de Colón, la Coordinadora de los Derechos Humanos 
(COPODEHUPA), recogió un valioso conjunto de testimonios que describe de 
manera conmovedora, la saña con que el ejército norteamericano atacó a la 
población civil panameña.42 
 
Según cifras y comentarios de los propios norteamericanos, en pocas horas 
habían muerto, comparativamente, más panameños que norteamericanos durante 
toda la guerra de Vietnam. 
  
La agresión de la población civil tiene un propósito claro: la de asegurarle 
a los norteamericanos, mediante el terror, una paz de cementerio que les garantice 
sus intereses, sobradamente, llegar y pasar el año 2000.43  
 
                                                 
41 Tomado de la Revista cultural Lotería, 1994, p: 35. 
42 Ibidem, 1994, p: 45. 
43 Ibidem, 1994, p: 395. 
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Para un escritor panameño, el caso de la invasión, en cuanto a la capacidad 
militar de ambos, las FDP por un lado y los soldados americanos por otro, es 
como si Italia jugara contra el equipo de fútbol de un barrio de obreros mandase 
su selección nacional. Querer ganar no significa tener que masacrar. Aquí se 
probaron armas y aviones de la más reciente recolección tecnológica, como el 
avión “Stealth bomber”, por ejemplo, por puro ejercicio gimnástico, porque la 
gracia de este avión es ser invisible al radar y en Panamá los únicos radares que 
hay, los controlaban ellos mismos.44 De conformidad a este argumento, las 
ventajas de la FDP eran limitadas. Los Estados Unidos podían exhibir lo mejor de 
su tecnología militar, pero sobre todo, podría demostrar al mundo, quien 
determinaba las reglas del juego. 
 
Panamá se convirtió en un nuevo campo de exposición, destacando nuevas 
técnicas y formas de combate, demostrando su superioridad y unipolaridad militar 
en el mundo. En Panamá se probó, en combate, el nuevo helicóptero “Apache”, 
más moderno y sofisticado que el Cobra, y que fue diseñado para combatir los 
tanques del Pacto de Varsovia. Hay que destacar que sólo el computador que lleva 
el Apache cuesta un millón de dólares. Allí se probó un nuevo chaleco antibalas 
más liviano y delgado, pero más fuerte que los anteriores. 
 
También se aplicó una nueva arma que cada día se la perfecciona más, es 
la llamada “Guerra Psicológica”, es psicológica, ya que significa infundir terror, 
infundir pánico, desmoralizar a la gente, hacerle añicos su voluntad combativa. Y 
eso se logra convenciendo al adversario de que no se van a tomar prisioneros, 
porque se les dará un tiro en la sien allí mismo. Circularon muchos testimonios de 
gente que presenció ejecuciones. Los yanquis mataban a los prisioneros, incluso 
aquellos que se habían rendido, entregando voluntariamente sus armas. Algunos 
aviones despegaban cargados de prisioneros y regresaban al ratito ya vacíos. 
Cuando se exhumaron los restos de algunos patriotas enterrados en la fosa común 
                                                 
44 Ibidem, 1994, p: 404. 
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situada en el cementerio del Jardín de Paz, se encontraron muchos muertos con las 
manos atadas a la espalda y con un tiro en la cabeza.45 
 
La verdad es que no se sabe cuantos fueron los muertos de la invasión. 
Unos dicen que fueron tres mil, otros más de diez mil. Muchos familiares 
enterraron sus muertos en el patio de sus casas y no los reportaron. Les daba 
miedo hacerlo. Al gobierno no le gusta que aumente su culpa, ni la del invasor, y 
no tiene interés en averiguar la cifra exacta que mide la dignidad del pueblo y de 
su propia infamia. Los propios periodistas norteamericanos, a los que no se les dio 
acceso a la invasión, se quejan de que no se haya dado una cifra correcta de los 
muertos. Todos dan por descontado, por supuesto, que es bien falsa esa cantidad 
ridícula que las autoridades yanquis alegaron. 
 
El criterio cuantitativo no es el adecuado para medir o contabilizar aquello 
que no son cosas ni objetos. No se puede medir los hijos, ni cuantificar la 
inteligencia o el amor. No se puede contar los muertos. La invasión no fueron 
números, fueron gentes, muertos, desesperación, injusticia, terror, infamia, 
vergüenza, humillación, rabia y odio.   
 
Los barrios populares fueron campo de experimentación, figuras de tiro 
donde se  ensayaron armas nuevas. Y no sobre blancos de papel y cartón, sino de 
carne y hueso; fueron armas que han ideado durante los quince años después de su 
experiencia en el Vietnam, que tanto les enseñó.  
 
Hubo un reproche generalizado contra las Fuerzas de Defensa por no 
haber dado la pelea. Les llaman cobardes a los soldados, y particularmente, a los 
oficiales. Las Fuerzas de Defensa no estuvieron a la altura de lo que se esperaba 
de ellos.46 
 
                                                 
45 Ibidem, 1994, p: 405. 
46 Revista Cultural Lotería, 1994, p: 407-408. 
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La invasión a Panamá fue la operación más importante y de mayor calibre 
de los Estados Unidos desde su guerra contra el Vietnam. Fue la invasión de la 
potencia militar más grande, moderna y sofisticada del mundo, contra un país 
minúsculo y subdesarrollado que no tiene ni un solo avión militar, ni un solo 
cañón con la tecnología de su adversario. A pesar de todo, no quiso doblegarse y 
arrodillarse y humillarse más de lo que ya lo estaba. Y ya lo estaba bastante como 
todo país dependiente. 
 
La intención de los estrategas norteamericanos fue la de paralizar con el 
terror a toda la región, no sólo a Panamá. Desde luego que fue un mensaje para 
Nicaragua y Cuba, pero sobretodo, para Nicaragua, que en ese momento estaba en 
plena campaña electoral. Era un claro mensaje para el nicaragüense que fue a las 
urnas con un revolver cargado y amartillado apuntándole en la sien, amenazado 
de muerte, él y toda su familia. En caso de que los resultados de las elecciones no 
fueran los esperados por la administración norteamericana.47 
 
Para nosotros, Panamá es un claro y vivo ejemplo de cómo se violan los 
Derechos Humanos de un país y el de su población. Fue algo monstruoso 
ensañarse en contra de civiles, y principalmente, de niños indefensos e inocentes. 
Para aquellos que sobrevivieron, seguramente vivieron los peores momentos de su 
vida, convirtiendo sus experiencias vividas en pesadillas que nunca podrán 
olvidar, y mucho menos, recuperar lo que alguna vez fueron de ellos.  
 
La población fue atacada sin piedad por los norteamericanos que sólo 
buscaban, entre otras cosas, probar la calidad de su armamento bélico sin 
importarles a quien atacaban. Lo que nos llama la atención de esta acción es 
observar como es posible que un país sea capaz de intervenir militarmente y hacer 
lo que quiera en otro país sin que nadie sea capaz de impedir esta acción. Lo que 
nos lleva a pensar que no hay una organización realmente eficiente que castigue e 
impida este tipo de acciones. Lo que la historia nos a demostrado siempre es que 
los Estados Unidos hacen lo que quieren en cualquier momento, sobre todo, 
                                                 
47 Ibidem, 1994, p: 512. 
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cuando ellos consideran que su zona de influencia no actúa de acuerdo a su 
voluntad o expectativas; cuando ven que sus intereses nacionales y geopolíticos 
están en peligro; y cuando sus zonas de influencia se ven amenazados. 
 
Lo único que hacen los demás países es estar de espectadores, y 
posteriormente, se pronuncian en contra de la acción tomada por los Estados 
Unidos, pero cuando el daño ya esta hecho, no vale de nada tratar de corregir lo 
que pasó, porque es irreversible. Aunque los Estados Unidos siempre busca la 
manera de remediar el daño causado a través de una compensación, a lo que ellos 
llaman ayuda económica, para los países que ellos mismos han destruido. Es 
inconcebible como después del daño causado tratan de remediar sus hechos con 
dinero. 
 
Este tipo de situaciones nos hace razonar que lo establecido en la Carta de 
la ONU y la OEA, Organizaciones de las cuales los Estados Unidos es miembro, 
es pura retórica y que sólo está en un papel, porque si se trata de una 
superpotencia como los Estados Unidos, no pueden dichas Organizaciones frenar 
prematuramente el uso de la fuerza, y cuando ésta se consuma, tampoco pueden 
sancionar a dicho infractor de los principios del Derecho Internacional.        
 
4. Artículos violados de las Cartas de la ONU y de la OEA 
 
Según las Cartas de la ONU y la OEA, cualquiera que haya sido el motivo, 
las fuerzas militares norteamericanas no tenían justificación alguna para intervenir 
agresivamente en la República de Panamá. Ninguna potencia tiene potestad para 
agredir impunemente a ningún país, sea cual fuera los motivos de intervención o 







a. Organización de las Naciones Unidas (ONU) 
 
Para esta sección tomamos muy en cuenta la Carta Constitutiva de la 
Organización de las Naciones Unidas.48 De este modo, recopilamos los artículos 
violados en dicha Carta, por los Estados Unidos en su intervención militar en 
contra de Panamá, que a continuación señalamos. 
 
Retomados del Capítulo I, los siguientes artículos violados: 
 
Arto. 1. Inciso No. 1 Mantener la paz y la seguridad internacionales y con 
tal fin: tomar medidas colectivas eficaces para prevenir y eliminar amenazas a la 
paz, y para suprimir actos de agresión u otros quebrantamientos de la paz; y lograr 
por los medios pacíficos y de conformidad con los principios de la justicia y el 
derecho internacional, el ajuste o arreglo de controversias o situaciones 
internacionales susceptibles de conducir a quebrantamientos de la paz.  
 
Estos fueron violados cuando los Estados Unidos y Panamá, utilizan la 
fuerza armada para resolver sus controversias, el 20 de diciembre. La comunidad 
internacional, al percibir los primeros indicios de un conflicto entre los EEUU. y 
el régimen de Panamá, tenían que tomar medidas al respecto, a fin de mantener la 
paz y la seguridad internacionales. 
 
Inciso No. 2 Fomentar entre las Naciones relaciones de amistad basadas 
en el respeto al principio de la igualdad de derechos y al de la libre determinación 
de los pueblos, y tomar otras medidas adecuadas para fortalecer la paz universal. 
 
Inciso No. 3 Realizar la cooperación internacional en la solución de 
problemas internacionales de carácter económico, social, cultural o humanitario, y 
en el desarrollo y estimulo del respeto a los derechos humanos y al respeto de las 
                                                 
48 Tomado de Orlando Guerrero Mayorga, “Recopilación de texto básicos de derecho 
internacional publico”. 1999, p: 4-39. Donde cita la Carta de las Naciones Unidas adoptada en San 
Francisco, el 26 de Junio de 1945. 
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libertades de todos, sin hacer distinción sin motivo de raza, sexo, idioma o 
religión. 
 
Cuando al pueblo panameño le corresponde resolver sus conflictos 
internos sin inherencia de los Estados Unidos (presión económica y política), sino 
tratar de buscar medios cooperativos entre los países. 
 
Arto. 2. Inciso No. 1 La Organización está basada en el principio de la 
igualdad soberana de todos sus Miembros. 
 
Inciso No. 2 Los Miembros de la Organización a fin de asegurarse los 
derechos y beneficios inherentes a su condición de tales, cumplirán de buena fe 
las obligaciones contraídas por ellos de conformidad con esta Carta. 
 
Inciso No. 3 Los Miembros de la Organización arreglarán sus 
controversias internacionales por medios pacíficos, de tal manera que no se 
pongan en peligro ni la paz y la seguridad internacionales, ni la justicia. 
 
Inciso No. 4 Los Miembros de la Organización en  sus relaciones 
internacionales, se abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza  
contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado, o 
en cualquier otra forma  incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas. 
 
No agotaron todos los medios de la negociación entre las partes; los 
EE.UU. utilizó la fuerza para cumplir sus objetivos en territorio soberano 
(Panamá).  
 
También fueron violados los artículos  del Capítulo VI, que esta referido al 
Arreglo Pacífico de las controversias. 
 
Arto. 33. Inciso No. 1 Las partes en una controversia, cuya continuación 
sea susceptible de poner en peligro el mantenimiento de la paz y la seguridad 
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internacionales, tratarán de buscarle solución, ante todo, mediante la negociación, 
la conciliación, el arbitraje, el arreglo judicial, el recurso a organismos o acuerdos 
regionales u otros medios pacíficos de su elección.    
 
Inciso No. 2 El Consejo de Seguridad, si lo estimare necesario, instará a 
las partes a que arreglen sus controversias por dichos medios. 
 
Fueron violados, cuando no utilizaron éstos medios de solución. Aunque 
la negociación Michael Kozar, en un principio demuestra la voluntad de las 
partes, no continuaron buscando otros medios. No llevaron el conflicto al 
conocimiento del Consejo de Seguridad, para que este órgano tome las medidas 
pertinentes, tampoco autorizó la invasión. 
 
Fueron violados los artículos concernientes al Capítulo VII, referido a la 
acción en caso de amenazas a la paz; quebrantamientos de la paz o actos de 
agresión. 
 
Arto. 39 El Consejo de Seguridad determinará la existencia de toda 
amenaza a la paz, quebrantamiento de la paz o acto de agresión, y hará 
recomendaciones o decidirá que medidas serán tomadas de conformidad con los 
artículos 41 y 42, para mantener o restablecer la paz y la seguridad 
internacionales.  
 
Arto. 40 A fin de que la situación se agrave, el Consejo de Seguridad, 
antes de hacer las recomendaciones o decidir las medidas de que trata el artículo 
39, podrá instar a las partes interesadas a que cumplan con las medidas 
provisionales que juzgue necesarias o aconsejables. Dichas medidas provisionales 
no perjudicarán los derechos, las reclamaciones o la posición de las partes 
interesadas. El Consejo de Seguridad tomará debida nota del incumplimiento de 
dichas medidas provisionales. 
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Arto. 41 El Consejo de Seguridad podrá decidir que medidas que no 
impliquen el uso de la fuerza armada han de emplearse para hacer efectivas sus 
decisiones, y podrá instar a los Miembros de las Naciones Unidas a que apliquen 
dichas medidas, que podrán comprender la interrupción total o parcial de las 
relaciones económicas y de las comunicaciones ferroviarias, marítimas, aéreas, 
postales, telegráficas, radioeléctricas, y otros medios de comunicación, así como 
la ruptura de relaciones diplomáticas. 
 
Arto. 42 Si el Consejo de Seguridad estimare que las medidas de que trata 
el artículo 41 pueden ser inadecuadas o han demostrado serlo, podrá ejercer, por 
medio de fuerzas aéreas, navales o terrestres, la acción que sea necesaria para 
mantener o restablecer la paz y la seguridad internacionales. Tal acción podrá 
comprender demostraciones, bloqueos y otras operaciones ejecutadas por fuerzas 
aéreas, navales o terrestres de Miembros de las Naciones Unidas. 
 
No tomaron en cuanta las atribuciones del Consejo de Seguridad, sino que 
directamente, los Estados Unidos utilizó la fuerza. 
 
 Hay que hacer especial mención a la violación del PRINCIPIO DE LA 
LIBRE DETERMINACION DE LOS PUEBLOS. Con la intervención 
norteamericana en Panamá fue violado dicho principio que está expresado en  la 
Carta de la ONU, en el Arto. 1. 2 como uno de los propósitos de la Organización 
para “fomentar entre las naciones relaciones de amistad basadas en el respeto al 
Principio de la igualdad de Derechos y al de la Libre Determinación de los 
Pueblos […]”.49 También hay mención del principio en el Arto. 55 e 
implícitamente contenido en los Capítulos XI, XII y XIII  de la Carta. 
 
Posteriormente, la formulación del Principio de la Libre Determinación de 
los Pueblos fue desarrollada en la Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea 
General de la ONU del 24 de octubre de 1970, que contiene la “Declaración de 
los Principios de Derecho Internacional referente a las Relaciones  de Amistad y 
                                                 
49 Ibidem.  
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Cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de la ONU”. Se 
establece:50 
 
“En virtud del principio de la igualdad de derechos y de la libre 
determinación de los pueblos, consagrado en la Carta de las Naciones Unidas, 
todos los pueblos tienen el derecho de determinar libremente, sin injerencia 
externa, su condición política y de procurar su desarrollo económico, social y 
cultural, y todo Estado tiene el deber de respetar ese derecho de conformidad con 
las disposiciones de la Carta”. 
 
Todo Estado tiene el deber de promover, mediante acción conjunta o 
individual, la aplicación del principio de la igualdad de derechos y de la libre 
determinación de los pueblos, de conformidad con las disposiciones de la Carta, y 
de prestar asistencia a las Naciones Unidas en el cumplimiento de las obligaciones 
que se le encomiendan por la Carta respecto de la aplicación de dicho principio, a 
fin de fomentar las relaciones de amistad y la cooperación entre los Estados. 
 
Todo Estado tiene el deber de promover, mediante acción conjunta o 
individual, el respeto universal de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales, y la efectividad de tales derecho y libertades de conformidad con 
la Carta. 
 
El establecimiento de un Estado soberano e independiente, la libre 
asociación o integración con un Estado independiente, o la adquisición de 
cualquier otra condición política, libremente decidida por un pueblo, constituyen 
formas del ejercicio del derecho de libre determinación de ese pueblo. 
 
Todo Estado tiene el deber de abstenerse de recurrir a cualquier medida de 
fuerza que prive a los pueblos, antes aludidos en la formulación del presente 
principio, de su derecho a la libre autodeterminación y a la libertad y a la 
independencia. En los actos que realicen y en la resistencia que opongan contra 
                                                 
50 Ibidem, 1999, p: 97-98. 
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esas medidas de fuerza con el fin de ejercer su derecho a la libre determinación, 
tales pueblos podrán pedir y recibir apoyo de conformidad con los propósitos y 
principios de la Carta. 
 
Todo Estado se abstendrá de cualquier acción dirigida al quebrantamiento 
total o parcial de la unidad nacional e integridad territorial de cualquier otro 
Estado o país.  
 
También se violan la sección sobre el principio que establece que los 
Estados, en sus relaciones internacionales, se abstendrán de recurrir a la amenaza 
o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de 
cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los propósitos de las 
Naciones Unidas; la sección sobre el principio de que los Estados arreglarán sus 
controversias internacionales por medios pacíficos, de tal manera que no se 
pongan en peligro ni la paz y la seguridad internacionales, ni la justicia; la sección 
sobre el principio relativo a la obligación de no intervenir en los asuntos que son 
de la jurisdicción interna de los Estados, de conformidad con la Carta; la sección 
de la obligación de los Estados de cooperar entre sí, de conformidad con la Carta; 
y otras secciones de la Declaración 2625.  
 
 Estos fueron violados, cuando los Estados Unidos no tomaron en cuenta 
que como Estado soberano e independiente, Panamá tiene que resolver sus 
asuntos interno y externos sin inherencia de cualquier otro Estado, a menos que 
ponga en peligro la paz. Además, no se usó los medios de solución pacífica. 
 
 Por otra parte, también, fueron violados artículos de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, éstos artículos son: 51 
 
Arto. 3 Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la 
seguridad de su persona.  
                                                 
51 Adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A (III), de 10 de 
diciembre de 1948. Tomado de Orlando Guerrero Mayorga, Op. Cit., 1999, p: 45-50. 
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Arto. 8 Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los 
tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que viole sus 
derechos fundamentales reconocidos por la Constitución o por la ley. 
 
Arto. 9 Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado. 
 
Arto. 10 Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a 
ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, 
para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de 
cualquier acusación contra ella en materia penal. 
 
Arto. 12 Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su 
familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su 
reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales 
injerencias o ataques. 
 
Cuando el General Noriega lo capturaron y llevaron a los Estados Unidos 
a ser juzgado, cuando corresponde a los tribunales nacionales estas atribuciones. 
Así también, con el ataque armada, murieron gente inocente, civiles, que no 
estaban preparados para un ataque. 
 
Arto. 19 Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de 
expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, 
el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin 
limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión. 
 
Arto. 20. 1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de 
asociación pacífica. 
  
 Los Estados Unidos utilizó la información de los medios, para transmitir el 
juramento de Guillermo Endara, horas antes de la invasión, pero realmente fue 
dos horas después. 
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 En el caso del gobierno de Manuel A. Noriega fueron violados los 
artículos del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Los cuales 
establecen:52  
 
Arto. 1. 1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En 
virtud de este derecho establecen libremente su condición política y proveen, 
asimismo, a su desarrollo económico, social y cultural. 
 
 Cuando la voluntad del pueblo panameño fue burlada con el fraude 
electoral de 1984 y 1989. 
 
Arto. 6. 1. El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este 
derecho estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida 
arbitrariamente. 
 
Arto. 7 Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes. 
 
Arto. 9. 1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad 
personales. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie 
podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por la ley y con 
arreglo al procedimiento establecido en ésta. 
 
Arto. 19. 1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones.  
 
 2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho 
comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda 
índole sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma 
impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 
 
                                                 
52 Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en la resolución 
2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966. Ibidem, 1999, p: 60-76. 
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 Estos artículos fueron violados, cuando con las torturas y asesinatos de 
figuras como: Hugo Spadafora, Moisés Giroldi, Leonidas Macias, etc. Se 
clausuraron los medios de comunicación en julio de 1987, (La Prensa, Quiubo, 
Extra, El Siglo, Radio KW Continente, Radio Mundial y Radio Impacto). 
 
Arto. 25. a. Participar en la dirección de los asuntos públicos, 
directamente o por medio de representantes libremente elegidos; 
 
b. Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por 
sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la 
voluntad de los electores; 
 
c. Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones 
públicas de su país. 
 
El pueblo debe elegir libremente a sus candidatos; se violó estos artículos, 
con el fraude electoral de 1989. 
 
Consideramos que cada país debe buscar los medios de resolver sus 
problemas internos como mejor les parezca. De tal manera, que ningún país 
extranjero tiene el derecho de intervenir e influenciar en la soberanía y en las 
políticas internas y externas de otros Estados soberanos. Esta es una lección que 
los Estados Unidos no acaba de entender. 
 
b. Organización de los Estados Americanos (OEA) 
 
En la Carta de la Organización de Estados Americanos fueron violados, 
por los Estados Unidos, los siguientes artículos:53 
 
                                                 
53 Ibidem. 1999, p: 148-179. Donde cita la Carta de la Organización de los Estados Americanos, 
Secretaría General, 1996. 
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Arto. 2 La Organización de los Estados Americanos, para realizar los 
principios en que se funda y cumplir sus obligaciones regionales de acuerdo con 
la Carta de las Naciones Unidas, establece los siguientes propósitos esenciales. 
 
a. Afianzar la paz y la seguridad del Continente. 
b. Promover y consolidar la democracia representativa dentro del respeto al 
principio de no-intervención. 
c. Prevenir las posibles causas de dificultades y asegurar la solución 
pacífica de controversias que surjan entre los Estados miembros. 
d. Procurar la solución de los problemas políticos, jurídicos y económicos 
que se susciten entre ellos. 
 
Del Capítulo II, referente a los principios, fueron violados los siguientes:                                 
 
Arto. 3 Los Estados americanos reafirman los siguientes principios: 
 
a. El derecho internacional es norma de conducta de los Estados en sus 
relaciones recíprocas. 
b. El orden internacional está, esencialmente, constituido por el respeto a la 
personalidad, soberanía e independencia de los Estados, y por el fiel 
cumplimiento de las obligaciones emanadas de los tratados y de otras 
fuentes del derecho internacional. 
c. La buena fe debe regir las relaciones de los Estados entre sí. 
d. La solidaridad de los Estados Americanos y los altos fines que con ella 
se persiguen, requieren la organización política de los mismos sobre la 
base del ejercicio efectivo de la democracia representativa. 
e. Todo Estado tiene derecho a elegir, sin injerencias externas, su sistema 
político, económico y social, y a organizarse en la forma que más le 
convenga, y tiene el deber de no intervenir en los asuntos de otro Estado. 
Con sujeción a lo arriba dispuesto, los Estados Americanos cooperarán 
ampliamente entre sí y con independencia de la naturaleza de sus 
sistemas políticos, económicos y sociales. 
 123
f. La eliminación de la pobreza crítica es parte esencial de la promoción y 
consolidación de la democracia representativa, y constituye 
responsabilidad común y compartida de los Estados Americanos. 
g. Los Estados Americanos condenan la guerra de agresión: la victoria no 
da derechos. 
h. La agresión a un Estado Americano constituye una agresión a todos los 
demás Estados Americanos. 
i. Las controversias de carácter internacional que surjan entre dos o más 
Estados Americanos deben ser resueltas por medio de procedimientos 
pacíficos. 
 
Estos fueron violados con las sanciones económicas, presiones políticas y 
la invasión de soldados americanos en Panamá. 
 
Del Capítulo IV, que se refiere a los Derechos y Deberes Fundamentales 
de los Estados, fueron violados los siguientes artículos: 
 
Arto. 16 Cada Estado tiene el derecho a desenvolver libre y 
espontáneamente su vida cultural, política y económica. En este libre 
desenvolvimiento el Estado respetará los derechos de la persona humana y los 
principios de la moral universal. 
 
Arto. 18 Ningún Estado o grupo de Estados tiene derecho de intervenir, 
directa o indirectamente, y sea cual fuere el motivo, en los asuntos internos o 
externos de cualquier otro. El principio anterior excluye no solamente la fuerza 
armada, sino también cualquier otra forma de injerencia o de tendencias 
atentatoria de la personalidad del Estado, de los elementos políticos, económicos 
y culturales que lo constituyen. 
 
Arto. 19 Ningún Estado podrá o estimular medidas coercitivas de carácter 
económico y político para forzar la voluntad soberana de otro Estado y obtener de 
éste ventajas de cualquier naturaleza. 
 124
Arto. 20 El territorio de un Estado es inviolable; no puede ser objeto de 
ocupación militar ni de otras medidas de fuerza tomadas por otro Estado, directa o 
indirectamente, cualquier que fuere el motivo, aun de manera temporal. No se 
reconocerán las adquisiciones territoriales o las ventajas especiales que se 
obtengan por la fuerza o por cualquier otro medio de coacción. 
 
 Arto. 21 Los Estados americanos se obligan en sus relaciones 
internacionales a no recurrir al uso de la fuerza, salvo el caso de legítima defensa, 
de conformidad con los tratados vigentes o en cumplimiento de dichos tratados. 
 
Los Estados Unidos utilizó la fuerza armada en un territorio soberano sin 
ser provocado por el ejército de dicho país, por lo cual, EE.UU. no puede 
justificar legítima defensa. 
 
Del Capítulo V, referente a la solución pacífica de controversias, fueron 
violados los siguientes artículos: 
 
Arto. 23 Las controversias internacionales entre los Estados miembros 
deben ser sometidas a los procedimientos de solución pacífica señalas en esta 
Carta.  
 
Arto. 25 Cuando entre dos o más Estados americanos se suscite una 
controversia que, en opinión de uno de ellos, no pueda ser resuelta por los medios 
diplomáticos usuales, las Partes deberán convenir en cualquier otro procedimiento 
pacífico que les permita llegar a una solución. 
 
No se tomaron en cuenta los medios de solución pacífica de controversia 
como: mediación, conciliación, arbitraje, buenos oficios. Tampoco llamaron a la 
observación de las organizaciones internacionales. 
 
Así mismo, el gobierno del General Noriega viola las Normas para la 
Protección de los Derechos Humanos en el Sistema Interamericano: 
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Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, los siguientes 
artículos:54 
 
 Del Capítulo I, sobre los Derechos: 
 
Arto. I Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la 
integridad de su persona. 
 
Arto. IV Toda persona tiene derecho a la libertad de investigación, de 
opinión y de expresión y de difusión del pensamiento por cualquier medio. 
 
Arto. XXII Toda persona tiene el derecho de asociarse con otras para 
promover, ejercer y proteger sus intereses legítimos de orden político, económico, 
religioso, social, cultural, profesional, sindical o de cualquier otro orden. 
 
 Estos fueron violados, cuando se cometió actos de asesinato; los medios 
de comunicación fueron clausurados, algunos pidieron asilo político, por falta de 
libertad de prensa y su oposición al régimen; se suprimió la voluntad de 
asociación, huelgas, etc. 
 
 De la Convención Americana sobre Derechos Humanos, fueron 
quebrantados los siguientes artículos:55 
 
 Del Capítulo II, que hace referencia a los derechos civiles y políticos, 
tenemos: 
 
Arto. 4. 1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este 
derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la 
concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente.  
                                                 
54 Aprobada en la Novena Conferencia Internacional Americana, Bogotá, Colombia, 1948. Ibidem, 
1999, p: 180-186. 
55 Suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, en la Conferencia Especializada 
Interamericana sobre Derechos Humanos. Ibidem, 1999, p: 187-210. 
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Arto. 5. 1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad 
física, psíquica y moral. 
 
 3. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el 
respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 
 
 Se conocieron casos de torturas y asesinatos, ya mencionadas antes. 
 
Arto. 13. 1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de 
expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir 
información e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea 
oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro 
procedimiento de su elección. 
 
3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios 
indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para 
periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la 
difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir 
la comunicación y la circulación de ideas y opiniones. 
 
Arto. 16. 1. Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con 
fines ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, 
deportivos o de cualquier otra índole. 
 
 Los medios fueron rodeados por soldados panameños y se clausuraron sus 
publicaciones por sus ideas y críticas a la dictadura de Noriega.  
 
Arto. 21. 1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La 
ley puede subordinar tal uso y goce al interés social. 
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Arto. 23. 1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos 
y oportunidades: 
 
a. De participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o 
por medio de representantes libremente elegidos; 
b. De votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas 
por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre 
expresión de la voluntad de los electores, y; 
c. De tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones 
públicas de su país. 
 
Los ciudadanos fueron a ejercer su derecho al voto, sin embargo, sus votos 
fueron anulados, ya que el régimen del General Noriega había cometido fraude 
electoral.  
 
Consideramos que todos los Estados se deben abstener de realizar 
cualquier acción dirigida al quebrantamiento total o parcial de la unidad nacional 
e integridad territorial de algún otro Estado. 
 
En ambas Cartas de las Organizaciones Internacionales (ONU y OEA), los 
principios y propósito descansan en “Mantener la Paz y la Seguridad 
Internacionales” que a través de los años se ha buscado por todo los medios 
legales de apegarse a lo que establecen dichas Cartas, pero consideramos que una 
de las debilidades que tienen estas Organizaciones, es que si bien es cierto tienen 
un mecanismo coercitivo que obligue a los Estados miembros a cumplir los 
compromisos internacionales que adquirió con dichas Organizaciones, también es 
cierto que por la influencia y liderazgo que ejercen los Estados miembros 
permanentes del Consejo de Seguridad, de acuerdo con sus intereses, pueden 
vetar una resolución sancionadora en contra del Estado infractor de la Carta de la 
ONU; y en el Sistema de Seguridad Colectiva Regional, puede el Estado 
Hegemónico, los Estados Unidos, impedir el funcionamiento del Tratado 
 128
Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR), para aplicar medidas coercitivas 
en contra de un Estado infractor de la Carta de la OEA. 
 
Por lo tanto, al existir este vacío, algunos Estados han agredido a otros 
Estados sin medir las consecuencias de sus acciones, y además, porque saben que 
la única condena que pueden recibir es una crítica de parte de la Comunidad 
Internacional o una sanción política y moral.  
 
Todos los artículos que señalábamos anteriormente fueron claramente 
violados, tanto por parte del gobierno de los Estados Unidos como por el gobierno 
del General Noriega en lo que anteriormente indicamos. Consideramos que si el 
objetivo de estas dos Organizaciones Internacionales es mantener la paz y la 
seguridad de las Naciones, y cuando dicho objetivo no es alcanzado, la 
Organización realiza una labor precaria y pierde legitimidad. Esta posición es en 
cierta forma  radical, pero creemos que muchas personas estarían de acuerdo con 
esta afirmación. Aunque pensamos que tratan de hacer lo que está dentro de sus 
posibilidades porque no hay que menospreciar el esfuerzo que realizan, ya que si 
estas instituciones no existieran, se hubieran registrado múltiples guerras e 
intervenciones generalizadas que llevarían a la humanidad al borde del precipicio 
y del holocausto nuclear. 
 
C. Incidencia del conflicto en Centroamérica 
 
Con la invasión de los Estados Unidos a Panamá, el pasado 20 de 
diciembre, culminó un año de agravación de la crisis de Centroamérica, que 
durante 1989, vio estancarse el Plan de paz de Esquipulas II, formulado dos años 




Al firmar en agosto de 1987, Esquipulas II, los presidentes 
centroamericanos proclamaron haber tomado en sus manos el destino de esta 
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convulsionada región, para resolver mediante la negociación política una década 
de conflictos armados.  
 
Estos dos elementos básicos de Esquipulas II, la independencia frente a 
Washington, y la preeminencia del diálogo sobre la solución militar, fueron 
anulados brutalmente por los Estados Unidos cuando decidió enviar a Panamá 
más de 24,000 soldados para derrocar al General Manuel A. Noriega. Frente a la 
invasión norteamericana, los gobiernos del área, a excepción de Nicaragua, 
reaccionaron tímidamente sin ser capaces de alzar sus voces ante la acción de 
Washington. 
 
El presidente de Costa Rica, Oscar Areas, que fue galardonado con el 
premio Nóbel de la Paz en 1987, por ser el gestor de Esquipulas II, se vio inhibido 
en condenar abiertamente la invasión norteamericana limitándose a “deplorar” el 
impresionante operativo del gobierno norteamericano.56 
 
Las reiteradas proclamas de Areas, en el sentido de que en cualquier caso, 
la solución negociada debe imponerse a la militar y de que los centroamericanos 
deben tomar el destino de la región en sus manos, no se escucharon en esta 
oportunidad. Apenas dos semanas antes de la invasión, los presidentes 
centroamericanos habían emitido en Costa Rica, una condena a la guerrilla 
salvadoreña por la ofensiva nacional que lanzó el 11 de noviembre, contra el 
gobierno de Cristiani. No obstante, las críticas a los métodos violentos para 
solucionar la crisis, tampoco fueron válidas para la invasión americana, producida 
apenas trece días después. 
 
Esta situación abre, a la vez, grandes interrogantes sobre el futuro de 
Nicaragua, cuyo gobierno, asediado desde hace 8 años por Estados Unidos, fue 
prácticamente obligado, dentro del avance de Esquipulas II, a hacer elecciones 
libres en febrero próximo. Según observadores regionales, el presidente de 
Nicaragua, Daniel Ortega, no sólo deberá hacer elecciones, sino perderlas para 
                                                 
56 Luis Dallanegra, Capítulo XXVI, Op. Cit., 1994. 
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tener la aprobación de Washington, que no pareciera dispuesto a  aceptar un 
resultado que no favorezca a la opositora Violeta Barrios, pese a que las encuestas 
la ubican en una reñida posición frente al oficialismo. Para suerte de los 
nicaragüenses, la oposición se llevó la victoria, y no fue necesario otra invasión 
armada en la región centroamericana, si así fuese el caso.57 
 
Las circunstancias en que asumió el poder en Panamá, Guillermo Endara, 
juramentado en una base militar norteamericana el mismo día de la invasión, 
marca también, retroceso de la bandera de independencia que enarbolaron los 
presidentes del istmo, al firmar en Guatemala, Esquipulas II. 
 
Hasta el momento, el gobierno de Endara no sólo a tenido palabras de 
elogio para el gobierno de George Bush por la invasión a su país, evitando 
referirse al tema de la soberanía nacional y a los centenares de civiles que 
murieron por los bombardeos lanzados por los norteamericanos y los miles que 
quedaron sin vivienda.  
 
Entre las primeras medidas, Endara anunció la eliminación de las Fuerzas 
de Defensa de Panamá (FDP), para ser sustituidas por una fuerza policial, lo que 
en esencia significa, desmantelamiento del ejército panameño, encargado, según 
los Tratados Torrijos-Carter, de proteger la importante vía interoceánica del año 
2000. Así mismo, hay que reconocer que el caso de Panamá ha sido importante, 
como precedente frente al tema de las elecciones que se celebraría en febrero de 
1990, en Nicaragua, a fin de mantener la credibilidad de la política exterior 
Norteamérica en América Central.58  
 
La principal consecuencia en Centroamérica fue política, ya que se vio 
afectado el proceso de Esquipulas. Los avances que los países de la región estaban 
acondicionando para integrarse y de esa forma solucionar los problemas políticos, 
económicos, sociales y ecológicos que aquejaban la zona, fueron afectados con la 
                                                 
57 Ibidem, 1994. 
58 Ibidem. 
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intervención norteamericana en Panamá. El único país que se enfrentaba 
directamente a Washington era el gobierno de Nicaragua, que fue uno de los 
principales dolores de cabeza de las administraciones norteamericanas de los años 
80, en la región. En este período, la región centroamericana buscaba las 
soluciones a los problemas de las guerrillas, por lo cual se estaba realizando 
diálogos y negociaciones.  
 
Pensamos que con la intervención en Panamá el proceso se estancó, lo que 
también significó una clara advertencia para los demás países de lo que les 





Las relaciones políticas y económicas entre los Estados Unidos y Panamá 
fueron originadas desde que este último Estado se independizó de Colombia. 
Desde entonces, las pretensiones de los Estados Unidos se fueron enriqueciendo 
hasta llegar a la construcción del Canal de Panamá, llegando a formar un lazo más 
fuerte entre estos dos Países. Sin embargo, entre indiferencias y reclamos, las 
relaciones de estos dos Estados continuaron.  
 
A finales de los 80s, las relaciones entre Panamá y los Estados Unidos 
toman un rumbo desafiante, teniendo como protagonistas al General panameño 
Manuel Antonio Noriega y los presidentes de los Estados Unidos, Ronald Reagan 
y George Bush. El conflicto del General Manuel Noriega con las administraciones 
de Reagan y su sucesor Bush, realizó una escalada de una crisis a otra cuando el 
General Noriega surgía como el hombre fuerte de Panamá, y sus intereses 
personales sobrepasaban los compromisos adquiridos con los americanos (CIA, 
DEA, Pentágono, y la Casa Blanca), y cada injerencia en contra del régimen de 
Noriega acabó con una victoria real para el General. Lo que fortaleció su posición 
dentro de Panamá y lo motivó a desafiar a los Estados Unidos. Siguiendo cada 
triunfo del General Noriega, los Estados Unidos tenían que usar medidas más 
duras; se redefinió el caso que se volvió en una preocupación continuamente más 
grande, ya que no estaba en juego únicamente la captura del General Noriega, 
sino la destrucción de las Fuerzas de Defensa y el combate al narcotráfico. En ese 
período, la imagen de Bush estaba como la de un presidente débil, ya que le 
faltaba habilidad en los asuntos internacionales y no había cumplido con combatir 
la guerra contra las drogas. 
 
Durante las primeras diferencias entre el General Noriega y los Estados 
Unidos, la administración Reagan había decidido presionar a Noriega para que 
modificara su conducta a través de la persuasión y las advertencias. Después de 
las acusaciones en la Florida, quiso quitar a Noriega de su posición poderosa, pero 
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la decisión de Bush de usar la fuerza, trajo consigo  mayores costos políticos y 
económicos y cambios en los objetivos con respecto a Panamá. Las nuevas metas 
eran: quitar a Noriega, destruir su régimen y establecer la democracia en el país.  
 
Inicialmente, la relación entre Noriega y Estados Unidos estaban basadas 
en la ayuda que le proporcionaba Panamá a los Contras (guerrillas nicaragüense), 
para derrocar a los Sandinistas en Nicaragua. Los oficiales americanos ignoraron 
las actividades delictivas de Noriega (lavado de dinero, narcotráfico, asesinatos, 
torturas), y por un largo período de tiempo, le permitió creer que él estaba alejado 
de la persecución de la CIA y de la DEA, siempre y cuando le facilitara toda 
información de actividades de tráfico de drogas, o de ayudar a los contras 
nicaragüenses. El General Noriega pensó que sólo unos cuantos oficiales de 
aquellas agencias norteamericanas, lo querían alejado del poder. Para los 
partidarios del General Noriega en Washington, era difícil entender su amenaza 
creciente para los intereses de los EE.UU.; y Noriega no notó la transformación 
de su persona de un aliado a un enemigo de los Estados Unidos. 
 
En 1989, soldados norteamericanos, bajo la orden de la administración del 
presidente George Bush, invaden el territorio panameño con la excusa de capturar 
al General Manuel Antonio Noriega. Las causas más sobresalientes que llevaron a 
Bush a tomar esta decisión, fue sin duda el fraude electoral celebrado en mayo de 
ese año; la emboscada a soldados americanos; y sobre todo, el hecho de que el 
General Noriega no se rendiría muy fácilmente. 
 
A las políticas de presión americanas y a la poca eficacia y credibilidad de 
las mismas, ya que Noriega se resistía de aceptar dejar el poder y se fortalecía en 
la FDP, esto condujo la invasión a Panamá. Los Estados Unidos preferían una 
solución panameña, como un golpe de las FDP o un levantamiento popular. Los 
oficiales americanos, incluso Bush, y funcionarios de las FDP, comentaban que 
los Estados Unidos ayudarían a los panameños una vez que ellos comenzaran la 
acción. Pero cuando se dio el golpe de Moisés Giroldi y cuando Noriega suprimió 
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las demostraciones públicas brutalmente, EE.UU. hizo muy poco para ayudar a 
las personas involucradas en dichas acciones. 
 
En varias ocasiones, EE.UU. despachó fuerzas a Panamá y dirigieron los 
ejercicios militares; el propósito principal de estas acciones era enviarle un 
mensaje a Noriega. Sin embargo, con la ausencia de la verdadera intención de 
usar la fuerza contra Noriega, sólo reforzó la creencia de que los Estados Unidos 
estaban utilizando la táctica de disuasión. La inflexibilidad de Noriega expuso a la 
administración Bush a los cargos de debilidad e impotencia, que en el futuro 
contribuyó a la decisión de usar la fuerza. 
 
Noriega negoció varias veces con americanos, como las negociaciones con 
Michael Kozak, y oficiales de la OEA. Sin embargo, el pensaba que al aceptar 
esos tratos podría significar la muerte, porque fuera del poder, él podría volverse 
un blanco para los carteles de la droga y otros adversarios políticos. Lo que 
justifica el por qué rechazó todos los tratos ofrecidos, aunque éstos fueran 
ventajosos a su favor.  
 
Todo las negociaciones fueron en vano. Hasta llegar la fecha en que se 
culminaba con el derramamiento de sangre, con la invasión de la madrugada del 
20 de diciembre de 1989, conocido como la Operación “Causa Justa”. La invasión 
al pueblo panameño fue la operación más importante y de mayor calibre de los 
Estados Unidos desde su guerra contra Vietnam. Fue la invasión de la potencia 
militar más grande, moderna y sofisticada del mundo, contra un país minúsculo y 
subdesarrollado que no tenía aviones militares, ni armamento suficientes. Pero 
que no quiso doblegarse y arrodillarse y humillarse más de lo que ya lo estaba. 
Aunque hubo simpatizantes de la invasión, que agradecieron a los militares 
americanos por derrocar a las FDP y capturar a Noriega, las víctimas de la 
agresión militar, son un vivo recuerdo de lo que en verdad se vivió en los pueblos 
pequeños como El Chorrillo. 
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Si hubo ganadores y perdedores o vencedores y vencidos, es difícil señalar 
donde empieza lo uno o lo otro. Pero lo que sí es claro es que aunque Noriega 
fuese un narcotraficante, hubiese negado la legitimidad a las elecciones y otros 
hechos en ese país; es al mismo pueblo a quien corresponde y la ciudadanía en 
general de Panamá, solucionar ese problema interno y doméstico de manera cívica 
o sea a través de elecciones libres o mediante los medios pacíficos de solución de 
controversias que ofrece el Derecho Internacional. La población de América 
Latina, debe y tiene el derecho de elegir libremente al gobierno y sistema político 
que estime conveniente, y de esa forma, poner en práctica el principio de la 
autodeterminación de los pueblos que tanto se predica. 
 
 El Tribunal Electoral de Panamá a posteriori de la asunción del nuevo 
gobierno, derogó su propio Decreto No. 58/89, por el cual anulaba las elecciones 
del 7 de mayo de 1989, y al declararlas válidas, consagró como vencedora a la 
lista que encabezaba el nuevo presidente (Guillermo Endara). Esta lista, según los 
observadores internacionales, fue la que obtuvo mayor apoyo electoral en dichas 
elecciones. 
 
Las incursiones de los Estados Unidos con sus fuerzas militares en 
Panamá, son invasiones hostiles y ordenadas, planeadas estratégicamente, que 
tienen su origen en el dominio político y prolongada posesión del Canal de 
Panamá; única razón verdadera y acorde a sus intereses nacionales. 
 
La invasión de los Estados Unidos a Panamá, la forma en que reaccionó la 
Comunidad Internacional, sobre todo América Latina, tanto en el marco de las 
Naciones Unidas y la Organización de Estados Americanos y otros organismos 
regionales, como el G8 o individualmente; nos deja la familiar y, a la vez, 
desagradable sensación de que, más allá de los crecientes problemas que tiene 
Estados Unidos para controlar el orden hegemónico, aún continúa actuando 
acorde con sus propias imposiciones de seguridad e intereses nacionales, y 
América Latina, salvo emitir declaraciones de principios, nada puede hacer frente 
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a una Superpotencia hegemónica en la preservación de sus esquemas de 
dominación en Centroamérica (su patio trasero). 
 
La intención, de los estrategas norteamericanos, fue la de paralizar con el 
terror a toda la región, no sólo a Panamá, sino también a aquellos que comparten 
o compartían una ideología comunista. Desde luego, que fue un mensaje para 
Nicaragua y Cuba. Pero, sobre todo, para Nicaragua, que en esos momentos 
estaba en plena campaña electoral. Los nicaragüenses fueron a las urnas 
prácticamente amenazados. Dado que se pudiera repetir la historia de Panamá en 
su propio territorio.  
 
Tenía todas las razones para pensar que si ganaban los Sandinistas (en 
febrero de 1990), los Estados Unidos declararían fraudulentas las elecciones e 
invadirían, exactamente como habían hecho en Panamá dos meses antes. Ya 
estaban allí, a media hora de vuelo, los 30,000 soldados yanquis y todo el equipo 
militar, dispuestos a cumplir la orden de sus superiores. Si así ocurrió en Panamá, 
donde no había ningún proyecto revolucionario, era muy probable que sucediera 
en Nicaragua, que estaban haciendo una gran revolución. 
 
Por otro lado, tenemos la repercusión internacional del conflicto conforme 
el Derecho Internacional. Según el Derecho Internacional, claramente señala, que 
los Estados Unidos no tienen ningún derecho con o sin causa o motivo alguno, y 
cualquiera que sea la forma, de intervenir en ninguna región, ni agredir a ningún 
país soberano e independiente. Sin embargo, este principio y otros, fueron 
ignorado por los Estados Unidos en la invasión a Panamá en 1989. Así mismo, se 
violaron los Derechos Humanos en Panamá por el gobierno de Noriega, y el 
Derecho Internacional Humanitario por el gobierno de Bush. 
 
La invasión a panamá debe ser una lección que nunca debemos olvidar y 
debe conducir a gobiernos y pueblos a adoptar de buena fe medidas negociadoras 
y efectivas, prácticas para que no se repita. Hay que saber hacer concesiones y 
negociar sobre la base de interés comunes a fin de lograr un acuerdo que garantice 
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la paz firme y duradera entre las partes en el conflicto, pero nunca imponiendo la 
solución mediante la amenaza y el uso de la fuerza armada, la cual sólo es 
legítima frente a un acto de agresión que el Estado de Panamá no estaba 
realizando ni contra los Estados Unidos, ni en contra de sus vecinos. 
 
Esta acción armada es un reto a la Comunidad Internacional que aspira a 
asentar sus relaciones de amistad y cooperación en los principios del respeto a la 
soberanía y la dignidad de otras naciones. Esta situación está en pugna con la 
línea al diálogo y de los métodos políticos-diplomáticos de solución de 
controversias. 
 
La intervención norteamericana se emprendió pese a los reiterados 
llamamientos de la Comunidad Internacional y de los Estados Latinoamericanos a 
Washington sobre la observancia incondicional de los principios de no uso y 
amenaza del uso de la fuerza, no-injerencia en los asuntos de Panamá y de respeto 
a la igualdad soberana y de la libre determinación de los pueblos.  
 
La acción norteamericana esta en pugna con los esfuerzos multilaterales 
encaminados a lograr el arreglo político en Centroamérica (Esquipulas II).       
 
Consideramos que el conflicto de Panamá, como muchos otros, han dejado 
una vena abierta en las relaciones políticas de Estados Unidos con el Continente 
americano, quien se ha colocado como el principal violador del Sistema Jurídico 
Internacional. Este caso es muy valioso para el análisis académico y el 
conocimiento por los estudiantes universitarios, quienes podrían extraer algunas 
conclusiones sobre la importancia que tiene la historia de las Relaciones 
Internacionales, los principios del Derecho Internacional Público, la Ciencia 
Política, los Derechos Humanos, el papel de las Organizaciones Internacionales, 
el arte de la negociación y la utilización de distintos mecanismos de arreglo 
pacífico de las controversias que se llevaron a cabo sin éxito en dicho conflicto, 
imponiéndose la solución militar unilateral.  
 
 138
 Pensamos que los Estados Unidos no son los únicos culpables en este 
conflicto, ya que la descomposición política, económica y social que había 
llevado el Régimen de Noriega, le hizo perder toda legitimidad, debilitándolo no 
sólo a lo interno, sino internacionalmente, lo cual fue aprovechado por los Estados 
Unidos para invadir Panamá.  
 
La política de violación a los Derechos Civiles y Políticos del pueblo 
panameño, condenada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de 
la OEA y por la propia Asamblea General de esa Organización, fue un factor 
primordial para el cambio de estrategias de los Estados Unidos en Panamá.  
 
Hay que resaltar que la crisis en Panamá, provocado además, por el mismo 
Noriega, es un factor que no se puede dejar desapercibido. Noriega había formado 
un ejército, era el hombre fuerte de Panamá, formuló políticas con intereses 
particulares y no nacionales, era señalado como el que mandó a asesinar a líderes 
como el Dr. Hugo Spadafora, y todos aquellos que se oponían a su régimen eran 
castigados o torturados (Moisés Giroldi, el mismo Roberto Días Herrera, 
Leonidas Macías, etc.), los fraudes electorales tanto en 1984, como en 1989, 
dejando a un lado la voluntad del ciudadano, violando los derechos legítimos del 
ciudadano de escoger libremente sus autoridades, y se puede mencionar una 
inmensa lista de actividades que demuestran su régimen de corrupción, rebelión y 
dictadura. 
 
Aunque sostenemos que la acción armada no tiene justificación desde el 
punto de vista del Derecho Internacional, ya que el pueblo panameño exigía una 
pronta solución a la situación de Panamá, sobre todo, en la economía que estaba 
muy deteriorada. Tampoco hay que ignorar la gravísima situación en que estaba 
Panamá con el régimen del General Noriega, y su poca voluntad de una 




Sin embargo, no se le permitió, por la intransigencia de las partes en la 
negociación, una solución política negociada al conflicto, prefiriéndose el uso de 
la fuerza, lo que trajo como resultado muertos, heridos, destrucción de 
infraestructuras del país, además, que causó daños morales y psicológicos en la 






 Nuestras recomendaciones después de concluir con esta investigación. Se 
hace necesario tomar en cuenta varios aspectos: 
 
• Todos los Estados deben, en el cumplimiento de las normas del Derecho 
Internacional Convencional y Consuetudinario, abstenerse del uso de la 
fuerza armada, como mecanismo de solución de controversias, ya que dicha 
acción, no sólo viola principios del Derecho Internacional, sino que trae 
consigo consecuencias gravísimas para la Sociedad Civil y el desarrollo 
económico sostenido del Estado agredido y una crisis en el Sistema Jurídico 
Internacional que se vuelve inoperante. 
 
• Consideramos importante tener en cuenta el uso de los medios para la 
solución de controversias estipulados en la Carta de las Naciones Unidas y 
en la Carta de la Organización de los Estados Americanos, con el fin de 
evitar recurrir al uso de la fuerza que sólo es legítima en el caso de legítima 
defensa individual o colectiva. Así también, la necesidad de que la 
Comunidad Internacional tome la iniciativa de participar de forma más 
activa, cuando existen conflictos de cualquier tipo, para evitar usar la fuerza. 
 
• Los Estados deben respetar la integridad territorial, la soberanía, la 
independencia política, y el Derecho Internacional Humanitario, lo que 
implica no intervenir militarmente en los asuntos internos o externos de una 
Nación. 
 
• El Consejo de Seguridad retiene mucha autoridad que ya no es justificable, 
más aún con la desaparición del Sistema Bipolar, Este-Oeste, lo que hace 
necesario modificar la Carta de la ONU, en lo que respecta al Derecho al 
Veto que tienen los Miembros permanentes de dicho Consejo; respetando el 
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principio de igualdad jurídica, un voto igual para todos los Miembros sean 
estos permanentes o no; y cambiar la estructura del mismo Consejo. 
 
• La región centroamericana, en conjunto, debe tomar una política de 
seguridad común, fortaleciendo la integración centroamericana, en aras de 
reafirmar y consolidar la autodeterminación de Centroamérica en sus 
relaciones exteriores, a fin de no someterse a los intereses de los más 
fuertes, actuando como bloque para contrarrestar las desventajas que 
padecen (pobreza, hambre, bajo nivel de educación, contaminación 
ambiental, deuda externa, etc.) y combatir mejor los nuevos flagelos que 
implican una responsabilidad compartida entre los Estados de la Región 
como ser: la erradicación de la violencia, la corrupción, el terrorismo, el 
narcotráfico y el tráfico de armas. 
 
• Se debe buscar mecanismos reales dentro de la integración de 
Centroamérica, para promover el desarrollo económico, social, cultural y 
ambiental en la región centroamericana, para hacer frente a los nuevos 
desafíos de la humanidad (integración y globalización), en el marco de un 
Estado de Derecho en Centroamérica.  
 
• Se debe estudiar éste caso en las materias de Teoría y Práctica de la 
Resolución de Conflictos y Teoría y Práctica de la Negociación y en 
Derecho Internacional Público, ya que es muy valioso para el análisis 
académico y el conocimiento por los estudiantes universitarios, quienes 
podrían extraer sus propios conclusiones sobre la importancia del caso en la 











































































































































Fig. I-7 George Bush (1924- ) 
 
Declaración Universal de los Derechos Humanos 
DECLARACION UNIVERSAL DE LOS 
DERECHOS HUMANOS 
 
El 10 de diciembre de 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó y 
proclamó la Declaración Universal de Derechos Humanos, cuyo texto completo figura 
en las páginas siguientes. Tras este acto histórico, la Asamblea pidió a todos los 
Países Miembros que publicaran el texto de la Declaración y dispusieran que fuera  
"distribuido, expuesto, leído y comentado en las escuelas y otros establecimientos de 





Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el 
reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de 
todos los miembros de la familia humana; 
 
Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos 
han originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad, y 
que se ha proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, el advenimiento 
de un mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, 
disfruten de la libertad de palabra y de la libertad de creencias; 
 
Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen 
de Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la 
rebelión contra la tiranía y la opresión; 
 
Considerando también esencial promover el desarrollo de relaciones amistosas entre 
las naciones; 
 
Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su 
fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona 
humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, y se han declarado 
resueltos a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un 
concepto más amplio de la libertad; 
 
Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en 
cooperación con la Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y 
efectivo a los derechos y libertades fundamentales del hombre, y 
 
Considerando que una concepción común de estos derechos y libertades es de la 
mayor importancia para el pleno cumplimiento de dicho compromiso; 
 
La Asamblea General 
 
proclama la presente: 
 
Declaración Universal de Derechos Humanos como ideal común por el que todos los 
pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las 
instituciones, inspirándose constantemente en ella, promuevan, mediante la 
enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por 
                                                          
∗ Tomado de Orlando Guerrero Mayorga, “Recopilación de textos básicos de Derecho 
Internacional Público”, 1999, cita la “Declaración Universal de los Derechos Humanos”, p: 
45-50. 
Declaración Universal de los Derechos Humanos 
medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y 
aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados Miembros 




Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados 





1. Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta 
Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición. 
 
2. Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o 
internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si 
se trata de un país independiente, como de un territorio bajo administración 








Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre, la esclavitud y la trata de 














Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la 
ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja 




Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales 
competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 




Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado. 
Declaración Universal de los Derechos Humanos 
Artículo 10 
 
Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída 
públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la 
determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier 




1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que 
se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa. 
 
2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no 
fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá 




Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su 
domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda 




1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el 
territorio de un Estado. 
 
2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a 




1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar 
de él, en cualquier país. 
 
2. Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente originada 





1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 
 





1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin 
restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y 
fundar una familia, y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, 
durante el matrimonio y en caso de disolución del matrimonio. 
 
2. Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá 
contraerse el matrimonio. 
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3. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a 




1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente. 
 




Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de 
religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así 
como la libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, 





Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho 
incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir 
informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por 




1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas. 
 




1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o 
por medio de representantes libremente escogidos. 
 
2.  Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las 
funciones públicas de su país. 
 
3.  La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad 
se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse 
periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento 




Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y 
a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida 
cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los 
derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre 






Declaración Universal de los Derechos Humanos 
Artículo 23 
 
1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a 
condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el 
desempleo. 
 
2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo 
igual. 
 
3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y 
satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la 
dignidad humana y que será completada, en caso necesario, por cualesquiera otros 
medios de protección social. 
 





Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una limitación 




1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como 
a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la 
vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo 
derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u 
otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias 
independientes de su voluntad. 
 
2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. 
Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a 




1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al 
menos en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción 
elemental será obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá de ser 
generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función 
de los méritos respectivos. 
 
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el 
fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales; 
favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y 
todos los grupos étnicos o religiosos, y promoverá el desarrollo de las actividades de 
las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz. 
 
3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá 





Declaración Universal de los Derechos Humanos 
Artículo 27 
 
1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la 
comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los 
beneficios que de él resulten. 
 
2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales 
que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas 




Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en 





1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella 
puede desarrollar libre y plenamente su personalidad. 
 
2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona 
estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de 
asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y 
de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar 
general en una sociedad democrática. 
 
3. Estos derechos y libertades no podrán, en ningún caso, ser ejercidos en oposición 




Nada en esta Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho 
alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar 
actividades o realizar actos tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y 
libertades proclamados en esta Declaración. 
 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
NORMAS PARA LA PROTECCION DE LOS DERECHOS 
HUMANOS EN EL SISTEMA INTERAMERICANO 
I 
DECLARACION AMERICANA DE LOS 
DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE 
 
(Aprobada en la Novena Conferencia Internacional Americana Bogotá, Colombia, 1948) 






Que los pueblos americanos han dignificado la persona humana y que sus 
constituciones nacionales reconocen que las instituciones jurídicas y políticas, rectoras 
de la vida en sociedad, tienen como fin principal la protección de los derechos esenciales 
del hombre y la creación de circunstancias que le permitan progresar espiritual y 
materialmente y alcanzar la felicidad;  
 
Que, en repetidas ocasiones, los Estados americanos han reconocido que los derechos 
esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional de determinado Estado sino 
que tienen como fundamento los atributos de la persona humana;  
 
Que la protección internacional de los derechos del hombre debe ser guía principalísima 
del derecho americano en evolución;  
 
Que la consagración americana de los derechos esenciales del hombre unida a las 
garantías ofrecidas por el régimen interno de los Estados, establece el sistema inicial de 
protección que los Estados americanos consideran adecuado a las actuales 
circunstancias sociales y jurídicas, no sin reconocer que deberán fortalecerlo cada vez 





Adoptar la siguiente  
 





Todos los hombres nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están 
por naturaleza de razón y conciencia, deben conducirse fraternalmente los unos con los 
otros.  
 
                                                 
* Tomado de Orlando Guerrero Mayorga, “Recopilación de textos de Derecho Internacional 
Público”, 1999, cita las “Normas para la protección de los Derechos Humanos en el Sistema 
Interamericano. Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre”, p: 180-186. 
Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
El cumplimiento del deber de cada uno es exigencia del derecho de todos. Derechos y 
deberes se integran correlativamente en toda actividad social y política del hombre. Si 
los derechos exaltan la libertad individual, los deberes expresan la dignidad de esa 
libertad.  
 
Los deberes de orden jurídico presuponen otros, de orden moral, que los apoyan 
conceptualmente y los fundamentan.  
 
Es deber del hombre servir al espíritu con todas sus potencias y recursos porque el 
espíritu es la finalidad suprema de la existencia humana y su máxima categoría.  
 
Es deber del hombre ejercer, mantener y estimular por todos los medios a su alcance la 
cultura, porque la cultura es la máxima expresión social e histórica del espíritu.  
 
Y puesto que la moral y buenas maneras constituyen la floración más noble de la cultura, 





Derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de la persona 
Artículo I: Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su 
persona.  
 
Derecho de igualdad ante la Ley 
Artículo II: Todas las personas son iguales ante la Ley y tienen los derechos y deberes 
consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra 
alguna.  
 
Derecho de libertad religiosa y de culto 
Artículo III: Toda persona tiene el derecho de profesar libremente una creencia religiosa 
y de manifestarla y practicarla en público y en privado.  
 
Derecho de libertad de investigación, opinión, expresión y difusión 
Artículo IV: Toda persona tiene derecho a la libertad de investigación, de opinión y de 
expresión y difusión del pensamiento por cualquier medio.  
 
 
Derecho a la protección a la honra, la reputación personal y la vida privada y 
familiar 
Artículo V: Toda persona tiene derecho a la protección de la Ley contra los ataques 
abusivos a su honra, a su reputación y a su vida privada y familiar.  
 
Derecho a la constitución y a la protección de la familia 
Artículo VI: Toda persona tiene derecho a constituir familia, elemento fundamental de la 
sociedad, y a recibir protección para ella.  
 
Derecho de protección a la maternidad y a la infancia 
Artículo VII: Toda mujer en estado de gravidez o en época de lactancia, así como todo 
niño, tienen derecho a protección, cuidados y ayuda especiales.  
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Derecho de residencia y tránsito 
Artículo VIII: Toda persona tiene el derecho de fijar su residencia en el territorio del 
Estado de que es nacional, de transitar por él libremente y no abandonarlo sino por su 
voluntad.  
 
Derecho a la inviolabilidad del domicilio 
Artículo IX: Toda persona tiene el derecho a la inviolabilidad de su domicilio.  
 
Derecho a la inviolabilidad y circulación de la correspondencia 
Artículo X: Toda persona tiene derecho a la inviolabilidad y circulación de su 
correspondencia.  
 
Derecho a la preservación de la salud y al bienestar 
Artículo XI: Toda persona tiene derecho a que su salud sea preservada por medidas 
sanitarias y sociales, relativas a la alimentación, el vestido, la vivienda y la asistencia 
médica, correspondientes al nivel que permitan los recursos públicos y los de la 
comunidad.  
 
Derecho a la educación 
Artículo XII: Toda persona tiene derecho a la educación, la que debe estar inspirada en 
los principios de libertad, moralidad y solidaridad humanas. 
  
Asimismo tiene el derecho de que, mediante esa educación, se le capacite para lograr 
una digna subsistencia, en mejoramiento del nivel de vida y para ser útil a la sociedad.  
 
El derecho de educación comprende el de igualdad de oportunidades en todos los 
casos, de acuerdo con las dotes naturales, los méritos y el deseo de aprovechar los 
recursos que puedan proporcionar la comunidad y el Estado.  
 
Toda persona tiene derecho a recibir gratuitamente la educación primaria, por lo menos.  
 
Derecho a los beneficios de la cultura 
Artículo XIII: Toda persona tiene el derecho de participar en la vida cultural de la 
comunidad, gozar de las artes y disfrutar de los beneficios que resulten de los progresos 
intelectuales y especialmente de los descubrimientos científicos.  
   
Tiene asimismo derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le 
correspondan por razón de los inventos, obras literarias, científicas y artísticas de que 
sea autor. 
 
Derecho al trabajo y a una justa retribución 
Artículo XIV: Toda persona tiene derecho al trabajo en condiciones dignas y a seguir 
libremente su vocación, en cuanto lo permitan las oportunidades existentes de empleo.   
   
Toda persona que trabaja tiene derecho de recibir una remuneración que, en relación 
con su capacidad y destreza le asegure un nivel de vida conveniente para sí misma y su 
familia. 
 
Derecho al descanso y a su aprovechamiento 
Artículo XV: Toda persona tiene derecho a descanso, a honesta recreación y a la 
oportunidad de emplear útilmente el tiempo libre en beneficio de su mejoramiento 
espiritual, cultural y físico.  
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Derecho a la seguridad social 
Artículo XVI: Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las 
consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de 
cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para 
obtener los medios de subsistencia.  
 
Derecho de reconocimiento de la personalidad jurídica y de los derechos civiles 
Artículo XVII: Toda persona tiene derecho a que se le reconozca en cualquier parte 
como sujeto de derechos y obligaciones, y a gozar de los derechos civiles 
fundamentales.  
 
Derecho de justicia 
Artículo XVIII: Toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus 
derechos. Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la 
justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de 
los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente.  
 
Derecho de nacionalidad 
Artículo XIX: Toda persona tiene derecho a la nacionalidad que legalmente le 
corresponda y el de cambiarla, si así lo desea, por la de cualquier otro país que esté 
dispuesto a otorgársela.  
 
Derecho de sufragio y de participación en el gobierno 
Artículo XX: Toda persona, legalmente capacitada, tiene el derecho de tomar parte en 
el gobierno de su país, directamente o por medio de sus representantes, y de participar 
en las elecciones populares, que serán de voto secreto, genuinas, periódicas y libres.  
 
Derecho de reunión 
Artículo XXI: Toda persona tiene el derecho de reunirse pacíficamente con otras, en 
manifestación pública o en asamblea transitoria, en relación con sus intereses comunes 
de cualquier índole.  
 
Derecho de asociación 
Artículo XXII: Toda persona tiene el derecho de asociarse con otras para promover, 
ejercer y proteger sus intereses legítimos de orden político, económico, religioso, social, 
cultural, profesional, sindical o de cualquier otro orden.  
 
Derecho a la propiedad 
Artículo XXIII: Toda persona tiene derecho a la propiedad privada correspondiente a las 
necesidades esenciales de una vida decorosa, que contribuya a mantener la dignidad de 
la persona y del hogar.  
 
Derecho de petición 
Artículo XXIV: Toda persona tiene derecho de presentar peticiones respetuosas a 
cualquiera autoridad competente, ya sea por motivo de interés general, ya de interés 
particular, y el de obtener pronta resolución.  
 
Derecho de protección contra la detención arbitraria 
Artículo XXV: Nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y según las 
formas establecidas por leyes preexistentes.   
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Nadie puede ser detenido por incumplimiento de obligaciones de carácter netamente 
civil.  
 
Todo individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el juez verifique 
sin demora la legalidad de la medida y a ser juzgado sin dilación injustificada, o, de lo 
contrario, a ser puesto en libertad. Tiene derecho también a un tratamiento humano 
durante la privación de su libertad. 
 
Derecho a proceso regular 
Artículo XXVI: Se presume que todo acusado es inocente, hasta que se pruebe que es 
culpable.   
   
Toda persona acusada de delito tiene derecho a ser oída en forma imparcial y pública, a 
ser juzgada por tribunales anteriormente establecidos de acuerdo con leyes 
preexistentes y a que no se le imponga penas crueles, infamantes o inusitadas. 
 
Derecho de asilo 
Artículo XXVII: Toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio 
extranjero, en caso de persecución que no sea motivada por delitos de derecho común y 
de acuerdo con la legislación de cada país y con los convenios internacionales.  
 
Alcance de los derechos del hombre 
Artículo XXVIII: Los derechos de cada hombre están limitados por los derechos de los 
demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bienestar general y del 





Deberes ante la sociedad 
Artículo XXIX: Toda persona tiene el deber de convivir con las demás de manera que 
todas y cada una puedan formar y desenvolver integralmente su personalidad.  
 
Deberes para con los hijos y los padres 
Artículo XXX: Toda persona tiene el deber de asistir, alimentar, educar y amparar a sus 
hijos menores de edad, y los hijos tienen el deber de honrar siempre a sus padres y el de 
asistirlos, alimentarlos y ampararlos cuando éstos lo necesiten.  
 
Deberes de instrucción 
Artículo XXXI: Toda persona tiene el deber de adquirir a lo menos la instrucción 
primaria.  
 
Deber de sufragio 
Artículo XXXII: Toda persona tiene el deber de votar en las elecciones populares del 
país de que sea nacional, cuando esté legalmente capacitada para ello.  
 
Deber de obediencia a la Ley 
Artículo XXXIII: Toda persona tiene el deber de obedecer a la Ley y demás 
mandamientos legítimos de las autoridades de su país y de aquél en que se encuentre.  
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Deber de servir a la comunidad y a la nación 
Artículo XXXIV: Toda persona hábil tiene el deber de prestar los servicios civiles y 
militares que la Patria requiera para su defensa y conservación, y en caso de calamidad 
pública, los servicios de que sea capaz.   
   
Asimismo tiene el deber de desempeñar los cargos de elección popular que le 
correspondan en el Estado de que sea nacional. 
 
Deberes de asistencia y seguridad sociales 
Artículo XXXV: Toda persona tiene el deber de cooperar con el Estado y con la 
comunidad en la asistencia y seguridad sociales de acuerdo con sus posibilidades y con 
las circunstancias.  
 
Deber de pagar impuestos 
Artículo XXVI: Toda persona tiene el deber de pagar los impuestos establecidos por la 
Ley para el sostenimiento de los servicios públicos.  
 
Deber de trabajo 
Artículo XXXVII: Toda persona tiene el deber de trabajar, dentro de su capacidad y 
posibilidades, a fin de obtener los recursos para su subsistencia o en beneficio de la 
comunidad.  
 
Deber de abstenerse de actividades políticas en país extranjero 
Artículo XXXVIII: Toda persona tiene el deber de no intervenir en las actividades 
políticas que, de conformidad con la Ley, sean privativas de los ciudadanos del Estado 
en que sea extranjero.  
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PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS 
CIVILES Y POLITICOS 
 
Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en 
la resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966 
 




 Los Estados Partes en el presente Pacto, 
 
 Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta de las 
Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el 
reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros de la familia humana y de 
sus derechos iguales e inalienables, 
 
 Reconociendo que estos derechos se derivan de la dignidad inherente a la 
persona humana, 
 
 Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, que puede realizarse el ideal del ser humano libre, en el disfrute de las 
libertades civiles y políticas y liberado del temor y de la miseria, a menos que se creen 
condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos civiles y políticos tanto 
como de sus derechos económicos, sociales y culturales a menos que se creen 
condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos civiles y políticos tanto 
como de sus derechos económicos, sociales y culturales, 
 
 Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la 
obligación de promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades 
humanas, 
 
 Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros 
individuos y de la comunidad a que pertenece, tiene la obligación de esforzarse por la 
consecución y la observancia de los derechos reconocidos en este Pacto, 
 






1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de 
este derecho establecen libremente su condición política y proveen 
asimismo a su desarrollo económico, social y cultural. 
 
                                                 
* Tomado de Orlando Guerrero Mayorga, “Recopilación de textos de Derecho Internacional 
Público”, 1999, cita el “Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos” p: 61-76. 
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2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de 
sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que 
derivan de la cooperación económica internacional basada en el principio del 
beneficio recíproco, así como del derecho internacional. En ningún caso 
podrá privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia. 
 
3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la 
responsabilidad de administrar territorios no autónomos y territorios en 
fideicomiso, promoverán el ejercicio del derecho de libre determinación, y 
respetarán este derecho de conformidad con las disposiciones de la Carta 






1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a 
respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su 
territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el 
presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
 
2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus 
procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las 
medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro 
carácter que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos 
reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por 
disposiciones legislativas o de otro carácter. 
 
3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a 
garantizar que: 
 
a. Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el 
presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso 
efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido cometida por 
personas que actuaban de sus funciones oficiales; 
b. La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o 
cualquiera otra autoridad competente prevista por el sistema legal 
del Estado, decidirá sobre los derechos de toda persona que 
interponga tal recurso, y desarrollará las posibilidades de recurso 
judicial; 
 
c. Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se hay 
estimado procedente el recurso. 
 
Artículo 3  
Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a 
hombres y mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos 
enunciados en el presente Pacto. 
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Artículo 4  
1. En situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de la nación y 
cuya existencia haya sido proclamada oficialmente, los Estados Partes en el 
presente Pacto podrán adoptar disposiciones que, en la medida 
estrictamente limitada a las exigencias de la situación, suspendan las 
obligaciones contraídas en virtud de este Pacto, siempre que tales 
disposiciones no sean incompatibles con las demás obligaciones que les 
impone el derecho internacional y no entrañen discriminación alguna 
fundada únicamente en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u 
origen social. 
2. La disposición precedente no autoriza suspensión alguna de los artículos 6, 
7, 8 (párrafos 1 y 2), 11, 15, 16 y 18. 
3. Todo Estado Parte en el presente Pacto que haga uso del derecho de 
suspensión deberá informar inmediatamente a los demás Estados Partes en 
el presente Pacto, por conducto del Secretario General de las Naciones 
Unidas, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido y de los 
motivos que hayan suscitado la suspensión. Se hará una nueva 
comunicación por el mismo conducto en la fecha en que se haya dado por 
terminada tal suspensión. 
Artículo 5  
1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido 
de conceder derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender 
actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera de 
los derechos y libertades reconocidos en el Pacto o a su limitación en mayor 
medida que la prevista en él. 
2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los derechos 
humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un Estado Parte en 
virtud de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, so pretexto de 
que el presente Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado. 
PARTE III 
Artículo 6  
1. El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará 
protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente. 
2. En los países en que no hayan abolido la pena capital sólo podrá imponerse 
la pena de muerte por los más graves delitos y de conformidad con leyes 
que estén en vigor en el momento de cometerse el delito y que no sean 
contrarias a las disposiciones del presente Pacto ni a la Convención para la 
Prevención y Sanción del Delito de Genocidio. Esta pena sólo podrá 
imponerse en cumplimiento de sentencia definitiva de un tribunal 
competente. 
3. Cuando la privación de la vida constituya delito de genocidio se tendrá 
entendido que nada de lo dispuesto en este artículo excusará en modo 
alguno a los Estados Partes del cumplimiento de ninguna de las 
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obligaciones asumidas en virtud de las disposiciones de la Convención para 
la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio. 
4. Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a solicitar el indulto o la 
conmutación de la pena de muerte. La amnistía, el indulto o la conmutación 
de la pena capital podrán ser concedidos en todos los casos. 
5. No se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por personas de 
menos de 18 años de edad, ni se la aplicará a las mujeres en estado de 
gravidez. 
6. Ninguna disposición de este artículo podrá ser invocada por un Estado Parte 
en el presente Pacto para demorar o impedir la abolición de la pena capital. 
Artículo 7  
Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a 
experimentos médicos o científicos. 
Artículo 8  
1. Nadie estará sometido a esclavitud. La esclavitud y la trata de esclavos 
estarán prohibidas en todas sus formas. 
2. Nadie estará sometido a servidumbre. 
3.         
a. Nadie será constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio; 
b. El inciso precedente no podrá ser interpretado en el sentido de que 
prohíbe, en los países en los cuales ciertos delitos pueden ser 
castigados con la pena de prisión acompañada de trabajos forzados, 
el cumplimiento de una pena de trabajos forzados impuesta por un 
tribunal competente; 
c. No se considerarán como "trabajo forzoso u obligatorio", a los 
efectos de este párrafo: 
i) Los trabajos o servicios que, aparte de los mencionados en 
el inciso b, se exijan normalmente de una persona presa en 
virtud de una decisión judicial legalmente dictada, o de una 
persona que habiendo sido presa en virtud de tal decisión se 
encuentre en libertad condicional; 
ii) El servicio de carácter militar y, en los países donde se 
admite la exención por razones de conciencia, el servicio 
nacional que deben prestar conforme a la ley quienes se 
opongan al servicio militar por razones de conciencia; 
iii) iii) El servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que 
amenace la vida o el bienestar de la comunidad; 
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iv) El trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones 
cívicas normales. 
Artículo 9  
1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. Nadie 
podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado 
de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al 
procedimiento establecido en ésta. 
2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de 
las razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación formulada 
contra ella. 
3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada 
sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer 
funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo 
razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas 
que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad 
podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del 
acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de las diligencias 
procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo. 
4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión 
tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la 
brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la 
prisión fuera ilegal. 
5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho 
efectivo a obtener reparación. 
Artículo 10  
1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el 
respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 
2. 
a. Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en 
circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento 
distinto, adecuado a su condición de personas no condenadas; 
b. Los menores procesados estarán separados de los adultos y 
deberán ser llevados ante los tribunales de justicia con la mayor 
celeridad posible para su enjuiciamiento. 
3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial 
será la reforma y la readaptación social de los penados. Los menores 
delincuentes estarán separados de los adultos y serán sometidos a un 
tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica. 
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Artículo 11  
Nadie será encarcelado por el solo hecho de no poder cumplir una obligación 
contractual. 
Artículo 12  
1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tendrá 
derecho a circular libremente por él y a escoger libremente en él su 
residencia. 
2. Toda persona tendrá derecho a salir libremente de cualquier país, incluso 
del propio. 
3. Los derechos antes mencionados no podrán ser objeto de restricciones 
salvo cuando éstas se hallen previstas en la ley, sean necesarias para 
proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas 
o los derechos y libertades de terceros, y sean compatibles con los demás 
derechos reconocidos en el presente Pacto. 
4. Nadie podrá ser arbitrariamente privado del derecho a entrar en su propio 
país. 
Artículo 13  
El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado Parte en el 
presente Pacto sólo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión 
adoptada conforme a la ley; y, a menos que razones imperiosas de seguridad nacional 
se opongan a ello, se permitirá a tal extranjero exponer las razones que lo asistan en 
contra de su expulsión, así como someter su caso a revisión ante la autoridad 
competente o bien ante la persona o personas designadas especialmente por dicha 
autoridad competente, y hacerse representar con tal fin ante ellas. 
Artículo 14  
1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda 
persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías 
por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, 
en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada 
contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de 
carácter civil. La prensa y el público podrán ser excluidos de la totalidad o 
parte de los juicios por consideraciones de moral, orden público o seguridad 
nacional en una sociedad democrática, o cuando lo exija el interés de la vida 
privada de las partes o, en la medida estrictamente necesaria en opinión del 
tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad 
pudiera perjudicar a los intereses de la justicia; pero toda sentencia en 
materia penal o contenciosa será pública, excepto en los casos en que el 
interés de menores de edad exija lo contrario, o en las acusaciones 
referentes a pleitos matrimoniales o a la tutela de menores. 
2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 
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3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en 
plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 
a. A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en 
forma detallada, de la naturaleza y causas de la acusación 
formulada contra ella; 
b. A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la 
preparación de su defensa y a comunicarse con un defensor de su 
elección; 
c. A ser juzgado sin dilaciones indebidas; 
d. A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o 
ser asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no 
tuviera defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que 
el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de 
oficio, gratuitamente, si careciere de medios suficientes para 
pagarlo; 
e. A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la 
comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean 
interrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo; 
f. A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no 
habla el idioma empleado en el tribunal; 
g. A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse 
culpable. 
h. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos 
penales se tendrá en cuenta esta circunstancia y la importancia de 
estimular su readaptación social. 
4. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo 
condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un 
tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley. 
5. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada, 
o el condenado haya sido indultado por haberse producido o descubierto un 
hecho plenamente probatorio de la comisión de un error judicial, la persona 
que haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia deberá ser 
indemnizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es 
imputable en todo o en parte el no haberse revelado oportunamente el 
hecho desconocido. 
6. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya 
condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley y el 
procedimiento penal de cada país. 
Artículo 15  
1. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de 
cometerse no fueran delictivos según el derecho nacional o internacional. 
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Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la 
comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley 
dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará 
de ello. 
2. Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la condena de 
una persona por actos u omisiones que, en el momento de cometerse, 
fueran delictivos según los principios generales del derecho reconocidos por 
la comunidad internacional. 
Artículo 16  
Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su 
personalidad jurídica. 
Artículo 17  
1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su 
familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra 
y reputación. 
2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias 
o esos ataques. 
Artículo 18  
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de 
religión; este derecho incluye la libertad de tener o de adoptar la religión o 
las creencias de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o 
sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado, 
mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la enseñanza. 
2. Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan menoscabar su 
libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección. 
3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias creencias estará 
sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean 
necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, 
o los derechos y libertades fundamentales de los demás. 
4. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la 
libertad de los padres y, en su caso, de los tutores legales, para garantizar 
que los hijos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con 
sus propias convicciones. 
Artículo 19  
1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones. 
2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho 
comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de 
toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o 
en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su 
elección. 
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3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña 
deberes y responsabilidades especiales. Por consiguiente, puede estar 
sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo, estar 
expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para: 
a. Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás; 
b. La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o 
la moral públicas. 
Artículo 20  
1. Toda propaganda en favor de la guerra estará prohibida por la ley. 
2. Toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación a 
la discriminación, la hostilidad o la violencia estará prohibida por la ley. 
Artículo 21  
Se reconoce el derecho de reunión pacífica. El ejercicio de tal derecho sólo 
podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una 
sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o del 
orden público, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de 
los demás. 
Artículo 22  
1. Toda persona tiene derecho a asociarse libremente con otras, incluso el 
derecho a fundar sindicatos y afiliarse a ellos para la protección de sus 
intereses. 
2. El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las restricciones 
previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en 
interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o del orden público, 
o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de 
los demás. El presente artículo no impedirá la imposición de restricciones 
legales al ejercicio de tal derecho cuando se trate de miembros de las 
fuerzas armadas y de la policía. 
3. Ninguna disposición de este artículo autoriza a los Estados Partes en el 
Convenio de la Organización Internacional del Trabajo de 1948, relativo a la 
libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación, a adoptar 
medidas legislativas que puedan menoscabar las garantías previstas en él ni 
a aplicar la ley de tal manera que pueda menoscabar esas garantías. 
Artículo 23  
1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene 
derecho a la protección de la sociedad y del Estado. 
2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a 
fundar una familia si tienen edad para ello. 
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3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los 
contrayentes. 
4. Los Estados Partes en el presente Pacto tomarán las medidas apropiadas 
para asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidades de ambos 
esposos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de 
disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que 
aseguren la protección necesaria a los hijos. 
Artículo 24  
1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o 
nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor 
requiere, tanto por parte de su familia como de la sociedad y del Estado. 
2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y deberá 
tener un nombre. 
3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad. 
Artículo 25  
Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de la distinciones mencionadas en el 
artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades: 
a. Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por 
medio de representantes libremente elegidos; 
b. Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas 
por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre 
expresión de la voluntad de los electores; 
c. Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las 
funciones públicas de su país. 
Artículo 26  
Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a 
igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y 
garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier 
discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de 
cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición social. 
Artículo 27  
En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, no se 
negará a las personas que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les 
corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida 
cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio idioma. 
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PARTE IV 
Artículo 28  
1. Se establecerá un Comité de Derechos Humanos (en adelante denominado 
el Comité). Se compondrá de dieciocho miembros, y desempeñará las 
funciones que se señalan más adelante. 
2. El Comité estará compuesto de nacionales de los Estados Partes en el 
presente Pacto, que deberán ser personas de gran integridad moral, con 
reconocida competencia en materia de derechos humanos. Se tomará en 
consideración la utilidad de la participación de algunas personas que tengan 
experiencia jurídica. 
3. Los miembros del Comité serán elegidos y ejercerán sus funciones a título 
personal. 
Artículo 29  
1. Los miembros del Comité serán elegidos por votación secreta de una lista de 
personas que reúnan las condiciones previstas en el artículo 28 y que sean 
propuestas al efecto por los Estados Partes en el presente Pacto. 
2. Cada Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer hasta dos 
personas. Estas personas serán nacionales del Estado que las proponga. 
3. La misma persona podrá ser propuesta más de una vez. 
Artículo 30  
1. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la fecha 
de entrada en vigor del presente Pacto. 
2. Por lo menos cuatro meses antes de la fecha de la elección del Comité, 
siempre que no se trate de una elección para llenar una vacante declarada 
de conformidad con el artículo 34, el Secretario General de las Naciones 
Unidas invitará por escrito a los Estados Partes en el presente Pacto a 
presentar sus candidatos para el Comité en el término de tres meses. 
3. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una lista por orden 
alfabético de los candidatos que hubieren sido presentados, con indicación 
de los Estados Partes que los hubieren designado, y la comunicará a los 
Estados Partes en el presente Pacto a más tardar un mes antes de la fecha 
de cada elección. 
4. La elección de los miembros del Comité se celebrará en una reunión de los 
Estados Partes en el presente Pacto convocada por el Secretario General de 
las Naciones Unidas en la Sede de la Organización. En esa reunión, para la 
cual el quórum estará constituido por dos tercios de los Estados Partes en el 
presente Pacto, quedarán elegidos miembros del Comité los candidatos que 
obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de 
los representantes de los Estados Partes presentes y votantes. 
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Artículo 31  
1. El Comité no podrá comprender más de un nacional de un mismo Estado. 
2. En la elección del Comité se tendrá en cuenta una distribución geográfica 
equitativa de los miembros y la representación de las diferentes formas de 
civilización y de los principales sistemas jurídicos. 
Artículo 32  
1. Los miembros del Comité se elegirán por cuatro años. Podrán ser reelegidos 
si se presenta de nuevo su candidatura. Sin embargo, los mandatos de 
nueve de los miembros elegidos en la primera elección expirarán al cabo de 
dos años. Inmediatamente después de la primera elección, el Presidente de 
la reunión mencionada en el párrafo 4 del artículo 30 designará por sorteo 
los nombres de estos nueve miembros. 
2. Las elecciones que se celebren al expirar el mandato se harán con arreglo a 
los artículos precedentes de esta parte del presente Pacto. 
Artículo 33  
1. Si los demás miembros estiman por unanimidad que un miembro del Comité 
ha dejado de desempeñar sus funciones por otra causa que la de ausencia 
temporal, el Presidente del Comité notificará este hecho al Secretario 
General de las Naciones Unidas, quien declarará vacante el puesto de dicho 
miembro. 
2. En caso de muerte o renuncia de un miembro del Comité, el Presidente lo 
notificará inmediatamente al Secretario General de las Naciones Unidas, 
quien declarará vacante el puesto desde la fecha del fallecimiento o desde la 
fecha en que sea efectiva la renuncia. 
Artículo 34  
1. Si se declara una vacante de conformidad con el artículo 33 y si el mandato 
del miembro que ha de ser sustituido no expira dentro de los seis meses que 
sigan a la declaración de dicha vacante, el Secretario General de las 
Naciones Unidas lo notificará a cada uno de los Estados Partes en el 
presente Pacto, los cuales, para llenar la vacante, podrán presentar 
candidatos en el plazo de dos meses, de acuerdo con lo dispuesto en el 
párrafo 2 del artículo 29. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una lista por orden 
alfabético de los candidatos así designados y la comunicará a los Estados 
Partes en el presente Pacto. La elección para llenar la vacante se verificará 
de conformidad con las disposiciones pertinentes de esta parte del presente 
Pacto. 
3. Todo miembro del Comité que haya sido elegido para llenar una vacante 
declarada de conformidad con el artículo 33 ocupará el cargo por el resto del 
mandato del miembro que dejó vacante el puesto en el Comité conforme a lo 
dispuesto en este artículo. 
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Artículo 35  
Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, percibirán emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en la 
forma y condiciones que la Asamblea General determine, teniendo en cuenta la 
importancia de las funciones del Comité. 
Artículo 36  
El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los 
servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité en virtud del 
presente Pacto. 
Artículo 37  
1. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la primera reunión 
del Comité en la Sede de las Naciones Unidas. 
2. Después de su primera reunión, el Comité se reunirá en las ocasiones que 
se prevean en su reglamento. 
3. El Comité se reunirá normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en 
la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra. 
Artículo 38  
Antes de entrar en funciones, los miembros del Comité declararán 
solemnemente en sesión pública del Comité que desempeñarán su cometido con toda 
imparcialidad y conciencia. 
Artículo 39  
1. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. Los miembros de la 
Mesa podrán ser reelegidos. 
2. El Comité establecerá su propio reglamento, en el cual se dispondrá, entre 
otras cosas, que: 
a. Doce miembros constituirán el quórum; 
b. Las decisiones del Comité se tomarán por mayoría de votos de los 
miembros presentes. 
Artículo 40  
1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar 
informes sobre las disposiciones que hayan adoptado y que den efecto a los 
derechos reconocidos en el Pacto y sobre el progreso que hayan realizado 
en cuanto al goce de esos derechos: 
a. En el plazo de un año a contar de la fecha de entrada en vigor del 
presente Pacto con respecto a los Estados Partes interesados; 
b. En lo sucesivo, cada vez que el Comité lo pida. 
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2. Todos los informes se presentarán al Secretario General de las Naciones 
Unidas, quien los transmitirá al Comité para examen. Los informes señalarán 
los factores y las dificultades, si los hubiere, que afecten a la aplicación del 
presente Pacto. 
3. El Secretario General de las Naciones Unidas, después de celebrar 
consultas con el Comité, podrá transmitir a los organismos especializados 
interesados copias de las partes de los informes que caigan dentro de sus 
esferas de competencia. 
4. El Comité estudiará los informes presentados por los Estados Partes en el 
presente Pacto. Transmitirá sus informes, y los comentarios generales que 
estime oportunos, a los Estados Partes. El Comité también podrá transmitir 
al Consejo Económico y Social esos comentarios, junto con copia de los 
informes que haya recibido de los Estados Partes en el Pacto. 
5. Los Estados Partes podrán presentar al Comité observaciones sobre 
cualquier comentario que se haga con arreglo al párrafo 4 del presente 
artículo. 
Artículo 41  
1. Con arreglo al presente artículo, todo Estado Parte en el presente Pacto 
podrá declarar en cualquier momento que reconoce la competencia del 
Comité para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado Parte 
alegue que otro Estado Parte no cumple las obligaciones que le impone este 
Pacto. Las comunicaciones hechas en virtud del presente artículo sólo se 
podrán admitir y examinar si son presentadas por un Estado Parte que haya 
hecho una declaración por la cual reconozca con respecto a sí mismo la 
competencia del Comité. El Comité no admitirá ninguna comunicación 
relativa a un Estado Parte que no haya hecho tal declaración. Las 
comunicaciones recibidas en virtud de este artículo se tramitarán de 
conformidad con el procedimiento siguiente: 
a. Si un Estado Parte en el presente Pacto considera que otro Estado 
Parte no cumple las disposiciones del presente Pacto, podrá señalar 
el asunto a la atención de dicho Estado mediante una comunicación 
escrita. Dentro de un plazo de tres meses, contado desde la fecha 
de recibo de la comunicación, el Estado destinatario proporcionará 
al Estado que haya enviado la comunicación una explicación o 
cualquier otra declaración por escrito que aclare el asunto, la cual 
hará referencia, hasta donde sea posible y pertinente, a los 
procedimientos nacionales y a los recursos adoptados, en trámite o 
que puedan utilizarse al respecto. 
b. Si el asunto no se resuelve a satisfacción de los dos Estados Partes 
interesados en un plazo de seis meses contado desde la fecha en 
que el Estado destinatario haya recibido la primera comunicación, 
cualquiera de ambos Estados Partes interesados tendrá derecho a 
someterlo al Comité, mediante notificación dirigida al Comité y al 
otro Estado. 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
c. El Comité conocerá del asunto que se le someta después de 
haberse cerciorado de que se han interpuesto y agotado en tal 
asunto todos los recursos de la jurisdicción interna de que se pueda 
disponer, de conformidad con los principios del derecho 
internacional generalmente admitidos. No se aplicará esta regla 
cuando la tramitación de los mencionados recursos se prolongue 
injustificadamente. 
d. El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine 
las comunicaciones previstas en el presente artículo. 
e. A reserva de las disposiciones del inciso c, el Comité pondrá sus 
buenos oficios a disposición de los Estados Partes interesados a fin 
de llegar a una solución amistosa del asunto, fundada en el respeto 
de los derechos humanos y de las libertades fundamentales 
reconocidos en el presente Pacto. 
f. En todo asunto que se le someta, el Comité podrá pedir a los 
Estados Partes interesados a que se hace referencia en el inciso b 
que faciliten cualquier información pertinente. 
g. Los Estados Partes interesados a que se hace referencia en el 
inciso b tendrán derecho a estar representados cuando el asunto se 
examine en el Comité y a presentar exposiciones verbalmente, o por 
escrito, o de ambas maneras. 
h. El Comité, dentro de los doce meses siguientes a la fecha de 
recibido de la notificación mencionada en el inciso b), presentará un 
informe en el cual: 
i) Si se ha llegado a una solución con arreglo a lo dispuesto 
en el inciso e, se limitará a una breve exposición de los 
hechos y de la solución alcanzada; 
ii) Si no se ha llegado a una solución con arreglo a lo 
dispuesto en el inciso e, se limitará a una breve exposición 
de los hechos y agregará las exposiciones escritas y las 
actas de las exposiciones verbales que hayan hecho los 
Estados Partes interesados. 
En cada asunto, se enviará el informe los Estados Partes interesados. 
2. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando diez 
Estados Partes en el presente Pacto hayan hecho las declaraciones a que 
se hace referencia en el párrafo 1 del presente artículo. Tales declaraciones 
serán depositadas por los Estados Partes en poder del Secretario General 
de las Naciones Unidas, quien remitirá copia de las mismas a los demás 
Estados Partes. Toda declaración podrá retirarse en cualquier momento 
mediante notificación dirigida al Secretario General. Tal retiro no será 
obstáculo para que se examine cualquier asunto que sea objeto de una 
comunicación ya transmitida en virtud de este artículo; no se admitirá 
ninguna nueva comunicación de un Estado Parte una vez que el Secretario 
General de las Naciones Unidas haya recibido la notificación de retiro de la 
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declaración, a menos que el Estado Parte interesado haya hecho una nueva 
declaración. 
Artículo 42  
1. 
a. Si un asunto remitido al Comité con arreglo al artículo 41 no se 
resuelve a satisfacción de los Estados Partes interesados, el 
Comité, con el previo consentimiento de los Estados Partes 
interesados, podrá designar una Comisión Especial de Conciliación 
(denominada en adelante la Comisión). Los buenos oficios de la 
Comisión se pondrán a disposición de los Estados Partes 
interesados a fin de llegar a una solución amistosa del asunto, 
basada en el respeto al presente Pacto. 
b. La Comisión estará integrada por cinco personas aceptables para 
los Estados Partes interesados. Si, transcurridos tres meses, los 
Estados Partes interesados no se ponen de acuerdo sobre la 
composición, en todo o en parte, de la Comisión, los miembros de la 
Comisión sobre los que no haya habido acuerdo serán elegidos por 
el Comité, de entre sus propios miembros, en votación secreta y por 
mayoría de dos tercios. 
2.  Los miembros de la Comisión ejercerán sus funciones a título personal. No 
serán nacionales de los Estados Partes interesados, de ningún Estado que 
no sea parte en el presente Pacto, ni de ningún Estado Parte que no haya 
hecho la declaración prevista en el artículo 41. 
3. La Comisión elegirá su propio Presidente y aprobará su propio reglamento. 
4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán normalmente en la Sede de las 
Naciones Unidas o en la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra. Sin 
embargo, podrán celebrarse en cualquier otro lugar conveniente que la 
Comisión acuerde en consulta con el Secretario General de las Naciones 
Unidas y los Estados Partes interesados. 
5. La secretaría prevista en el artículo 36 prestará también servicios a las 
comisiones que se establezcan en virtud del presente artículo. 
6. La información recibida y estudiada por el Comité se facilitará a la Comisión, 
y ésta podrá pedir a los Estados Partes interesados que faciliten cualquier 
otra información pertinente. 
7. Cuando la Comisión haya examinado el asunto en todos sus aspectos, y en 
todo caso en un plazo no mayor de doce meses después de haber tomado 
conocimiento del mismo, presentará al Presidente del Comité un informe 
para su transmisión a los Estados Partes interesados: 
a. Si la Comisión no puede completar su examen del asunto dentro de 
los doce meses, limitará su informe a una breve exposición de la 
situación en que se halle su examen del asunto; 
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b. Si se alcanza una solución amistosa del asunto basada en el 
respeto a los derechos humanos reconocidos en el presente Pacto, 
la Comisión limitará su informe a una breve exposición de los 
hechos y de la solución alcanzada; 
c. Si no se alcanza una solución en el sentido del inciso b, el informe 
de la Comisión incluirá sus conclusiones sobre todas las cuestiones 
de hecho pertinentes al asunto planteado entre los Estados Partes 
interesados, y sus observaciones acerca de las posibilidades de 
solución amistosa del asunto; dicho informe contendrá también las 
exposiciones escritas y una reseña de las exposiciones orales 
hechas por los Estados Partes interesados; 
d. Si el informe de la Comisión se presenta en virtud del inciso c, los 
Estados Partes interesados notificarán al Presidente del Comité, 
dentro de los tres meses siguientes a la recepción del informe, si 
aceptan o no los términos del informe de la Comisión. 
8. Las disposiciones de este artículo no afectan a las funciones del Comité 
previstas en el artículo 41. 
9. Los Estados Partes interesados compartirán por igual todos los gastos de 
los miembros de la Comisión, de acuerdo con el cálculo que haga el 
Secretario General de las Naciones Unidas. 
10. El Secretario General de las Naciones Unidas podrá sufragar, en caso 
necesario, los gastos de los miembros de la Comisión, antes de que los 
Estados Partes interesados reembolsen esos gastos conforme al párrafo 9 
del presente artículo. 
 
Artículo 43  
Los miembros del Comité y los miembros de las comisiones especiales de 
conciliación designados conforme al artículo 42 tendrán derecho a las facilidades, 
privilegios e inmunidades que se conceden a los expertos que desempeñen misiones 
para las Naciones Unidas, con arreglo a lo dispuesto en las secciones pertinentes de la 
Convención sobre los privilegios e inmunidades de las Naciones Unidas. 
Artículo 44  
Las disposiciones de la aplicación del presente Pacto se aplicarán sin perjuicio 
de los procedimientos previstos en materia de derechos humanos por los instrumentos 
constitutivos y las convenciones de las Naciones Unidas y de los organismos 
especializados o en virtud de los mismos, y no impedirán que los Estados Partes 
recurran a otros procedimientos para resolver una controversia, de conformidad con 
convenios internacionales generales o especiales vigentes entre ellos. 
Artículo 45  
El Comité presentará a la Asamblea General de las Naciones Unidas, por 
conducto del Consejo Económico y Social, un informe anual sobre sus actividades. 
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PARTE V 
Artículo 46  
Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo de 
las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las constituciones de los 
organismos especializados que definen las atribuciones de los diversos órganos de las 
Naciones Unidas y de los organismos especializados en cuanto a las materias a que se 
refiere el presente Pacto. 
Artículo 47  
Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo del 
derecho inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y libremente sus 
riquezas y recursos naturales. 
PARTE VI 
Artículo 48  
1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados Miembros 
de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializado, así 
como de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte Internacional de 
Justicia y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas a ser parte en el presente Pacto. 
2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los instrumentos de ratificación 
se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los 
Estados mencionados en el párrafo 1 del presente artículo. 
4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de 
adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 
5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los Estados 
que hayan firmado el presente Pacto, o se hayan adherido a él, del depósito 
de cada uno de los instrumentos de ratificación o de adhesión. 
Artículo 49  
1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la 
fecha en que haya sido depositado el trigésimo quinto instrumento de 
ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 
2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a él después 
de haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de 
adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la 
fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de 
adhesión. 
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Artículo 50  
Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes 
componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna. 
Artículo 51  
1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer enmiendas y 
depositarlas en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El 
Secretario General comunicará las enmiendas propuestas a los Estados 
Partes en el presente Pacto, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se 
convoque a una conferencia de Estados Partes con el fin de examinar las 
propuestas y someterlas a votación. Si un tercio al menos de los Estados se 
declara en favor de tal convocatoria, el Secretario General convocará una 
conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda 
adoptada por la mayoría de los Estados presentes y votantes en la 
conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas. 
2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de 
dos tercios de los Estados Partes en el presente Pacto, de conformidad con 
sus respectivos procedimientos constitucionales. 
3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias para los Estados 
Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes 
seguirán obligados por las disposiciones del presente Pacto y por toda 
enmienda anterior que hayan aceptado. 
Artículo 52  
Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del artículo 
48, el Secretario General de las Naciones Unidas comunicará todos los Estados 
mencionados en el párrafo 1 del mismo artículo: 
a. Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto 
en el artículo 48; 
b. La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo 
dispuesto en el artículo 49, y la fecha en que entren en vigor las 
enmiendas a que hace referencia el artículo 51. 
Artículo 53  
1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las Naciones 
Unidas. 
2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas del 
presente Pacto a todos los Estados mencionados en el artículo 48.  
 
 
Declaración sobre los principios de Derecho Internacional referentes a las relaciones de amistad y 
a la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas 
ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS 
RESOLUCION 2625 (XXV): DECLARACION SOBRE LOS PRINCIPIOS 
DE DERECHO INTERNACIONAL REFERENTES A LAS RELACIONES 
DE AMISTAD Y A LA COOPERACION ENTRE LOS ESTADOS DE 
CONFORMIDAD CON LA CARTA DE LAS NACIONES UNIDAS 
 
 
La Asamblea General* 
 
 Recordando sus resoluciones 1815 (XVII) de 18 de diciembre de 1962, 1966 
(XVIII) de 16 de diciembre de 1963, 2103 (XX) de 20 de diciembre de 1965, 2181 (XXI) 
de 12 de diciembre de 1966, 2327 (XXII) de 18 de diciembre de 1967, 2463 (XXIII) de 20 
de diciembre de 1968 y 2533 (XXIV) de 8 de diciembre de 1969, en las que afirmó la 
importancia del desarrollo progresivo y la codificación de los principios de derecho 
internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados. 
 
 Habiendo examinado el informe del Comité Especial de los principios de 
derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los 
Estados, que se reunió en Ginebra del 31 de marzo al 1º. de mayo de 1970. 
 
 Poniendo de relieve la suprema importancia de la Carta de las Naciones 
Unidas para el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y para el 
desarrollo de las relaciones de amistad y cooperación entre los Estados. 
 
Profundamente convencida de que la aprobación, con ocasión de la 
celebración del vigésimo quinto aniversario de las Naciones Unidas, de la Declaración 
sobre los principios de Derecho internacional referente a las relaciones de amistad y a la 
cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas 
contribuirá a fortalecer la paz mundial y constituirá un acontecimiento señalado en la 
evolución del derecho internacional y, de las relaciones entre los Estados al promover el 
imperio del derecho entre las naciones y, en particular, la aplicación universal de los 
principios incorporados en la Carta. 
 
 Considerando la conveniencia de difundir ampliamente el texto de la 
Declaración. 
 
1. Aprueba la Declaración sobre los principios de derecho internacional 
referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados 
de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, cuyo texto figura en el 
anexo a la presente resolución. 
 
2. Expresa su reconocimientos al Comité Especial de los principios de 
Derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y a la 
cooperación entre los Estados por su labor, cuyo resultado ha sido la 
preparación de la Declaración. 
                                                 
* Tomado de Orlando Guerrero Mayorga, “Recopilación de textos de Derecho Internacional 
Público”, 1999, cita la “Resolución 2625 (XXV): Declaración sobre los Principios de Derecho 
Internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de 
conformidad con la Carta de las Naciones Unidas”, p: 91-99. 
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a la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas 
3. Recomienda que se realicen los mayores esfuerzos para que la Declaración 




DECLARACION SOBRE LOS PRINCIPIOS DE DERECHO INTERNACIONAL 
REFERENTES A LAS RELACIONES DE AMISTAD Y A LA COOPERACION ENTRE 




La Asamblea General 
 
 Reafirmando que, conforme a la Carta de las Naciones Unidas, entre los 
propósitos fundamentales de las Naciones Unidas figura el mantenimiento de la paz y la 
seguridad internacionales y el fomento de las relaciones de amistad y de la cooperación 
entre las naciones, 
 
 Recordando que los pueblos de las Naciones Unidas están resueltos a practicar 
la tolerancia y a convivir en paz como buenos vecinos, 
 
 Teniendo presente la importancia de mantener y fortalecer la paz internacional 
fundada en la libertad, la igualdad, la justicia y el respeto de los derechos humanos 
fundamentales y de fomentar las relaciones de amistad entre las naciones, 
independientemente de las diferencias existentes entre sus sistemas políticos, 
económicos y sociales o sus niveles de desarrollo, 
 
 Teniendo presente además la suprema importancia de la Carta de las 
Naciones Unidas para fomentar el respeto del derecho entre las naciones, 
 
 Considerando que la fiel observancia de los principios de derecho internacional 
referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados y al 
cumplimiento de buena fe de las obligaciones contraídas por los Estados, de 
conformidad con la Carta, es de la mayor importancia para el mantenimiento de la paz y 
de la seguridad internacionales y para la realización de los demás propósitos de las 
Naciones Unidas, 
 
 Observando que los grandes cambios políticos, económicos y sociales y el 
progreso científico que han tenido lugar en el mundo desde la aprobación de la Carta 
hacen que adquieran mayor importancia estos principios y la necesidad de aplicarlos en 
forma más efectiva en la conducta de los Estados en todas la esferas, 
 
 Recordando el principio establecido de que el espacio ultraterrestre, incluso la 
Luna y otros cuerpos celestes, no podrá ser objeto de apropiación nacional por 
reivindicación de soberanía, uso u ocupación, ni de ninguna otra manera, y consciente 
de que en las Naciones Unidas se está considerando la cuestión del establecimiento de 
otras disposiciones pertinentes de inspiración similar, 
 
 Convencida de que el estricto cumplimiento por los Estados de la obligación de 
no intervenir en los asuntos de cualquier otro Estado es condición esencial para 
asegurar la convivencia pacífica entre las naciones, ya que la práctica de cualquier forma 
de intervención, además de violar el espíritu y la letra de la Carta de las Naciones 
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Unidas, entraña la creación de situaciones atentarías contra la paz y la seguridad 
internaciones, 
 
 Recordando el deber de los Estados de abstenerse, en sus relaciones 
internacionales, de ejercer coerción militar, política, económica o de cualquier índole 
contra la independencia política o la integridad territorial de cualquier Estado,  
 
 Considerando que es indispensable que todos los Estados se abstengan, en 
sus relaciones internacionales, de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la 
integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra 
forma incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas, 
 
 Considerando que es indispensable igualmente que todos los Estados arreglen 
sus controversias internacionales por medios pacíficos de conformidad con la Carta,  
 
 Reafirmando, de conformidad con la Carta, la importancia básica de la igualdad 
soberana y subrayando que los propósitos de las Naciones Unidas sólo podrán 
realizarse si los Estados disfrutan de igualdad soberana y cumplen plenamente las 
exigencias de este principio en sus relaciones internacionales,  
 
 Convencida de que la sujeción de los pueblos a la subyugación, dominación y 
explotación extranjeras constituye uno de los mayores obstáculos al fomento de la paz y 
la seguridad internacionales, 
 
 Convencida de que el principio de la igualdad de derechos y de la libre 
determinación de los pueblos constituye una importante contribución al derecho 
internacional contemporáneo, y de que su aplicación efectiva es de suprema importancia 
para fomentar entre los Estados las relaciones de amistad basadas en el respeto del 
principio de la igualdad soberana, 
 
 Convencida, en consecuencia, de que todo intento de quebrantar parcial o 
totalmente la unidad nacional y la integridad territorial de un Estado o país o su 
independencia política es incompatible con los propósitos y principios de la Carta, 
 
 Considerando las disposiciones de la Carta en su conjunto y teniendo en 
cuenta la función de las resoluciones pertinentes aprobadas por los órganos 
competentes de las Naciones Unidas en relación con el contenido de los principios, 
 
 Considerando que el desarrollo progresivo y la codificación de los siguientes 
principios: 
 
a. El principio de que los Estados, en sus relaciones internacionales, se 
abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la 
integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado, o en 
cualquier otra forma incompatible con los propósitos de las Naciones 
Unidas; 
 
b. El principio de que los Estados arreglarán sus controversias 
internacionales por medios pacíficos, de tal manera que no se pongan 
en peligro ni la paz y la seguridad internacionales ni la justicia; 
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c. La obligación de no intervenir en los asuntos que son de la jurisdicción 
interna de los Estados, de conformidad con la Carta; 
 
d. La obligación de los Estados de cooperar entre sí, conforme a la Carta; 
 
e. El principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los 
pueblos; 
 
f. El principio de la igualdad soberana de los Estados; 
 
g. El principio de que los Estados cumplirán de buena fe las obligaciones 
contraídas por ellos de conformidad con la Carta; para conseguir su 
aplicación más efectiva dentro de la comunidad internacional, 
fomentarían la realización de los propósitos de las Naciones Unidas. 
 
Habiendo considerado los principios de derecho internacional referentes a las 
relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados. 
 
 1. Solemnemente proclama los siguientes principios: 
 
 El principio de que los Estados, en sus relaciones internacionales, se 
abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad 
territorial o la independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra 
forma incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas. 
 
 Todo Estado tiene el deber de abstenerse en sus relaciones internacionales de 
recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la 
independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con 
los propósitos de las Naciones Unidas. Tal amenaza o uso de la fuerza constituye una 
violación del derecho internacional y de la Carta de las Naciones Unidas y no se 
empleará nunca como medio para resolver cuestiones internacionales.  
 
 Una guerra de agresión constituye un crimen contra la paz, que, con arreglo al 
derecho internacional, entraña responsabilidad. 
 
 Conforme a los propósitos y principios de las Naciones Unidas, los Estados 
tienen el deber de abstenerse de propaganda a favor de las guerras de agresión.  
 
 Todo Estado tiene el deber de abstenerse de recurrir a la amenaza o al uso de la 
fuerza para violar las fronteras internacionales existentes de otro Estado o como medio 
de resolver controversias internacionales, incluso las controversias territoriales y los 
problemas relativos a las fronteras de los Estados. 
 
 Asimismo, todo Estado tiene el deber de abstenerse de recurrir a la amenaza o 
al uso de la fuerza para violar las líneas internacionales de demarcación, tales como las 
líneas de armisticio, que se establezcan por un acuerdo internacional del que sea parte o 
que esté obligado a respetar por otras razones, o de conformidad con ese acuerdo. 
 
 Nada de lo anterior se interpretará en el sentido de que prejuzga las posiciones 
de las partes interesadas en relación con la condición y efectos de dichas líneas de 
acuerdo con sus regímenes especiales, ni en el sentido de que afecta a su carácter 
temporal. 
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 Los Estados tienen el deber de abstenerse de actos de represalia que impliquen 
el uso de la fuerza. 
 
 Todo Estado tiene el deber de abstenerse de recurrir a cualquier medida de 
fuerza que prive de su derecho a la libre determinación y a la libertad y a la 
independencia a los pueblos aludidos en la formulación del principio de la igualdad de 
derechos y de la libre determinación. 
 
 Todo Estado tiene el deber de abstenerse de organizar o fomentar la 
organización de fuerzas irregulares o de bandas armadas, incluidos los mercenarios, 
para hacer incursiones en el territorio de otro Estado. 
 
 Todo Estado tiene el deber de abstenerse de organizar, instigar, ayudar o 
participar en actos de guerra civil o en actos de terrorismo en otro Estado o de consentir 
actividades organizadas dentro de su territorio encaminadas a la comisión de dichos 
actos, cuando los actos a que se hace referencia en el presente párrafo impliquen el 
recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza. 
 
 El territorio de un Estado no será objeto de ocupación militar derivada del uso de 
la fuerza en contravención de las disposiciones de la Carta. El territorio de un Estado no 
será objeto de adquisición por otro Estado derivada de la amenaza o el uso de fuerza. 
No se reconocerá como legal ninguna adquisición territorial derivada de la amenaza o el 
uso de la fuerza. Nada de lo dispuesto anteriormente se interpretará en un sentido que 
afecte: 
 
a. A disposiciones de la Carta o cualquier acuerdo internacional anterior al 
régimen de la Carta y que sea válido en el derecho internacional o; 
b. Los poderes del Consejo de Seguridad de conformidad con la Carta. 
 
Todos los Estados deberán realizar de buena fe negociaciones encaminadas a 
la rápida celebración de un tratado universal de desarme general y completo bajo un 
control internacional eficaz, y esforzarse por adoptar medidas adecuadas para reducir la 
tirantez internacional y fortalecer la confianza entre los Estados. 
 
 Todos los Estados deberán cumplir de buena fe las obligaciones que les 
incumben en virtud de los principios y normas generalmente reconocidos del derecho 
internacional con respecto al mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, y 
tratarán de aumentar la eficacia del sistema de seguridad de las Naciones Unidas 
basado en la Carta. 
 
 Ninguna de las disposiciones de los párrafos precedentes se interpretará en el 
sentido de que amplía o disminuye en forma alguna el alcance de las disposiciones de la 
Carta relativas a los casos en que es legítimo el uso de la fuerza. 
 
El principio de que los Estados arreglarán sus controversias 
internacionales por medios pacíficos, de tal manera que no se pongan en peligro 
ni la paz y la seguridad internacionales ni la justicia. 
 
 Todos los Estados arreglarán sus controversias internacionales por medios 
pacíficos, de tal manera que no se pongan en peligro ni la paz y la seguridad 
internacionales ni la justicia. 
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 Los Estados, en consecuencia, procurarán llegar a un arreglo pronto y justo de 
sus controversias internacionales mediante la negociación, la investigación, la 
mediación, la conciliación, el arbitraje, el arreglo judicial, el recurso a los organismos o 
sistemas regionales u otros medios pacíficos que ellos mismos elijan. Al procurar llegar a 
ese arreglo las partes convendrán en valerse de los medios pacíficos que resulten 
adecuados a las circunstancias y a la naturaleza de la controversia. 
 
 Las partes en una controversia tienen el deber, en caso de que no se logre una 
solución por uno de los medios pacíficos mencionados, de seguir tratando de arreglar la 
controversia por otros medios pacíficos acordados por ellas. 
 
 Los Estados partes en una controversia internacional, así como los demás 
Estados, se abstendrán de toda medida que pueda agravar la situación de modo que 
ponga en peligro el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, y obrarán en 
conformidad con los propósitos y principios, de las Naciones Unidas. 
 
 El arreglo de las controversias internacionales se basará en la igualdad 
soberana de los Estados y se hará conforme al principio de libre elección de los medios. 
El recurso a un procedimiento de arreglo aceptado libremente por los Estados, o la 
aceptación de tal procedimiento, con respecto a las controversias existentes o futuras en 
que sean partes, no se considerará incompatible con la igualdad soberana. 
 
 Ninguna de las disposiciones de los párrafos precedentes prejuzga o deroga las 
disposiciones aplicables de la Carta, en particular las relativas al arreglo pacífico de 
controversias internacionales. 
 
El principio relativo a la obligación de no intervenir en los asuntos que son 
de la jurisdicción interna de los Estados, de conformidad con la Carta. 
 
 Ningún Estado o grupo de Estado tiene derecho de intervenir directa o 
indirectamente, y sea cual fuere el motivo, en los asuntos internos o externos de 
cualquier otro. Por lo tanto, no solamente la intervención armada, sino también 
cualesquiera otras formas de ingerencia o de amenaza atentatoria de la personalidad del 
Estado, o de los elementos políticos, económicos y culturales que lo constituyen, son 
violaciones del derecho internacional. 
 
 Ningún Estado puede aplicar o fomentar el uso de medidas económicas, 
políticas o de cualquier otra índole; para coaccionar a otro Estado a fin de lograr que 
subordine el ejercicio de sus derechos soberanos y obtener de él ventajas de cualquier 
orden. Todos los Estados deberán también abstenerse de organizar, apoyar, fomentar, 
financiar, instigar o tolerar actividades armadas, subversivas o terroristas encaminadas a 
cambiar por la violencia el régimen de otro Estado, y de intervenir en una guerra civil de 
otro Estado. 
 
 El uso de la fuerza para privar a los pueblos de su identidad nacional constituye 
una violación de sus derechos inalienables y del principio de no intervención. 
 
 Todo Estado tiene el derecho inalienable a elegir su sistema político, económico, 
social y cultural sin ingerencia en ninguna forma por parte de ningún otro Estado. 
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 Nada en los párrafos precedentes deberá interpretarse en el sentido de afectar 
las disposiciones pertinentes de la Carta relativas al mantenimiento de la paz y la 
seguridad internacionales. 
 
La obligación de los Estados de cooperar entre sí, conforme a la Carta. 
 
 Los Estados tienen el deber de cooperar entre sí, independientemente de las 
diferencias en sus sistemas políticos, económicos y sociales, en las diversas esferas de 
las relaciones internacionales, a fin de mantener la paz y la seguridad internacionales y 
de promover la estabilidad y el progreso de la economía mundial, el bienestar general de 
las naciones y la cooperación internacional libre de toda discriminación basada en esas 
diferencias. 
 
A este fin: 
 
a. Los Estados deben cooperar con otros Estados en el mantenimiento de 
la paz y la seguridad internacionales; 
 
b. Los Estados deben cooperar para promover el respeto universal a los 
derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos y la 
efectividad de tales derechos y libertades, y para eliminar toda las 
formas de discriminación racial y todas las formas de intolerancia 
religiosa; 
 
c. Los Estados deben conducir sus relaciones internacionales en las 
esferas económicas, social, cultural, técnica y comercial, de conformidad 
con los principios de la igualdad soberana y la no intervención; 
 
d. Los Estados Miembros de las Naciones Unidas tienen el deber de 
adoptar medidas, conjunta o separadamente, en cooperación con las 
Naciones Unidas, de conformidad con las disposiciones pertinentes de 
la Carta. 
 
Los Estados deben cooperar en las esferas económicas, social y cultural, así 
como en la esfera de la ciencia y la tecnología, y promover el progreso de la cultura y la 
enseñanza en el mundo. Los Estados deben cooperar para promover el crecimiento 
económico en todo el mundo, particularmente en los países en desarrollo. 
 
El principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los 
pueblos. 
 
 En virtud del principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de 
los pueblos, consagrado en la Carta de las Naciones Unidas, todos los pueblos tienen el 
derecho de determinar libremente, sin ingerencia externa, su condición política y de 
proseguir su desarrollo económico, social y cultural, y todo Estado tiene el deber de 
respetar este derecho de conformidad con las disposiciones de la Carta. 
 
 Todo Estado tiene el deber de promover, mediante acción conjunta o individual, 
la aplicación del principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los 
pueblos, de conformidad con las disposiciones de la Carta, y de prestar asistencia a las 
Naciones Unidas en el cumplimiento de las obligaciones que se le encomiendan por la 
Carta respecto de la aplicación de dicho principio, a fin de: 
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a. Fomentar las relaciones de amistad y la cooperación entre los Estados, 
y; 
b. Poner fin rápidamente al colonialismo, teniendo debidamente en cuneta 
la voluntad libremente expresada de los pueblos de que se trate; y 
teniendo presente que el sometimiento de los pueblos a la subyugación, 
dominación y explotación extranjeras constituyen una violación del 
principio, así como una denegación de los derechos humanos 
fundamentales, y es contraria a la Carta. 
 
Todo Estado tiene el deber de promover, mediante acción conjunta o individual, 
el respeto universal a los derechos humanos y a las libertades fundamentales y la 
efectividad de tales derechos y libertades de conformidad con la Carta. 
 
 El establecimiento de un Estado soberano e independiente, la libre asociación o 
integración con un Estado independiente o la adquisición de cualquier otra condición 
política libremente decidida por un pueblo constituyen formas del ejercicio del derecho 
de libre autodeterminación de ese pueblo. 
 
 Todo Estado tiene el deber de abstenerse de recurrir a cualquier medida de 
fuerza que prive a los pueblos antes aludidos en la formulación del presente principio de 
su derecho a la libre determinación y a la libertad y a la independencia. En los actos que 
se realicen y en el resistencia que opongan contra esas medidas de fuerza con el fin de 
ejercer su derecho a la libre determinación, tales pueblo podrán pedir y recibir apoyo de 
conformidad con los propósitos y principios de la Carta. 
 
 El territorio de una colonia u otro territorio no autónomo tiene, en virtud de la 
Carta, una condición jurídica distinta y separada de la del territorio del Estado que lo 
administra; y esa condición jurídica distinta y separada conforme a la Carta existirá hasta 
que el pueblo de la colonia o el territorio no autónomo haya ejercido su derecho de libre 
determinación de conformidad con la Carta y, en particular, con sus propósitos y 
principios. 
 
 Ninguna de las disposiciones de los párrafos precedentes se entenderá en el 
sentido de que autoriza o fomenta cualquier acción encaminada a quebrantar o 
menoscabar, total o parcialmente, la integridad territorial de Estados soberanos e 
independientes que se conduzcan de conformidad con el principio de la igualdad de 
derechos y de la libre determinación de los pueblos antes descrito y estén, por tanto, 
dotados de un gobierno que represente a la totalidad del pueblo perteneciente al 
territorio, sin distinción por motivos de raza, credo o color. 
 
 Todo Estado se abstendrá de cualquier acción dirigida al quebrantamiento 
parcial o total de la unidad nacional e integridad territorial de cualquier otro Estado o 
país. 
 
El principio de la igualdad soberana de los Estados. 
 
 Todos los Estados gozan de igualdad soberana. Tienen iguales derechos e 
iguales deberes y son por igual miembros de la comunidad internacional, pese a las 
diferencias de orden económico, social, político o de otra índole. 
 
 En particular, la igualdad soberana comprende los elementos siguientes: 
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a. Los Estados son iguales jurídicamente; 
 
b. Cada Estado goza de los derechos inherentes a la plena soberanía; 
 
c. Cada Estado tiene el deber de respetar la personalidad de los demás 
Estados; 
 
d. La integridad territorial y la independencia política del Estado son 
inviolables; 
 
e. Cada Estado tiene el derecho a elegir y a llevar adelante libremente sus 
sistema político, social, económico y cultural; 
 
f. Cada Estado tiene el deber de cumplir plenamente y de buena fe sus 
obligaciones internacionales y de vivir en paz con los demás Estados. 
 
El principio de que los Estados cumplirán de buena fe las obligaciones 
contraídas por ellos de conformidad con la Carta. 
 
 Todo Estado tiene el deber de cumplir de buena fe las obligaciones que ha 
contraído en virtud de la Carta de las Naciones Unidas. 
 
 Todo Estado tiene el deber de cumplir de buena fe las obligaciones contraídas 
en virtud de los principios y normas de derecho internacional generalmente reconocidos. 
 
 Cuando las obligaciones derivadas de acuerdo internacionales estén en pugna 
con las obligaciones que impone a los Estados Miembros de las Naciones Unidas la 




2. Declara que: 
 
 Por lo que respecta a su interpretación y aplicación, los principios que anteceden 
están relacionados entre sí y cada uno de ellos debe interpretarse en el contexto de los 
restantes. 
 
 Nada de lo enunciado en la presente Declaración se interpretará en forma 
contraria a las disposiciones de la Carta o en perjuicio de los derechos y deberes de los 
Estados Miembros en virtud de la Carta o de los derechos de los pueblos en virtud de la 
Carta, teniendo en cuenta la formulación de esos derechos en la presente declaración: 
 
 
3. Declara además que: 
 
 Los principios de la Carta incorporados en la presente Declaración constituyen 
principios básicos de derecho internacional y, por consiguiente, insta a todos los Estados 
a que se guíen por esos principios en su comportamiento internacional y a que 
desarrollen sus relaciones mutuas sobre la base del estricto cumplimiento de esos 
principios. [Adoptada por la Asamblea General de las N. U. En su 1883ª. Sesión 
plenaria, el 4 de Octubre de 1970]. 
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Panamá está situada en el istmo que une América del sur con Centro América y 
Norteamérica. El país, dividido por el Canal de Panamá, limita al norte con el Mar 
Caribe, al este con Colombia, al sur con el Océano Pacífico y al oeste con Costa 
Rica.  La superficie total es de 77.082 Km2 englobando la región del Canal. El 
litoral tiene aproximadamente 685 Km de extensión en el Caribe y cerca de 1.230 
Km en el Pacífico. Su sistema político es pluripartidista. 
 
 
Sistema Político de Panamá: antes y después de la invasión de 1989 
 
GOBIERNO Panamá se rige de acuerdo con la Constitución adoptada en 1972, y 
revisada sustancialmente en 1983. 
PODER 
EJECUTIVO 
El Jefe de Estado de Panamá es el Presidente, elegido junto con dos 
Vice-Presidentes por voto popular, directo y secreto. Durante la 
década de 1980, la Fuerza de Defensa de Panamá jugó un papel 
importante en el gobierno del país, y su comandante en Jefe era la 
persona que controlaba las decisiones gubernamentales (Gral. 
Manuel A. Noriega). 
PODER 
LEGISLATIVO 
El Poder Legislativo de Panamá es unicameral y recae en la 
Asamblea Legislativa, conformada por 67 miembros elegidos de 
manera directa por un período de 5 años. En 28 de los 40 distritos 
electorales, el partido ganador asume representación total; en los 12 
distritos restantes, se eligen 39 escaños mediante representación 
proporcional. 
PODER 
JUDICIAL   
El Tribunal de mayor jerarquía en Panamá es la Corte Suprema de  
Justicia, compuesta por 9 Magistrados, designados para ejercer 
durante 10 años. Dentro del Sistema Judicial del país, también, se 
encuentran un Tribunal Supremo y Juzgados de distritos y 
municipales. 
GOBIERNO 
LOCAL   
Las 9 provincias de Panamá están divididas en 65 municipios y 505 
distritos; cada provincia es administrada por un gobernador que es 
designado por el Presidente de Estado. Los Alcaldes y Concejales de 
cada distrito son elegidos por períodos de cuatro años. 
DEFENSA La Fuerza de Defensa panameña (FDP) que, también ejerce como la 
principal fuerza policial del país, tenía aproximadamente 15,000 
miembros a finales de la década de 1980. En diciembre de 1989, la 
invasión de Estados Unidos acabó con ella, y tuvo que ser 
reconstruida nuevamente con ayuda de éste país. Sin embargo, en 
1991, después de un intento de golpe militar, el gobierno disolvió el 
ejército ya formado. A mediados 1993, el total de Fuerzas Públicas 
era de 11,800 miembros, de los que cerca de 11,000 formaban parte 
de la Fuerza Policial Nacional y el resto de los servicios de 
guardacostas y aéreos. 
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POLÍTICOS    
De 1969 a 1978, estuvieron ilegalizados todos los partidos políticos 
de Panamá. Una coalición de oposición de la que formaban parte el 
Partido Demócrata Cristiano y el Partido Arnulfista ganó las 
elecciones en mayo de 1989, pero se anularon los resultados. Con el 
restablecimiento del gobierno democrático en 1990, los Demócratas 
Cristianos y los Arnulfistas se convirtieron en los grupos políticos 
gobernantes. Está formada por un amplio especto pluripartidista en la 
que se destacan el Partido Revolucionario Democrático (afiliado a la 
Internacional Socialista), el Partido Democracia Cristiana, el Partido 
Liberal, el Partido Panameñista y varios partidos de izquierda como 
el Partido de Acción Popular (Social Demócrata), el Partido 
Revolucionario de los Trabajadores y el Partido del Pueblo 
(comunista). 
 
Fuente: Elaborado por Filmore Fox Pont tomado de Enrique Ortego, “Panamá: 
crónicas de una agresión”, 1990; Luis Murillo, “The Noriega mess: the drugs, 
the Canal, and Why America invaded”, 1995; Michael L. Conniff, “Panama”, 
Encarta Encyclopedia 99; Columbus Publishing “Panama Central América. 
History & Government”. 
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Tratado de Paz, Amistad, 
Navegación y Comercio 





La Nueva Granada garantizaba a los 
EE.UU. libre tránsito a través del 
Istmo de Panamá; y EE.UU. 
garantizaban la neutralidad del Istmo 
y los derechos de propiedad de Nueva 
Granada. 
 
Tratado Clayton-Bulwer  
-1850, Abr., 19 
-Estados Unidos 
-Gran Bretaña 
Ninguno de ellos iniciarían la 
construcción del Canal sin el 








Se estipula que EE.UU. construirá un 
Canal en territorio cedido por 
Colombia. 





-1870, Ene., 26 
Estados Unidos 
Colombia 
Colombia concedía a EE.UU. 
facilidades para la obra, pero además, 
establecía una alianza militar entre 
ambas naciones. 
El Congreso colombiano lo aprobó, 





-1990, Feb., 5 
 
Tratado Hay Pauncefote 
(II) 






Gran Bretaña permite a los EE.UU. 
construir y operar un canal, pero sin 
fortificarlo. 
Gran Bretaña permite a los EE.UU. 
construir por su propia iniciativa y 
controlar el Canal. 
 
Tratado Hay-Herrán 
-1903, Ene., 22 
 
 





Prevenía la concesión a perpetuidad 
de una Zona del Canal para uso de 
EE.UU. 
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Panamá cedió a EE.UU. la 
construcción del Canal. 
La Junta Provisional de Panamá lo 
ratifica. 




-1904, Dic., 6 
Estados Unidos EE.UU. establecía regulaciones 








EE.UU. exige la Jurisdicción norte de 
la Ciudad de Colón; cláusulas 
comerciales a perpetuidad; y declarar 
en estado de guerra a Panamá, si se 
encontraba en conflicto. 
 
Tratado Arias-Roosevelt 
-1936, Mar., 26 
Estados Unidos 
Panamá 
Conocido también como Trat. Gral. de 
Amistad y Cooperación. Se abolió el 
status de protectorado inscrito en el 
Trat. de 1903. Se logró eliminar el 
derecho de EE.UU. de intervenir en 




arrendamiento de sitios de 
defensa en Panamá 






-1947, Dic., 12 
Estados Unidos 
Panamá 
Se le concede a EE.UU. el derecho de 





-1955, Ene., 25 
Estados Unidos 
Panamá 
Conocido como el Trat. de Mutuo 
Entendimiento y Cooperación. Se 
eliminan las diferencias salariales 
entre panameños y norteamericanos; 
se le otorgó al gobierno panameño la 
autoridad para cobrar impuestos a los 
trabajadores panameños en la Zona del 
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-1967, Jun., 21 
Estados Unidos 
Panamá 
Estos fueron rechazados porque no 
satisfacía las necesidades panameñas. 
Planeaban la construcción de un nuevo 
canal a nivel y un proyecto sobre 
defensa del Canal que preveía la 





-1974, Feb., 7 
Estados Unidos 
Panamá 
Establece los 8 puntos para las 



















1978, Abr., 18 
 















Se firmó el Trat. Pleno control de la 
Región Interoceánico del Canal por 
parte de Panamá. Establece el desalojo 
de las bases militares y sitios de 
defensa por parte de los EE.UU. 
El Tratado sobre la Neutralidad 
Permanente y el Funcionamiento del 
Canal de Panamá. Tal como se 
enmendó, el Tratado aclararía estos 
derechos para estipular que "cada uno 
de los dos países ... tendrá derecho a 
actuar contra cualquier agresión o 
amenaza contra el Canal o contra el 
tránsito pacífico de los barcos por el 
Canal" ...  
Fue ratificado en el Senado 
norteamericano. 
Entra en vigencia. 
 
Canje de Notas 
1999, Dic., 14 
Jimmy Carter 
Mireya Moscoso 
Ex Pres. Carter de EE.UU. y Pres. 
Moscoso de Panamá formalizan la 




Fuente: Elaborado por Filmore Fox Pont tomado de Michael L. Conniff, 
“Panama Canal”, Encarta Encyclopedia 99; “Panama History”, Enciclopedia; 
Demetrio Boersner,“Relaciones Internacionales de América Latina”, 1986; 
Crítica en Línea, “Historia de Panamá. El Canal de Panamá: breve historia del 
Canal de Panamá”, 1999; Editora Panamá América, S. A. “Cronología de una 
magna obra. El Canal de Panamá”, 1999. 
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TRATADO CONCERNIENTE A LA 
NEUTRALIDAD PERMANENTE Y AL FUNCIONAMIENTO 
DEL CANAL DE PANAMA 
 





La República de Panamá declara que el Canal en cuanto vía acuática de tránsito 
internacional será permanentemente neutral conforme al régimen estipulado en 
este tratado. El mismo régimen de neutralidad se aplicará a cualquier otra vía 





Panamá declara la neutralidad del Canal para que, tanto en tiempo de paz como 
en tiempo de guerra, éste permanezca seguro y abierto para el tránsito pacífico 
de las naves de todas las naciones en términos de entera igualdad, de modo 
que no haya contra ninguna nación ni sus ciudadanos o súbditos discriminación 
concerniente a las condiciones o costes del tránsito ni por cualquier otro motivo y 
para que el Canal y consecuentemente el Istmo de Panamá, no sea objetivo de 
represalias en ningún conflicto bélico entre otras naciones del mundo. Lo 
anterior quedará sujeto a los siguientes requisitos:  
 
     (a) Al pago de peajes u otros derechos por el tránsito y servicios conexos, 
siempre que fueren fijados según lo estipulado en el artículo lll, literal (c);  
 
     (b) Al cumplimiento de los reglamentos pertinentes, siempre que los mismos 
fueren aplicados según las estipulaciones del  artículo lll;  
 
     (c) A que las naves en tránsito no cometan actos de hostilidad mientras 
estuvieren en el Canal.  
 
     (d) Al cumplimiento de otras condiciones y restricciones establecidas en este 
tratado.  
 
                                                 
* Tomado de Luis Dallanegra, “Tratado Concerniente a la Neutralidad Permanente y al 
Funcionamiento del Canal de Panamá”, 1994, www.mundolatino.org/i/politica/Tratados/neu 
capan.htm 
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1. Para los fines de la seguridad, eficiencia y mantenimiento apropiado del 
Canal, se aplicarán las siguientes reglas:  
 
     (a) El Canal será manejado eficientemente de acuerdo con las condiciones 
del tránsito a través del Canal y de los reglamentos que serán justos, equitativos 
y razonables y limitados a los necesarios para la navegación segura y el 
funcionamiento eficiente y sanitario del Canal;  
 
     (b) Se proveerán los servicios conexos necesarios para el tránsito por el 
Canal;  
 
     (c) Los peajes y otros derechos por servicio de tránsito y conexos serán 
justos, razonables, equitativos y consistentes con los principios de Derecho 
Internacional;  
 
     (d) Podrá requerirse de las naves como condición previa para el tránsito que 
establezcan claramente la responsabilidad financiera y las garantías para el 
pago de indemnización razonable y adecuada, consistente con las normas y 
práctica internacionales, por los danos resultantes de actos u omisiones de esas 
naves al pasar por el Canal. En el caso de naves pertenecientes a un Estado u 
operadas por éste o por las cuales dicho Estado hubiere aceptado 
responsabilidad, bastará para asegurar dicha responsabilidad financiera una 
certificación del respectivo Estado en el sentido de que cumplirá sus 
obligaciones de pagar conforme al Derecho Internacional, los danos resultantes 
de la acción u omisión de dichas naves durante su paso por el Canal;  
 
     (e) Las noves de guerra y naves auxiliares de todas las naciones tendrán en 
todo tiempo el derecho de transitar por el Canal, independientemente de su 
funcionamiento interno, medios de propulsión, origen, destino o armamento, sin 
ser sometidas como condición del tránsito, a inspección, registro o vigilancia. No 
obstante podrá exigirse a dichas naves que certifiquen haber cumplido con todos 
los reglamentos aplicables sobre salud, sanidad y cuarentena. Además, dichas  
naves tendrán derecho a negarse a revelar su funcionamiento interno, origen, 
armamento, carga o destino.  
 
     (f) Las naves de guerra y naves auxiliares de todas las naciones tendrán en 
todo tiempo el derecho de transitar por el Canal, independientemente de su 
funcionamiento interno, medios de propulsión, origen, destino o armamento, sin 
ser sometidas como condición del tránsito a inspección, registro o vigilancia. No 
obstante podrá exigirse a dichas naves que certifiquen haber cumplido con todos 
los reglamentos aplicables sobre salud, sanidad y cuarentena. Además, dichas 
naves tendrán derecho de negarse a revelar su funcionamiento interno, origen, 
armamento, carga o destino. No obstante, se podrá exigir a las naves auxiliares 
la presentación de garantía escrita, certificada por un funcionario de alta 
jerarquía  del Gobierno del Estado que solicitare la exención, de que tales naves 
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pertenecen a dicho Estado o son operadas por él  y que en ese caso son 
utilizadas solo para un servicio oficial no comercial.  
 
2. Para los fines de este trabajo, los términos Canal, Naves de Guerra, Naves 
Auxiliares, Funcionamiento Interno, Armamento Inspección, tendrán los 
significados que se le asignen en el Anexo A de este tratado.  
 
ARTICULO IV  
 
La República de Panamá y los Estados Unidos de América convienen en 
mantener el régimen de neutralidad establecido en el presente tratado, el cual 
será mantenido a efecto de que el Canal permanezca permanentemente neutral, 
no obstante la terminación de cualesquiera otros tratados celebrados por las dos 
partes Contratantes.  
 
ARTICULO V  
 
Después de la terminación del Tratado del Canal de Panamá, sólo la República 
de Panamá manejará el Canal y mantendrá fuerzas militares, sitios de defensa e 
instalaciones militares dentro su territorio nacional.  
 
ARTICULO VI  
 
1. En reconocimiento de las importantes contribuciones de la República de 
Panamá y de los Estados Unidos de América a la construcción, funcionamiento, 
mantenimiento, protección y defensa del Canal, las naves de guerra y las naves 
auxiliares de estas naciones, no obstante otras estipulaciones de esta tratado, 
tendrán el derecho de transitar el Canal independientemente de su 
funcionamiento interno, medio de propulsión, origen, destino, armamento o 
carga. Dichas naves de guerra y naves auxiliares tendrán derecho de transitar el 
Canal de modo expedito.  
 
2. Mientras los Estados Unidos de América tengan la responsabilidad por el 
funcionamiento del Canal, podrán continuar otorgando a la República de 
Colombia, libre de peajes, el tránsito por el Canal de sus tropas, naves y 
materiales de guerra. Posteriormente la República de Panamá podrá otorgar a 
las Repúblicas de Colombia y Costa Rica el derecho de tránsito libre de peajes.  
 
ARTICULO VII  
 
1. La República de Panamá y los Estados Unidos de América copatrocinarán en 
la Organización de los Estados Americanos una resolución que abra a la 
adhesión de todos los Estados del mundo el Protocolo de este tratado, mediante 
el cual los firmantes adherirán a los objetivos del presente tratado, conviniendo 
en respetar el régimen de neutralidad establecido en el mismo.  
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2. La Organización de los Estados Americanos servirá como depositaria de este 
Tratado y de los instrumentos pertinentes al mismo.  
 
ARTICULO VIII  
 
Este tratado está sujeto a ratificación de conformidad con los procedimientos 
constitucionales de ambas Partes. Los instrumentos de ratificación serán 
canjeados en Panamá al mismo tiempo que los instrumentos de ratificación del 
Tratado del Canal de Panamá, suscrito en esta fecha. Este tratado entrará en 
vigor simultáneamente con el Tratado del Canal de Panamá, seis meses 
calendarios contados a partir de la. fecha del canje de los instrumentos de 
ratificación.  
 
FIRMADO en Washington, a los 7 días de septiembre de 1977, en idiomas 
español e inglés, siendo ambos textos igualmente auténticos.  
DONE at Washington, this 7th day of September, 1977, in duplicate, in the 




1. Canal: el término Canal, usado en todo el texto, incluye el Canal de Panamá 
existente, sus entradas y los mares territoriales de la República de Panamá 
adyacentes a él, según aparece en el mapa adjunto (Anexo B) y cualquier otra 
vía interoceánica que pueda ser manejada total o parcialmente dentro del 
territorio de la República de Panamá, sus entradas y los mares territoriales 
adyacentes a la misma en cuya construcción o financiamiento participen o 
hubieren participado los Estados Unidos de América.  
 
2. Naves de Guerra: el término nave de guerra, usado en todo el texto, define a 
una nave perteneciente a las fuerzas navales de un Estado que porte las 
insignias exteriores distintivas de los buques de guerra de esa nacionalidad, bajo 
el comando de un oficial debidamente comisionado por el gobierno e inscrito en 
la Lista Naval, y operada por una tripulación bajo disciplina naval regular.  
 
3. Nave Auxiliar: el término nave auxiliar, usado en todo el texto, define a 
cualquier nave que no fuere nave de guerra, de propiedad de un Estado u 
operada por él y utilizada, en ese momento solamente, en servicio no comercial 
del gobierno.  
 
4. Operación interna: el término operación interna, usado en todo el texto, define 
a toda la maquinaria y los sistemas de propulsión, al igual que el manejo y 
control de la nave incluso su tripulación. Sin embargo, no incluye las medidas 
necesarias para el tránsito de las naves bajo el control de pilotos cuando dichas 
naves se encontrasen en el Canal.  
 
APENDICE C 
TRATADO CONCERNIENTE A LA NEUTRALIDAD PERMANENTE Y 
AL FUNCIONAMIENTO DEL CANAL DE PANAMA 
 
5. Armamento: el término armamento, usado en todo el texto, define a las armas, 
municiones, instrumentos de guerra y cualquier otro equipo de una nave que 
posea las características apropiadas para su uso con fines bélicos.  
 
6. Inspección: el término inspección, usado en todo el texto, incluye el examen a 
bordo de la estructura de la nave, la carga, el armamento y el funcionamiento 
interno. No incluye las medidas estrictamente necesarias para el arqueo, ni 
medidas estrictamente necesarias para asegurar el tránsito y la navegación 
segura y sanitaria, incluso el examen del equipo de cubierta y de navegación 
visual.  
 
Tampoco incluye, en el caso de cargas vivas, como el ganado y otros animales 
que puedan ser portadores de enfermedades contagiosas, las medidas 





PROTOCOLO AL TRATADO RELATIVO A LA NEUTRALIDAD 
PERMANENTE Y AL FUNCIONAMIENTO DEL CANAL DE PANAMA 
 
Por cuanto el mantenimiento de la neutralidad del Canal de Panamá es 
importante no sólo para el comercio y la seguridad de la república de Panamá y 
de los Estados Unidos de América, sino también para la paz y seguridad del 
Hemisferio Occidental, e igualmente para los intereses del comercio mundial.  
 
Por cuanto el régimen de neutralidad que han acordado mantener la República 
de Panamá y Estados Unidos de América asegurará permanentemente el 
acceso al Canal de las naves de todas las naciones sobre una base de entera 
igualdad;  
 
Por cuanto el referido régimen de efectiva neutralidad constituirá la mejor 
protección para el Canal y garantizará la ausencia de todo acto hostil  al mismo. 
 




Las Partes Contratantes, por este medio, reconocen el régimen de neutralidad 
permanente del Canal establecido por el Tratado Relativo a la Neutralidad 






TRATADO CONCERNIENTE A LA NEUTRALIDAD PERMANENTE Y 




Las Partes Contratantes acuerdan observar y respetar el régimen de neutralidad 
permanente del Canal tanto en tiempo de paz como en tiempo de guerra, y 





Este protocolo estará abierto a la adhesión de todos los Estados del mundo y 
entrará en vigor para cada Estado desde el momento del depósito de su 
instrumento de adhesión en la Secretarla General de la Organización de Estados 
Americanos.  
 
FIRMADO en Washington, a los 7 días de septiembre de 1977, en los idiomas 
español e inglés, siendo ambos textos igualmente auténticos.  
 
DONE at Washington, this 7th day of September 1977, in duplicate, in the 





SISTESIS DE LA DOCTRINA MONROE 
DOCTRINA MONROE 
DOCTRINA MONROE 1823, Principio de la política exterior de Estados Unidos 
de no permitir la intervención de las potencias europeas en los asuntos internos de 
los países del hemisferio occidental; formulado el 2 X11 1823, por el presidente de 
Estados Unidos, James Monroe (1758-1823) en los párrafos 7, 48 y 49 de su mensaje 
al Congreso.* 
 
Párrafo. 7. ... El principio con el que están ligados los derechos e intereses de los 
Estados Unidos es que el continente americano, debido a las condiciones de la 
libertad y la independencia que conquistó y mantiene, no puede ya ser considerado 
como terreno de una futura colonialización por parte de ninguna de las potencias 
europeas.  
Párrafo. 48. (... ) En la guerra de potencias europeas, por asuntos que les concernían, 
nunca hemos tomado parte, ni sería propio de nuestra política el hacerlo. Sólo 
cuando nuestros derechos son pisoteados o amenazados seriamente tenemos en 
cuenta las injurias o nos preparamos para nuestra defensa. Con los movimientos de 
este hemisferio estamos por necesidad relacionados en forma más inmediata, y por 
causas que deberían ser obvias para todos los observadores esclarecidos e 
imparciales. El sistema político de las potencias aliadas es esencialmente distinto, en 
este sentido, del de Norteamérica. Esta diferencia se deriva de la que existe entre sus 
respectivos Gobiernos; y a la defensa de nuestro propio sistema, que ha sido llevada 
a cabo mediante la pérdida de tanta sangre y riquezas y madurado por la sabiduría de 
nuestros ciudadanos más ilustres y bajo el cual hemos disfrutado una felicidad sin 
par, está consagrada toda la nación.  
                                                 
* Tomado de Edmund Jan Osmañczyk,  “Doctrina Monroe”,  1976. 
www.mundolatino.org/i/política/Tratados/dmoroe.htm 
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Por consiguiente, para mantener la pureza y las amistosas relaciones existentes entre 
Estados Unidos y aquellas potencias, debemos declarar que estamos obligados a 
considerar todo intento de su parte para extender su sistema a cualquier nación de 
este hemisferio, como peligroso para nuestra paz y seguridad. Pero no interferimos ni 
interferiremos en las colonias o las dependencias existentes de cualquier potencia 
europea. Pero en lo que concierne a los Gobiernos que han declarado su 
independencia y la han mantenido, independencia que después de gran consideración 
y sobre justos principios, hemos reconocido, no podríamos contemplar ninguna 
intervención con el propósito de oprimirlas o controlar de alguna manera su destino 
por parte de cualquier potencia europea, sino como la manifestación de una 
disposición hostil hacia Estados Unidos...  
Párrafo. 49. Nuestra política respecto de Europa que fue adoptada en la primera 
época de las guerras que durante tanto tiempo agitaron a ese sector del globo... sigue 
siendo la misma; es decir, no interferir en los intereses internos de ninguna de sus 
potencias; considerar al Gobierno de tacto como el Gobierno legítimo para nosotros; 
cultivar relaciones amistosas con él y mantenerlas mediante una política franca, 
firme y humana, respondiendo en todos los casos a las justas solicitudes de todas las 
potencias y no aceptando injurias de ninguna. Pero con referencia a esos continentes 
las circunstancias son claras y eminentemente distintas. Es imposible que las 
potencias aliadas extiendan su sistema político a cualquier parte de uno y otro 
continente sin amenazar nuestra paz y seguridad; nadie puede creer que nuestros 
hermanos sureños, si son abandonados a si mismos, puedan adoptar ese sistema por 
propia voluntad. Es igualmente imposible, por consiguiente, que nosotros admitamos 
con indiferencia una intervención de cualquier clase. Si comparamos la fuerza y los 
recursos de España y los nuevos Gobiernos, y la distancia que los separa, resulta 
obvio que ella nunca podrá someterlos. Estados Unidos aún considera como su 
verdadera política dejar actuar por sí mismas a las partes, con la esperanza de que las 
demás potencias adoptarán la misma actitud.  
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The Miami Indictment 
Note: This is the original text, including original spelling errors. 
Source: United States Attorney, Southern District of Florida, Miami, Feb. 5, 1988* 
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The Grand Jury charges that: 
COUNT ONE 
The Enterprise 
1. At all times relevant to this Indictment, there existed an 
Enterprise, within the meaning of Title 18, United States Code, 
Section 1961 (4), that is, a group of individuals associated in 
fact which utilized the official positons of the defendant MANUEL 
ANTONIO NORIEGA in the Republic of Panama to facilitate the 
manufacture and transportation of large quantities of cocaine 
destined for the United States and to launder narcotics proceeds. 
2. The members of the Enterprise consisted of the defendants 
herein and others, including Panamanian military and civilian 
associates of MANUEL ANTONIO NORIEGA and international drug 
traffickers who purchased from MANUEL ANTONIO NORIEGA the use of 
his official positions and influence to assist and protect their 
narcotics and money laundering operations. 
Roles in the Enterprise 
3. MANUEL ANTONIO NORIEGA was and is a high ranking officer in 
the military forces of the Republic of Panama. MANUEL ANTONIO 
NORIEGA exploited his positions to obtain substantial personal 
profit by offering narcotics traffickers the safe use of the 
Republic of Panama as a location for transshipment of multi-hundred 
kilogram loads of cocaine destined for the United States; by 
permitting the shipment of ether and acetone in and through Panama; 
                                                 
* Tomado de Luis Murillo, “The Noriega mess: the drugs, the Canal and Why America invaded”, 
1995, p: 903-914. 
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by allowing and protecting a safe haven for international narcotics 
traffickers; and by allowing the deposit of millions of dollars of 
narcotics proceeds in Panamanian banks. 
  a. NORIEGA’s Official Positions: Through the use of his military 
positions, as set for the below, MANUEL ANTONIO NORIEGA was able to 
expand and formalize his control over military, intelligence, law 
enforcement operations and other essential government function in 
Panama. 
(i) From at least as early as mid-1973, prior to the time 
period covered by the charges herein, through approximately August 
1983, MANUELA ANTONIO NORIEGA was Chief of the G-2, which was the 
intelligence branch of the National Guard of Panama. 
(ii) On March 8, 1982, eight months after the death of 
General Omar Torrijos, the Military Leader of Panama, the principal 
military officers of Panama, including MANUEL ANTONIO NORIEGA, 
entered into an agreement setting forth the succession of control 
over the military and governmental functions of Panama. 
 (iii) In August 1983, MANUEL ANTONIO NORIEGA became 
Commander-in-Chief of the National Guard. 
 (iv) On or about September 29, 1983, the Defense Forces of 
the Republic of Panama was formed by Law No. 20 of the Republic of 
Panama which formally placed the National Guard, other Panamanian 
military and police forces, the Immigration Department, and other 
critical functions, including the issuance of passports, regulation 
and control. MANUEL ANTONIO NORIEGA, with the rank of General, 
became Commander-in-Chief of the Defense Forces of the Republic of 
Panama. 
  b. NORIEGA’s Association With The Medellin Cartel and Other 
Narcotics Traffickers: MANUEL ANTONIO NORIEGA utilized his official 
positions to provide protection for international criminal 
narcotics traffickers, including an organization based in Medellin, 
Colombia, South America, known by various names, including “The 
Medellin Cartel” (hereinafter “Cartel”), which consisted of 
controlling members of major Colombian cocaine manufacturing and 
distribution organizations. The Cartel operated to coordinate and 
consolidate the production, distribution, and importation of 
cocaine into the United States. Through the Cartel, major Colombian 
cocaine trafficker were able to pool resources, including raw 
materials, cocaine conversion laboratories, aircraft, vessels, 
transportation facilities, distribution networks, and cocaine to 
facilitate international narcotics trafficking. Cartel 
representatives sold cocaine and collected proceeds from illegal 
narcotics sales in a clandestine international market, which 
included the United States and Panama. In furtherance of its 
international drug trafficking business, the Cartel sought to 
obtain secure location in Panama to conduct its operations and 
store its ellegal proceeds. 
4. PABLO ESCOBAR-GAVIRIA and GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO, 
among others, were leaders of the Cartel. Floyd Carlton-Cacerez 
assisted in obtaining MANUEAL ANTONIO NORIEGA’s authorization for 
Cartel operations in Panama. Floyd Carlton-Cacerez flew drugs from 
Colombia to Panama and money from the United States to Panama for 
the Cartel under the protection of MANUEL ANTONIO NORIEGA. After 
the murder in 1984 if Rodrigo Lara-Bonilla, The Minister of Justice 
of Colombia, Cartel Leaders, including PABLO ESCOBAR-GAVIRIA, 
GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO, Jorge Ochoa-Vasquez, and Fabio 
Ochoa-Vasquez utilized Panama for the conduct of Cartel operations 
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and as a refuge from increased law enforcement activity in the 
Republic of Colombia. 
5. LUIS DEL CID was a member of the National Guard and the 
Defense Forces of the Republic of Panama. He acted as liaison, 
courier, and emissary for MANUEL ANTONIO NORIEGA in his 
transactions with drug traffickers. At various times, he arranged 
for the transportation of payments to NORIEGA from the traffickers, 
including the Cartel. 
6. AMET PAREDES is the son of General Ruben Dario Paredes, 
former military commander of the National Guard of Panama. AMET 
PAREDES, along with his now deceased brother, Ruben Dario Paredes-
Jimenez, smuggled cocaine from Panama to the United States 
utilizing their connections with MANUEL ANTONIO NORIEGA and 
NORIEGA’s now deceased partner, Cesar Rodriguez, to obtain 
protection for their activities. In March 1986, co-conspirators 
Ruben Dario Paredes-Jimenez and Cesar Rodriguez traveled from 
Panama to Medellin, Colombia to make arrangements with the Cartel 
to acquire a load of cocaine. On or before March 19, 1986, they 
were murdered in Medellin, Colombia.  
7. RICARDO BILONICK is a Panamanian civilian who was a part-
owner of Inair Airlines, a Panamanian cargo airline used to ship 
cocaine for the Cartel from Panama to the United States. BILONICK 
maintained a close personal relationship with NORIEGA. BILONICK 
acted as NORIEGA’s representative in several meeting with narcotics 
traffickers. 
8. BRIAN ALDEN DAVIDOW was a cocaine distributor based in 
Miami, Florida who worked with Cesar Rodriguez, Ruben Dario 
Paredes-Jimenez and others. BRIAN ALDED DAVIDOW met with MANUEL 
ANTONIO NORIEGA and others in Panama to arrange for secure 
transportation of cocaine destined for the Southern District of 
Florida. 
9. FRANCISCO CHAVEZ-GIL made the initial arrangements for 
Floyd Carlton-Cacerez to meet with Cartel members PABLO ESCOBAR-
GAVIRIA and GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO to arrange for 
protection by MANUEL ANTONIO NORIEGA of cocaine for the Cartel. 
10. DAVID RODRIGO ORTIZ-HERMIDA and ROBERTO STEINER were pilots 
who transported cocaine for the Cartel. 
11. EDUARDO PARDO and DANIEL MIRANDA were pilots who worked for 
Cesar Rodriguez and Floyd Carlton-Cacerez and transported money 
from the United States to Panama. 
12. HERMAN VELEZ, WILLIAM SALDARRIAGA, JAIME GOMEZ and LUIS 
FERNANDO ESCOBAR-OCHOA, were Colombian cocaine traffickers. 
Purposes and Objects of the Enterprise 
13. By utilizing his official positions, MANUEL ANTONIO NORIEGA 
and trusted associates were able to assure drug traffickers that 
Panamanian military, customs, and law enforcement personnel would 
not interfere with their operations in Panama as long as 
substantial fees were paid to MANUEL ANTONIO NORIEGA; 
a. Protection of Cocaine Shipments 
  Members of the Cartel and other independent narcotics 
traffickers, with the assistance of Floyd Carlton-Cacerez, RICARDO 
BILONICK, Boris Olarte-Morales, Cesar Rodriguez and others, paid 
substantial fees to MANUEL ANTONIO NORIEGA to protect cocaine 
shipments transported from Colombia through Panama to the United 
States. The cocaine was delivered to secure airstrips in Panama for 
transshipment. 
b. Protection and Assistance in Manufacturing Cocaine 
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  MANUEL ANTONIO NORIEGA arranged for the transshipment and sale of 
ether and acetone, precursor chemicals used in the manufacture of 
cocaine hydrochloride, a Schedule II narcotic controlled substance, 
to members of the Cartel, including such chemicals previously 
seized by Panamanian authorities. Further, MANUEL ANTONIO NORIEGA 
agreed to permit the Cartel to establish and supply a cocaine 
laboratory in Darien Province, Panama and to allow shipments of 
ether and acetone to enter Panama from the United States and 
Europe. 
c. Protection of Narcotics Traffickers 
  In the Spring of 1984, members of the Cartel and other cocaine 
traffickers fled Colombia as a result of increased law enforcement 
activities in that country. MANUEL ANTONIO NORIEGA agreed to permit 
members of the Cartel and others to continue their narcotics 
business within the borders of Panama and to notify them if and 
when any law enforcement action was to be taken against them. 
d. Negotiations and Dispute Settlement 
  MANUEL ANTONIO NORIEGA, directly and through intermediaries, 
negotiated with narcotics traffickers. Failure to make adequate 
payment to, or the failure to obtain the prior approval of, MANUEL 
ANTONIO NORIEGA for narcotics operations resulted in the seizure of 
drugs or other retaliatory measures by MANUEL ANTONIO NORIEGA. In 
1984, a dispute developed between the members of the Medellin 
Cartel and MANUEL ANTONIO NORIEGA for protection of the laboratory. 
This dispute was medated by Fidel Castro, Cuban head of State, in 
meetings with MANUEL ANTONIO NORIEGA and others in Havana, Cuba. 
e. Protection of Shipments of Narcotics Proceeds 
 From the Southern District of Florida to Panama 
  Cesar Rodriguez, Floyd Carlton-Cacerez, and others transported 
large shipments of United States currency from the Southern 
District of Florida to Panama. MANUEL ANTONIO NORIEGA assured the 
safe passage of hundreds of thousands of dollars of narcotics 
proceeds into Panamanian banks and arranged for the drug proceeds 
to be flown into Panama without interference by Panamanian customs 
or law enforcement authorities at civilian and military airfields. 
The Racketeering Conspiracy 
14. From in or about the Fall of 1981 to on or about March 21, 
1986, in the Southern Cistrict of Florida, and elsewhere, the 
defendants: 
MANUEL ANTONIO NORIEGA 
GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO 
LUIS DEL CID 
FRANCISCO CHAVEZ-GIL 
DAVID RODRIGUEZ ORTIZ-HERMIDA 
AMET PAREDES 
RICARDO BILONICK 
BRIAN ALDEN DAVIDOW 
 
and others known and unknown to the Grand Jury, including Pablo 
Escobar-Gaviria and Jorge Ochoa-Vasquez, named as co-conspirators 
but not co-defendants in this count, being members of, employed by 
or associated with the Enterprise as more fully described in 
paragraphs 1 through 13 of this Count, which Enterprise was engaged 
in and the activities of which affected interstate and foreign 
commerce in the United States, did unlawfully, willfully, and 
knowingly combine, conspire, confederate and agree with each other 
to conduct and participate, directly and indirectly, in the conduct 
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of the affairs of the Title 18, United States Code, Section 1961(1) 
and 1961(5), as described in paragraphs 15 and 16 of this count, in 
violations of Title 18, United States Code, Section 1962(c). 
The Pattern of Racketeering Activity 
15. The pattern of racketeering activity, as defined in Title 
18, United States Code, Section 1961(1) and 1961(5), through which 
the defendants conducted and participated in the affairs of the 
Enterprise, consisted of: a) the manufacture of a controlled 
substance, to wit, cocaine, a Schedule II narcotic controlled 
substance, with the knowledge that it would be unlawfully imported 
into the United States, in violation of Title 21, United States 
Code, Section 959, and conspiracy to do so, in violation of Title 
21, United States Code, Section 963; b) the importation of cocaine 
into the United States from a place outside thereof, in violation 
of Title 21, United States Code, Section 952, and conspiracy to do 
so, in violation of Title 21, United States Code, Section 963; c) 
the distribution of cocaine with knowledge that it would be 
imported into the United States, in violation of Title 21, United 
States Code, Section 959, and conspiracy to do so, in violation of 
Title 21, United State Code, Section 963; d) travel and causing 
travel, use and causing the use of facilities in interstate and 
foreign commerce in furtherance of a narcotics enterprise, in 
violation of Title 18, United States Code, Section 1952. 
Act of Racketeering 
16.  The defendants agreed to conduct and participated, directly 
and indirectly, in the conduct of the affairs of the Enterprise 
through a pattern of racketeering activity as follows; 
Act of Racketeering Involving the Manufacture of Controlled 
Substances in Violation of Title 21, United States Code, Section 
959. 
A.  From in or about December 1983 to on or about March 10, 
1984, the defendants: 
MANUEL ANTONIO NORIEGA 
GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO 
and 
AMET PAREDES 
did knowingly and intentionally aid and abet members of the Cartel 
and others known and unknown to the Grand Jury to manufacture and 
cause to be manufactured multi-ton quantities of cocaine, a 
Schedule II narcotic controlled substance, in a location known as 
“Tranquilandia” in the Llanos region of Colombia, South America, 
intending that such cocaine be ulawfully imported into the Southern 
District of Florida, and elsewhere in the United States, in 
violation of Title 21, United States Code, Section 959, and Title 
18, United States Code, Section 2. 
b. In or about May 1984 the defendants: 
MANUEL ANTONIO NORIEGA 
GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO 
and 
RICARDO BILONICK 
together with Pablo Escobar-Gaviria and others known and unknown to 
the Grand Jury did knowingly and intentionally attempt to 
manufacture and aid and abet the manufacture of cocaine, a Schedule 
II narcotic controlled substance, in a location approximately 60 
miles southeast of LaPalma in the Providence of Darien, Panama, 
intending that such cocaine be ulawfully imported into the Southern 
District of Florida and elsewhere in the United States, in 
APENDICE E 
THE MIAMI INDICTMENT 
violation of Title 21, United States Code, Section 959 and 963 and 
Title 18, United States Code, Section 2. 
Act of Racketeering involving the importation and           
distribution of a Controlled Substance knowing that such substance 
would be unlawfully imported into the United States in violation of 
Title 21, United States Code, Sections 952, 959 and 963. 
C. In or about December 1982 the defendants: 
MANUEL ANTONIO NORIEGA 
LUIS DEL CID 
and 
DAVID RODRIGO ORTIZ-HERMIDA 
together with Pablo Escobar-Gaviria and others known and unknown to 
the Grand Jury did knowingly and intentionally distribute and aid 
in the distribution of approximately 400 kilograms of cocaine, a 
Schedule II narcotic controlled substance, from Colombia to Panama 
knowing that such cocaine would be unlawfully imported into the 
Southern District of Florida and elsewhere in the United States, in 
violation of Title 21, United States Code, Section 959 and Title 
18, United States Code, Section 2. 
D. In or about May 1993 the defendants: 
MANUEL ANTONIO NORIEGA 
and 
GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO 
together with Pablo Escobar-Gaviria and others known and unknown to 
the Grand Jury did knowingly and intentionally distribute and aid 
in the distribution of approximately 400 kilograms of cocaine, a 
Schedule II narcotic controlled substance, from Colombia to Panama 
knowing that such cocaine would be imported into the Southern 
District of Florida and elsewhere in the United States, in 
violation of Title 21, United States Code, Section 959 and Title 
18, United States Code, Section 2. 
E. In or about January 1984 the defendants: 
MANUEL ANTONIO NORIEGA 
GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO 
and 
LUIS DEL CID 
together with Pablo Escobar-Gaviria, Roberto Steiner and others 
known and unknown to the Grand Jury did knowingly and intentionally 
distribute and aid in the distribution of approximately 400 
kilograms of cocaine, a Schedule II narcotic controlled substance, 
from Colombia to Panama knowing that such cocaine would be imported 
into the Southern District of Florida and elsewhere in the United 
States, in violation of Title 21, United States Code, Section 959 
and Title 18, United States Code, Section 2. 
F. In or about June 1984, within the Southern District of 
Florida and elsewhere, the defendants: 
GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO 
AND 
RICARDO BILONICK 
and others known and unknown to the Grand Jury did knowingly and 
intentionally distribute and aid and abet others in the importation 
of aproximately 2,141 pounds of cocaine, a Schedule II narcotic 
controlled substance, from Colombia to Panama knowing that such 
cocaine would be imported into the Southern District of Florida and 
elsewhere in the United States, in violation of Title 21, United 
States Code, Section 959 and Title 18, United States Code, Section 
2. 
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G. From in or about December 198 through on or about March 21, 
1986, the defendants: 
MANUEL ANTONIO NORIEGA 
GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO 
AMET PAREDES 
and 
BRIAN ALDEN DAVIDOW 
and others known and unknown to the Grand Jury including William 
Saldarriaga, Luis Fernando Escobar-Ochoa, Herman Velez, Jaime 
Gomez, Cesar Rodriguez and Ruben Dario Paredes-Jimenez, knowingly 
and intentionally did combine, conspire, confederate and agree with 
each other and with other persons known and unknown to the Grand 
Jury, to commit offenses against the United States, that is: 
(i) To distribute cocaine, a Schedule II narcotic controlled 
substance, intending that such cocaine be unlawfully imported into 
the United States, in violation of Title 21, United States Code, 
Section 959; and 
(ii) To imported cocaine, a Schedule II narcotic controlled 
substance, into the United States from a place outside thereof, in 
violation of Title 21, United States Code, Section 952. 
 All in violation of Title 21, United States Code, Section 963. 
   Acts of Racketeering Involving Interstate and   Foreign Travel 
to Further a Narcotics Enterprise 
On or about the dates set forth below, according to racketeering 
act, in the Southern District of Florida, and elsewhere, the 
defendants, as set forth below, and persons known and unknown to 
the Grand Jury, knowingly and willfully did travel and cause 
travel, and use and cause to be used facilities in interstate and 
foreign commerce with intent to promote, manage, establish, and 
carry on, and facilitate the promotion, management, establishment 
and carrying on of an unlawful activity, that is, a business 
enterprise involving cocaine, a Schedule II narcotic controlled 
substance, in violation of Title 21, United States Code, Sections 
952, 959 and 963 and thereafter did perform, attempt to perform and 
cause to be performed acts to promote, manage, establish, and 
carrying on of said unlawful activity: 
 
Racketeering       Approximate 
  Act   Defendants  Travel   Date 
 
  H.  MANUEL ANTONIO Airplane flight  January 
  NORIEGA  of Eduardo Pardo  1983 
  Pablo Escobar- from the Southern 
  Gaviria  District of 
  Eduardo Pardo Florida to Panama 
     with $685,000 
 
  I.  GUSTAVO DEJESUS Flight of Eduardo  Mayo 1983 
  GAVIRIA-RIVERO Pardo and Daniel 
  Eduardo Pardo Miranda with 
  Daniel Miranda $800,000 from Ft. 
     Lauderdale, 
     Florida to Panama 
  
  J.  MANUEL ANTONIO Flight of Tony  Mayo 1984 
     NORIEGA  Aizprua from Ft. 
     Lauderdale, 
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     Florida to Panama 
 
  K.  MANUEL ANTONIO Flight from New  June 27, 
    NORIEGA  York, New York to  1984 
     Havana, Cuba 
 
 All in violation of Title 18, United States Code, Sections 1952(a) 
(3) and 2. 
OVERT ACTS 
 17. In furtherance of the aforesaid conspiracy and to effect 
the objects thereof, in the Southern District of Florida and 
elsewhere, one or more of the defendants committed and cause to be 
committed one or more of the following overt acts, among others: 
 
a) In or about October 1982, Floyd Carlton-Cacerez, a pilot 
based in Panama, and FRANCISCO CHAVEZ-GIL traveled from Panama 
City, Panama to Medellin, Colombia and met with Pablo Escobar-
Gaviria and GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO. 
b) In or about October 1982, Floyd Carlton-Cacerez,               
met with MANUEL ANTONIO NORIEGA at one of Noriega’s homes located 
in La Playita, San Francisco area of Panama City to discuss payment 
and the method of operation for the transshipment of cocaine 
through Panama. 
c) In or about October 1982, subsequent to overt act (b), 
Floyd Carlton-Cacerez met with Pablo Escobar-Gaviria and GUSTAVO 
DEJESUS GAVIRIA-RIVERO in Medellin, Colombia to discuss landing 
sites in Panama and payment for protection of cocaine shipments 
from Colombia through Panama. 
d) In or about October or November 1982, subsequent to over 
act (c), MANUEL ANTONIO NORIEGA, during an airplane flight with 
Floyd Carlton-Cacerez, demanded payment of $100,000 to protect 
cocaine transshipped from Colombia through Panama. 
e) In or about November 1982, Floyd Carlton-Cacerez was 
trained to fly a Piper Cheyenne aircraft by DAVID RODRIGO ORTIZ-
HERMINA at the direction of Pablo Escobar-Gaviria in order to later 
transport loads of cocaine to Panama. 
f) In or about November 1982, Floyd Carlton-Cacerez and DAVID 
RODRIGO ORTIZ-HERMINA flew an airplane carrying an unidentified 
cargo contained in duffle bags from El Cafital airstrip in Colombia 
to Calzada Larga airstrip in the Republic of Panama. 
g) In or about November 1982, Floyd Carlton-Cacerez was given 
a handwritten note from Pablo Escobar-Gaviria directing payment of 
$220,000 in U.S. currency in Panama to be split $100,000 for MANUEL 
ANTONIO NORIEGA and $120,000 for Floyd Carlton-Cacerez. 
h) In or about November 1982, Floyd Carlton-Cacerez received 
$220,000 in U.S. currency from Erick E. Guerra in Panama City, 
Panama. 
i) In or about November 1982, Floyd Carlton-Cacerez telephoned 
MANUEL ANTONIO NORIEGA who dispatched Captain LUIS DEL CID to 
receive $100,000 in U.S. currency from Floyd Carlton-Cacerez at 
Padilla Airport, Panama. 
j) In or about early December 1982, Floyd Carlton-Cacerez met 
with Pablo Escobar-Gaviria in Medellin, Colombia to discuss a 
shipment of cocaine from Colombia to Panama. 
k) In or about early December 1982, Floyd Carlton-Cacerez met 
with MANUEL ANTONIO NORIEGA in Panama to discuss the details of a 
shipment of cocaine through Panama at which time MANUEL ANTONIO 
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NORIEGA demanded that $150,000 be paid in advance for the 
protection. 
l) In or about December 1982, subsequent to overt act (k), 
Erick E. Guerra and a man known only as Roberto delivered $150,000 
in U.S. currency to Floyd Carlton-Cacerez at Padilla Airport in 
Panama City, Panama. Floyd Carlton-Cacerez, at the direction of 
MANUEL ANTONIO NORIEGA, delivered the $150,000 to Captain Pasqual 
Gonzalez at Explosivos Nacionales (National Explosives), a 
government office in Panama City. 
m) In or about December 1982, subsequent to overt act (l), 
Floyd Carlton-Cacerez, accompanied by DAVID RODRIGO ORTIZ-HERMIDA, 
flew an airplane carrying approximately 400 kilograms of cocaine 
from Pablo Escobar-Gaviria’s ranch, Hacienda Napoles, in Colombia 
to Calzada Larga airstrip in Panama. 
n) In or about early January 1983, Floyd Carlton-Cacerez met 
with MANUEL ANTONIO NORIEGA to inform him that he was going to fly 
to the United States on behalf of Pablo Escobar-Gaviria to purchase 
a Lear Jet to be used to fly narcotics proceeds from the United 
States to Panama. 
o) In January 1983, Floyd Carlton-Cacerez flew from Panama 
City, Panama to Miami, Florida to buy a Lear Jet for Pablo Escobar-
Gaviria and met with Cesar Rodriguez. 
p) In early 1983, Cesar Rodriguez and Floyd Carlton-Cacerez 
sent Eduardo Pardo, Teofilo Watson and Daniel Miranda to learn to 
fly the Learn Jet purchased for Pablo Escobar-Gaviria in order to 
fly narcotics proceeds from Miami, Florida to Panama. 
q) In or about February 1983, Floyd Carlton-Cacerez directed 
Eduardo Pardo to fly $685,000 in U.S. currency from the Southern 
District of Florida to Panama to finance the purchase and refitting 
of a Lear Jet 25, tail number N281R. 
r) In or about early May 1983, Eduardo Pardo and Daniel 
Miranda flew $800,000 in U.S. currency from the Southern District 
of Florida to Panama at the direction of GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-
RIVERO. 
s) In or about the Spring of 1983, Floyd Carlton-Cacerez met 
with Pablo Escobar-Gaviria, GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO, Jorge 
Ochoa, Fabio Ochoa and RICARDO BILONICK in Colombia. 
t) Sometime between March and May of 1983, Floyd Carlton-
Cacerez met with Pablo Escobar-Gaviria regarding another 
transshipment of cocaine from Colombia through Panama. 
u) Subsequent to overt act (t), Floyd Carlton-Cacerez had a 
conversation with MANUEL ANTONIO NORIEGA in which conversation 
NORIEGA advised Carlton-Cacerez to delay the newt cocaine shipment 
due to military exercises being conducted in Panama. 
v) Subsequent to overt act (u), Floyd Carlton-Cacerez met with 
MANUEL ANTONIO NORIEGA at Padilla Airport in Panama City and 
NORIEGA told Carlton-Cacerez that in order to transship another 
cocaine load through Panama, NORIEGA must be paid $150,000 in 
advance. 
w) Subsequent to overt act (v), Floyd Carlton-Cacerez received 
$150,000 in U.S. currency in Panama from Erick Guerra at the 
direction of Pablo Escobar-Gaviria and GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-
RIVERO. 
x) Subsequent to overt act (w), Floyd Carlton-Cacerez, at the 
direction of MANUEL ANTONIO NORIEGA, delivered $150,000 in U.S. 
currency to Mayor Pasqual Gonzalez at the offices of Explosivos 
Nacional (National Explosives). 
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y) Subsequent to over act (x), Floyd Carlton-Cacerez, along 
with John Jairo-Naranjo flew approximately 400 kilograms of cocaine 
from El Cafital airstrip in Colombia to Coronado airstrip on the 
Pacific coast of Panama. 
z) In or about December 1983, Floyd Carlton-Cacerez met with 
MANUEL ANTONIO NORIEGA in Panama concerning the price to be charged 
for the next cocaine shipment from Colombia through Panama. 
aa) Subsequent to overt act (z), Floyd Carlton-Cacerez, at the 
direction of MANUEL ANTONIO NORIEGA, delivered $200,000 in U.S. 
currency to LUIS DEL CID at the military headquarters of the 
Defense Forces of the Republic of Panama in Panama City. 
bb) In or about late December 1983 or January 1984, Floyd 
Carlton-Cacerez and Roberto Steiner flew approximately 400 
kilograms of cocaine from Pablo Escobar-Gaviria’s farm, Hacienda 
Napoles, in Colombia to Coronado airstrip in Panama. 
cc) In or about early 1984, Boris Olarte-Morales met with AMET 
PAREDES and MANUEL ANTONIO NORIEGA in Panama and discussed the sale 
of 5000 drums of ether and acetone which had been seized by NORIEGA 
and de Defense Forces of the Republic of Panama. 
dd) In or about early 1984, Boris Olarte-Morales met with Pablo 
Escobar-Gaviria and GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO in Medellin, 
Colombia to agree upon the purchase of the 500 barrels of ether and 
acetone. 
ee) In or about early 1984, Otalvaro Cabrera-Medina, a/k/a 
Manuel Cabrera-Median supplied a DC-6 airplane to transport ether 
and acetone from Panama to Colombia. 
ff) In or about early 1984, Boris Olarte-Morales delivered 
$250,000 in U.S. currency to MANUEL ANTONIO NORIEGA in Panama. 
gg) In or about early 1984, soldiers of the Defense Forces of 
the Republic of Panama delivered 500 barrels of ether and acetone 
to a DC-6 airplane at the Ticumin Military Air Force Base in 
Panama. The ether and acetone were loaded onboard the DC-6 aircraft 
and flown to Colombia. 
hh) In or about the Spring of 1984, Boris Olarte-Morales met 
with Jorge Ochoa-Vasquez, GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO and others 
in Panama and discussed payments to MANUEL ANTONIO NORIEGA to 
protect their cocaine operations in Panama. 
ii) In or about the Spring of 1984, Boris Olarte-Morales and 
RICARDO BILONICK, a/k/a Ricky, met with MANUEL ANTONIO NORIEGA in 
Panama City, Panama. 
jj) In or about the Spring of 1984, Boris Olarte-Morales 
delivered approximately $4,000,000 to MANUEL ANTONIO NORIEGA in 
Panama City, Panama. 
kk) In or about May or June 1984, Floyd Carlton-Cacerez met 
with GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO in Panama City, Panama and 
discussed transporting a shipment of cocaine from Colombia to 
Panama. 
ll) In or about May of 1984, Teofilo Watson and other pilots 
flew approximately 1,400 kilograms of cocaine from Colombia to the 
Coronado airstrip in Panama. 
mm) In or about late May or early June 1984, Floyd Carlton-
Cacerez stored approximately 1,200 kilograms of cocaine at his home 
in Panama. 
nn) On or about June 14, 1984, 2,141 pounds of cocaine were 
flown on Inair Airlines from Panama to Miami, Florida. 
oo) On or about June 29, 1964, MANUEL ANTONIO NORIEGA met with 
Fidel Castro in Havana, Cuba to negotiate a settlement of the 
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disagreement between MANUEL ANTONIO NORIEGA and members of the 
Cartel concerning the protection of Cartel cocaine operations in 
Panama. 
pp) In or about early 1986, Ruben Dario Paredes-Jimenez sold 
the vessel “Krill”, in Panama for the purpose of having the “Krill” 
used to transport a cocaine shipment from Colombia to the Southern 
District of Florida. 
qq) On or about March 10, 1986, MANUEL ANTONIO NORIEGA, Ruben 
Dario Paredes-Jimenez, AMET PAREDES, Cesar Rodriguez, BRIAN ALDEN 
DAVIDOW, William Saldarriaga and others met at Cesar Rodriguez’ 
office in the Bank of Boston Building in Panama City, Panama to 
discuss the shipment of approximately 300 kilograms of cocaine 
aboard the vessel “Krill”. 
rr) On or about March 10, 1986, a large photo portrait of 
MANUEL ANTONIO NORIEGA was hung on the vessel “Krill” as security. 
ss) In or about March 10, 1986, in excess of 300 kilograms of 
cocaine were placed in secret compartments aboard the “Krill” for 
shipment to Miami, Florida. 




1. Each and every allegation contained in paragraphs 1 trough 13 
of Count I of this Indictment is incorporated in Count II by 
reference as if fully set forth herein. 
Racketeering 
2. From in or about October 1981 to on or about March 21, 1986, 
in the Southern District of Florida, and elsewhere, de defendants, 
MANUEL ANTONIO NORIEGA 
GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO 
AMET PAREDES 
and 
LUIS DEL CID 
and other persons known and unknown to the Grand Jury, being 
members of , employed by and associated with the Enterprises, as 
more fully described in paragraphs 1 through 13 of Count 1, 
knowingly and willfully did conduct and participate, directly and 
indirectly, in the conduct of the affairs of the Enterprise, which 
was engaged in and the activities of which affected interstate and 
foreign commerce, through a pattern of racketeering activity. 
The Pattern of Racketeering Activity 
3. The pattern of racketeering activity, as defined in Title 18, 
United States Code, Section 1961(1) and 1961(5), through which the 
defendants conducted and participated in the affairs of the 
Enterprise, consisted of: a) the manufacture of a controlled 
substance, to wit, cocaine, a Schedule II narcotic controlled 
substance, with the knowledge that it would be unlawfully imported 
into the United States, in violation of Title 21, United States 
Code, Section 959, and conspiracy to do so, in violation of Title 
21, United States Code, Section 963; b) the importation of cocaine 
into the United States from a place outside thereof, in violation 
of Title 21, United States Code, Section 952, and conspiracy to do 
so, in violation of Title 21, United States Code, Section 963; c) 
the distribution of cocaine with knowledge that it would be 
imported into the United States, in violation of Title 21, United 
States Code, Section 959, and conspiracy to do so, in violation of 
Title 21, United State Code, Section 963; d) travel and causing 
APENDICE E 
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travel, use and causing the use of facilities in interstate and 
foreign commerce in furtherance of a narcotics enterprise, in 
violation of Title 18, United States Code, Section 1952, the acts 
constituting said pattern of racketeering activity being those acts 
described in paragraph 16 of Count I of this Indictment, the 
allegations of which are incorporated in this Count II by 
reference, as if fully set forth herein. 
 All of the above in violation of Title 18, United States Code, 
Sections 1962(c) and 2. 
COUNT III 
   From in or about October 1981 to in or about January 1984, the 
defendants: 
MANUEL ANTONIO NORIEGA 
GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO 
PABLO ESCOBAR-GAVIRIA 




DAVID RODRIGO ORTIZ-HERMIDA 
knowingly and intentionally did combine, conspire, confederate and 
agree with each other and with other persons known and unknown to 
the Grand Jury, to commit offenses against the United States: 
a) To distribute cocaine, a Schedule II narcotic controlled 
substance, knowingly that such cocaine would be unlawfully imported 
into the Southern District of Florida and elsewhere in the United 
States, in violation of Title 21, United States Code, Section 959. 
b) To import cocaine, a Schedule II narcotic controlled 
substance, knowingly that such cocaine would be unlawfully imported 
into the Southern District of Florida and elsewhere in the United 
States from a place outside thereof, in violation of Title 21, 
United States Code, Section 952. 
  All in violation of Title 21, United States Code, Section 963 
COUNT IV 
  In or about May 1983, the defendants: 
MANUEL ANTONIO NORIEGA 
GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO 
and 
PABLO ESCOBAR-GAVIRIA 
and others known and unknown to the Grand Jury did knowingly and 
willfully distribute and aid and abet the distribution of 
approximately 400 kilograms of cocaine, a Schedule II narcotic 
controlled substances, with the knowledge that such cocaine would 
be unlawfully imported into the Southern District of Florida and 
elsewhere in the United States, in violation of Title 21, United 
States Code, Section 959, and Title 18, United States Code, Section 
2. 
COUNT V 
  In or abut January 1984, the defendants: 
MANUEL ANTONIO NORIEGA 
GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO 
PABLO ESCOBAR-GAVIRIA 
LUIS DEL CID 
and 
ROBERTO STEINER 
and others known and unknown to the Grand Jury did knowingly and 
willfully distribute and aid and abet the distribution of 
APENDICE E 
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approximately 400 kilograms of cocaine, a Schedule II narcotic 
controlled substances, with the knowledge that such cocaine would 
be unlawfully imported into the Southern District of Florida and 
elsewhere in the United States, in violation of Title 21, United 
States Code, Section 959, and Title 18, United States Code, Section 
2. 
COUNT VI 
  From in or about September 1983 through on or about March 10, 
1984, the defendants: 
MANUEL ANTONIO NORIEGA 
GUSTAVO DEJESUS GAVIRIA-RIVERO 
and 
AMET PAREDES 
and others known and unknown to the Grand Jury did aid and abet 
Pablo Escobar-Gaviria, Jorge Ochoa Vasquez, Fabio Ochoa-Vasquez, 
Juan David Ochoa-Vasquez and others in the manufacture of multi-ton 
quantities of cocaine, a Schedule II narcotic controlled 
substances, in a location known as “Tanquilandia” in the Llanos 
region of Colombia, South America, intending that such cocaine be 
unlawfully imported into the Southern District of Florida, and 
elsewhere in the United States, in violation of Title 21, United 
States Code, Section 959, and Title 18, United States Code, Section 
2. 
COUNT VII 
  From in or about May 1984 through the summer of 1984, the 
defendants: 
MANUEL ANTONIO NORIEGA 




knowingly and intentionally did combine, conspire, confederate and 
agree with each other and with other persons known and unknown to 
the Grand Jury, to commit offenses against the United States, that 
is:  
(a) To manufacture cocaine, a Schedule II narcotic controlled 
substance, in Darien Providence, Panama, intending that such 
cocaine be unlawfully imported into the Southern District of 
Florida and elsewhere in the United States, in violation of Title 
21, United States Code, Section 959,  
(b) To distribute cocaine, a Schedule II narcotic controlled 
substance, in Panama and Colombia intending that such cocaine be 
unlawfully imported into the Southern District of Florida and 
elsewhere in the United States, in violation of Title 21, United 
States Code, Section 959. 
c) To import cocaine, a Schedule II narcotic controlled 
substance, into the Southern District of Florida and elsewhere in 
the United States from a place outside thereof, in violation of 
Title 21, United States Code, Section 952; 
  All in violation of Title 21, United States Code, Section 963. 
COUNT VIII 
  From in or about May 1984 through June 15, 1984, in the Southern 
District of Florida and elsewhere, the defendants: 
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did import and aid and abet others in the importation of 2,141 
pounds of cocaine from Colombia through Panamá to Miami, in 
violation of Title 21, United States Code, Section 952 and Title 
18, United States Code, Section 2. 
COUNT IX 
  From in or about November 1985 through March 1986, in the 
Southern District of Florida and elsewhere, the defendants: 
MANUEL ANTONIO NORIEGA 
AMET PAREDES 
LUIS FERNANDO ESCOBAR-OCHOA 





along with Cesar Rodriguez and Ruben Dario Paredes-Jimenez, now 
deceased, knowingly and intentionally did combine, conspire, 
confederate and agree wirh each other and with other persons known 
and unknown to the Grand Jury, to commit offenses against the 
United States, that is: 
(a) To distribute in excess of 322 kilograms of cocaine, a 
Schedule II narcotic controlled substance, intending that such 
cocaine be unlawfully imported into the United States aboard the 
vessel “Krill”, in violation of Title 21, United States Code, 
Section 959. 
(b) To import in excess of 322 kilograms of cocaine, a Schedule 
narcotic controlled substance, into the United States from a place 
outside thereof, aboard the vessel “Krill”, in violation of Title 
21, United States Code, Section 952. 
  All in violation of Title 21, United States Code, Section 963. 
COUNT X 
  In or about March 1986 the defendants: 
MANUEL ANTONIO NORIEGA 
AMET PAREDES 
LOUIS FERNANDO ESCOBAR-OCHOA 





did knowingly and intentionally distribute and aid and abet the 
distribution of approximately 322 kilograms of cocaine, a Schedule 
II narcotic controlled substance, intending that such cocaine be 
unlawfully imported into the Southern District of Florida and 
elsewhere in the United States, in violation of Title 21, United 




  On or about the dates set forth below, according to Counts, in 
the Southern District of Florida and elsewhere, the defendants, as 
set forth below, and persons known and unknown to the Grand Jury, 
did knowingly and willfully travel and cause travel, use and cause 
to be used facilities in interstate and foreign commerce with 
intent to promote, manage, establish and carry on, and facilitate 
the promotion, management, establishment and carrying on of an 
unlawful activity, that is, a business enterprise involving 
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cocaine, a Schedule II narcotic controlled substance, in violation 
of Title 21, Unites States Code, Sections 952, 959 and 963 and 
thereafter did perform, attempt to perform and cause to be 
performed acts to promote, manage, establish and carry on, and 
facilitate the promotion, management, establishment, and carrying 
on of said unlawful activity: 
         Approximate 
  COUNT     Defendants    Travel        Date
 ___   
 
  XI   MANUEL ANTONIO    Flight of Eduardo  May 
1983 
     NORIEGA  Pardo and Daniel 
  GUSTAVO DEJESUS  Miranda with  
  GAVIRIA-RIVERO  $800,000 from 
  EDUARDO PARDO  Ft. Lauderdale, 
  DANIEL MIRANDA  Florida to Panama 
  XII MANUEL ANTONIO  Flight of Tony  May 
1984   NORIEGA   Aizprua from Ft. 
     Lauderdale, 
     Florida to Panama 
 
  All in violation of Title 18, United States Code, Sections 
1952(a) (3) and 2. 
A TRUE BILL 
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La versión original del Plan Blandón.*  Elaborado por el Cónsul General 




1. CHANGE MILITARY LEADERSHIP AND REFORM PDF: 
 
The PDF [Panama Defense Forces] must strengthen itself through internal self-reform. It 
is the only viable option for timely change. The major objectives of that reform are: 
 
a. RETIRE GENERAL NORIEGA. 
 
General Noriega must set the time of his retirement. That date should be close the 
fulfillment of the changes outlined below in “b” through “d”. In return for a timely 
fulfillment of these requirements, he would be granted immunity from criminal 
prosecution in Panama and the US. The date for his retirement should be absolutely no 
later that the firs week of April, 1988. 
  
b. REMOVAL THE “GANG OF 6”. 
 
Noriega is not the only or even the main problem inside the PDF. If Noriega were to fall 
and one of the “Gang of 6” take the power, the situation would be come even worse. As a 
first step in a political solution, Noriega must send out of the country Cordoba, Del Cid, 
Madrinan, Trujillo, Benitez, Cleto Hernandez, and Los Purcel [the two Purcel brothers]. 
Their access to power mush be blocked. They must be insolated.  
 
c. RETIRMENT OF MEMBERS OF THE GENERAL STAFF WITH 
OVER 25 YEARS SEVICE. REPLACE WITH YOURGER OFFICERS. 
 
The law must be enforced. These people should retire. Their retirement would greatly 
help the reform of the PDF. Many of these people would be happy to retire, if they 
believed that in retirement they would not have to wrestle with prosecution for things 
they might or might not have done while in office. 
 
d. CHANGE LAW 20: 
 
The status governing the PDF must also be altered. Noriega must work with the 
Government to get these changes implemented. 
One: set term of service for Commander and General at 5 years. 
Two: make absolutely mandatory retirement after 25 years service. 
Three: outline process for selection of Commander or General. President selected one of 
5 names submitted from the General Staff. The President must then submit his choice to 
the Legislature for approval. 
                                                 
* Tomado textualmente de Luis Murillo, “The Noriega mess: the drugs, the Canal and Why 




Four: detach government services such as immigration, customs, prisons, and civil 
criminal investigation from the PDF’s authority. 
Five: terminate the National Security Investigation Clause. 
 
e. THE PDF MAKE A COMMITMENT TO BECOME PROFESSIONAL, 
APOLITICAL FORCE IN PANAMA. 
 
2. CHANGE CABINET, BUT KEEP DELVALLE: 
 
The President and Vice-President should remain in office until their terms expire, but the 
Cabinet must be replace. The new members should reflect the political realities of having 
to deal with a Unade [parties controlled by the regime] coalition in the Legislature, but 
should also surface new, credible faces who can help build national support for the 
Government’s actions. 
 
The offices of Comptroller and Attorney General must be filled by honest, apolitical 
people. (A political Comptroller would use Government funds in 1989 for partisan 
political use and of course the A.G. [Attorney General] always should be as non-partisan 
as possible. In the case of the A.G. the appointment would not be made until after 
Noriega resigned from office. This delay would give Noriega confidence that the terms of 
his retirement would be honored.) 
 
3. REFORM ELECTION SYSTEM:  
 
a. ANNOUNCE THAT ELECTIONS WILL BE HELD AS SCHEDULED 
IN 1989. 
 
b. REFORMS IN ELECTION TRIBUNAL: 
 
One: change Election Tribunal. Select three new members. 
Two: give funds needed for modernizing list and election system. 
Three: find technical support to help this organization reform itself and meet the 
challenges of the 1989 elections. 
 
c. CHANGES IN ELECTION LAW: 
 
One: re-districting. 
Two: establish proper methodology for selecting winners in multi-candidate districts. 
Three: government give partial subsidies to parties in 1989 elections. 
Four: pass laws giving all parties access to electronic media in 1989 elections. 
 






a. PRESIDENT GRANT NORIEGA CRIMINAL IMMUNITY. SAME 
IMMUNITY WOULD ALSO BE GIVEN TO OTHER KEY FIGURES 
WITHIN THE PDF. 
 
b. PRESIDENT AND ATTORNEY GENERAL WORK WITH PROPER 
US AUTHORITIES TO GET IMMUNITY FROM CRIMINAL US 
PROSECUTION. 
 
c. PRESIDENT MAKE MAJOR PERSONNEL CHANGES IN THE 
SUPREME AND LOWER COURTS. 
 
5. FREE THE PRESS AND END ERSA: 
 
The press’s full freedom should be restored and ERSA [state’s press monopoly] should 
be dismantled. (Ending ERSA would be a matter of good politics and prudent fiscal 




STEP #2: SELLING THE PLAN TO NORIEGA: 
 
Once agreement is reached on the major points above, then the hard part begins. It must 
be sold to Noriega. If this explanation to Noriega is timed with a series of events which 
remind him of his tentative hold on Panama, we will be successful. Sustained pressure 
must be put on Noriega, the pressure must come from every direction. I recommend the 
following steps and timetable. We must move fast because I fear that events could still 
get out of anyone’s control.  
 
1. Amb. Davis [US envoy to Panama] contact President Delvalle and let him know 
the US wants a “Panamanian” political solution. Let him know that the plan I am 
working on is credible and is well kown to US. (Before 11/4) 
2. Nestor Sanchez be immediately recruited to visit Noriega and tell him that the 
time has come for a political solution. He must be tough, as only such a good 
personal fried can be. “You must make a deal. It is the best route for you and 
your family! The US wants to help you.” Noriega trusts Nestor. He will see him 
immediately. (Before 11/4) 
3. US talk with military leaders in El Salvador (especially Vargas and Blandon 
[chief of Salvadoran army; no relation to Jose Blandon]), Colombia, Guatemala, 
and Honduras. Ask them to send a message after 11/5 to make a deal with US. 
4. Werner [Southcom chief General Frederick Woerner] request meeting on 11/6 or 
7 with Noriega plus: Justine, Purcell, and Castillo. Werner should give same 
message. Important to give to all 4 so Noriega has no freedom to freely interpret 
message to others. Message should be tough. Say you must make deal with 
civilian USG [US Government]. Say there is no support in CIA or Pentagon for 
Noriega. USG has one policy. USG, however, wants to help Noriega in 




5. I will work with Noriega and others on proposal (A Panamanian Political 
Solution) to give to USG and other parties in Panama. (11/8-13). 
6. Pressure be mounted from all sides on Noriega. 
a. Street demonstrations. 
b. US press stories on drugs, etc. 
c. Tough financial messages to Cattin [Ricaurte Vasquez], Alexander, and 
P. Rodriguez [Panamanian functionaries in charge of economic policy]. 
d. Human Rights delegation from Congress. See not only opposition but 
legislators of Unade. (Before 11/14) 
e. Senate delegation from Dole and Byrd. 
f. Grassroots campaign for the people of Panama be conducted. Use 
distribution of a video which outlines peaceful actions to take against the 
Government. 
g. Noriega’s friends and family be contacted and told why he should accept 
deal. (In addition to Sanchez [Nestor] are Fito Duque, Carlos Duque, 
Sieiro, Harari (through Peres, Rabin or Sharon [Israeli government 
leaders; Harari was a notorious Israeli collaborator of Noriega) and of 
course his wife. 
 
h. And last but not least, organize campaign to build pressure from within 
PDF. Young recruits and officers should be approached as well as all 
family members who can be identified. “Time to rescue your 
institution!” 
 
The problem today is that no one has a clear idea of what a meaningful, 
sensible resolution might be. Noriega has the least idea. He now is resigned 
to fight because he sees no way out. He has in fact become somewhat 
schizophrenic in his own analysis. On the one hand he concludes the US 
cannot be trusted, that they want to put him in jail and then on the other hand 
he feels the CIA and Pentagon in reality –secretly –support him. “They have 
said little during my clamp down.” 
 
To make clear to Noriega that there is a solution which takes into account 
his personal future will open the road to some deal. It might take more time 
that we hope, but it will come. 
APENDICE G 
RESOLUCION DEL CONSEJO DE SEGURIDAD VETADO POR EE.UU. 
Draft Resolution Vetoed by the US 
 
on 17 January, 1990 
 
(Draft Resolution distributed 16 January 1990)* 
 
 
Security Council Distr.  GENERAL  
S/21084  






Colombia, Cote d'Ivoire, Cuba, Democratic Yemen, 
Ethiopia, Malaysia and Zaire: draft resolution 
 
The Security Council, 
 
Taking into account the statements made by the delegations of Nicaragua and the 
United States on the events that occurred on 29 December 1989, at the residence 
of the Ambassador of Nicaragua in the republic of Panama,  
 
 
 Recalling the principles of independence, sovereignty, territorial integrity, and 
sovereign equality of states,  
 
 Considering the obligation of States to respect fully the privileges and immunities 
granted to diplomatic missions and agents by international law, as codified in the 
Vienna Convention on Diplomatic Relations of 18 April 1961, especially with 
regard to the inviolability of the premises and residences of diplomatic missions 
and the immunity, safety and personal integrity of diplomatic agents,  
                                                 
* Tomado de Global Policy Forum, NY. USA. 
www.igc.org/globalpolicy/security/membship/veto/s21084.htm 
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 Recalling that the Havana Convention of 20 February 1928, on Diplomatic 
Officers, provides that "Diplomatic officers shall be inviolate as to their persons, 
their residence, private or official and their property",  
 
 Reaffirming the need to comply with the obligations assumed by States in the 
Vienna Conventions on Diplomatic and Consular Relations, a swell as in other 
international legal instruments, as a contribution to the preservation of 
international peace and security and friendly relations among states,  
 
Taking note of the letters, dated 4 and 5 January 1990, from the Permanent 
Mission of the United States of America to the President of the Security Council, 
regretting the search of the residence of the Ambassador of Nicaragua in Panama 
by United States military forces, and indicating that the United States has taken 
steps to prevent the recurrence of such actions,  
 
1.   Declare that the serious events that took place are, as has been acknowledged, 
a violation of the privileges and immunities recognized under international law 
and codified in the Vienna Conventions on Diplomatic and Consular Relations;  
2.   Expresses its deep concern over any measure or action that restricts free 
communication and prevents the functioning of diplomatic missions in Panama in 
accordance with international law, and calls upon those concerned to take the 
appropriate steps to avoid the recurrence of such measures or actions;  
3.   Demands the full respect for the rules of international law that guarantee the 
immunity of diplomatic officers and the inviolability of the premises of 

























































































































































































































































CRONOLOGIA DE LA DICTADURA EN PANAMA, 1987-1993 
 





Jun. 6 Gral. John Galvin fue reemplazado por el Gral. Fred Woerner 
como Jefe del Comando Sur (SouthCom). 
 
 7 Coronel Roberto Díaz Herrera, Secundo Comandante de la FDP, 
retirado; acusa al Gral. Noriega de participar y ordenar el asesinato 
del Dr. Hugo Spadafora. 
 
 9 Se estableció el Movimiento Cruzada Cívica Nacional (CCN), 
como una oposición. 
 
Jul. 1 La OEA enunció una resolución llamando a la EE.UU. de cesar 
toda interferencia en los asuntos internos de Panamá, como 
garantía de los Tratados de 1977. 
 
 27 Crl. Díaz Herrera fue arrestado después de ser agredido en su casa; 




Feb. 5 Gran Jurado de Florida, de los Estados Unidos, formula cargos 
contra Noriega de narcotráfico y crimen organizado; Departamento 
de Estado no fue informado con anticipación. 
  
 10 José Blandón, Cónsul en Nueva York, dio testimonio detallado en 
contra de Noriega al Sub-Comité del Senado Americano.  
 
                                                 
* Tomado de James Dunkerley, “The Panamanian crisis”, 1994, p: 107-136. 
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 26 Después de reunirse con los americanos, el presidente Erick 
Delvalle trata de remover del cargo a Noriega como Comandante 
de la FDP; la Asamblea Nacional designa a Manuel Solís Palma en 
su sitio (presidente de Panamá), pero los americanos reconocen 
sólo a Delvalle como el único Jefe de Estado. 
 
Mar. 11 Americanos retienen pago de la cuota del Canal a la Comisión del 
Canal y congela las cuentas del Estado panameño en los Estados 
Unidos. 
 
 16 Noticia de infructuoso hazaña de mantenimiento al orden 
provocado por disturbios anti-Noriegas y dos semanas de 
declaración de huelga general. 
 
 19 Declaración de estado de emergencia; cierre de bancos por nueve 
semanas; se forma el Batallón de la Dignidad por Noriega, quienes 
mantienen conversaciones secretas con los delegado americanos. 
 
 20 Secretario de Estado de los Estados Unidos, George Shultz, 
publica el deseo de Noriega de ir al exilio a España. 
 
22 Noriega propone su renuncia pero insistió en elegir su propio 
tiempo. 
 
Abr. 1 Fracasa golpe Anti-Noriega a los que están fuera del gobierno. 
 
 5 13,000 soldados americanos fueron enviados para reforzar a los 
10,000 concentrados en la estación militar del Canal. 
 
 8 El presidente norteamericano Ronald Reagan utiliza el Acta de 
Poder de Emergencia de 1977, para imponer sanción económica. 
 
 24 Manuel Solís Palma se fija al gabinete izquierdista; la Iglesia 
solicita el fin de las sanciones americanas. 
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 27 Los Estados Unidos confiscan instalación para expulsar a Noriega 
e intimidarlo a su compromiso. 
 
May. 9 Los Bancos abrieron; Michael Kozak, funcionario del 
Departamento de Estado, conversa en secreto con Noriega, 
ofreciendo anular los cargos (del Estado de la Florida) si deja el 
país. 
 
Jul. 27 Reagan declara que al régimen de Noriega fue autorizado una 
acción secreta; la CIA planea llevar a cabo una hazaña para 
bloquear de entre el Sub-Comité de inteligencia del Senado que 
podría implicar el asesinato de Noriega. 
 
Sep. 15 El Jurado de Miami clasifica información sobre los cargos en 





Ene. 3 Impulsados por Washington, la CCN decide participar en las 
elecciones de Mayo de 1989. 
 
 19 Reagan amenaza dar marcha atrás por encima del Tratado de 1977, 
si Noriega permanece en poder. 
 
May. 7 Se celebra las elecciones; difunden argumentos de fraude para 
negar la victoria del candidato del ADOC, Guillermo Endara; 
protestas reprimidas. 
 
 10 Tribunal Electoral anula los resultados de la elección con el motivo 
del desorden público y actos irregulares. 
 
11 2,000 soldados americanos se envían en la Zona del Canal. 
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14 Presidente George Bush declara que la FDP debería “hacer 
cualquier cosa que puedan para quitar al Sr. Noriega fuera de allí... 
No añado ninguna otra palabra de precaución”.1  
  
 17 Ministros del Exterior de la OEA condenaron las elecciones 
fraudulentas y enviaron una misión de investigación; el golpe de la 
oposición se derrumbó. 
 
 18 La OEA formalmente condenó el fraude electoral e intentó la 
negociación. 
 
Jul. 8 Tanques y helicópteros americanos maniobraron alrededor de las 
oficinas de Noriega. 
 
Ago. 16 Extensas maniobras americanas en la Zona del Canal. 
 
 31 Concilio de Estado disolvió la Asamblea Nacional y nombró Jefe 
de Gobierno provisional por el Procurador al General Francisco 
Rodríguez; abandona la mediación la misión de la OEA. 
 
Oct. 2 Gral. Maxwell Thurman es nombrado nuevo Jefe del Southcom de 
los Estados Unidos. 
 
 3 Falla golpe militar por el Comandante Moisés Giroldi; fuerzas 
americanas proporcionaron apoyo limitado; Giroldi y otros dela 
FDP llevaron a cabo el golpe. 
 
Dic. 15 Asamblea Nacional declara la guerra a los Estados Unidos y 
nombra a Noriega, máximo líder. 
 
20 24,000 soldados americanos invaden con la Operación “Causa 
Justa”. 
                                                 
1 “Do everything they can do to get Mr. Noriega out of there… I would add no words of caution.” 
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 22 La OEA formalmente censura la invasión americana como 
violación al Derecho Internacional. 
 




Ene. 3 Noriega, agobiado por la alta y sofisticada ataque americano, se da 
por vencido a las fuerzas americanas. 
 
Mar. 13 Guillermo Endara termina trece días de huelga de hambre en la 
Catedral, protestando por la ayuda retrasada de los Estados Unidos. 
 
May. 1 Senado aprueba ayuda de $420 millones a Panamá y $300 millones 
a Nicaragua, restableciendo las restricciones de cuotas de azúcar 




Ene. 27 Partidos de la oposición gana elecciones por cinco a nueve escaños  
en la Asamblea panameña. 
 
Mar. 6 Estados Unidos corta ayuda a Costa Rica, El Salvador y Guatemala 
y los aumenta en Panamá, Honduras y Belice. 
 
Abr. 8 Endara despide cinco ministros del PDC (Partido Demócrata 
Cristiano), quebrantando las reglas de la alianza de ADOC 
(Alianza Democrática de Oposición Civilista) con el partido. 
 
May. 29 Huelga contra medidas rígidas. 
 
Jun. 17 Asamblea Legislativa formaliza la abolición de la Fuerza de 
Defensa. 
Sep. 3 Noriega asiste juicio en los Estados Unidos.  
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14 Extensa huelga de seis días contra la política económica.  
 




Feb. 7 Endara alega frustración de policías. 
 
Jun. 11 Visita del Presidente Bush; demostraciones lo obligan a abandonar 
su discurso.  
 
 29 Congreso aprueba las Reformas Constitucionales, incluyendo la 
abolición del ejército. 
 
Sep. 18 Series de explosiones de bombas comenzaron con los arrestos de 




Abr. 11 Administración de Endara se opone a la amnistía propuesta en la 
Asamblea por PRD (Partido Revolucionario Democrático, el 
Partido de Noriega), para los partidario expulsados del régimen de 
Noriega (sesenta presos y cuarenta en exilio). 
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